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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano; de Minería, señor Laurence Golborne Riveros; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt Zaldívar. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner San Martín, y la Subsecretaria de Planificación, señora Soledad Arellano Schmidt.
Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de la sesiones 23ª y 24ª, ambas ordinarias, en 7 y 8 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los quince primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s. 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



5.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



6.- Proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



7.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



8.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



9.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal (boletín N° 7.193-07).



10.- Proyecto que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



11.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N° 7.440-05).



12.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



13.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



14.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07).



15.- Proyecto que modifica la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones (boletín N° 7.502-15).



Con el decimosexto retira la urgencia que hizo presente para el despacho del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01).



Con el siguiente retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley sobre violencia escolar (boletín N° 7.123-04).



Con los dos últimos hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (boletín N° 6.792-06).



2.- Proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos (boletín N° 7.692-11).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletín N° 6.422-07)(Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en relación con el requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete señores Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales aprobado por el Congreso Nacional (boletín N° 6.426-10).



Con el siguiente remite copia autorizada de la resolución dictada acerca de la solicitud de desistimiento de una acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, promovida en recurso de protección interpuesto contra la isapre Colmena Golden Cross S. A.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los seis últimos envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 163, letra e), inciso 1°, del Código Tributario; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 (actualmente corresponde al artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005), y 2° de la ley N° 20.015.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el que responde una solicitud de información, expedida en nombre de los Senadores señora Rincón y señores Gómez, Letelier y Quintana, sobre el avance de la investigación y los recursos humanos y técnicos dispuestos para la pesquisa ordenada por el Ministerio Público en el retén de Catillo, comuna de Parral.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que da respuesta a la petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a los recursos asignados por SERCOTEC para reinstalar a los locatarios del Mercado Municipal de Talcahuano, afectados por el terremoto y el tsunami del 27 de febrero de 2010.



De la señora Subsecretaria de Transportes, con el que contesta la solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, respecto de los operadores de las unidades de negocios del Sistema de Transportes de la Región Metropolitana y la fecha de vencimiento de sus contratos.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.502-15) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).


Dos de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en relación con los siguientes asuntos:



1.- Observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, recaídas en el proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 6.792-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


2.- Observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, recaídas en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (boletín N° 6.974-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Gómez, Navarro, Quintana, Rossi y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre causales para la revisión de sentencias firmes (boletín N° 7.725-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), respecto de indemnización a víctimas de la talidomida (boletín N° S 1.372-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores Horvath, Ruiz-Esquide, Kuschel y Larraín (don Hernán), acerca de la situación de la comunidad Bahá’i en Irán (boletín N° S 1.373-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.





)---------------(

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, respecto al proyecto de acuerdo que presentamos varios Senadores, sobre la situación de la comunidad Bahá’i en Irán, ya analizado por la Comisión de Derechos Humanos -que lo respalda-, pido recabar la anuencia de la Sala a fin de que, si es posible, se vote hoy día.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No es materia de la tabla, señor Senador.

El señor HORVATH.- Lo sé. Por eso estoy solicitando pedir el asentimiento de la Sala para posibilitar su votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Trataremos primero otras materias.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, dado que el Ejecutivo retiró la urgencia al proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF”, que figura en segundo lugar de la tabla de hoy, solicito el acuerdo de la Sala para tratarlo en otra oportunidad.

La señora ALVEAR.- Conforme.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Sobre la Cuenta?

El señor NOVOA.- No, señor Presidente.



Con referencia al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, cuyo plazo para formular indicaciones vence el próximo viernes, 17 de junio, la  Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó requerir al Senado la ampliación de ese término hasta el martes 21 de junio, a las 12.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se extenderá dicho plazo hasta la fecha mencionada.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En cuanto a la petición del Senador señor Horvath, le agradeceré plantearla de nuevo.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se trata del segundo proyecto de acuerdo que figura en la Cuenta, relativo a la situación de las personas que profesan la fe Bahá’i, por la persecución de que son objeto particularmente en Irán. 



El Senado cuenta con todos los antecedentes sobre tal iniciativa, la que fue analizada ya por la Comisión de Derechos Humanos; y quienes la suscribimos somos miembros de ella.



Pido recabar la anuencia de la Sala para que se pueda votar a continuación del Orden del Día de la presente sesión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa no tiene inconveniente en incluir tal iniciativa en el Tiempo de Votaciones de hoy.



Sin embargo, hay una dificultad: muchos señores Senadores no nos acompañan en esa parte de la sesión, razón por la cual se encuentran pendientes varios proyectos de acuerdo.



Si le parece a la Sala, se agregará el señalado por el Honorable señor Horvath y se votará al final del Orden del Día, junto con los otros.



Acordado.
V. FÁCIL DESPACHO

AUMENTO DE PLAZAS EN GRADO DE CONTRAALMIRANTE
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que aumenta plazas en el grado de Contraalmirante, con informe de la Comisión de Defensa Nacional.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7687-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 22ª, en 1 de junio de 2011.


Informe de Comisión:


Defensa Nacional: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del proyecto es aumentar en dos las plazas de Contraalmirante y disminuir en tres las de Capitanes de Navío, para otorgar mayor flexibilidad en la conformación y estructura de un moderno Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Alto Mando Naval.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Prokurica, cuyo texto se consigna en el informe respectivo.



Finalmente, cabe indicar que en la discusión particular el proyecto también será conocido por la Comisión de Hacienda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como es de conocimiento público, cada día la actividad económica en el mar es mayor.



El proyecto tiene por objeto otorgar más flexibilidad para lograr una conformación y estructuración moderna del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Alto Mando Naval, aumentando las plazas de Contraalmirantes y disminuyendo las de Capitanes de Navío, con la finalidad de enfrentar de mejor manera la creciente demanda de actividad naval y los nuevos desafíos que debe asumir la Armada de Chile.



La iniciativa -como dije anteriormente- aumenta dos cupos en el grado de Contraalmirante en el Escalafón Ejecutivo e Ingenieros Navales y reduce tres cargos correspondientes al grado de Capitán de Navío.



El proyecto tuvo su origen en la composición del Alto Mando Naval para el año 2010, donde se consideró la creación de la Quinta Zona Naval con base en la ciudad de Puerto Montt (área que registra una importante actividad naval-civil), y en la necesidad de contar con un segundo Oficial de Abastecimiento como Director General de Finanzas.



Por lo anterior, la aprobación de la iniciativa en estudio permitirá, por un lado, optimizar la composición y la estructura de los puestos del Alto Mando Naval para una mejor gestión, ya que estará a cargo de Oficiales Generales, además de posibilitar la satisfacción de las actividades de carácter conjunto que demanda la defensa nacional y que han aumentado durante el último tiempo. Ejemplo de ello es el establecimiento del Comando Conjunto Norte, cuya dirección es rotativa entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas, al igual como ocurre con la jefatura de la Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos (ANEPE).



Es dable recordar que el proyecto se relaciona con la ley Nº 18.734, que declaró en extinción el Escalafón de Cubierta y Máquinas, estableciendo que las dos últimas plazas de Capitán de Navío se traspasaran al Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales -ello sucedió en 2009-, y con la ley Nº 20.156, que modificó la Planta de Oficiales de la Armada en los Escalafones de Oficiales Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Litoral.



Finalmente, debo hacer presente que la iniciativa no tiene efectos financieros ni irroga mayor gasto fiscal, toda vez que el aumento de dos plazas en el grado de Contraalmirante será absorbido en su costo monetario con la disminución de tres cupos en las que corresponde a la de Capitanes de Navío.



En ese sentido, señor Presidente, consulto a la Mesa si, por no tener consecuencias en gastos para el Estado, es necesario que el proyecto deba pasar a la Comisión de Hacienda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Formalmente debe ir a la Comisión de Hacienda, señor Senador, con el objeto de que se elabore el informe financiero que respalde lo propuesto.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, simplemente quiero consultar por qué no se encuentra el Ministro de Defensa Nacional en la discusión de este proyecto.

El señor PROKURICA.- ¡Yo respondo, señor Senador! Dicho Secretario de Estado se encuentra en Argentina por un asunto vinculado con la Operación “Cruz del Sur”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ruego a Sus Señorías que dejen a la Mesa dirigir la sesión.



Se puso el proyecto en Fácil Despacho, por tratarse de un asunto de simple tramitación.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos favorables y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón, y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Quintana.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde fijar plazo para formular indicaciones.



Sugiero el próximo martes 21 de junio, a las 12.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.






)--------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, recabo la unanimidad de la Sala -se me olvidó plantear tal petición anteriormente- para agregar a la tabla de Fácil Despacho un asunto que figura en la Cuenta de la presente sesión, en la cual se comunicó que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y también la de Hacienda despacharon sendos informes recaídos en el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, con el objeto de renovar el plazo de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.



Se trata de una normativa muy simple que fue aprobada unánimemente en ambas Comisiones.



Como Sus Señorías saben, formalmente todos los años en la Ley de Presupuestos se aprueban los recursos que corresponde asignar a dicho Fondo. Sin embargo, la normativa legal que lo creó expiró este año.



El proyecto puede ser objeto de una fácil tramitación, pues solo cambia algunas fechas.



En consecuencia, solicito la anuencia de la Sala para incluir la referida iniciativa en la tabla de Fácil Despacho de esta sesión y analizarla a continuación.



Acordado.

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE FONDO DE DESARROLLO DE LAS TELECOMUNICACIONES

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Según lo acordado recientemente por la Sala, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, en materia de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, con informes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y de la de Hacienda, con urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7502-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.


Hacienda: sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del proyecto es extender en forma indefinida el plazo de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, que venció el 11 de mayo de 2011, con la finalidad de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.



Asimismo, se establece la obligación de entregar en forma semestral a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados la información relativa al uso de los recursos que se asignan al citado Fondo.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió esta iniciativa en general y particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Prokurica y Novoa, en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Lagos, tal como lo hizo la de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión la iniciativa.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no sé si antes de entrar al debate algún miembro de la Comisión especializada hará uso de la palabra para dar cuenta del informe respectivo, porque quiero intervenir.



¿Se hará alguna relación del proyecto, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.



Ofrezco la palabra al Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y posteriormente en la de Hacienda, se estudió el proyecto en debate y en ambas instancias fue aprobado por unanimidad.



El propósito de la iniciativa es dar carácter permanente al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, por cuanto se ha constatado la necesidad de promover en forma constante una amplia cobertura de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos a lo largo del país, y además porque las necesidades de la vinculación de las telecomunicaciones y del acceso a la información son permanentes. 



El objetivo inicial del mecanismo era dar cobertura telefónica a zonas aisladas, pero resulta que hoy el gran desafío es brindar acceso a Internet a todas las áreas del país.



Desde ese punto de vista, se estimó razonable otorgar carácter permanente al Fondo, en el entendido de que cada año se le asignarán recursos en la Ley de Presupuestos, por lo que el Congreso podrá participar en las políticas de expansión de las telecomunicaciones y tendrá la posibilidad de debatir de manera específica estos asuntos con motivo del análisis de dicha normativa, tal como se viene haciendo hasta ahora.



Es por eso que el proyecto fue aprobado en forma unánime en ambas Comisiones.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, tal como expresó el Senador Novoa, este es un Fondo que, si pasa a ser permanente, abrirá, más allá de las comunicaciones, de la Internet, en fin, una enorme posibilidad para la televisión en Regiones. Lo conversamos con el Ministro. 



Como venía la convertibilidad de lo analógico a lo digital -que algún día llegará, y es una discusión pendiente que deberemos resolver con urgencia si no queremos que nos pille un nuevo tipo de tecnología que deje a la digital en el pasado-, en su momento elaboramos un proyecto de acuerdo, copatrocinado por muchas Senadoras y Senadores, en el que se hacía ver lo ocurrido en otros países con el paso de lo analógico a lo digital, donde numerosos pequeños canales regionales no contaron con recursos suficientes para enfrentar el cambio.



Ante ello, lo que le hemos propuesto al Ministro es precisamente abrir un espacio para que las estaciones regionales de televisión, que se encuentran agrupadas y que por largo tiempo han estado trabajando en esta temática, puedan concursar y acceder al Fondo, el cual como pasará a tener carácter permanente permitirá la subsistencia del ítem correspondiente, que este sea reajustado cada año en el Presupuesto y que, en definitiva, los canales regionales hagan uso de sus recursos y, de este modo, no queden al margen o fuera de la convertibilidad de lo analógico a lo digital.



El proyecto, señor Presidente, es tremendamente importante para las estaciones televisivas de todas las Regiones de nuestro país. Y por eso, sin lugar a dudas, lo voy a votar de manera favorable.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Recuerdo a la Sala que la iniciativa se encuentra en tabla de Fácil Despacho, por lo cual deberían intervenir solo dos Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Seré muy breve, señor Presidente.



Creo que este es un buen proyecto. Que el Fondo se transforme en permanente es algo absolutamente necesario para favorecer sobre todo a las localidades rurales, que con frecuencia no pueden acceder a la telefonía y, por ende, tampoco a Internet.



Ciertamente, hoy existen programas importantes para extender tanto la telefonía móvil como el servicio de Internet a los sectores rurales más apartados.



Pero quiero hacer una proposición para el próximo tiempo, tal vez aplicable en la Ley de Presupuestos. Creo que el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones debería regionalizarse, de modo que fueran las Regiones las que dispusieran de sus recursos, porque son ellas las que conocen mejor que nadie los lugares donde la telefonía móvil e Internet pueden significar un gran beneficio en favor de la población rural.



Me reservo ese derecho. Y espero contar con otros colegas para que durante la discusión de la Ley de Presupuestos podamos regionalizar el referido Fondo.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos en Fácil Despacho y ya han intervenido dos Senadores respecto de la iniciativa en debate. 



La Mesa propone abrir la votación y que quienes deseen usar de la palabra lo hagan fundamentando su posición.



¿Habría acuerdo en tal sentido?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Fondo de Desarrollo  de las Telecomunicaciones es un mecanismo que ha producido grandes beneficios en todo lo referente a este ámbito, tan necesario.



Lo que hace el proyecto de ley, enviado por el Presidente Piñera, es establecerlo en forma permanente. Hasta hoy tenía plazos de vencimiento que se habían venido renovando sucesivamente. Sin embargo, al igual que ha ocurrido a propósito de otros instrumentos que han generado buenos resultados en esta materia, considero un acierto consagrarlo sin fecha de término y estudiar en la Ley de Presupuestos de la Nación los recursos que sean indispensables.



Las comunicaciones son, sin duda, una de las principales necesidades, en especial en los sectores rurales, y constituyen el único camino para generar oportunidades relativamente igualitarias en favor de los ciudadanos que viven en la ruralidad versus los que viven en las ciudades.



El Fondo, además, permitirá algo que han venido planteando recurrentemente los Senadores Bianchi y Horvath, pertenecientes a Regiones donde existe mucha ruralidad. Como se sabe, el cambio tecnológico obligará a los canales regionales a modificar sus actuales equipos, con un alto costo de por medio. Y esta fórmula les permitirá postular a recursos que el Estado dispondrá al efecto para que, cuando se produzca el apagón analógico, se puedan subir a la modernidad a través del financiamiento de equipos, antenas y de todo lo que significa la implantación de la televisión digital.



Me parece que el proyecto es un acierto del Gobierno, que producirá múltiples beneficios a las Regiones y al mundo rural. Sin embargo, como manifestó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, lo importante es que no solo las decisiones se tomen fuera de la Capital. En el caso del Fondo, las Regiones informan sus necesidades a Santiago, pero los recursos correspondientes se disponen en la Ley de Presupuestos de la Nación. Quizás una buena alternativa, según se ha indicado aquí, sería trasladarlos al FNDR, donde, junto con la determinación de los lugares que requieren mayor cobertura, se definiera el financiamiento respectivo.



El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende para fundar su voto sobre el proyecto en cuestión, que se encuentra en tabla de Fácil Despacho.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, al fundamentar mi voto positivo, deseo expresar que estoy muy de acuerdo con la iniciativa.



Me parece obvio -y creo que todos coincidimos en que es importante- que el Fondo se transforme en permanente, en lugar de estar sujeto a un plazo, como ocurría anteriormente, aunque este se iba renovando. Porque, en definitiva, todos podemos constatar la trascendencia que tienen cada día más las telecomunicaciones.



Lo que principalmente me interesa es destacar, al igual que lo hicieron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, el hecho de que aquí efectivamente debe haber -y no podemos ser indiferentes- un fondo permanente. Es preciso que haya una conducta propositiva por parte del Ejecutivo, del Estado de Chile, en el sentido de garantizar que las Regiones más aisladas puedan acceder a los recursos y, por consiguiente, aumentar sus coberturas y disponer de Internet y otros servicios; sea para zonas muy rurales; sea para pequeños poblados costeros, que muchas veces se encuentran bastante aislados y no cuentan con ninguna posibilidad en tal sentido; sea para ciertas zonas urbanas con menos recursos o donde existen grupos más vulnerables y donde debe estar garantizado el suministro de tales servicios.



En consecuencia, considero positivo el proyecto y estamos de acuerdo con él.



Por otro lado -y creo que también vamos a coincidir en esto-, si bien es cierto que las Regiones son las que deben priorizar y sugerir dónde deben ir los recursos, estos debieran quedar radicados, ojalá, en el FNDR, para que realmente la decisión de cuáles son las zonas y localidades consideradas más rurales y aisladas fuera tomada con mucho más fundamento que a nivel central.



Por lo tanto, señor Presidente, anuncio desde ya mi voto positivo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones fue creado hace varios años y permitió llevar en su oportunidad la telefonía a todos los sectores rurales. Hoy el Gobierno plantea convertirlo en permanente, lo cual me parece muy acertado.



Quiero comunicarles a mis Honorables colegas que el día lunes revisamos la ejecución presupuestaria del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Y ahí se nos informó de los recursos que se disponen para este efecto. No se ha gastado nada del ítem correspondiente hasta el día de hoy, pero de aquí a fin de año estará completamente ejecutado.



Se contempla destinar, fundamentalmente para escuelas rurales del país, 4 mil 681 millones de pesos; para la zona de Magallanes, Senador Bianchi y Senador Muñoz Aburto, 2 mil 686 millones de pesos, y para otros proyectos, 1.505 millones de pesos. O sea, la zona de Magallanes se lleva casi el 50 por ciento de los recursos, de modo que ambos Senadores deben estar muy contentos. Lo importante es que los sectores aislados queden iluminados, con la posibilidad de que los escolares tengan todos acceso a Internet, principalmente.



Quisiera hacerle una petición al Ministro aquí presente. El artículo 28 A bis dice que se deberá informar del uso de estos recursos a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados. Y me gustaría, aunque no quedara en la ley pero sí en la mente del señor Errázuriz y en el acuerdo que acá se adoptara, que tales antecedentes también debieran ser remitidos a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, desde donde pueden pasar a la Subcomisión respectiva y de ahí ser entregados a todos los colegas.



Evidentemente, con el mayor agrado apoyamos este proyecto, y ojalá que de aquí a fin de año esté ejecutado el cien por ciento de los recursos otorgados.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra la Senadora señora Rincón. 



Recuerdo que estamos en Fácil Despacho.

La señora RINCÓN.- No es necesario que lo recuerde, señor Presidente.



Solo deseo dejar una constancia.



Esta es una iniciativa tremendamente importante. No hay que olvidar que el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones surgió a propósito de la discusión de la ley sobre multicarrier. Contribuían a él las empresas, las compañías. Ahora los aportes serán públicos y el mecanismo se transformará en permanente, lo que me parece adecuado.



Por mi parte, quiero secundar al Senador Zaldívar en la petición que ha hecho respecto de que los recursos sean regionalizados y también en cuanto a que tengamos esta discusión en la Ley de Presupuestos. Pero, además de ello, hay que tener especial preocupación por las zonas rurales.



En este momento se está analizando en el Congreso un proyecto sobre antenas de transmisión. Yo sé que muchos Senadores, particularmente los que representan a zonas saturadas, quisieran sacar algunas. Y créame, señor Presidente, que aquellas que yo represento se las quisieran llevar para allá para que su gente tuviera comunicación y quedara en condiciones de resolver temas que incluso pueden ser vitales.




Por lo tanto, no solo concurro con mi voto a la aprobación del proyecto, sino que también pido que cuando discutamos el proyecto de Ley de Presupuestos pongamos especial atención a las Regiones y a la ruralidad de nuestro país.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, deseo expresar mi voto favorable a esta iniciativa, que se está viendo como de Fácil Despacho aun cuando reviste enorme importancia. 



Quiero corregir a algunos señores Senadores aclarando que la Región con mayor proporción de población rural es la Décima. Además, lamentablemente, Los Lagos es la que menos comunicación tiene, en proporción, en sus diferentes escuelas y liceos. Y es la que posee mayor cantidad de islas habitadas. Solamente en Chiloé hay 35; en la provincia de Llanquihue, 12. Y en varias de ellas aún no se dispone de electricidad.



Desde luego, me alegra mucho que la Duodécima Región esté consumiendo la mitad de los recursos del Fondo, en circunstancias de que tiene comunidades en una cantidad mucho menor a la que yo represento. No sé qué es lo que estará estudiando el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, pero anuncio desde ya que vamos a seguir muy de cerca la evolución de lo que pase con este mecanismo, esperando que el próximo año mi Región, la Décima, sea la que abarque la mitad de los recursos.



Voto a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Recuerdo a los señores Senadores que el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones tiene que ver con la fibra óptica que se está instalando hacia la zona austral del país, inversión que fue aprobada en la Ley de Presupuestos.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, por su intermedio deseo informar a mi colega Kuschel y a otros Senadores que parte de la premura en aprobar este proyecto dice relación con que la Subsecretaría de Telecomunicaciones suscribirá un convenio que hará posible establecer comunicaciones alámbricas e inalámbricas que entregarán Internet a todos los colegios del país. De manera que no hay para qué ponerse a competir respecto de a quién le va a tocar y a quién no. 



Afortunadamente, el Fondo ha jugado un rol muy significativo en el curso de la última década. Fue planificado para diez años, cumplió un papel positivo en ese período y, en consecuencia, ahora corresponde excluir de la ley original dicho plazo, con el propósito de que aquel pase a ser un instrumento permanente que, sin duda, deberá ser provisionado en la Ley de Presupuestos de cada año. 



La idea es que el Fondo signifique una contribución determinante y decisiva en la entrega de Internet a los colegios. Por ejemplo, en la comuna de Calbuco, provincia de Llanquihue, los establecimientos educacionales tienen computadores pero no Internet. Ahora ellos podrán contar con ambas cosas.



Paradójicamente, debo decir que el mapa de extensión del uso de Internet en el sistema educacional indica que en la zona central del país hay áreas todavía más extensas que en las zonas más apartadas en las cuales todavía no se ha logrado la masificación y la universalización de las nuevas tecnologías de la información.



Así que para todos nosotros el proyecto constituye un hecho muy importante y positivo, que redundará en que las personas a las que representamos en este Congreso, especialmente niños y niñas, podrán mejorar su acceso al conocimiento a través de la universalización del uso de Internet en los colegios.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Reitero a la Sala que nos hallamos frente a una iniciativa de Fácil Despacho, que solo cambia una fecha. Y para hoy tenemos una tabla bastante nutrida.



Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tiene razón. Estamos ante un asunto de Fácil Despacho que no debiera tomarnos demasiado tiempo. Pero lo cierto es que ha provocado un debate muy interesante, que probablemente mucha gente está siguiendo por televisión. Y quienes no lo están siguiendo, porque no pueden, son precisamente los interesados: personas y familias rurales  que padecen el apagón desde hace bastante tiempo y a quienes un proyecto como este, que da carácter permanente al Fondo en cuestión, les puede significar una oportunidad. 



Señalo lo anterior porque en la Región de La Araucanía, que represento, seguí con expectación el inicio del programa hace algunos años. Sin embargo, hubo sucesivas licitaciones de las que se conocieron como “Infraestructura Digital I” e “Infraestructura Digital II”, para dotar a las comunidades de lo más básico. Recalco esto último, porque quiero llegar a lo que plantea el Senador Bianchi en cuanto a que ojalá existieran muchos canales y que el debate de la televisión digital pudiera conducirse por esta vía y a través de los recursos del Fondo. Pero la realidad es que aún numerosos sectores carecen de telefonía móvil e Internet. De manera que, si se trata de emparejar la cancha, hay que hacerlo primero con esos servicios, que son básicos y absolutamente necesarios.



Yo, simplemente, quisiera transmitirle al Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que este es un programa que, como bien decía el Senador Sabag, existe hace tiempo -probablemente, en algunas zonas ha sido más exitoso que en otras-, pero que requiere de mucho acompañamiento institucional; en mi opinión, de una buena gestión y una buena administración. Porque, de lo contrario, vamos a tener un híbrido: los fondos serán dispuestos por los gobiernos regionales, en tanto que la parte técnica será vista por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Finalmente, los interesados no van a tener claridad de dónde y cómo postular, y ni siquiera vamos a estar iluminando en términos digitales aquellos sectores donde el país requiere hacerlo.



Voy a aprobar ahora con ánimo este proyecto; me volveré a entusiasmar. Sin embargo, quiero pedirle al Gobierno mucha rigurosidad para avanzar más rápido en aquellos temas que -insisto- han quedado en el olvido.



Las empresas internacionales que se adjudicaron el proyecto Infraestructura Digital para la Competitividad e Innovación en mi Región dijeron que ni siquiera iban a hacer uso del subsidio porque eran muy solventes. Pero lo dejaron abandonado. Por eso en La Araucanía comunas como Lonquimay, Vilcún, Melipeuco, Galvarino -localidades con gran ruralidad- y muchos otros sectores quedaron sin estos servicios tan básicos para comunicarse.



Por lo tanto, junto con reiterar mi petición de gestionar lo mejor posible este programa, deseo también hacerme cargo de lo expresado por el Honorable señor Escalona y, como Presidente de la Comisión de Educación, apoyar este proyecto.



Hubo una iniciativa muy positiva, denominada “Programa de las 900 Escuelas”, que comenzó durante el Gobierno del Presidente Frei, cuando recién partíamos con estos servicios y, por ende, la realidad de las telecomunicaciones era una oportunidad. Fue bastante exitosa y se replicó en muchas Regiones del país.



Deseo reiterar lo anterior, señor Presidente, y apoyar, desde luego, este proyecto.  

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- ¡Gracias por no advertirme que estamos en Fácil Despacho, señor Presidente...!

La señora RINCÓN.- ¡Lo hizo solo conmigo...!

El señor PIZARRO.- ¡Discrimina el señor Presidente...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Se le ofrece la palabra en tiempo de Fácil Despacho...!



En realidad, están inscritos cinco Senadores más.

El señor PIZARRO.- Me parece muy bien, porque se trata de un tema que apasiona a las multitudes.



Tanto es así que fue una de las materias que conversamos la semana pasada a propósito del proyecto que regula la instalación de antenas para celulares, ocasión en que hacíamos hincapié en que existe una enorme presión en las zonas urbanas para que no se coloque un aparato de este tipo y otra de igual magnitud en sectores rurales para contar con muchas antenas que permitan la conectividad. Y este Fondo conduce fundamentalmente a mejorarla en estos últimos lugares.



Y usted comprenderá, señor Presidente, que para el Senador Uriarte y quien habla, que representamos a una Región como la Cuarta, eso resulta fundamental porque esa zona está constituida por valles transversales que van de la cordillera al mar y por los Andes de norte a sur. Así es que esos valles son especiales en términos de cobertura y se requiere una inversión altísima en antenas para permitir una telecomunicación expedita.



Le preguntaba recién al señor Ministro cuántos de esos recursos se invierten en el aumento de la cobertura en zonas urbanas, porque nosotros no hacemos hincapié en estas, sino en las rurales.



Me parece importante destacarlo porque él me manifestó que una parte de esos fondos se destinan a garantizar que en escuelas de niveles populares, donde no tienen acceso, se pueda financiar la conexión a Internet.



Hago la salvedad porque en la iniciativa sobre instalación de antenas de celulares existe la posibilidad de formular indicaciones el próximo martes en el sentido de definir un incentivo a la instalación de antenas en las áreas rurales y una restricción y regulación muy potente y relevante en las zonas urbanas. O sea, que se instale lo estrictamente necesario en el sector urbano, que es donde está el negocio grande -o el “filete”, por así decirlo- para los operadores, pero que a la vez existan incentivos para permitir a esos mismos operadores invertir en zonas rurales.



Por último, me parece positiva la sugerencia del Senador Zaldívar relativa a regionalizar la distribución de los recursos, siempre y cuando se pueda garantizar que los gobiernos regionales los van a invertir en telecomunicaciones y no en otras áreas. Porque, por ejemplo, en cuanto a los recursos “espejo” del famoso Transantiago, muchas veces ha sucedido que, a pesar de haberse determinado claramente en qué se podían gastar, por acuerdos de los consejos regionales se destinan a canchas de fútbol u otras obras.



Hecha esa salvedad, sería importante que el Ministerio nos enviara una propuesta que permita regionalizar la distribución de esos fondos.



¡Muchas gracias, señor Presidente, por dejarme intervenir en Fácil Despacho...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, suscribo las palabras del Senador señor Prokurica, y solo quiero hacer presente que en la discusión particular tenemos que poner especial atención a que se eliminó del artículo 28 A la frase relativa a que estos fondos se destinaban a “localidades ubicadas en zonas geográficas extremas o aisladas”, y a que no necesariamente debe ser copulativo el requisito de bajos ingresos.



Por lo tanto, repondremos el texto original. Lo ideal sería que el propio Ejecutivo acoja esta aspiración a fin de no tener dificultades para su aprobación. Porque aquí no solo se trata de cubrir con comunicaciones, como señala actualmente la normativa, sectores aislados, sino también lugares que estratégicamente se encuentran muy lejos y nunca una empresa se va a interesar por sí misma en llegar allí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, deseo ser muy concreto en mi planteamiento respecto de este Fondo. 



Los sectores urbanos, aun cuando sean de bajos ingresos, tienen alternativas, sobre todo en lo referente a Internet móvil.



Los rurales carecen de opción. Probablemente la única manera que tienen de estar conectados con el mundo es mediante Internet móvil.



Lo cierto es que, si uno lee la redacción del artículo 28 A que se propone, en él no se establece ninguna diferencia entre ambas zonas y más bien se encuentran en un grado de igualdad absoluta. Su texto señala: “Créase el Fondo (...), con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.”. 



Es decir, están en un estricto plano de igualdad.



Como los sectores urbanos, aunque sean de bajos recursos, tienen opciones, particularmente, respecto de Internet, me parece que en esta iniciativa que establece de manera permanente el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones se debería contemplar una preferencia clara y categórica hacia los sectores rurales.



Por eso, me gustaría saber qué tramitación tendrá este proyecto de ley. Como es de artículo único, desde un punto de vista legislativo se tendría que votar en general y en particular a la vez en esta sesión. Pero yo solicito fijar plazo para presentar indicaciones y que vuelva a la Comisión, porque estimo que no se trata de decir simplemente: “Mire: el período de 10 años del Fondo venció y ahora lo estableceremos de manera permanente”, sino de fijar criterios. Y en lo personal, me parece que el acento debería estar puesto en los sectores rurales, sobre todo, en cuanto a Internet móvil, pues constituye la única opción que estos tienen.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, quiero aprovechar la ocasión para ratificar el planteamiento del Honorable señor Orpis. Siento que en estas materias, y en varias otras, el Estado de Chile se encuentra en deuda con la ruralidad. 



Ha estado en discusión el desigual acceso, en este caso, a las oportunidades que dan la ciencia y la tecnología en lo relativo a la conectividad digital.



Por lo mismo, considero que bien vale la pena replantear el uso preferente que se le debe dar a este Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.



La semana pasada veíamos que uno de los temas pendientes en la discusión de la iniciativa sobre las antenas de celulares era justamente el que nos ocupa en estos momentos. Nos alegramos de que ahora se aborde de esta forma y con este sentido.



La conectividad no está dada solo por la construcción de calles, puertos, aeropuertos, carreteras urbanas o interurbanas, sino también por la elaboración de carreteras digitales, por poder usar masivamente la transmisión de datos, Internet, la televisión abierta, que ojalá llegue a todos los puntos que hoy día no cubre.



Por lo mismo, resulta fundamental que el Fondo sea usado de manera preferente en los sectores rurales. Ya lo decía el Senador Pizarro: no hace falta hablar de las zonas extremas para referirse a las áreas aisladas.



En la zona central o en el Norte Chico, particularmente en la Cuarta Región, hay muchas localidades aisladas que carecen de conectividad digital y también de conectividad física. En ellas existe un tremendo déficit de caminos públicos.



Por eso, una buena manera de utilizar el Fondo es poniendo el foco ahora y de manera preferente en los sectores rurales, que por años han permanecido postergados.



En consecuencia, señor Presidente, vamos a votar afirmativamente el proyecto, pero queremos aprovechar esta oportunidad para reenfocar los esfuerzos que se puedan hacer como país.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito la autorización del Senado para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Minería.

El señor PROKURICA.- Por supuesto.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, parece que este proyecto no era de tan fácil despacho...



En verdad, un poco en la línea de lo planteado por el Senador Uriarte, quien me antecedió en el uso de la palabra, siento que hay muchas comunidades -lo digo por las comunas rurales de las zonas que represento en el Senado- que no están viviendo en el siglo XXI. Se quedaron en el siglo pasado.



Porque la conectividad no solo significa construir carreteras. Aquí existen muchos adultos y niños que no tienen acceso a los avances tecnológicos. Y esto constituye una tremenda barrera para su proceso educacional.



Por lo tanto, creo que el énfasis de esta iniciativa y la focalización de los recursos deben apuntar a las zonas rurales, a las áreas apartadas. En estas, por desgracia, habitan ciudadanos cuya calidad de vida es precaria, y una de las principales causas de ello es justamente la falta de acceso a Internet, a la telefonía. Y esto llama bastante la atención, porque el país ha avanzado en muchos aspectos, pero en este punto existe un claro retroceso.



El Fondo ha obtenido, sin duda alguna, resultados muy favorables en mi Región. Varias comunas se han iluminado gracias a sus recursos, hay escuelas donde el acceso a Internet les ha cambiado la vida a niños y niñas. Pero ello es absolutamente insuficiente.



Además, deseo hacerme parte de las palabras del Senador Pizarro, porque aquí los gobiernos regionales no han cumplido con el mandato de la ley en el uso de los recursos que se les proporcionaron como compensación o aportes “espejo” de los otorgados al Transantiago.



De hecho, hay gran tardanza en la entrega de esos dineros, y estos muchas veces han servido para tapar los recortes realizados por el Gobierno a los presupuestos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Por lo tanto, existen recursos del Transantiago que, en vez de invertirse en telecomunicaciones, en conectividad digital, para las comunas rurales, finalmente se gastaron en una escuela pública urbana, en un centro de salud familiar o en un aporte a los bomberos. Y, si bien se trata de instituciones importantes, esos dineros tienen un destino definido por ley.



En tal sentido, espero que los recursos del Fondo en comento sean bien utilizados y se focalicen en el ámbito de las telecomunicaciones, en el avance de la tecnología, a fin de garantizarles a todos los chilenos, y particularmente a los de las comunas de Putre, General Lagos, Pica, Camiña, Huara y Colchane, acceder al siglo XXI. Porque, como dije al inicio de mi intervención, lamentablemente siguen en el siglo XX, y eso atenta contra el interés de la gente, de los ciudadanos y ciudadanas que viven en esas Regiones, de permanecer en ellas.



Eso explica en parte el éxodo, la migración, desde sectores rurales a las ciudades.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos discutiendo como si fuera de Fácil Despacho un proyecto que, sin lugar a dudas, va a mejorar las comunicaciones en las zonas rurales, y particularmente en las áreas urbanas de bajos ingresos.



Y, como sostuvimos en la Comisión de Transportes, con respecto a las antenas de celulares que se levanten con fondos públicos debe haber una colocalización.



A nuestro juicio, algunas empresas privadas han abusado de esa herramienta, en términos de usar recursos fiscales para instalar antenas, y así engrosar su patrimonio.



En ese contexto, en la iniciativa que se está discutiendo en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que busca regular la ubicación de antenas de celulares, se establecerá con claridad que en las que se levanten con fondos públicos en zonas rurales y urbanas de bajos ingresos deberá haber obligatoriamente una colocalización.



Otro aspecto dice relación con el programa Enlaces, que nació en los Gobiernos de la Concertación, el cual es importante y, básicamente... ¿Le pasa algo, Senador Lagos?

El señor LAGOS.- Lo que sucede es que usted está hablando de otro proyecto. Ahora estamos discutiendo el relativo al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.

El señor CHAHUÁN.- Así es. Y ese Fondo va a permitir, por una parte, levantar antenas de telefonía celular en zonas rurales, y por otra, mejorar el acceso a Internet.



Como decía, el programa Enlaces, que de alguna manera se inició en los Gobiernos anteriores -como señaló el Senador Escalona- ha logrado dotar de computadores a muchas escuelas del país, pero justamente en lugares donde no hay acceso a Internet.



La idea es que en las zonas rurales se vaya posibilitando ese acceso. En tal sentido, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones está impulsando un programa para verificar que las redes instaladas en escuelas del país -se aspira a que el próximo año alcanzarán al cien por ciento de las existentes- puedan ser fiscalizadas a fin de constatar que los respectivos computadores se ocupen efectivamente y que disponen de una banda ancha adecuada.



Debo mencionar que este proyecto ha sido largamente esperado. Nosotros lo aprobamos en la Comisión por unanimidad y, por lo mismo, lo vamos a votar favorablemente en la Sala.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos por la afirmativa).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta iniciativa se ha tratado sobre tabla por la urgencia con que fue calificada, y fue aprobada por la Cámara de Diputados en forma unánime.



Entonces, quiero pedir que el proyecto se apruebe en general y en particular. Porque en él solo se extiende la vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, que ha operado durante mucho tiempo sin mayor problema.



Por lo tanto, no es necesario hacer ninguna modificación a la iniciativa. Cualquier cambio que se le introdujera significaría que tendría que ir a la Comisión, volver a la Sala, enviarse a la Cámara de Diputados, y se nos pasaría todo el mes de julio en su trámite.



Así que solicito que se apruebe en general y en particular.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Honorable señor Horvath no se encuentra en la Sala. Pero él me señaló que deseaba pedir que se fijara un plazo para formular indicaciones. Entonces, sería muy importante si pudiera...

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en que el proyecto se apruebe en particular. Pero tampoco quiero inhibir mis facultades de legislar respecto de este asunto.



En consecuencia, propongo agregar -no tengo problema en que se vea inmediatamente-, a continuación de la expresión “servicios de telecomunicaciones”, el vocablo “preferentemente”, y colocar una coma después de la palabra “rurales”, de manera que la ley en proyecto establezca preferencia para los sectores rurales.



Si se puede hacer eso en la Sala por unanimidad, no veo ningún inconveniente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, desde el punto de vista reglamentario, siendo de artículo único esta iniciativa, perfectamente podríamos aprobar esa indicación y despachar el proyecto en particular.

El señor PROKURICA.- Hay unanimidad. No tenemos problema.

El señor SABAG.- De acuerdo, señor Presidente. Existe consenso.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, el presupuesto de este año se gasta muy fuertemente en la entrega de Internet a todos los establecimientos. Y no es la inversión sino el gasto operacional lo que garantiza que los liceos y escuelas municipales cuenten con esa herramienta, lo cual, además, está siendo fiscalizado por un ente externo que asegura el tráfico y la calidad de la conexión.



Por lo tanto, una parte importante del Fondo es gasto corriente de los establecimientos, lo que garantiza conexión de calidad y que esta sea utilizada.



Me parece, pues, muy relevante dar curso al proyecto, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tengo un problema, pues el Senador señor Horvath me pidió fijar plazo para la presentación de indicaciones. Entonces, quisiera...

El señor PROKURICA.- Lo que plantea el colega Horvath se resuelve con la indicación del Senador Orpis.

El señor GIRARDI (Presidente).- En nombre de la bancada de Renovación Nacional, para no pasar a llevar a...

El señor PROKURICA.- Le reitero, señor Presidente, que lo que planteó el Senador Horvath se repara con la proposición que hizo el colega Orpis.



Para no alargar el trámite, pienso que debemos aprobar la indicación formulada, que concita unanimidad en la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entendiendo que Su Señoría está transmitiendo la opinión del Senador señor Horvath, si le parece a la Sala, se aprobará la indicación que planteó el Honorable señor Orpis.



--Se aprueba, y el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.

VI. ORDEN DEL DÍA
TRASLADO DE DEPENDENCIA DE SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR A MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley del Servicio Nacional del Adulto Mayor, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7075-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.


Hacienda: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- 
El objetivo principal de este proyecto es trasladar desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación la vinculación que tiene el Servicio Nacional del Adulto Mayor con el Presidente de la República.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió esta iniciativa en general y en particular, por ser de artículo único, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar), en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados.



Esa misma unanimidad hizo constar la importancia que reviste la implementación y ejecución de políticas para el adulto mayor, las que han tenido un efecto relevante en materia de integración de ese sector.



La Comisión de Hacienda, por su parte, y de acuerdo a su competencia, aprobó los números 1, 2 y 4 del artículo único en los mismos términos en que los despachó la de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Esta resolución la adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este proyecto fue aprobado en general y en particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización atendido que plantea una adecuación lógica de la vinculación que el Servicio Nacional del Adulto Mayor debe tener con el Presidente de la República.



Cuando se presentó esta iniciativa en la Cámara de Diputados, a fines de la década del 90, se estableció la vinculación a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 
Ello ha provocado una serie de dificultades. Por ejemplo, este Ministerio no tiene presencia en las Regiones.



Por lo tanto, hay una falencia que, sin duda, es necesario corregir.



El Ministerio Secretaría General de la Presidencia es un órgano asesor del Primer Mandatario. Entonces, tampoco es dable esperar que realice una tarea tan significativa como la de llevar adelante políticas públicas en beneficio del adulto mayor.



En seguida, se trata de una adecuación lógica, porque el actual Ministerio de Planificación es el que lleva a cabo todas las políticas sociales.



Por otro lado, esta Sala aprobó hace pocos días la creación del Ministerio de Desarrollo Social, para sistematizar todas las políticas públicas que dicen relación con el área social. Y no hay duda de que el Servicio Nacional del Adulto Mayor juega un rol fundamental en ese ámbito. En consecuencia, este proyecto de ley plantea una medida lógica al trasladar su vinculación desde la Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación, y el día de mañana, al Ministerio de Desarrollo Social.



Ahora bien, a nadie escapa -y en el debate habido en la Comisión de Gobierno quedó de manifiesto- que las políticas sobre el adulto mayor tienen cada día más relevancia.



El último censo -si mi memoria no me engaña- reveló que más del 11 por ciento de la población nacional estaba conformada por adultos mayores. Y la Encuesta Casen del año 2006 estableció que esa cifra subía a sobre 13 por ciento.



Por ende, la determinación de llevar adelante políticas públicas para el adulto mayor adquiere día a día más importancia. Y por eso me parece esencial trasladar la dependencia de un ente como el SENAMA al Ministerio de Planificación, y mañana, al de Desarrollo Social. Así, primero, habrá un órgano especializado en las cuestiones sociales y con expresión en las Regiones; y segundo, tendremos políticas públicas mucho más sustantivas, perfeccionadas, mejoradas, a los efectos de atender adecuadamente a ese grupo etario de nuestra población.



Los señores Senadores son testigos de que las políticas públicas hacia el adulto mayor en los últimos años han sido exitosas.



Estamos hablando de un sector de la población que desarrolla un sinnúmero de actividades, de distinta índole, verdaderamente beneficiosas. Entonces, establecer la orgánica institucional del país en el Ministerio de Planificación va a permitir que eso que ha sido exitoso y provechoso pueda perfeccionarse todavía más.



Creo que, por lo tanto, despejamos al Ministerio Secretaría General de la Presidencia de una responsabilidad que no le corresponde, por su naturaleza, y se la entregamos a un Ministerio que va a tener la obligación de coordinar, sistematizar y llevar adelante todas las políticas sociales del Gobierno y del Estado.



Así que este proyecto, señor Presidente, responde a la lógica de proceder, en términos administrativos, como siempre se debió hacer.



Quiero recordar aquí, incluso, que ya en julio de 2002 la Comisión de Hacienda del Senado le solicitó al Gobierno hacer ese cambio, avanzar en la idea de que el Servicio Nacional del Adulto Mayor saliera de la Secretaría General de la Presidencia y entrara al Ministerio de Planificación. O sea, ya era una realidad visible que debía procederse a una modificación como la que ahora se plantea.



Señor Presidente, la Comisión de Gobierno, por unanimidad, aprobó en general y particular la ley en proyecto, que va a robustecer las políticas públicas dirigidas a los adultos mayores.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Planificación, señora Soledad Arellano.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como señaló el titular de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Senador señor Pérez Varela, este proyecto fue aprobado por unanimidad en dicho órgano técnico.



Se trata de una iniciativa simple, que fundamentalmente tiende a cambiar la dependencia del Servicio Nacional del Adulto Mayor desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia hacia el de Planificación. 



Como aquí, en el Senado, aprobamos la transformación de esa última Cartera en Ministerio de Desarrollo Social, en algún tiempo más el SENAMA quedará donde corresponde: en el Ministerio de Desarrollo Social.



Lo anterior también posibilitará resolver un problema existente en las Regiones, donde, por no haber seremi de la Secretaría General de la Presidencia, el intendente debe hacer un nombramiento para la presidencia de los comités regionales para el adulto mayor. Ahora estos serán presididos por los secretarios regionales ministeriales de Planificación.



Ha sido un gran acierto la creación del SENAMA. Todos sabemos de la importancia que revisten los clubes de adultos mayores. Y ya podemos ver cientos o miles en todas las comunas. Esas organizaciones han tenido un desempeño extraordinario. Con los fondos concursables que se colocan a su disposición, quienes los conforman han podido recorrer el país, e incluso, salir al extranjero.



Por lo tanto, estimo que los beneficiarios del Servicio mencionado se sentirán fortalecidos con su pertenencia al Ministerio de Planificación, ahora, y al de Desarrollo Social, mañana.



Señor Presidente, estamos ante un proyecto sencillo, que despachamos por unanimidad en la Comisión de Gobierno. Le pedimos a la Sala, en consecuencia, que lo apruebe en igual forma.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, quiero expresar nuestro apoyo a este proyecto, porque resulta de toda lógica que el Servicio Nacional del Adulto Mayor dependa de un Ministerio social, como lo es MIDEPLAN.



No corresponde la dependencia del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que en lo central, como sabemos, lleva adelante la vinculación del Poder Ejecutivo con el Legislativo y se preocupa muy de cerca, haciendo un seguimiento, de la tramitación de las leyes. Por lo tanto, la tarea de esta Secretaría de Estado es ajena al trabajo que lleva a cabo el SENAMA, y más ajena aún a la labor que realizan, con tanto entusiasmo, interés y vocación, los clubes de adultos mayores repartidos a lo largo y ancho del territorio nacional.



El hecho de que el Ministerio de Planificación tenga presencia en todas las Regiones y, por ende, la circunstancia de que exista un secretario regional ministerial de MIDEPLAN, hoy día, y uno del Ministerio de Desarrollo Social, dentro de algunas semanas, les permitirán a los gobiernos regionales bastante más participación en el apoyo a los adultos mayores. Porque no solo se trata del respaldo a los clubes de estos -como dije, son numerosos y desarrollan su trabajo con gran entusiasmo-, sino también de hacerse cargo de otras realidades, como la enorme cantidad de hospederías que existen para el gran porcentaje de adultos mayores que han sido abandonados por sus familiares.



Ahí hay una realidad social que en muchos casos se torna dramática. Y en los últimos días, a través de la televisión, hemos visto ancianos total, completa, absolutamente abandonados. Y son vecinos de buena voluntad, caritativos, quienes se preocupan de llevarles, de vez en cuando, un plato de comida.



¡Para qué hablar del frío que pasan en invierno! ¡Y qué decir del descuido en su salud!



Señor Presidente, la existencia de hogares u hospederías que muchas veces les arrebatan el total de su pensión a los adultos mayores es una realidad que vamos a tener que enfrentar. No podemos llegar y cerrarlos, simplemente porque no habría dónde llevar a esas personas, que deberían vivir en la calle. Y eso sería mucho más difícil todavía.



Empero, no hay duda de que en varios de esos hogares u hospederías se registran abuso y maltrato.



A la inversa, existen hogares sin fines de lucro que les entregan a los adultos mayores todo el amor y todo el cariño que necesitan.



En estos casos no podemos generalizar, porque, así como hay hogares muy buenos, vinculados principalmente a instituciones religiosas, otros, por lo general de índole estrictamente particular, no actúan en consonancia con lo que debe ser una atención digna.



Por todo lo señalado, votaré a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto en debate aborda dos temas. Y hay un tercero, al cual quiero referirme.



El primero dice relación con el cambio de dependencia del Servicio Nacional del Adulto Mayor: del Ministerio Secretaría General de la Presidencia al de Planificación.



Debo recordar -solo para la historia de la ley- que esa fue la propuesta que hizo la Concertación muchos años atrás. Pero el actual oficialismo se opuso. No querían que el SENAMA dependiera de MIDEPLAN. Y, por una percepción vinculada con la politización del accionar vinculado con el adulto mayor, plantearon su dependencia de La Moneda.



Señor Presidente, este proyecto significa un avance institucional positivo. Creo que ahí deben centrarse las políticas dirigidas a los que unos llaman “sectores vulnerables”, y otros, “políticas especiales”. No cabe duda de que en MIDEPLAN debe establecerse la coordinación de las cuestiones sobre infancia, adultos mayores, en fin.



Tenemos una interrogante. Y se la formulamos al Ministro en su momento, cuando querían bajar el rol del SERNAM y algunos planteaban que también estuviera en aquel Ministerio.



No comparto tal criterio. Pienso que lo concerniente a la mujer y a los asuntos de género debe mantenerse en una Cartera aparte.



Saludamos, pues, el cambio de dependencia.



Ahora bien, en cuanto a la modificación peculiar que se plantea al artículo 10 de la ley N° 19.828 -se da cuenta de ella en la página 3 del boletín comparado-, uno se pregunta si es un traje sastre para abrir la puerta a fin de que otros puedan llegar al empleo de Director Nacional. Porque, para ese puesto de exclusiva confianza, en el precepto vigente se puso como restricción “Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos, o especialización...”. Y es evidente que aquí el requisito fue ampliado para poder meter a otras personas en la función pertinente.



Señor Presidente, como vamos a aprobar en general la iniciativa, no haré cuestión sobre ese punto específico. Sin embargo, considero absolutamente discutible la exigencia de “cinco años en funciones de dirección y administración”.



O sea, si alguien tiene cuatro años de experiencia administrativa y uno como directivo, ¿es suficiente? ¿Qué estamos buscando en una política que debe ser de Estado? 



Ahí tengo cierto matiz.



Señor Presidente, considero necesario, más allá de este proyecto, que apruebo, determinar si vamos a tener o no una política nacional hacia los adultos mayores.



En tal sentido, no puedo menos que lamentar lo que manifestó el Presidente de la República el 21 de mayo. O lo dijo mal o fue poco prolijo. Si uno revisa las actas del Congreso Pleno, verá que habló de crear el Servicio Nacional del Adulto Mayor. Voy a pensar que fue simplemente un error de quienes le hicieron el discurso en ese punto. Porque es obvio que tal Servicio existe desde hace mucho tiempo.



Eso molestó a muchos de los adultos mayores que escucharon al Primer Mandatario ese día. 



Y les molestó aún más el cambio de la lógica que se estaba siguiendo en el uso de los fondos concursables para el sector.



No conversamos aquí ese cambio. Fue una decisión de la autoridad. Se planteó que no se quería que se usaran para ciertas cosas los recursos provenientes de los fondos concursables. Hubo un debate sin los Comités Regionales para el Adulto Mayor. No hubo discusión en el Congreso. Y me parece que ello es tremendamente necesario para poder consensuar lineamientos respecto del sector.



Me sumo a lo que decía el Senador señor García sobre los centros de larga estadía, que en nuestro país son patéticos. No existe una política hacia el adulto mayor, en particular aquel que no tiene donde estar, aquel a quien la familia abandona, muchas veces, y que necesita vivir en “hogares”, como se dice comúnmente. Los establecimientos presentan todo tipo de deficiencias de regulación.



Pero el problema principal radica en que no hay fondos públicos destinados al cuidado de adultos mayores no autovalentes y que carecen de una red familiar de apoyo.



El Programa Vínculos es muy positivo. Creo que ya estamos en condiciones, después de cierto número de años, de evaluarlo. Se despliega un esfuerzo en el financiamiento de cuidadores, pero todavía se registra una etapa bastante embrionaria en cuanto a demandas y requisitos.



A mi juicio, deberíamos debatir en algún momento estos aspectos en el Congreso y, en particular, en el Senado, porque somos un país que está envejeciendo. Necesitamos una política del adulto mayor más de “segunda generación”, diría. Y disponemos de una institucionalidad bastante precaria en el sector.



No sé cuántos funcionarios de planta del SENAMA se registran a nivel nacional, pero estimo que si no me bastan los dedos de las dos manos para contarlos, me sacaré la Lotería...



Si tuviera que preguntar cuántos vehículos del organismo se encuentran más allá de la Región Metropolitana, la respuesta sería que quizás existen en la Quinta y la Octava Regiones, pero no en las otras doce. Se precisa estar mendigando locomoción para llevar a cabo un trabajo dirigido hacia el 12 por ciento de la población constituido por los adultos mayores, proporción que va creciendo.



Sin duda, señor Presidente, apoyamos el cambio de dependencia. Abrigo sí algunas interrogantes. Recuerdo otras veces en que un proceso de esta índole se ha traducido en la modificación del texto de los requisitos de contratación. Aquí es obvio que la medida va medio como traje sastre. A quienes conocemos la Administración Pública es difícil que nos convenzan de que no es así.



Me preocupa en mayor medida, sin embargo, la necesidad de definir políticas -repito- hacia los adultos mayores. Más allá de la discusión en la Cámara de Diputados acerca del descuento a los pensionados del 7 por ciento para salud y de cuánto deben o no aportar; más allá de la necesidad de terminar, de una vez por todas, con la situación abusiva de que los adultos mayores están pagando de sus pensiones las licencias médicas de los trabajadores activos, lo que es una vergüenza -y espero que el Congreso estará a la altura para ponerle fin-; juzgo que necesitamos ver políticas hacia estas personas en relación con otros ámbitos.



Preciso ahora mi crítica respecto del fondo concursable nacional.



Los adultos mayores han mejorado bastante su salud mental por viajar. Han estimulado el turismo interno. Y lamento mucho que los lineamientos del SENAMA sean hoy terminar con ello, revertirlo totalmente, realizar otras cosas.



Lo que se debería hacer más bien con los fondos concursables, en vez de financiar viajes, es comprar buses para las organizaciones de adultos mayores a fin de que viajasen más. Porque ahorraríamos plata en salud, evitaríamos personas deprimidas, mejoraríamos la convivencia e incrementaríamos redes de apoyo. Ello redundaría en beneficios extraordinarios, en externalidades sociales extraordinarias.



Espero que podamos discutir alguna vez estos aspectos en el Senado, porque creo que ello nos ayudaría a concluir que los fondos que le dedicamos al SENAMA son absolutamente insuficientes; que necesitamos una política de Estado sobre el adulto mayor. Y ojalá que el traspaso a MIDEPLAN sirva, entre otras cosas, para avanzar en esto último: en la política de Estado, que creo que muchos de nosotros compartimos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha pedido abrir la votación. 



Solo deseo recordar que el proyecto siguiente en el Orden del Día es muy importante y requiere quórum especial.

El señor BIANCHI.- ¿Se mantendrán los tiempos para intervenir?

El señor GIRARDI (Presidente).- Así se hará, si lo desean los señores Senadores.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la verdad es que el Senador señor Letelier me ahorró muchos comentarios y no puedo sino compartir, en gran parte, su exposición.



Lo mismo dice relación con mi Honorable colega García.



Media una total y completa coincidencia en cuanto a la precariedad en que se encuentran muchos -son miles- adultos mayores, quienes se hallan en una situación particularmente compleja en las casas de acogida, sin que el Estado haya avanzado ni definido una política en la materia.



Así que el traslado del Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación -en poco tiempo más, De Desarrollo Social- no es menor.



Pienso que se va a aplicar, por fin, una sensibilidad distinta para los problemas de estas personas. Y ello lo creo sinceramente, en lo fundamental, en relación con la persona del Ministro señor Kast, con quien hemos sostenido muchas conversaciones sobre la materia.



Lamento que este no nos acompañe ahora. En alguna actividad tendrá que estar.



Mas me parece que urge acelerar el proceso de contar con políticas públicas, con políticas de Estado, tendientes a acoger los reclamos permanentes de nuestros adultos mayores.



Bienvenidos sean ellos, entonces, al nuevo Ministerio de Desarrollo Social, que permitirá efectivamente una mayor pertinencia en el sentido de que también contará con representantes en las Regiones para poder recoger los distintos aportes y sugerencias.



Deseo detenerme un segundo, señor Presidente, en lo que expresaba el Senador señor García respecto de las casas de acogida.



Hemos visto, muchas veces, documentales en la televisión y conocido numerosos casos de total abandono de estas personas, además de miles de situaciones en que se les ocupa el ciento por ciento de sus ingresos, de sus pensiones, en dichos recintos, donde se encuentran en condiciones paupérrimas.



Tuve la oportunidad de reunirme con el Presidente Nacional de las Cajas de Compensación, las cuales han aplicado en los últimos años políticas que han permitido a los adultos mayores con una mejor jubilación acceder a viajes dentro del país. Ello ha aportado efectivamente mucha más dignidad, mucha mejor calidad de vida.



No comparto, sí, el efecto de los créditos que entregan muchas de esas entidades y que a veces quitan más del 30 por ciento de la liquidación de la jubilación, lo que también conversamos en su momento.



Pero se nos hacía ver -y, de hecho, espero otros encuentros pronto para poder avanzar en esta línea- que las mismas Cajas, en las cuales se reúne experiencia y se dispone de grandes centros para recibir a adultos mayores, se encargan permanentemente de la distracción, de dar una mejor calidad de vida. Cuentan con las capacidades humana y técnica -¿por qué no?- para avanzar en lo que pueden ser el día de mañana casas de acogida que administren ellas mismas u otros organismos.



La idea es que el Estado progrese en la materia.



En Magallanes, por ejemplo, funcionó durante largo tiempo -por años- una casa de acogida de larga estadía. Hace un par de semanas, justo el día en que tenía que entregarse la administración a CONAPRAN, esta entidad dijo que no iba a asumirla por registrarse muchos problemas. Había 38 o 48 funcionarios en tierra de nadie. Al final, se decidió que ello pase a Salud, que se hará cargo de la situación.



Y, por otro lado, tenemos Hogar de Cristo en Punta Arenas, donde las capacidades se hallan sobrepasadas. Hay muchos adultos mayores y faltan muchos espacios.



Lo que se requiere es una política de Estado orientada al beneficio de estas personas, a recoger todas sus reclamaciones legítimas, sus demandas históricas, sus problemas en el ámbito de la salud, de las casas de acogida, del financiamiento mes a mes, de la soledad que viven.



Por lo tanto, me alegro profundamente del cambio.



No sé si la medida corresponde al Gobierno anterior o al actual. A mi juicio, lo que les importa a los adultos mayores es que encontremos soluciones, que encontremos cómo acoger los requerimientos y las solicitudes que nos formulan día a día.



¡Bien por ellos!



Voto a favor del traslado al futuro Ministerio de Desarrollo Social, para que ojalá podamos avanzar rápidamente en contar con políticas que beneficien mucho más a nuestros adultos mayores en todo el país.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que si la iniciativa no estuviera formulada, su contenido debía haberse contemplado ya en aquella mediante la cual el Ministerio de Planificación pasa a ser De Desarrollo Social. En ese otro proyecto ya discutimos lo relativo a la dependencia, y la del SENAMA dice relación efectivamente con esa última Secretaría de Estado, tal como se halla definida. Por consiguiente, llamo la atención en el sentido de que debiéramos dar ahora nuestra aprobación sin más trámite.



Reitero: aun cuando no hubiera mediado el articulado en examen, el asunto tendría que estar resuelto en aquel que crea el Ministerio de Desarrollo Social.



No abundaré en la importancia del mundo del adulto mayor. A todos nos consta lo que significa en cada lugar donde nos toca estar presentes. Estimo que es hoy el más organizado dentro de la sociedad civil. Las entidades respectivas son muy numerosas en todas y cada una de las partes del territorio. Por eso, todo lo que se haga en el ámbito de que se trata, como lo que mencionaba el Senador señor Letelier en orden a aumentar los recursos para políticas públicas a favor del sector, es muy significativo.



Pido aprobar el proyecto en general y en particular, a fin de que sea despachado.

El señor PROKURICA.- ¡Eso!

El señor BIANCHI.- De acuerdo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la misma línea expuesta por el Senador señor Zaldívar, creo que estamos todos de acuerdo con el espíritu de la iniciativa.



En el debate en torno a la creación del Ministerio de Desarrollo Social quedó claro que una de las cosas más relevantes es precisamente que esa Secretaría de Estado se haga cargo de este mundo social bien organizado que tenemos en nuestro país desde hace ya poco menos de una década y media. En efecto, en 1999 se estableció, bajo la dependencia del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Servicio Nacional del Adulto Mayor, que continuó lo que venía desarrollando el Comité Nacional para el Adulto Mayor. Por lo tanto, existe una preocupación institucional del Estado desde hace ya dos décadas. Eso me parece importante, porque significa ir a la par con lo que ha sido la organización en ese ámbito.



El presente proyecto plantea tres ideas, como muy bien han relatado los señores Senadores.



En primer término, cambia la vinculación del Servicio Nacional del Adulto Mayor, desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al De Planificación.



No sé cómo le irá a la medida, desde el punto de vista legislativo. Porque, en general, al Ministro señor Larroulet le va bien en el Senado, contrariamente a lo que a veces se dice acerca del obstruccionismo. Espero que al SENAMA le ocurra otro tanto en el Ministerio de Planificación y en el De Desarrollo Social, fundamentalmente porque el primero posee una mayor experiencia en la planificación y ejecución de una política pública -sobre esa base, estimo que hay una fortaleza-, aunque no tanto en lo relativo a datos estadísticos, porque los entregados respecto de la pobreza, enmendados con el correr del tiempo, no se hallaban muy ajustados a la realidad. Pero, en materia de planificación -repito-, considero que es muy sólido, y, sobre todo, en cuanto a la ejecución de una política pública.



Y en la iniciativa también se menciona, por supuesto, el cargo de Director Nacional y la experiencia que debe exhibir quien lo ocupe. Me parecen razonables cinco años en el aparato del Estado.



Estimo relevante que el Seremi de MIDEPLAN integre y presida el Comité Regional para el Adulto Mayor. Ello no es menor, porque son varios los Ministerios con programas que abordan de modo tangencial la temática de los adultos mayores y se están estableciendo otros. A raíz de la ley No 20.500, que crea las ONG comunales, se incorpora un nuevo instrumento de participación, que contará también con un fondo propio. En tal sentido, estimo importante evitar que se traslapen los recursos y cautelar que los adultos mayores obtengan efectivamente su financiamiento. En consecuencia, me parece que la integración y presidencia del Seremi respectivo no constituye una cuestión menor en la discusión, como tampoco la coordinación en torno a los planes y programas para el sector.



Por último, concuerdo con lo manifestado por mi Honorable colega Letelier.



Hay que ser cuidadosos con los nuevos énfasis. He visto en este Gobierno un intento por diferenciarse en todo, al extremo, de lo que hacían los anteriores. Pero, al final, estamos implementando los mismos programas y políticas. Y el SENAMA es un buen instrumento. Ahora estamos viendo dónde lo instalamos.



Considero que cambiar de eje y no privilegiar los viajes es algo sensible. Creo que los adultos mayores, muchas veces, se organizan para viajar. Eso es sumamente significativo.



Por cierto, la capacitación también es relevante. No se trata de dejar un solo ámbito y eliminar el otro.



Incluso podemos hacer mucho en prevención en salud. Hace algunos días, el director del Hospital de Collipulli me señalaba que en esa comuna se encuentra muy delimitado, territorialmente, hasta donde viven los adultos mayores. Es algo que pasa en muchos lugares con una planificación territorial ordenada. Las poblaciones, las villas nuevas, se están instalando hoy en un determinado sector, donde el plan regulador lo permite, y en sitios donde no existe mucho dinamismo inmobiliario en el último tiempo se encuentran radicadas esas personas. Y me manifestaba que las patologías son distintas -la prevención en salud se torna un aspecto muy importante-, con enfermedades como diabetes, hipertensión, además de muchos otros factores.



Por lo tanto, es necesario que los adultos mayores, a veces ya medio arrinconados en un área especial de una comuna, por lo menos cuenten con programas. Insisto en que la recreación es muy importante. Con frecuencia, se organizan para ese efecto. Y, en cuanto a capacitación, veo hoy a muchos de ellos preparándose en materias computacionales y otras disciplinas. ¡Qué decir de los que practican gimnasia y buscan, mediante estos fondos, adquirir máquinas e instrumentos para ello!



No creo, entonces, que convenga innovar mucho en estos aspectos, en los que se está funcionando bien. Aquí hay una sociedad fuertemente organizada.



En definitiva, me parece que debemos aprobar el proyecto. El traspaso será más ordenador. Y el Servicio quedará radicado en un Ministerio que pienso que lo hará mucho mejor aún.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa reviste particular trascendencia, ya que viene a solucionar una situación que no ha resultado ser la más adecuada, esto es, que el Servicio Nacional del Adulto Mayor pertenezca al Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Las funciones del Ministerio de Planificación, del cual dependerá ahora, son absolutamente distintas y sus objetivos y políticas son plenamente acordes con la misión del organismo.



Este último es de la mayor relevancia, ya que hay muchas tareas por cumplir respecto de tan significativo sector de nuestra sociedad, al que igualmente se le tiene que garantizar el desarrollo de su existencia, en buena forma, en aspectos tales como el acceso a la educación, a la salud, a la seguridad social, a la vivienda, a la cultura, a la seguridad humana, al transporte, a un medioambiente debidamente preservado y, en fin, a todo lo que un régimen democrático ha de garantizar a sus connacionales para que alcancen un vivir armónico, sano, y puedan desarrollar sus proyectos de vida en el seno de la comunidad, sobre la base de la familia como núcleo fundamental de toda sociedad. Indudablemente, esta es una forma de vida sustentable que se traduce en un “buen vivir” y que necesariamente deben disfrutar los adultos mayores.



Como ya lo señalé, ellos forman parte importante de nuestra comunidad, porque han desarrollado una extensa trayectoria de vida y, por lo tanto, tienen mucho que aportar, como experiencia personal, a las generaciones venideras. Precisamente por esta misma circunstancia deben ser valorados y considerados en su real dimensión por la sociedad, ya que les corresponde una inclusión real y efectiva en ella y, asimismo, están capacitados para seguir contribuyendo en forma activa al desarrollo del país.



En tal sentido, presenté dos mociones hace poco más de dos meses -espero que la señora Subsecretaria, presente en la Sala, pueda tenerlas en cuenta-, que buscan regular, por una parte, una forma de contrato especial para los adultos mayores, y por otra, establecer una jornada especial en los trabajos que desempeñen. Sería muy valioso, entonces, que el Ministerio de Planificación, del cual dependerá el Servicio Nacional del Adulto Mayor, gestionara la aplicación de la urgencia correspondiente -ya lo hemos requerido al Ministerio del Trabajo-, a fin de que esas personas puedan seguir contribuyendo, con su aporte laboral al desarrollo y la productividad del país.



Entonces, considero que la aprobación del proyecto de ley que modifica la dependencia del SENAMA, para que pertenezca al Ministerio de Planificación y sus respectivos secretarios regionales pasen a presidir los Comités para el Adulto Mayor, debe concitar nuestro asentimiento unánime, con el fin de fortalecer dicho Servicio y permitir que se desarrollen en la mejor forma posible los planes y programas correspondientes a las políticas gubernamentales en favor de nuestros adultos mayores.



Por último, cabe destacar que en el año 2025 estos conformarán la mitad de la población chilena, lo que generará varios cambios: una prevalencia distinta del espectro epidemiológico -o sea, las enfermedades de mayor incidencia serán otras-; una carga importante en nuestro sistema previsional, y, también, problemas de crecimiento demográfico, lo que significará una fuerza laboral cada vez más escasa. 



En ese contexto, habrá que dotar de la importancia que se merece al Servicio Nacional del Adulto Mayor.



En ese sentido, creo que el Gobierno del Presidente Piñera está enfocando esta política pública de manera adecuada mediante el traslado de la dependencia del citado Servicio al Ministerio de Planificación.



Por lo expuesto, voto a favor del proyecto de ley.

El señor GIRARDI (Presidente).- La señora Subsecretaria de Planificación ha pedido la palabra. Como estamos en votación, se la daré cuando esta termine.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la reforma institucional llevada adelante por el Gobierno con la creación del Ministerio de Desarrollo Social y, particularmente, con la propuesta de cambiar la dependencia del Servicio Nacional del Adulto Mayor al MIDEPLAN es coherente con el sentido estricto de ordenar institucionalmente las preocupaciones sociales.



Pero esta iniciativa representa también una gran oportunidad.



Si la modificación planteada constituye solo el cambio de nombre de la Cartera bajo la cual se abriga el SENAMA, habremos efectuado un trámite meramente burocrático.



Si se busca que el nuevo Ministerio de Desarrollo Social y, en especial, el Servicio Nacional del Adulto Mayor, que parte una nueva etapa, den un paso hacia el futuro, entonces será fundamental cómo realicemos este año la discusión presupuestaria de 2012. 



Es muy positivo que existan fondos concursables para que los clubes de adultos mayores adquieran beneficios, tengan sedes y efectúen adecuadamente sus tareas diarias.



Por otra parte, se requiere una política de planificación de mediano y largo plazo para un país que envejece de manera apresurada. 



El triángulo de crecimiento vegetativo se invertirá y, por cierto, escasearán los niños. Hoy se registran 230 mil nacimientos al año, los que casi se equiparan con las defunciones. Por tanto, la tasa de crecimiento vegetativo prácticamente es igual a cero. Ello significa que estamos en una condición tal que la población del país empezará a envejecer, lo que generará nuevas demandas.



Mi pregunta es: ¿Dónde se planificará la política que proyectará esas nuevas necesidades en salud, en recreación y, particularmente, en normas de respeto hacia una clase que se instalará con demandas que hoy no conocemos?



En ese sentido, señor Presidente, la ergonomía aparece como un campo extraordinariamente positivo de explorar. Sin embargo, no veo en las universidades privadas y tradicionales una oferta de desarrollo profesional orientado a ese ámbito, a fin de servir y prestar servicios en los próximos 10, 15 o 20 años, cuando la curva de la población haya variado y más de la mitad de esta se encuentre sobre los 50 o 60 años de edad.



Por tanto, pido que el SENAMA cuente con los recursos necesarios para realizar las evaluaciones y los estudios que permitan proyectar el crecimiento demográfico del país, con el objeto de adaptar su trabajo a esa nueva realidad.



Una política nacional para el adulto mayor se hace necesaria.



En Chile damos una respuesta insuficiente a las necesidades de ese sector. Ello se ha repetido hasta el cansancio. 



Según el último Censo, hay un millón 717 mil 478 adultos mayores de 60 años, lo que representa cerca del 12 por ciento de la población total. De ese número, 758 mil son hombres y 959 mil, mujeres. La tasa de sobrevivencia de ellas sigue siendo mayor.



Pero, más allá de las estadísticas, señor Presidente, uno se pregunta: ¿Estamos tomando medidas adecuadas cuando legislamos, por ejemplo, sobre normas de tránsito? Nadie se preocupa de que la señalética se adapte a las condiciones del adulto mayor (tamaño de la letra, ubicación apropiada para la línea visual). 



En definitiva, ninguna medida referida a la legislación actual considera esa nueva realidad.



Cuando introdujimos normas sobre género, creamos el Servicio Nacional de la Mujer y obligamos a los funcionarios públicos a capacitarse en materia de política de género. 



Cuando despachamos la ley que sanciona la violencia intrafamiliar, exigimos a esos mismos trabajadores instruirse en la materia. 



De igual modo, hoy día el SENAMA debe generar políticas para que todos los funcionarios públicos se capaciten en lo relativo al trato cuidadoso y respetuoso hacia los adultos mayores. Así, el Estado y toda la sociedad se permearán con las necesidades de cuidados y las políticas especiales para ese conjunto de ciudadanos chilenos.



Ellos están permanentemente expuestos al delito y a la publicidad engañosa. En situaciones extremas y poco dignas, por ejemplo, se hace uso y abuso de la tarjeta con que muchos cobran su pensión, sin que tengan la posibilidad de retrucar, sea porque han perdido parte de la memoria, sea porque no alcanzan a leer la letra chica.



En definitiva, señor Presidente, en Chile aún hay cierta discriminación hacia los adultos mayores.



Quienes hemos visitado China -un país, dos sistemas; con todas las limitantes que uno podría observar en materia de democracia o de economía- conocemos lo maravilloso de ese lugar en este ámbito. El buen trato hacia los ancianos forma parte de una cultura ancestral, de miles de años. En la mesa nadie toma un cubierto si el anciano abuelo no ha empezado a comer.



Vi cómo las plazas públicas de Pekín a las 6 de la mañana estaban llenas de adultos mayores haciendo ejercicio, y en las tardes  bailaban. Disponían de equipos de música y ocupaban los espacios públicos.



Ellos controlan el tránsito de las bicicletas. Usando una cinta amarilla en el brazo, colaboran en tareas esenciales. ¡Siguen siendo útiles!



En Chile, por más SENAMA que haya, se relega a los abuelos al último cuarto de la casa. ¡No se les entrega ninguna función o tarea respetable que les dé vida!



Yo les he planteado a los alcaldes de mi zona: “Abramos las bibliotecas municipales los sábados y domingos, y en horario nocturno. Capacitemos a los adultos mayores para este fin”. Ellos tienen tiempo y sabiduría. Muchos son profesionales y pueden abrir las bibliotecas y atenderlas en horarios en que los trabajadores pueden ocuparlas; o sea, después de las 6 de la tarde, cuando todos salen del trabajo. ¡Lo malo es que las bibliotecas en Chile cierran justo a esa hora y no funcionan los fines de semana!



Los adultos mayores aún pueden servir a la patria y a la sociedad. Para eso se requiere una planificación y una política nacional.



Si el cambio de Ministerio referido viene acompañado de un debate que permita generar tal política y destinar los recursos necesarios, habremos dado un paso sustantivo en beneficio de nuestros adultos mayores.



Señor Presidente, vamos a aprobar el proyecto de ley que propicia dicha modificación.



Espero la discusión pertinente de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. En esta instancia hace un par de años se paralizó el debate sobre la materia hasta tener claridad sobre los recursos del SENAMA. En tal punto estuvimos de acuerdo todos los Senadores -de Oposición y de Gobierno-, porque el financiamiento asignado era absolutamente insuficiente.



Por lo tanto, para que el discurso y la acción sean coherentes, confío en que la propuesta del Ejecutivo de cambio de Ministerio cuente con los recursos necesarios para el desarrollo de una política nacional para el adulto mayor, la que será bien recibida en todo Chile.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente! 



¡Nueva Constitución ahora!

El señor LARRAÍN.- ¡Está cambiando el lema, señor Senador...!

El señor CANTERO.- ¡Cambió el eslogan, su Señoría...!

El señor LAGOS.- ¡Vamos sumando...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo manifestar nuestro apoyo a esta iniciativa, particularmente porque con ella se le va dando forma al nuevo Ministerio de Desarrollo Social, que no pretende ser un órgano asesor  secundario, sino un importante instrumento de políticas públicas para el área social.



Quizás sea conveniente recordar que los Ministerios de mayor relevancia en el país son el Ministerio del Interior y el de Hacienda. El primero, porque es el encargado de conducir la política: su titular es el Jefe de Gabinete, el que coordina las acciones políticas. El segundo, porque es el que paga la cuenta. Y sabido es que -como dice un refrán- “el que pone las lucas pone la ley”.



En consecuencia, la disyuntiva entre ambas Carteras, desde los puntos de vista del manejo y de la fuerza que posee cada una de ellas, se ve muchas veces subsumida dentro del esquema que subyace en nuestro ordenamiento ministerial.



Tal mirada es más bien parcial, porque las Secretarías de Estado sectoriales -por llamarlas de algún modo- en esa lógica empiezan a perder relevancia y fuerza.



Por lo tanto, en la medida que exista un Ministerio de Desarrollo Social potente y que, de alguna manera, levante la voz asociado con sus homólogos de cada área, podemos pensar que a las fuerzas política y económica presentes en el Gabinete se agregue la social; vale decir, lo que significan en las decisiones de todo Gobierno la prioridad y la sensibilidad sociales.



Dicha Cartera puede llegar a ser, en tanto vaya cobrando energía, un instrumento muy poderoso para equilibrar las políticas públicas en el momento de las decisiones, a través del aporte -como dije, en conjunto con los ministerios de los distintos sectores- de una visión que empieza a cambiar de perspectiva.



En ese sentido, la iniciativa sirve, además, para reordenar un mal sistema, pues hemos ubicado en órganos como las Secretarías Generales de la Presidencia y de Gobierno entidades que no tienen una localización natural en ellas y que no han sido puestas, hasta la fecha, en los Ministerios más afines a sus intereses. Es tiempo de empezar a racionalizar.



Por los motivos expuestos, creo que estamos frente a un proyecto que merece nuestro respaldo. 



Por esa vía esperamos ir levantando, en las decisiones internas del Gobierno, una mirada distinta que incorpore con mucha fuerza la visión de los diferentes sectores sociales. Ello es imperioso. Este ámbito no puede quedar delimitado a las definiciones propiamente políticas y económicas con que normalmente se tienden a tomar tales decisiones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, como se ha señalado, los Senadores de la Democracia Cristiana vamos a votar favorablemente la iniciativa, pues pensamos que de esta manera se puede conseguir una mejor coordinación con el Gobierno.



Discutimos la materia con los señores Ministros.



Considerando que el segmento de adultos mayores asciende ya a 12 por ciento y, según las estadísticas, se estima que alcanzará una cifra bastante más elevada, la situación se torna preocupante, porque ello va a significar más recursos y una planificación muchísimo más exacta de lo que se pretende hacer con esa población cuando llegue a 15 por ciento.



Como se trata de un sector en crecimiento, en un país donde se está alargando la esperanza de vida y esta es -o lo creemos así- de mejor calidad, lo cual permite a los adultos mayores llegar en mejores condiciones al momento de su jubilación, debemos prever cuáles serán los problemas que habrá que enfrentar.



En ese sentido, creo que el traslado de la dependencia del SENAMA al organismo encargado del desarrollo humano constituye un avance sustancial.



A continuación haré una referencia, solo para que quede constancia de ella.



Les comentaba a los Ministros que, en verdad, el nuevo Ministerio de Desarrollo Social en cierto modo representa lo que han sido, a través de los años, el Ministerio de Planificación y los SERPLAC. Pero aún me quedan algunas preguntas pendientes: ¿Quién realizará la planificación que hoy efectúa el MIDEPLAN? ¿Cómo se planificará el país para los años 2020-2030? ¿Cómo contar con una ruta más o menos declarada en cuanto a lo que deseamos hacer, independiente de los cambios políticos y de quienes gobiernen? 



La gracia de una planificación ordenada es que se asiente en una suerte de burocracia permanente, como ocurrió durante muchos años en Francia, donde en un período en que no había gobierno seguían haciéndose las planificaciones en forma adecuada antes de llegar a la Quinta República.



Dejo este punto planteado para la discusión.



Ahora, si el SENAMA pasa a depender del Ministerio de Desarrollo Social, ¿cuáles serán los aspectos que habremos de considerar con relación a los adultos mayores?



El primero -curiosamente- será buscar, como política nacional, espacios para que quienes se acojan a jubilación sigan en actividad, no solo porque necesitan ganar más dinero -uno de los segundos elementos indispensables para que vivan bien-, sino porque la experiencia médica demuestra que un alto porcentaje de las personas de mucha edad que dejan de trabajar cae en un proceso extraordinariamente grave de depresión y el único modo de enfrentarlo es mediante algunas de las medidas que aquí se han planteado.



En otros países -se ha dicho hasta la saciedad- ejecutan diversas labores. Y pueden hacerlas tal vez por existir menos desempleo que en Chile y, por tanto, queda un margen para que las realicen.



El segundo aspecto por considerar es que se producirá un problema de salud muy grande. 



La política nacional de salud está previendo ya lo que significará atender al 12 a 15 por ciento de la población. Sin embargo, no está claro cómo abordar una nueva política para garantizar que los adultos mayores no lleguen a la invalidez por falta de prevención. Ello constituiría la gran fuerza de tal medida sanitaria.



Un tercer elemento tiene que ver con la forma en que ellos viven. 



A veces sentimos la necesidad de que trabajen en conjunto todos los adultos mayores. Al respecto, según algunas publicaciones de España -lo constaté cuando estuve en ese país-, allá no son partidarios del aislamiento de tales personas en villas u otros lugares donde estén recluidas, aunque vivan bien -adultos mayores con adultos mayores parece no ser la fórmula apropiada-, sino más bien de permitirles permanecer en la realidad familiar o en una ciudad integrada.



Hoy día en Chile los grupos de adultos mayores lo pasan bien en los viajes que hacen y en las distintas actividades que se programan para ellos. Pero, ¡cuidado!, esto también termina produciendo cierta tendencia a la depresión. Y eso sería lo peor que podría suceder.





Finalmente, la pregunta que debemos hacernos es la siguiente: ¿Cómo lograr que la institucionalidad del adulto mayor se integre al desarrollo económico, social y político de la comunidad nacional?



Creo que esa es la gran tarea que va a caer en manos de quienes ocupen los cargos correspondientes.



Francamente, pienso que, si no tenemos una visión mucho más amplia del problema y dejamos a los adultos solamente como un grupo aislado -al igual que el de la infancia u otros-, vamos a equivocarnos.



Entonces, tenemos que cambiar radicalmente la visión de cómo debemos tratar a los adultos mayores.



Cuando estos lleguen a ser el 15 o 20 por ciento de la población, no podremos seguir trabajando sobre la base de una tesis de segregación. Tenemos que lograr, de alguna manera, que se incorporen, fácil y rápidamente, a la conducción política de sus comunas, de sus actividades ciudadanas, porque quizás la única forma de mejorar lo que se llama la “malaise política”, la falta de calidad en la política, consiste en la capacidad que tengamos de mejorar la experiencia con la juventud.



Por esas razones, voto a favor del proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate, en lo que respecta a sus ideas matrices y su objetivo central, obviamente está en la línea absolutamente correcta.



Nada justifica hoy en día -como ya lo expresaron varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra- que el Servicio Nacional del Adulto Mayor siga dependiendo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en circunstancias de que lo razonable y lógico es que se halle bajo la supervigilancia del Ministerio de Planificación. Parece lo correcto, pues esta es la Cartera que debe abordar una amplia gama de temas sociales y relevantes, entre ellos, la forma como el Estado de Chile fijará sus políticas públicas en materia de adultos mayores. Y ya habrá oportunidad de ver cómo perfeccionamos la legislación sobre el particular.



Por otra parte, quiero referirme a la objeción planteada por el Senador señor Letelier que dice relación a la exigencia de ciertos requisitos -figuran en las páginas correspondientes del informe comparado-, establecidos en el artículo 10 del proyecto, para proveer los cargos de exclusiva confianza.



La legislación vigente dispone que para el cargo de Director Nacional se requiere tener “Título profesional universitario de una carrera de, a lo menos, diez semestres, otorgado por una universidad del Estado o por una universidad o instituto profesional reconocido por éste.”. Esta norma se mantiene en los mismos términos en la iniciativa; o sea, se trata de un profesional que haya cursado una carrera de diez semestres y, por tanto, que posea los conocimientos y las capacidades para ejercer una función tan importante.



No obstante, luego en el inciso segundo del citado artículo 10 se propone una modificación.



La normativa actual establece que dicho Director debe tener “Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos,” -y agrega- “o especialización en temas de geriatría o gerontología social.”. Pero la enmienda de la Comisión modificó el texto de dicho precepto, manteniendo “Experiencia laboral de cinco años” -se conserva el mismo tiempo de experiencia-, pero se reemplaza la expresión “en cargos directivos” por “en funciones de dirección y administración”.



Yo creo, señor Presidente, que el cambio es extraordinariamente importante.



Nosotros debemos abrir la posibilidad de que personas que no han ejercido cargos directivos en el aparato del Estado puedan trabajar e incorporarse legítimamente a funciones tan trascendentales.



Por ejemplo, muchas personas que laboran en las ONG y que durante muchos años han acumulado enorme experiencia en los problemas vinculados a los adultos mayores no podrían ser Director o Directora Nacional del Servicio en cuestión por no haber desempeñado con anterioridad cargos directivos.



Por lo tanto, el cambio que se propone en el precepto al reemplazar la expresión vigente por “funciones de dirección y administración” amplía y abre el arco para que nuevas personas puedan postular al cargo.



A mi juicio, eso es lo que debe ocurrir en un Estado moderno, que permite a las personas postular a un cargo si cuentan con los estudios profesionales y la experiencia del caso, en un ámbito más extenso que el establecido en la legislación vigente. 



Por esa razón, me parece que el Senado debe aprobar esa enmienda.



Asimismo, quiero recordar a Sus Señorías que la iniciativa en debate requiere ser despachada con prontitud, toda vez que muchas materias y políticas públicas tienen que comenzar a ser aplicadas. Pero para ello se precisa que el Servicio Nacional del Adulto Mayor esté bajo la supervigilancia del Ministerio de Planificación, Cartera a la cual se está traspasando la dependencia del mencionado organismo.



Entiendo que el Senador Letelier ha pedido que se abra un plazo de indicaciones.



Sin embargo, quiero pedir formalmente a la Mesa que el proyecto sea votado en particular y en general ahora, por cuanto es imprescindible que agilicemos su despacho, pues esta materia representa una aspiración que los adultos mayores vienen pidiendo desde hace mucho tiempo.



Entonces, solicito al señor Presidente que recabe la autorización de la Sala para votar el proyecto en particular y en general, a fin de despacharlo a la brevedad, más allá de que si algún Senador desea presentar una indicación podemos pronunciarnos sobre ella durante esta sesión.



Soy partidario de despachar la iniciativa en particular y en general y de discutir las indicaciones ahora mismo. Aún quedan tres, cuatro o cinco oradores inscritos y alguien podrá redactarlas. De lo contrario,  probablemente tendremos que esperar una semana más para que se presenten tales indicaciones. Posteriormente el proyecto debería volver a Comisión y, finalmente, pasar de nuevo a la Sala.

El señor PROKURICA.- Y después viene la semana regional.

El señor ESPINA.- Claro. Y, como bien señala el Senador señor Prokurica, está la semana regional.



Entonces, de esa manera atrasamos y postergamos el despacho de iniciativas legales que tienen un objetivo social extraordinariamente relevante.



En consecuencia, pido ser coherentes con el propósito expresado por los parlamentarios de la Oposición, en el sentido de que aspiramos a colaborar y contribuir a que estas iniciativas legales se despachen a la mayor brevedad.



Por lo demás, me consta el gran esfuerzo hecho por la Subsecretaria de Planificación -señora Soledad Arellano- en lo concerniente a fijar las políticas públicas que se están impulsando para los adultos mayores y la medición de tales instrumentos.



Como se trata de áreas muy sensibles, no podemos seguir postergando debates que finalmente lo único que logran es que estas iniciativas legales, en vez de aprobarse con prontitud, terminan dilatándose y dejando como únicos perjudicados a los adultos mayores.



El Senador señor Letelier sostuvo que este proyecto es una especie de traje a la medida. ¿Traje a la medida para quién? ¡Al revés! Mientras mayor cantidad de personas puedan postular a estos cargos, mejor. Traje a la medida sería en caso de permitir acceder a este cargo solamente a personas que hayan desempeñado con anterioridad cargos directivos. ¿Y qué ocurre si postula a dicho cargo alguien muy capaz que no se ha desempeñado en cargos directivos de la Administración Pública, que proviene de alguna organización privada, ha trabajado en áreas vinculadas a este ámbito,  tiene experiencia, interés, ganas, capacidad, estudios y puede contribuir en esta materia?



Por esas razones,  pido que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto sea votado en general y particular ahora y no dilatar su despacho, sin perjuicio de que si el Senador Letelier desea formular indicaciones lo haga en esta sesión, a efectos de que la Sala resuelva como corresponde en un sentido u otro.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no voy a reiterar los argumentos dados sobre la necesidad de poner el Servicio Nacional del Adulto Mayor bajo la dependencia del Ministerio que tiene a su cargo los programas sociales, porque resulta evidente, obvio y necesario hacer ese cambio institucional.



Solamente quiero referirme a un aspecto más formal: algunos señores Senadores han pedido que el proyecto sea votado en general y particular.



Resulta que esta iniciativa ha sido calificada por la Secretaría como de artículo único, razón por la cual considero que estamos convocados a proceder en consecuencia. Por tanto, más que una petición, reglamentariamente así corresponde hacerlo.



Y, por cierto, si algún colega desea formular planteamientos por la vía de las indicaciones, está previsto que en los proyectos de artículo único ellas se presenten en la misma Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier para un asunto de Reglamento.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como Senador, me asiste la facultad de pedir plazo para formular indicaciones. 



Este es un proyecto en el que, más allá de que algunos deseen por secretaría lograr ciertos propósitos -lo cual me parece de mal gusto en una institución que uno presuntamente respeta-, se propone modificar varios artículos de una ley vigente.



En mi primera intervención, solicité fijar plazo para presentar indicaciones -es un derecho reglamentario-, considerando que la urgencia no obliga a votar la iniciativa ahora.



Hablé sobre el particular con la señora Subsecretaria. Lo destaco, porque no soy partidario de bajar el nivel de requisitos para  quienes van a dirigir la mencionada institución. Y mi observación apunta en ese sentido.



Con todo respeto, debo señalar que el Ejecutivo tiene que aprender a dialogar con el Parlamento, a fin de que se perfeccionen las iniciativas legales correspondientes. 



Este es el primer debate que se lleva a cabo en Sala sobre una materia que para algunos de nosotros es fundamental.



Junto con el Honorable señor Bianchi y otros Senadores, hemos estado siguiendo el trámite de la iniciativa de manera transversal.



No tengo objeción en reducir al máximo los plazos para que en la próxima semana se pueda despachar en particular el proyecto. Pero advierto a los colegas de las bancas de enfrente que el cambio se está proponiendo ahora porque años atrás no hubo acuerdo para que el Servicio Nacional del Adulto Mayor dependiera del MIDEPLAN. Y los Senadores de estas bancas no nos opusimos a ello. ¡No fuimos nosotros! Sin embargo, en esta oportunidad estamos accediendo a ello plenamente, por lo cual, votaremos unánimemente a favor de la idea de legislar. Pero deseamos formular un reparo. 



Y al respecto, solicito que entre nosotros tratemos de evitar algún tipo de emplazamiento en la Sala, pues ese no me parece un buen estilo de convivencia. 



Señor Presidente tenemos toda la voluntad de ayudar. Así lo manifesté en mi primera intervención. Y presentaré la indicación en su momento, para lo cual pido fijar un plazo que no exceda del próximo martes, a las 9.

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, hay varios inscritos. Pero preferiría continuar la votación -al parecer el proyecto será aprobado en forma unánime- y posteriormente abrir debate sobre el plazo para las indicaciones.

El señor PROKURICA.- Tenía razón cuando en su momento aludí a tal asunto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Eso se verá después de pronunciarnos sobre la iniciativa, ya que se aprobará en general.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos afirmativos).


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no se pide plazo para la presentación de indicaciones, la iniciativa se puede dar por aprobada en particular también.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ¿me permite plantear un asunto de Reglamento? 



¡La Mesa no escucha!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a despejar la duda de los señores Senadores.



Como se aprobó en general la iniciativa, corresponde en este momento fijar plazo para las indicaciones, porque así se solicitó durante el debate en general.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo formular una consulta al señor Secretario, que es ministro de fe.



Entiendo que, cuando un proyecto es de artículo único  -como en este caso-, procede votarlo en general y particular.



Quiero saber cuál es el aspecto reglamentario involucrado en ello. Parece adecuado que la Secretaría pudiera aclarar el punto, para no entrar en un debate innecesario.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En relación con la consulta del Senador señor Espina, tratándose de un proyecto de artículo único, el Reglamento señala que la Comisión correspondiente propone discutirlo en general y particular a la vez. En este caso, eso no se hizo, pues solo se puso en discusión general. Y en esa virtud es aplicable el artículo 118, conforme al cual es obligatorio fijar plazo para indicaciones, lo que puede hacerse a solicitud de cualquier Comité.



En cuanto a la calificación de urgencia, este tiene “suma”, la cual vencía hoy. Pero el Ejecutivo acaba de renovarla, según se informó en la Cuenta. Vale decir, se dispone de 15 días -a partir de hoy y hasta el 30 de junio- para su despacho por la Sala.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es muy curiosa la explicación.



Cuando pedí la palabra, quien presidía en ese momento -no era Su Señoría- sometió a votación el proyecto. ¿Y como íbamos a solicitar que el proyecto se votara en general y particular?



Si aquel ya fue votado en general, entonces, se acabó otra posibilidad reglamentaria en tal sentido. Eso es lo que ahora, tardíamente, ha explicado el señor Secretario.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Cuando fundé mi voto, pedí despachar en general y particular la iniciativa. No había escuchado la intervención del Senador señor Letelier, quien está en su derecho de formular la petición que hizo. De acuerdo con el Reglamento, cualquier Comité puede solicitar que se abra plazo para indicaciones. Eso nadie puede discutirlo.



Sin embargo, hago presente a la Sala que toda indicación debe cumplir con lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y con el Reglamento del Senado en cuanto a estar vinculada con la idea matriz del proyecto.



Entonces, me gustaría saber -para agilizar el tratamiento de la iniciativa, pues si la petición proviene de un Comité no podemos oponernos- si las indicaciones por presentar están relacionadas con el cambio de dependencia de la entidad, por cuanto el objetivo del proyecto es precisamente ese y no otro.

El señor PROKURICA.- Y es de iniciativa exclusiva.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No podemos plantear modificaciones, por ejemplo, para dar más amplitud al Servicio, aun cuando tengamos muchas ideas al respecto.



Sinceramente, me parece que el aspecto fundamental apunta a si lo sugerido es útil y procedente. Y si se pretende formular indicaciones relacionadas con la idea matriz de la iniciativa, es algo que corresponde.



Reitero que un señor Senador está en su derecho de solicitar plazo para presentar indicaciones.



Por último, hago la siguiente reflexión: cualquier Presidente de Comisión puede declarar inadmisible una indicación ajena a la idea matriz de cierto proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no sé quién habrá hecho emplazamientos o está tratando de disminuir las facultades del Senado al pedir que se cumpla el Reglamento.



El artículo 126 dispone: “En la discusión general y particular a la vez, no habrá lugar al segundo informe de Comisión. Por la sola aprobación general del proyecto, se entenderán aprobados todos los artículos que no hayan sido objeto de indicaciones...”.



Es efectivo lo señalado por el señor Secretario General respecto de la norma del artículo 127 del Reglamento, según la cual se discutirán en general y particular aquellos proyectos de artículo único que, a proposición de la Comisión respectiva, determine el Presidente. Y pareciera que aquí eso no sucedió.



Sin embargo, en la circular donde figuran las diversas partes de esta sesión, uno puede advertir que en la iniciativa número 1 del Orden del Día aparece en negritas “proyecto de artículo único”. ¿Las negritas son para que nosotros entendamos que se aplica una norma del Reglamento o que exige algún requisito especial? ¿O se pusieron porque sí?



Si ahí se dice “proyecto de artículo único”, entiendo que estamos convocados a discutirlo en general y particular, por lo cual debemos preparar las indicaciones.



Por su parte, el inciso segundo del mismo artículo 127 señala: “No se considerarán de artículo único aquellos proyectos que, no obstante comprender un solo artículo, contengan disposiciones relativas a distintos temas.”.



Y, probablemente, tenga razón el Senador Letelier en el sentido de que el artículo contenido en la iniciativa involucraría diferentes temas. Pero no es responsabilidad de los Senadores que estamos acá -los que no formamos parte de la Mesa ni tampoco actuamos como Secretario- el que se den informaciones equivocadas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ofrece la palabra respecto de la fijación de plazo para formular indicaciones.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aquí se ha discutido una materia reglamentaria. Y yo quiero poner el punto político.



Cuando el Ejecutivo prorroga la urgencia, entiendo que lo hace pensando que puede haber un debate más allá, que no está la discusión para despachar la iniciativa en esta sesión, en la cual se vencía la urgencia. Alguien la retiró y la repuso, generando un plazo adicional de 15 días.



Entonces, ha hablado el Senador Espina. Él quiere aprobar el proyecto de inmediato. Tendrá sus razones. Yo no sé cuál es la voluntad del Ejecutivo. Si amplió la urgencia, entiendo que está dispuesto a un nuevo plazo, ya sea para indicaciones o para alguna otra cosa. Pero la prioridad del Senador Espina no parece ser la misma que la del Ejecutivo. Allí creo que el Gobierno debe tener una mayor coordinación, que no se ha notado en esta oportunidad.



¡Nueva Constitución ahora, señor Presidente!

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Yo quiero insistir: el proyecto que viene en la tabla es de quórum especial, es muy importante y está presente el Ministro de Justicia. 



Respecto del que ahora nos ocupa, corresponde fijar plazo para indicaciones, pues solo fue puesto en discusión general. La Mesa tiene una opinión. Por tanto, pido que los Senadores se remitan exclusivamente a ese punto. El Ejecutivo retiró la urgencia hoy día y tenemos tiempo para verlo la próxima semana. Y no existe ninguna intención de prolongar su debate más allá de eso.



En cuanto al plazo para indicaciones, hay dos propuestas.

El señor ESPINA.- ¡Veinticuatro horas!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Una es el martes 21, a las 9 de la mañana, antes de que sesione la Comisión, y la otra, del Senador señor Espina, es que se extienda por 24 horas.

El señor ESPINA.- No tengo problema en que se deje para el martes, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  En ese caso, si le parece a la Sala, se fijará como plazo para la presentación de indicaciones el próximo martes 21, a las 9.



--Así se acuerda.
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES 

EN MATERIA DE REASIGNACIÓN DE JUECES

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en materia de reasignación de jueces, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6244-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 31ª, en 7 de julio de 2009.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los objetivos del proyecto son los siguientes:



-Facultar a la Corte Suprema para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.



-Diferir el nombramiento de determinado número de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina y Patricio Walker.



El texto que se propone aprobar en general es el mismo que despachó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.



Cabe recordar que para su discusión en particular la iniciativa también debe ser conocida por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, corresponde hacer presente que el proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  En discusión general.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la Sala del Senado debe pronunciarse hoy en general acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en materia de reasignación de jueces.



La iniciativa persigue dos objetivos:



-En primer lugar, facultar a la Corte Suprema para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.



La Corte Suprema ejercerá esta atribución a petición de las Cortes de Apelaciones respectivas, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria de este.



-El segundo objetivo de la iniciativa es diferir, de conformidad con el calendario que ella establece, el nombramiento de determinado número de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, realizando los nombramientos en forma gradual, con el objeto de racionalizar el uso de los recursos en atención a las cargas de trabajo de los tribunales de dichas jurisdicciones.



Durante el debate del proyecto en la Comisión, el señor Ministro de Justicia explicó que él refleja una sentida aspiración del Poder Judicial. Agregó que el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema ha expresado en numerosas ocasiones que la autonomía financiera del Poder Judicial es un anhelo importante para los tribunales, pero que ella por sí misma no tiene mucho sentido si no va acompañada de algunas herramientas que permitan cierto grado de flexibilidad para manejar la dotación de jueces, porque en la actualidad hay tribunales que tienen más personal del que necesitan y otros, en cambio, funcionan con un déficit permanente. Precisó que para compensar esta situación el Poder Judicial ha recurrido en algunas oportunidades a la figura excepcional de las comisiones de servicio. Sin embargo, ella presenta diversos inconvenientes, por lo que es necesario legislar en el sentido que lo plantea el articulado en discusión.



Por otra parte, el proyecto contempla un mecanismo de reasignación de jueces entre tribunales multiintegrados (de familia, de garantía, de juicio oral en lo penal, del trabajo y de cobranza laboral y previsional) que correspondan al mismo territorio jurisdiccional, el que será aplicado por el Máximo Tribunal, previa solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva y con informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. La iniciativa establece que si la destinación de jueces se materializa entre dos tribunales que están en distintos territorios jurisdiccionales se requerirá además el acuerdo del juez que se traslada.



Asimismo, se tuvo presente que el segundo punto que considera el proyecto es la modificación del calendario de nombramientos de jueces de garantía y de miembros del tribunal oral en lo penal correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Cabe recordar que la ley N° 19.665, que modificó el Código Orgánico de Tribunales y otros cuerpos legales para adaptarlos a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal, definió el calendario de nombramiento de los mencionados magistrados, el cual no se ha cumplido cabalmente, por lo que resulta necesario actualizarlo.



El señor Ministro de Justicia anunció que durante la discusión particular de esta iniciativa el Ejecutivo presentará una indicación para perfeccionar algunos de sus contenidos. Al respecto, explicó que, entre otras materias, ella establecerá que el nuevo sistema de reasignación también será aplicable a los tribunales especiales de competencia común contemplados en el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acogió el proyecto, ya que él perfecciona el funcionamiento del Poder Judicial, garantiza un mejor acceso a la justicia y hace un uso más racional de los recursos judiciales del país.



Sin perjuicio de lo anterior, estimó necesario, entre otras consideraciones, introducir, durante la discusión particular, enmiendas que eviten determinadas prácticas que han afectado en el pasado el proceso de traslado de jueces, lo que lamentablemente ha significado que a determinadas Regiones o provincias no siempre lleguen los mejores.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Solicito autorización de la Sala para abrir la votación, sin perjuicio de mantener la misma duración de los discursos.



Acordado.



Antes, le voy a ceder la palabra al señor Ministro.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, se lo agradezco, pero prefiero que se abra la votación al tenor del acuerdo recién adoptado por la Sala.

 El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Muy bien.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.-  Señor Presidente, estoy de acuerdo con el proyecto y lo voy a votar favorablemente.



Sin embargo, deseo formular algunas observaciones. 



En la tabla se señala en forma clara que esta iniciativa será discutida solo en general. Y, a mayor abundamiento, en el caso de la que viene a continuación, se hace constar que se tratará en general y en particular. O sea, en la tabla figura claramente cuál será debatida solo en general y cuál lo será en general y en particular.



El proyecto me parece adecuado. Por algo lo está proponiendo el Ministro y cuenta con la aprobación de la Corte Suprema. Sin embargo, hay algunos aspectos que nos merecen observaciones y que podrían ser perfeccionados a través de las indicaciones que se presenten.



En primer lugar, no se establece un procedimiento transparente para determinar el juez o los jueces que serán destinados. Lo más recomendable sería que se abriera un breve concurso público para que los interesados postularan.



Enseguida, no se exige, para que opere la destinación, la manifestación de voluntad del juez, lo que puede llevar a una grave vulneración de los derechos de este en caso de ser destinado sin su asentimiento.



Por último, la limitación respecto a que el porcentaje de jueces a destinar no sea superior al 50 por ciento no parece razonable, pues permitiría trasladar a otro juzgado a la mitad de los jueces de un tribunal, lo cual generaría una sobrecarga de trabajo para los magistrados no destinados, quienes no tendrían ninguna compensación económica.



La situación más extrema podría darse en juzgados con dos magistrados, pues, al trasladar en esta condición al juez no presidente, implicaría dejar al juez presidente como único juez, el cual, en el caso de un tribunal de garantía, estaría obligado a soportar un turno continuo de hasta un año, sin perjuicio de la sobrecarga de trabajo existente.



No obstante lo anterior, señor Presidente, estimo que se trata de un proyecto adecuado para hacer más eficiente el sistema de justicia en el país.



Seguramente conversaré sobre estas observaciones con el señor Ministro o bien las traduciré en alguna indicación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En ese caso, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, esta iniciativa persigue al menos dos objetivos.



El primero es facultar a la Corte Suprema para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.



El segundo objetivo es diferir, de conformidad con el calendario que se establece, el nombramiento de determinado número de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel.



La modernización de nuestro sistema de justicia representa, sin duda, una prioridad central para los Gobiernos del país; así lo fue para los del pasado y así lo es también para el del Presidente Sebastián Piñera.



De este modo, la reforma procesal penal, la creación de los tribunales de familia, la modernización de la justicia laboral y los desafíos que implica la modernización de la justicia civil -y espero que luego se presente la de la justicia tributaria, ya anunciada por el señor Ministro- son muestras palpables de un constante trabajo para asegurar a los ciudadanos una más pronta y acabada justicia.



La creación de estos sistemas, sus nuevas características y las posibilidades reales de modernización que han demostrado cumplir han venido a plantear un nuevo desafío no solo desde el punto de vista legislativo y financiero, sino además respecto de la adecuada capacitación y adaptación de jueces, funcionarios judiciales y demás intervinientes en el sistema a los nuevos modelos de trabajo y nuevos diseños orgánicos, los cuales se presentan con sus propias características, ventajas, necesidades y conocimientos.



En tal sentido, el nuevo modelo de juzgados que se ha adoptado, caracterizado por la existencia de tribunales colegiados en su composición pero unipersonales en el ejercicio de la jurisdicción, de determinado número de funcionarios a su servicio y una administración profesionalizada y separada de la labor jurisdiccional, ha mostrado ventajas notables de eficiencia y gestión respecto del esquema tradicional.



Esta iniciativa legal persigue precisamente efectuar ciertos ajustes en ese modelo, reforzando algunas de sus potencialidades para obtener el máximo fruto de él.



Sin embargo, aunque voy a votar a favor de la iniciativa, anuncio que presentaré indicaciones sobre temas que he planteado a la Presidenta y a algunos miembros de la Comisión de Constitución, así como también al señor Ministro de Justicia, en el siguiente sentido.



El primero de ellos se refiere a una situación que, a mi juicio, debemos corregir. Me refiero, específicamente, a lo que ocurre con las facultades directivas, correccionales y económicas de la Corte Suprema.



Ha pasado en reiteradas ocasiones que a los jueces con mal comportamiento, a los que son sorprendidos en actuaciones ilegales o reñidas con las normas que los rigen, no se les aplica la ley -que contempla distintas sanciones específicas, como la separación del cargo-, sino que se los destina a Regiones.



Entonces, como planteó la Presidenta de la Comisión de Constitución, muchas Regiones del país terminan transformándose en verdaderas “hueseras” de jueces sancionados. 



Eso no me parece correcto ni considero que esté en el espíritu de la ley. Por lo tanto, tenemos que corregirlo.



Si un magistrado no lo hace bien, si ha actuado ilegalmente, se le debe aplicar una sanción, pero esta no puede consistir nunca en su envío a determinada Región. De lo contrario, estaríamos frente a un castigo que no lo afectará a él, sino a la gente que tendrá que sufrir su mal comportamiento.



El segundo tema -se lo planteo al señor Ministro- apunta a la corrección de otro fenómeno, que he denominado “efecto trampolín”.



Me ha tocado conocer, señor Presidente, comunas o localidades que en un año han tenido 6 o 7 jueces. ¿Por qué? Porque ellos han ido a cumplir una especie de timing para postular a un cargo de otro tribunal, ya sea de asiento de corte o de una ciudad más grande.



Y eso ha provocado una realidad insostenible: los abogados no hallan con quién entenderse, los jueces no le hacen seguimiento a las causas, las personas afectadas no saben a quién recurrir.



¡No puede ser que los magistrados duren un mes y medio o dos meses en sus cargos! Eso quiere decir que a ellos no les importa la comunidad a la cual son destinados, ni hacer carrera. Lo que pretenden es usar su nombramiento como una especie de trampolín para saltar al puesto que sigue.



Yo recuerdo la historia de la judicatura nacional. Si uno ve los currículums de muchos ministros de la Corte Suprema o de las cortes de apelaciones, observa que ellos ejercieron como jueces en pueblos muy pequeños o alejados, los cuales les permitieron palpar y conocer la realidad completa del país. Porque Chile, señor Presidente, no solo es Santiago y las grandes urbes; también lo constituyen las ciudades pequeñas. Pero eso significaba ejercer sus cargos por cierto lapso y no usarlos de trampolín para posteriormente postular a otros.



Me parece que debemos preocuparnos de la judicatura, pero, al mismo tiempo, de la gente que tiene que sufrir a jueces que, en la práctica, no lo hacen bien y son destinados a lugares que ellos consideran “de paso”. A las localidades pequeñas, con un buen profesor, con un buen juez, con un buen carabinero, les va muy bien y la vida allí se arregla. Sin embargo, con un mal juez, con un mal carabinero, con un mal profesor, están destinadas a pasar malos ratos y a tener que sufrir a esas autoridades.



Gracias.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el viernes 24 de junio, a las 12.



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, solo quiero agradecer a los señores Senadores la aprobación de la idea de legislar.



Muchas gracias.

CONVENCIÓN CONJUNTA SOBRE SEGURIDAD EN GESTIÓN DE COMBUSTIBLE GASTADO Y DE DESECHOS RADIOACTIVOS
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”, aprobada el 5 de septiembre de 1997 en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7097-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los objetivos principales de la Convención son los siguientes:



1) Lograr y mantener un alto grado de seguridad en la gestión del combustible gastado y de los desechos radiactivos.



2) Asegurar que en todas las etapas de la gestión del combustible y desechos haya medidas eficaces contra los riesgos radiológicos potenciales.



3) Prevenir los accidentes con consecuencias radiológicas, y mitigarlas, en caso de que se produjesen.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Hernán Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Corresponde señalar que esta iniciativa requiere para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿qué Comisión analizó esta iniciativa?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor NAVARRO.- ¿Y emitió un informe?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí, y ya se repartió.

El señor NAVARRO.- ¿No habría que rendirlo en la Sala?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ello es voluntario. No sé si algún integrante de la Comisión podrá informar el proyecto de acuerdo.



Se trata de una iniciativa que tiene que ver con el manejo de elementos radiactivos destinados más bien a la salud, no a otro fin. Se refiere a una convención conjunta sobre resguardos adoptados en esta materia, que es responsabilidad de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores acogimos este proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”.



La verdad es que no estaba preparado para dar un informe. No obstante puedo decir que en dicho órgano técnico escuchamos no solamente al Ejecutivo, sino también a algunos directivos de la Comisión Chilena de Energía Nuclear. 



La Convención básicamente persigue garantizar, siguiendo normas internacionales, la seguridad en la gestión del combustible gastado y, en general, de todos los desechos radioactivos.



Ello supone el cumplimiento de una serie de medidas que tienen que ver con la cooperación internacional. Todas estas son acatadas por nuestro país, pero no habíamos ratificado esta Convención.



En consecuencia, se trata simplemente de ponerse al día en el cumplimiento de las exigencias internacionales refrendando un tratado que en la práctica no conlleva consecuencias especiales para Chile, porque actualmente se cumplen las normas que rigen esta materia.



Más aún, como país, hemos estado preocupados por los asuntos nucleares. El Gobierno participó en la reunión sobre desarme nuclear, que se celebró no hace mucho, durante la actual Administración, para poner a nuestra nación a tono con las exigencias del mundo en este tema, que son cada día más estrictas.



Por consiguiente, hay voluntad para aprobar una convención que busca asegurar que los estándares en el ámbito nuclear que se apliquen en Chile sean cumplidos de conformidad con los requerimientos mundiales. No obstante -repito-, estos se respetan a cabalidad en nuestro país.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, yo solamente quiero saber con más precisión si se trata de desechos de elementos nucleares o radiactivos que se utilizan en salud o en investigación, o de generadores eléctricos, u otras cosas por el estilo.



Esa es mi consulta.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, entiendo que el convenio se refiere al material radiactivo que utilizamos en Chile, que es de un nivel -yo diría- menos complejo que el proveniente de las centrales nucleares.



Efectivamente, nosotros empleamos energía atómica para propósitos médicos y otros fines, del nivel al que me referí.



Por eso, anuncio mi voto favorable.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, para complementar con más detalles los antecedentes que entregué, quiero manifestar que, en lo específico, la Convención solo establece para los Estados Partes la obligación de informar sobre el estado de estos combustibles y residuos. Ello -como señalé- ya se hace en Chile a través de la Comisión Chilena de Energía Nuclear. Por eso yo mencioné que esta iniciativa no exige ninguna adaptación.



Y respecto a la pregunta acerca de a qué tipo de desechos se refiere, la Comisión Chilena de Energía Nuclear dio a conocer que se trataba de dos tipos.



En primer lugar, son combustibles gastados en reactores nucleares. Nuestro país posee dos reactores, de los cuales uno produce desechos, el de La Reina, que se han enviado a Estados Unidos. Los que genera actualmente son muy menores y se mantienen en la piscina del reactor.



Y, en segundo término, se refiere a otros desechos radiactivos, de baja actividad. Estos decaen en poco tiempo y pueden ser desechados previa confirmación de su inocuidad.



Los desechos que se tratan dentro de Chile proceden de diversas fuentes, especialmente del área de la salud.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le daré la palabra al Honorable señor Tuma; después al Senador señor Orpis, y luego votaremos.



Se harán sonar los timbres, sin abrir la votación, para asegurar que se disponga de los votos necesarios, porque esta iniciativa es de quórum especial.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este es el primer instrumento jurídico internacional vinculante en la esfera de la gestión del combustible gastado y desechos radiactivos en el cual se abordan directamente estas materias a escala mundial.



Ya el Senador señor Larraín se refirió a los tipos de combustibles o desechos que son conservados, guardados, para prevenir cualquier riesgo de contaminación a personas o a territorios.



Creo que la Comisión debe cautelar que se cumplan los requisitos que establece el Convenio.



Se hizo presente en el órgano técnico que la Convención contempla la exigencia de un organismo regulador independiente, lo cual no estamos acatando, pues no se encuentra recogido en nuestra legislación.



Por ello, nuestra Comisión consultó sobre el particular al Ministro de Energía, quien señaló que este requisito solo es obligatorio para las naciones que operan centrales nucleoeléctricas, opción que por ahora ha sido descartada por nuestro país.



No obstante, nos parecía lógico que, aunque así fuera, se realizara un esfuerzo por llevar a cabo un control mediante un organismo independiente, distinto del que ejecuta el programa de la conservación.



En la Comisión de Relaciones Exteriores votamos unánimemente a favor del proyecto. Porque, sin duda, significa un avance, un paso preventivo en seguridad. Además, es el único convenio relacionado con estas materias y posibilita que Chile disponga de algún resguardo respecto de tales desechos.



En nuestro país existen desechos provenientes principalmente de hospitales, que se utilizan en medicina y tienen algún grado de contaminación. Estos se han clasificado como si revistieran un riesgo de alta radiactividad.



A mi juicio, hay que seguir en esa línea, aplicando medidas de conservación, y ver la manera de avanzar en una estructura, en una orgánica que permita cautelar mejor esta materia a través de un organismo de control distinto.



En todo caso, respecto a la solicitud hecha por la Comisión de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Energía señaló que “En consideración a lo expuesto, la Comisión Chilena de Energía Nuclear trabaja en el diseño de una normativa y orgánicas adecuadas para hacer frente a los avances que requiere el desarrollo de la tecnología nuclear en el mundo y para dar cabal cumplimiento a sus compromisos adquiridos en el ámbito internacional. Dicha iniciativa, de perseverar, solo puede ser implementada mediante su correlativo proyecto de ley, por lo que en su oportunidad tendrá el Congreso Nacional la ocasión de discutir sus pormenores y analizar su pertinencia en detalle.”.



Señor Presidente, no sé si interpreto a la Comisión de Relaciones Exteriores, pero los Senadores manifestaron su preocupación frente al hecho de que la estructura de la Comisión Chilena de Energía Nuclear carecía de un órgano regulador independiente. Y, aun cuando el Convenio no obliga a nuestro país, pues no operamos plantas nucleares, sería una sana medida de control y seguridad la existencia de aquel.



Por ello, sugerimos al Ejecutivo la creación de este organismo de control independiente, para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones del Convenio en comento.



En consecuencia, convengo en la aprobación de este instrumento internacional, sin perjuicio -como digo- de solicitar el establecimiento de este órgano fiscalizador.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si les parece a Sus Señorías, abriremos la votación, para evitar que después no tengamos quórum para aprobar el proyecto.

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Honorable señor Navarro quiere plantear una cuestión previa.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lejos de relajarse las normas en virtud del instrumento en debate, estas se tornan más exigentes.



En efecto, en el Convenio -como se indicó- se establece una serie de exigencias.



También hay que decir que el incumplimiento de sus disposiciones no conlleva sanciones -tal como señala el informe de la Comisión en la parte respectiva-, sino que básicamente incentiva el cumplimiento de esta normativa a través de un informe anual.



Entonces, no es que no exista una sanción.



Ahora, sí se requiere un organismo independiente, lo cual reconoce el propio Gobierno. Y para ello se precisa el envío del proyecto de ley pertinente.



En todo caso, lo que quería señalar es que, lejos de relajarse las normas, con la ratificación de este instrumento internacional nos someteremos a disposiciones más exigentes que las que tenemos en la actualidad.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, debo iniciar mi intervención señalando que es estrictamente necesario que este proyecto de acuerdo sea visto por la Comisión de Medio Ambiente. Porque se trata de un Convenio que introduce obligaciones al país sobre materiales y desechos radiactivos.



Entonces, se trata de una materia conflictiva, donde no hay una sola opinión.



En Chile, los desechos provenientes de materiales radiactivos usados para fines médicos -es de público conocimiento- son trasladados cada siete años a Estados Unidos, nación con la que suscribimos un Acuerdo en este sentido.



Señor Presidente, el presente Convenio establece una obligación para nuestro país.



La propia Comisión de Relaciones Exteriores -según señala el informe en la parte pertinente- decidió “enviar un oficio al Ministro de Energía para saber si se contemplan cambios referidos a la estructura de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, por cuanto su composición actual no se condice con el artículo 20 de la Convención”.



Esa Secretaría de Estado contestó lo siguiente.



“Al respecto, tengo el agrado de informar a Ud., por especial encargo del Ministro de Energía, que efectivamente la Convención sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos contempla la existencia del órgano regulador independiente que no se encuentra recogido por nuestra institucionalidad energética en materia nuclear. Es importante precisar en torno a esta materia que la antedicha Convención no contempla sanciones por incumplimiento a sus disposiciones,” -escuchen bien, señores Senadores: no contempla sanciones; entonces, si no existe el órgano necesario para fiscalizar, ¿dónde está el foco?- “y su foco se encuentra más bien en la promoción de la utilización y gestión segura del combustible gastado y de los desechos radiactivos”.



Las preguntas que surgen son: ¿Vamos a firmar esta Convención para que traigan desechos gastados y radiactivos al norte de Chile? ¿Nos van a obligar a establecer una comisión fiscalizadora para que seamos un país que almacene desechos radiactivos? ¿Este es el primer paso?



Señor Presidente, si es por más seguridad, estoy disponible para aprobar este proyecto de acuerdo. Pero estimo que al menos la Comisión de Medio Ambiente lo debiera revisar, por cuanto el Ministerio de Relaciones Exteriores señaló dos observaciones muy importantes sobre el Convenio en comento.



Entonces -como digo-, si se pretende avanzar en el sentido que manifestaron Sus Señorías, estaría de acuerdo en suscribir este instrumento.



Pero la Comisión Chilena de Energía Nuclear y el propio Ministerio de Energía entregaron una información que debe ser mejor evaluada por el Senado.

El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, se ha solicitado abrir la votación.

El señor TUMA.- Pido la palabra para señalar una cuestión de Reglamento, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la Comisión se pronunció respecto de este proyecto de acuerdo condicionado al hecho de que vendría a la Sala conociéndose la respuesta del Ministerio de Energía. Y fue votado a favor por unanimidad.



Entonces, atendido lo señalado en el sentido de que no existe iniciativa ni tampoco un órgano regulador independiente que controle el cumplimiento de las responsabilidades asignadas por este Convenio, me parece del todo razonable que este proyecto de acuerdo sea visto por la Comisión de Medio Ambiente para que analice otras materias que no consideró oportunamente la de Relaciones Exteriores.



En consecuencia, si le parece a la Sala, pido que el proyecto que nos ocupa se envíe a la Comisión de Medio Ambiente. De no haber acuerdo en ello, solicito que se vote este punto antes de que nos pronunciemos sobre el presente Convenio.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se han presentado dos peticiones similares, respecto de las cuales varios señores Senadores estarían de acuerdo. 



Entonces, si le parece a la Sala, se enviará el proyecto a la Comisión de Medio Ambiente para que elabore un informe complementario.



--Se acuerda enviar el proyecto de acuerdo a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales para un informe complementario.

AUMENTO DE PENAS POR MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD Y BAJO INFLUENCIA DEL ALCOHOL

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7266-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Gómez y Cantero):


En primer trámite, sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los principales objetivos del proyecto son disminuir los niveles de tolerancia contenidos en la Ley de Tránsito sobre las dosificaciones de alcohol en la sangre que definen la conducción en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol; aumentar las sanciones relativas a la suspensión de licencia y multas; establecer limitaciones para la revocación de la prisión preventiva de los imputados en alguna de las conductas descritas, y modificar las normas sobre libertad condicional, para que el sentenciado por manejo en estado de ebriedad, influencia del alcohol o exceso de velocidad con resultado de muerte cumpla efectivamente al menos la mitad de la pena de privación de libertad.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chahuán, Gómez, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.



El texto del proyecto de ley que se propone aprobar en general se puede consultar en la parte pertinente del informe.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Restan dos minutos para que termine el Orden del Día.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, iba a señalar lo mismo, por cuanto queda muy poco tiempo para que finalice el Orden del Día.



Y el proyecto que ahora nos ocupa requiere mayor explicación, porque se trata de cambios importantes para nuestra sociedad, y me gustaría que los discutiéramos bien.



No vamos a alcanzar a iniciar la discusión general ahora. De tal modo que solicito que la dejemos pendiente para la próxima sesión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto quedará para ser discutido en el primer lugar de la tabla de la próxima sesión ordinaria, sin perjuicio de que puedan incluirse en ella iniciativas con urgencia, lo cual obligaría a priorizarlas.



Acordado.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VII. TIEMPO DE VOTACIONES

PROTESTA POR VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE COMUNIDAD BAHÁ’I EN IRÁN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Horvath, Chahuán, Ruiz-Esquide, Kuschel y Hernán Larraín.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1373-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito de la iniciativa es solicitarle al Presidente de la República la realización de las gestiones diplomáticas necesarias para elevar una protesta por la violación en Irán de los derechos humanos de quienes tienen o profesan una religión distinta de la oficial, especialmente por la persecución de las personas reunidas en la fe bahá’i.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor CANTERO.- “Si le parece”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

ACCIONES ANTE SANEAMIENTO LEGAL EN BOLIVIA DE VEHÍCULOS SIN DOCUMENTACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado ayer por los Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, Carlos Larraín, Horvath, Rossi, Orpis, Gómez, Chahuán y Cantero. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1371-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito de la iniciativa es pedirle a Su Excelencia el Presidente de la República que considere presentar una protesta diplomática y, asimismo, requerir un pronunciamiento de la Organización Mundial del Comercio respecto a la ley promulgada por el Gobierno de Bolivia para posibilitar el saneamiento de vehículos carentes de documentación legal.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

RECHAZO A INSTALACIONES NUCLEARES EN PATAGONIA CHILENA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Senadores señores Bianchi, Horvath, Cantero, Girardi, Letelier y Navarro. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1355-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 10ª, en 19 de abril de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La iniciativa tiene por objetivo solicitarle al Ejecutivo que no se implementen proyectos ni se entreguen autorizaciones que impliquen el establecimiento de algún tipo de instalación nuclear en la Patagonia chilena, que incluye las Regiones de Magallanes y Antártica Chilena y de Aysén, y las provincias de Chiloé y Palena.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

El señor ORPIS.- Pido que se vote.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor CANTERO.- “Si le parece”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Insiste en su solicitud, Senador señor Orpis?

El señor ORPIS.- No.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

FINANCIAMIENTO PARA DIGITALIZACIÓN DE SERVICIO DE RADIODIFUSIÓN  TELEVISIVA DE LIBRE RECEPCIÓN REGIONAL Y LOCAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Bianchi, señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, García, Gómez, Horvath, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1361-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República el establecimiento de una política pública que facilite y permita a los operadores de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales y locales el acceso a financiamiento para su proceso de digitalización.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

ESTABLECIMIENTO DE 17 MAYO COMO “DÍA NACIONAL DEL RECICLAJE”. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Rincón, Alvear y Allende y señores Coloma, García y Quintana. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1362-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es pedirle al Ejecutivo que declare el 17 de mayo “Día Nacional del Reciclaje”, considerando que la UNESCO adoptó la resolución de establecer el “Día Internacional del Reciclaje” en esa misma fecha con el fin de promover en el mundo una mayor responsabilidad de los países y de las personas respecto a los desechos inorgánicos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

CONDICIÓN DE SANTUARIO DE LA NATURALEZA PARA RÍO ACHIBUENO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En seguida, corresponde ocuparse en un proyecto de acuerdo presentado por la Senadora señora Rincón. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1363-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que declare Santuario de la Naturaleza el río Achibueno -ubicado en la zona cordillerana de Linares-, que fue declarado por la COREMA de la Región del Maule Sitio Prioritario para la Conservación de la Biodiversidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo. 

MEJORAMIENTO DE CONDICIONES DE RETIRO PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y DOCENTES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Figura a continuación un proyecto de acuerdo de los Senadores señores Chahuán y Bianchi. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1364-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La iniciativa tiene como propósito pedirle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto que posibilite optar al bono de 50 mil pesos mensuales a funcionarios públicos que hayan dejado de prestar servicios y de otro que les permita a los docentes que presentaron su renuncia anticipada optar a la bonificación por retiro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

CONDICIONES PARA CRÉDITOS DE CAJAS DE COMPENSACIÓN A PENSIONADOS Y REGULACIÓN DE PODERES PARA SU TRAMITACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Chahuán. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1365-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que condicione la concesión de créditos a pensionados a informe favorable de asistente social sin vínculos con las cajas de compensación y que, además, regule el otorgamiento de poderes a terceros para tramitar créditos en nombre de ellos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

RATIFICACIÓN DE “PROTOCOLO DE CARTAGENA SOBRE SEGURIDAD DE LA BIOTECNOLOGÍA”. PROYECTO DE ACUERDO
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Senadores señores Navarro, Bianchi, Gómez, Horvath, Lagos, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio), 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1366-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo del proyecto de acuerdo es pedirle al Ejecutivo que se ratifique con la mayor brevedad el “Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología”, referido a la protección en el ámbito de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

URGENCIA PARA TRATADO SOBRE RECURSOS FITOGENÉTICOS PARA ALIMENTACIÓN Y AGRICULTURA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1367-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La iniciativa tiene por propósito solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto aprobatorio del “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura”, instrumento que propende a la conservación y utilización sostenible del material genético de origen vegetal de valor real o potencial para la alimentación y la agricultura.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD DE POLÍTICA PÚBLICA PARA DETECCIÓN PRECOZ DE CÁNCER DE PRÓSTATA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Finalmente, hay que pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo de los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1368-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 8 de junio de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es pedirle al Ejecutivo que le otorgue prioridad, en el área de la salud, a una política pública de detección precoz del cáncer a la próstata.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

VIII. INCIDENTES 

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa dos peticiones de oficios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro de Energía, pidiéndole PREFERENCIA PARA VIVIENDAS ANTIGUAS DE AUTOCONSTRUCCIÓN EN ENTREGA DE SUBSIDIOS DE AISLAMIENTO TÉRMICO (Región de Magallanes), y al de Salud, solicitándole REPOSICIÓN DE CONVENIO SOBRE ACCESO DE DIRIGENTES VECINALES A ATENCIÓN EN RED PÚBLICA DE SALUD.
)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En Incidentes, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, en el turno del Comité Partido Movimiento Amplio Social.

El señor NAVARRO.- También tengo el tiempo de los Independientes.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ahora solo puedo ofrecerle el correspondiente a su Comité, señor Senador.

FUNDAMENTOS ECONÓMICOS PARA VENTA POR CORFO DE AGUAS ANDINAS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, algo terrible está sucediendo en Chile.



A pesar de la presencia del Presidente Humala, de las movilizaciones estudiantiles, la CORFO -finalmente, este Gobierno, la Derecha- decidió vender las aguas de Chile, una vez más. 



En la enajenación de Aguas Andinas recaudó 984 millones de dólares.



Cabe recordar que, según la Superintendencia de Valores y Seguros, dicha empresa recibió ganancias por 78 millones de dólares en los primeros tres meses de 2011. ¡Y acaban de venderla en 984 millones!



Señor Presidente, aquí hay una acción claramente ideológica. La CORFO tiene -o tenía- participación en cuatro sanitarias: 34,98 por ciento en Aguas Andinas; 29,43 en Esval; 43,44 en Essbio, y 45,46 en Essal. Juntas componen el 66,7 por ciento de los 4,3 millones de clientes del país.



Señor Presidente, estamos hablando del agua del 66 por ciento de los chilenos, donde CORFO decide perder la “acción de oro”, decide vender. No hay justificación alguna, al revés de lo que ocurrió en el caso de Essbio.



¡Estamos en presencia de un asalto a mano armada al bolsillo de los clientes y usuarios de agua potable en Chile!



El Gobierno ha pretendido justificar aquello, primero, con la reconstrucción; después, con la necesidad de financiar la pequeña y mediana empresas; luego, con la inversión financiera de los fondos, porque no se movían.



¿Cómo se va a financiar CORFO?



Lo hacía con la rentabilidad de la empresa mencionada.



Señor Presidente, pido que se oficie a la CORFO, al Presidente de la República y a las empresas sanitarias con el objeto de que fundamenten los motivos económicos de la venta en cuestión. Porque los políticos ya los conocemos.



¡Una desgracia, un atropello, un robo a mano armada! 



¡Nueva Constitución, ahora! 



Eso es lo que se requiere para evitar robos como el descrito. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

PRONTA ENTREGA DE BECAS INDÍGENA Y CHAITÉN. OFICIO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito enviar un oficio al Ministro de Educación, don Joaquín Lavín, con el propósito de que se agilice la entrega de los recursos consignados en la Beca Indígena, en particular para los estudiantes del pueblo mapuche, y en la Beca Chaitén, para los educandos afectados por la erupción del volcán Chaitén. 



En ambos casos, todos los parlamentarios de la Región de Los Lagos hemos recibido correos electrónicos, notas, cartas, llamados telefónicos mediante los cuales se nos hace presente el enorme atraso registrado en la concreción de tales beneficios, lo cual les provoca grandes dificultades a las familias de los jóvenes favorecidos al no poder cumplirse el propósito de educarlos. De modo que la entrega correcta de las Becas respectivas, en forma oportuna, en los tiempos establecidos, resulta esencial.



Por lo tanto, quiero interpelar especialmente al Ministro señor Lavín, para que se cumplan las disposiciones pertinentes. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Todavía le resta tiempo al Partido Socialista. 



Tiene la palabra la Honorable señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, si después de la intervención del Honorable señor Pizarro nos queda tiempo, se lo cederemos al Senador señor Navarro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el turno del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

MOLESTIA POR PROGRAMA TELEVISIVO SOBRE MUERTE DE PRESIDENTE ALLENDE Y POR NO COMPARECENCIA DE PRESIDENTE DE DIRECTORIO DE TVN A SENADO

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, esta tarde recibimos copia de la carta que don Herman Chadwick Piñera, Presidente del Consejo Nacional de Televisión, le envió al señor Leonidas Montes, Presidente del Directorio de Televisión Nacional.



Quiero leer dicha misiva y hacer algunos comentarios al respecto, porque es de conocimiento ciudadano que el capítulo del programa de televisión “Informe Especial” titulado “La Duda”, donde se hizo referencia a la muerte del Presidente Allende en La Moneda el 11 de septiembre de 1973, generó gran preocupación en el ambiente público nacional, particularmente en el Senado y, de manera concreta, en la familia del extinto Mandatario y en su colectividad política, el Partido Socialista. 



Dicha carta expresa lo siguiente: 



“Estimado Presidente: 



“El Consejo Nacional de Televisión, que presido, en su Sesión Ordinaria celebrada el pasado día 13 de junio, al despachar la Tabla de Casos respectiva, conoció de una causa iniciada en virtud de denuncia ciudadana, relativa a la emisión por las pantallas de Televisión Nacional de Chile, el día lunes 30 de mayo de 2011, del capítulo del programa “Informe Especial” titulado “La Duda”, en el cual se exponen supuestos hechos nuevos relacionados con las circunstancias de la muerte del ex Presidente de la República, Salvador Allende Gossens.



“Analizado el programa denunciado, a la luz de la preceptiva regulatoria de su competencia, no fue levantado cargo fundado en infracción a dicha normativa.  



“Sin embargo,” -y esto es lo que quiero resaltar, señor Presidente- “el Consejo, por la unanimidad de los Consejeros presentes en la Sesión, acordó representar a Ud., por mi intermedio, su decepción por la forma poco apropiada en que fue tratado -por el canal público- un hecho que aún lacera a un sinnúmero de nuestros conciudadanos y por la fragilidad de los nuevos antecedentes que dicho reportaje aporta. Consideramos, que un canal público como el que usted preside, debió haber tomado mayores providencias respecto a intentar poner en duda la convicción hasta ahora tenida respecto a las circunstancias en que ocurriera la muerte del ex Presidente Allende. 



“Sin otro particular, saluda Atte. a Ud., 



“HERMAN CHADWICK PIÑERA”.



Señor Presidente, el Senado, a través de su Comisión de Educación, presidida por el Honorable señor Quintana, ha citado al señor Presidente del Directorio de Televisión Nacional en dos ocasiones. Hasta ahora no ha podido asistir.



Hoy debería haber concurrido a esta Corporación -como corresponde de acuerdo a la normativa que regula a Televisión Nacional de Chile- para responder a las inquietudes que la referida Comisión le iba a manifestar con respecto a la situación descrita. 



Entendemos la ausencia de hoy. Al parecer, el señor Montes se encuentra en Argentina y no pudo tomar el vuelo correspondiente. 



En esta parte, señor Presidente, hablo a título personal. 



Creo que el señor Montes sí debió asistir a la primera sesión a que se lo citó. La excusa de que tenía que concurrir a la entrega de una condecoración en Santiago -como se manifestó- no me parece válida. Pienso que es reflejo de la poca importancia que el Canal 7 da a las opiniones de este Senado o al rol que nos compete en cuanto a la supervisión del contenido de los programas de esa estación para que respete una línea de televisión pública donde exista pluralismo, donde exista democracia, donde exista libertad de expresión y donde exista, sobre todo, apego a la verdad. 



¿Y por qué planteo aquello, señor Presidente? Porque, claramente, en el capítulo “La Duda”, de “Informe Especial”, se pretendió, sin mucha base -como lo consigna el propio acuerdo del Consejo Nacional de Televisión-, instaurar una tesis que no tiene ningún asidero ni en la realidad ni en lo que históricamente se ha establecido como verdad de los acontecimientos en que murió el Presidente Allende. 



Lo más delicado es que, en este Senado, muchos nos hemos ido formando la convicción de que la presentación del reportaje en comento obedeció más bien a un acto de oportunismo bastante irresponsable que lo único que buscaba era una suerte de “ganar el quién vive” respecto a los hechos conocidos por la opinión pública con motivo de la investigación del juez señor Carroza, quien ha estado desarrollando estudios técnicos y científicos del más alto nivel para determinar definitivamente la forma y las condiciones en que falleció el Presidente Allende. 



Nos parece que Televisión Nacional de Chile actuó de manera irresponsable en ese programa, además, porque sembró dudas en cuanto al rol que cumplieron personeros importantes y muy cercanos al Presidente Allende que estuvieron con él hasta los últimos minutos. 



Tengo copias de declaraciones y de cartas de las agrupaciones de familiares de detenidos desaparecidos; de familiares de detenidos, ejecutados y desaparecidos del equipo de seguridad presidencial del doctor Salvador Allende; del doctor Hernán Ruiz Pulido, cardiólogo, y de una serie de otros chilenos y chilenas que se han sentido afectados por el referido capítulo de “Informe Especial”. Afectados en su dignidad. Afectados en la lealtad y en la confianza con que trabajaron y murieron por la causa del Presidente Allende. Afectados, asimismo, porque entre las conclusiones obvias que pueden sacarse de un reportaje de tal naturaleza, si se produjo, como dice el informe, una muerte asistida del Presidente Allende, está la de que algunos de quienes se encontraban ahí “lo asistieron”. Y eso, francamente, está fuera de toda lógica, fuera de toda verdad posible de imaginar. 



Señor Presidente, los Senadores de la Concertación acordamos plantear nuestra preocupación, nuestra molestia, no solo por el reportaje: por la forma como Televisión Nacional está llevando adelante su política de programación, la cual incluye algunos elementos que van derechamente por una línea más bien sensacionalista que de apego a la verdad, frente a un hecho histórico de la relevancia de aquel al cual estamos haciendo referencia.



También la Senadora señora Allende, en términos personales, ha enviado una nota, en representación de la familia, al señor Leonidas Montes. Lo primero que hace -y es algo que habla muy bien de ella y de la familia- es reconocer el legítimo interés de los medios de comunicación social en informar o ahondar sobre la causa y circunstancias de la muerte del Presidente Allende. Asimismo, establece con claridad que lo que se busca es respetar total y absolutamente la libertad de expresión de cualquiera de ellos -y hace fe al respecto-, pero no hasta el límite de llegar al oportunismo de sacar un programa para obtener un alto índice de audiencia en un momento tan especial de la investigación que realizan los tribunales de justicia para establecer con claridad y en forma definitiva las circunstancias de la muerte del Primer Mandatario.



Expone igualmente la falta de imparcialidad, de coherencia, en el planteamiento del reportaje y, lo que es más delicado, el rompimiento con lo que debe ser la línea editorial de un canal público, de apego a la verdad, de respeto a los derechos de las personas y de no caer en un sensacionalismo solamente por razones, o económicas, o de oportunismo, o de audiencia, uno de los aspectos que, lamentablemente, marcan hoy el funcionamiento de la televisión en nuestro país.



El testimonio de los testigos de los hechos del 11 de septiembre también se coloca en cuestión en el programa, de manera gratuita, afectándose, por supuesto, a la dignidad, a la honra, al honor de todos aquellos que estuvieron presentes ese día aciago en La Moneda.



Creemos que faltó rigor. Creemos que ha faltado altura de miras en quienes dirigen el canal para reconocer un error que, no solo habla mal de lo que es hoy la televisión, sino que también significa pasar a llevar los lineamientos, las normas y los objetivos de un canal de televisión público, como Televisión Nacional de Chile.



No es casualidad que el Consejo Nacional de Televisión, aun cuando no pueda sancionar por las precarias normas en vigencia, exprese claramente, en el párrafo final de la carta del Presidente, “su decepción por la forma poco apropiada en que fue tratado -por el canal público- un hecho que aún lacera a un sinnúmero de nuestros conciudadanos y” -lo que es más delicado- “por la fragilidad de los” supuestos “nuevos antecedentes que dicho reportaje aporta”. Para decirlo en buen castellano, un aporte concreto, real, científico, no existe.



Me parece que nosotros hemos esperado con paciencia -digo “nosotros” por los Senadores de la Concertación y asimismo por los de Gobierno que han manifestado su preocupación por el asunto- la comparecencia del señor Montes a la Comisión de Educación. Y señalo que ha sido con paciencia porque nuestra primera intención era presentar las reclamaciones correspondientes -fue el encargo que recibimos con mi Honorable colega Gómez- al Consejo y estudiar otras acciones, entendiendo que cumpliríamos, desde el punto de vista del Senado, con el rol que se nos ha conferido de velar por el cumplimiento de la Ley de Televisión Nacional. No lo hemos hecho hasta ahora. Pero pareciera que, una vez más, los ciudadanos han sido más eficientes, más expeditos que nosotros, en repudiar una acción como la que significó llevar adelante el programa “Informe Especial”, con el capítulo titulado “La duda”, en Televisión Nacional.



Solicito a la Mesa y a la Comisión de Educación que no haya más excusas para que el señor Montes no venga a ese órgano técnico a fin de tratar de explicar, o de informar, o de expresar, por lo menos, algún nivel de reconocimiento del error en que se incurrió al emitir un programa sin mantener apego a la verdad, sin mantener la imparcialidad necesaria, y, claramente, con un sesgo que buscaba generar sensacionalismo frente a un hecho del cual todos los chilenos nos lamentamos y arrepentimos hasta el día de hoy.



Es cuanto quería decir.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Comité Demócrata Cristiano no hará uso del tiempo que le resta.



Los Comités Partido por la Democracia, Radical Social Demócrata y Unión Demócrata Independiente no intervendrán.



En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor García.

AGRADECIMIENTO A EJÉRCITO Y FUERZAS DE ORDEN Y

SEGURIDAD PÚBLICA POR LABOR EN VILLARRICA. OFICIOS

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el martes de la semana pasada, los vecinos de Villarrica fueron tremendamente conmovidos por un fenómeno climático nunca antes visto. Una especie de tornado cruzó gran parte de la ciudad, dejando 250 viviendas con distintos niveles de daño y a numerosos pequeños comerciantes y, especialmente, artesanos sin su fuente de trabajo.



Ocurrido lo anterior, aproximadamente a las 15:30, fue preciso reponer inmediatamente los techos destruidos, por haberse anunciado intensas lluvias y fuertes vientos para las 72 horas siguientes, y ser necesario evitar a toda costa que a esa pérdida se sumara la de los enseres de hogar.



Inmediatamente se instalaron en Villarrica el Intendente de la Región de La Araucanía, señor Andrés Molina, y el Director Regional de la Oficina Nacional de Emergencia, señor Fredy Rivas. Y lo mismo hizo el Ejército, a través de los efectivos del regimiento Tucapel, de Temuco, con su Comandante, Coronel Rodrigo Díaz Amechazurra. Otro tanto hizo el Jefe de la Novena Zona de Carabineros de La Araucanía, General Iván Bezmalinovic Hidalgo, y el Jefe de la Novena Región Policial de La Araucanía, Prefecto inspector de Investigaciones señor Segundo Uribe Zúñiga.



Y ello fue clave, decisivo, para lo que vino después: los techos fueron reparados en muy poco tiempo, la emergencia fue atendida y las familias obtuvieron ayuda, evitándose que experimentaran mayores pérdidas en enseres de casa, particularmente en todo lo que dice relación con la ropa de cama.



Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones se hicieron cargo del resguardo de toda la ciudadanía y, en especial, de las viviendas, que tenían que quedar solas, obviamente, por trasladarse sus moradores, o a albergues habilitados, o a viviendas de familiares, amigos o vecinos.



Y esa noche, a pesar de hallarse en penumbras prácticamente toda la ciudad -el tornado cortó completamente la energía eléctrica-, no se registró ninguna denuncia por algún tipo de delito de connotación social. Todo ello -repito-, gracias a que tanto Carabineros de Chile como la Policía de Investigaciones se hicieron cargo del patrullaje y resguardo de la población.



La reparación y, en algunos casos, reposición de techumbres, aunque sean de emergencia -porque se está a la espera de que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo entregue subsidios definitivos, ya sea para la reconstrucción total o la refacción de viviendas-, fue realizada básicamente por cuadrillas de efectivos del regimiento Tucapel, de Temuco.



Repito: la acción coordinada, diligente y oportuna que expongo significó evitar males mayores a la población afectada de Villarrica.



Por las razones expuestas, señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Defensa Nacional, señor Andrés Allamand, y al Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, con el propósito de expresar mis felicitaciones al regimiento Tucapel, de Temuco, en la persona de su Comandante, Coronel Rodrigo Díaz, por el aporte que significó la participación de sus efectivos en la superación de la emergencia, y, en el caso del segundo, para felicitar a Carabineros de Chile, en la persona del Jefe de la Novena Zona, General Iván Bezmalinovic, y al Jefe de la Novena Región Policial de La Araucanía de la Policía de Investigaciones, Prefecto inspector señor Segundo Uribe Zúñiga, ya que las acciones que llevaron a cabo para brindar protección y seguridad a la población fueron también diligentes, oportunas y tremendamente importantes para que, en esa noche -repito- de penumbras, no se sufriera ningún acto delictual.



Los parlamentarios de la Región de La Araucanía tenemos el deber de expresar gratitud a esas instituciones, que van más allá del cumplimiento de su deber; que participan en situaciones de emergencia poniendo lo mejor de sí para que la población se sienta segura, resguardada, y para que los efectos de las catástrofes se puedan aminorar.



Por esa razón, señor Presidente, pido que se remitan oficios, en mi nombre, a las autoridades que he mencionado.



Muchas gracias.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor García, conforme al Reglamento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Me reemplazará en la testera el Senador señor Quintana, en calidad de Presidente accidental.



--Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA (Presidente accidental). En el tiempo del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

SITUACIÓN DE “La Polar”. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en los últimos días han ocurrido hechos importantes en materia financiera, que algunos pueden percibir tal vez desde la lejanía, sin dimensionar su importancia y gravedad.



Hemos conocido que a la Superintendencia de Valores y Seguros se le comunicó, por la vía de un “hecho esencial”, que el Directorio de Empresas La Polar se enteró, en sesiones de 6 y 8 del mes en curso, de prácticas no consentidas en las renegociaciones de deuda de los tenedores de tarjeta.



Con ello, la sociedad reconocía esas operaciones en relación con los saldos impagos que mantenían sus clientes, lo que viola claramente la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. Es decir, se les repactaba, sin avisarles, a cientos de miles de personas y, por tanto, se sumaban impuestos, cargos adicionales, cobranzas, sin que el titular de la tarjeta tuviera la más mínima idea.



En Chile hay 27 millones de tarjetas de crédito, de las cuales aproximadamente 7 millones corresponden al sistema bancario y financiero. El caso de La Polar es un campanazo de alerta respecto de la situación de indefensión en que se encuentran quienes las poseen.



El mercado reaccionó en consecuencia y las acciones de ese retailer cayeron, el primer día, un 40 por ciento. Se informó que el derrumbe tuvo que ser detenido con la paralización de la venta por instrucción de la Superintendencia de Valores y Seguros. Al día siguiente subieron un 10 por ciento, impulsadas por compras de inversionistas de corto plazo. No obstante, la inestabilidad aún continúa.



A su vez, el SERNAC presentó demandas colectivas en el Primer Juzgado Civil de Santiago.



Los coletazos de la situación de La Polar determinaron que la corredora de inversiones Security decidiera retirarla de su cartera de acciones recomendadas. Es decir, los títulos de dicha empresa ya no son considerados por una importante firma de evaluación.



El hecho revela, por cierto, el colapso, la inestabilidad y la falta de seguridad de nuestro sistema financiero. Lo malo de todo ello es que esta última siempre afecta a los más pobres, a los pequeños accionistas. Los grandes accionistas siempre se cubren, no pierden y se encuentran sobreasegurados.



Por mi parte, señor Presidente, presenté a la Superintendencia de Valores y Seguros una solicitud de fiscalización. El día que concurrí a entregarla, el señor Superintendente estaba reunido con el actual Presidente del directorio de La Polar, Heriberto Urzúa, quien, a la salida -lo publicó en un gran titular el diario “La Segunda”-, declaró: “Voy a investigar hasta el final”.



O sea, ¡el nuevo Presidente de la empresa sancionada por tener como ejecutivos a delincuentes de cuello y corbata expresa que va a investigar hasta el final! ¡Si es a La Polar a la que se tiene que investigar! Y esa tarea le corresponde al Superintendente de Valores y Seguros. ¡Y si este no hizo la pega, tendremos que evaluar si continúa o no en el cargo!



El Senado acordó celebrar una sesión especial el miércoles 22 de junio, de 12 a 14, para tratar la situación que nos ocupa. Estarán presentes el Ministro de Hacienda, la Superintendente de Pensiones, el Superintendente de Valores y Seguros y el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.



¡Alguien no hizo la pega! ¿Y saben por qué, señores Senadores? Porque, al final, los que dirigen estas empresas que han defraudado a millones de chilenos representan a fondos de pensiones. El 24 por ciento de La Polar es de propiedad de tres administradoras. Es decir, aquí paga Moya.



¿Y qué anuncia el nuevo Presidente? “Voy a investigar”.



¡Si es la empresa la que tiene que ser investigada! ¡No es ella la que puede realizar esa tarea! ¡Esa labor deben cumplirla los órganos del Estado, porque se cometió un delito! ¡En La Polar hay delincuentes de cuello y corbata que han defraudado a cientos de miles de inversionistas y, particularmente, a los afiliados a los fondos de pensiones!



La situación expuesta resulta inaceptable. Más aún si, cuando un Senador de la República va a entregar una solicitud de investigación, el señor Superintendente se encuentra en su oficina con el Presidente de la empresa objeto de ella, quien, al salir de la reunión, declara que va a investigar hasta el final.



Este fue el tratamiento que le dio el diario “La Segunda” al robo, al fraude, a la defraudación violenta sufrida por las administradoras de fondos de pensiones y, también, los pequeños inversionistas.



Le hemos pedido al señor Superintendente que cite a declarar al actual Presidente de La Polar, señor Heriberto Urzúa, y a todos los ex directores, y que se evalúe de acuerdo con la empresa auditora Ernest & Young y los empleados a quienes se les encomendó la auditoría externa encargada por Empresas La Polar, de acuerdo con el “hecho esencial” comunicado el 9 de junio recién pasado a la Superintendencia.


Si estos hechos fueran solo de hoy, se podría decir que falló el sistema. Pero no es así. Puedo consignar que Supermercados Santa Isabel ingresó primero a la Bolsa de Valores de Santiago; luego a la Bolsa de Valores de Lima -actualmente, el Congreso del Perú realiza una investigación-, y posteriormente a la Bolsa de Nueva York.



En este último caso, el resultado fue que, aproximadamente en 1997, las acciones infladas cayeron. Por ese motivo, el Tribunal Federal del Distrito de Maryland, el año 2006, determinó una sanción de mil 100 millones de dólares por el daño a los inversionistas minoritarios en virtud de maquillajes contables de diversas empresas, entre las que se encontraba la chilena Santa Isabel S.A.



Pero nada se supo en nuestro país. A pesar de que el pago a los accionistas defraudados -¡mil 100 millones de dólares!- continuó efectuándose hasta 2009, no hubo información ni investigación alguna -de ningún daño, ni siquiera del previsional; y ¡para qué hablar de las violaciones a las legislaciones bursátil, de pensiones y bancaria!-, hasta ahora. Las he pedido mediante diversos escritos.



Y la crisis también es política.



Cabe señalar que del actual Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, dependen formalmente la Superintendencia de Valores y Seguros (esta debe fiscalizar a la Bolsa de Comercio de Santiago), la de Bancos e Instituciones Financieras y la de Pensiones, que fueron informadas de los hechos en el mes de enero del presente año y nunca dieron una respuesta.



Pues bien, el referido Secretario de Estado fue Director de Santa Isabel S.A. en el tiempo de los hechos sometidos a investigación. No dudo de su honorabilidad, pero su responsabilidad como tal por lo menos debe ser evaluada.



Señor Presidente, ese tipo de situaciones se repiten una y otra vez. Y no hay quién nos salve. (¿Será el Chapulín Colorado...? ¿Habrá que buscar un superhéroe...?).



Las instituciones no están funcionando.



La profunda desconfianza que la gente tiene hoy de los bancos y, en general, del sector financiero no se basa en un temor sin fundamento ni asidero. Desconfía porque estas entidades abusan y, también, porque los encargados de fiscalizar en la Bolsa que las acciones de las diversas sociedades se transen a su valor real para que los pequeños accionistas y los fondos de pensiones se beneficien de tales inversiones no hacen su pega o la hacen mal.



PricewaterhouseCoopers era la empresa que supervisaba los estados financieros de Supermercados Santa Isabel en las décadas de l990 y de 2000. Y es también la que audita hoy día a La Polar.



Señor Presidente, en la sesión en que el Senado dio su aprobación para designar Ministra de la Corte Suprema a la señora María Eugenia Sandoval me quedó la sensación de que algo se había violado cuando una persona que se desempeñó durante 25 años como jefa y socia de PricewaterhouseCoopers y tuvo una carrera meteórica de 4 o 5 años en la Corte de Apelaciones de San Miguel pudo llegar a la Sala Tributaria del Máximo Tribunal. 



En efecto, una magistrada de Corte de Apelaciones que por 25 años fue directora de una firma, en la cual llegó a ser socia, que asesoraba a las empresas -lo único que hacía era decirles cómo no pagar impuestos, cómo eludirlos- fue nombrada Ministra de la Corte Suprema, a donde van a ir a parar todos los litigios del tipo que ahora analizamos. Cuando haya que defender los intereses de los accionistas y de las AFP, se recurrirá a la Sala Tributaria de dicho Tribunal. Y ahí va a estar una magistrada que -repito- trabajó ¡25 años en PricewaterhouseCoopers! ¡La misma empresa que supervisaba que Supermercados Santa Isabel no les robara a sus inversionistas! ¡La misma empresa que evaluaba y supervisaba a La Polar para que no defraudara a sus accionistas, entre estos las AFP!



Señor Presidente, algo huele mal; algo huele a podrido en el sistema financiero chileno. 



Y la situación de la Bolsa de Comercio de Santiago tiene que ser revisada.



Le he pedido al Presidente electo de Perú, Ollanta Humala, en el almuerzo de hoy en La Moneda -le entregué a su equipo los antecedentes pertinentes- que se investigue la integración de las Bolsas de Bogotá, Lima y Santiago, porque la nuestra no está dando garantías de que las sociedades que operan en ella cumplen adecuadamente la legislación chilena.



Señor Presidente, solicito que se envíe esta intervención a los señores Superintendentes de Valores y Seguros; de Pensiones, y de Bancos e Instituciones Financieras, y, al mismo tiempo, que se les oficie para que remitan todos los antecedentes de que dispongan con relación a las fiscalizaciones realizadas en los últimos diez años a las sociedades que operan en la Bolsa de Comercio de Santiago, particularmente a las del retail.



La pregunta del millón es en cuántas empresas sucede lo mismo que en La Polar.



Además, pido que hagan llegar el calendario de las fiscalizaciones efectuadas en los últimos días, y hasta 5 años atrás, a las sociedades que han ingresado a la Bolsa de Comercio de Santiago, sobre todo a las del retail, y en especial a las que han ido a la Bolsa de Lima y a la de Nueva York. En definitiva, que nos den a conocer los mecanismos que garantizan que los inversionistas tienen a buen recaudo sus fondos.



Claramente, la Superintendencia de Valores y Seguros se encuentra cuestionada. Debe informar a esta Corporación sobre lo requerido, y en particular al Senador que lo pide, además, por supuesto, de dar cuenta al Presidente de la República. Porque la credibilidad de este Gobierno está en juego. 



En el Ejecutivo hay conflictos de intereses, y los habrá hasta el último minuto del período. Por consiguiente, yo esperaría que el Primer Mandatario y sus Ministros fuesen rígidos y enérgicos en cuanto a exigir que se investigue esta situación.



Hay mucha gente esperando una respuesta.



¡Nueva Constitución, ahora! 



¡Esa es la solución!



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Solicito el acuerdo de la Sala para que el Honorable señor Navarro asuma como Presidente accidental.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- En el tiempo del Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, antes de referirme a los oficios que tengo previsto requerir, quiero solidarizar con las expresiones que usted ha vertido con relación a lo que está ocurriendo en La Polar.



Las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, presididas por el Senador señor Eduardo Frei, celebraron hoy una sesión, a la cual se invitó a los Superintendentes de Bancos e Instituciones Financieras, de Pensiones y de Valores y Seguros. Estuve presente en ella, y quedé con la impresión de que se están desestimando el alcance y el efecto del gran daño causado, por un lado, a la fe pública, y por otro, a cientos de miles de clientes de aquella tienda y de afiliados de todas las AFP, las cuales -como se sabe- han invertido un importante porcentaje de sus recursos en acciones y bonos de La Polar.



Creo que nos hallamos frente a la punta del iceberg. No digo que sea un hecho similar al ocurrido con los créditos subprime en Estados Unidos, pero el modus operandi es muy parecido. 



En todo caso, pienso que nuestro sistema financiero cuenta con grados de resguardo que probablemente permitirán acotar lo sucedido y limitar sus efectos a fin de no terminar contaminando el sistema en general  y provocándole más perjuicios de los que ha experimentado en estos días a raíz de las fluctuaciones accionarias en la Bolsa de Comercio y de los otros aspectos señalados en la intervención de Su Señoría.

VENTA DE PORCENTAJE RELEVANTE DE PARTICIPACIÓN ESTATAL 

EN EMPRESAS SANITARIAS. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, resulta imposible no conectar lo anterior con la noticia que hemos conocido hoy en orden a que finalmente el Gobierno cumplió su amenaza: la venta al sector privado, mediante la CORFO, de parte importante de la participación accionaria del Estado de Chile en cuatro distintas empresas sanitarias.



No había ninguna necesidad de tomar tal camino. Ello quedó absolutamente claro cuando el Ejecutivo planteó esa posibilidad en tiempos en que se debía buscar financiamiento para la reconstrucción posterremoto. 



Sin embargo, el Gobierno insiste en esa vía, lo que, a mi juicio, provocará un  grave daño a los consumidores.



En definitiva, vemos, por un lado, debilidad en la fiscalización, lo cual posibilita la comisión de delitos en el mundo financiero, con perjuicio para los consumidores (reitero mi adhesión a lo expuesto por el Senador Navarro sobre la materia), y por otro, un Estado que se desprende de la escasa participación que le queda en un ámbito sensible, central, de los servicios básicos: el del agua potable.

REFORMAS A EDUCACIÓN SUPERIOR. OFICIO

El señor QUINTANA.- En seguida, señor Presidente, quiero solicitar el envío de un oficio al Ministerio de Hacienda, específicamente a la Dirección de Presupuestos, con relación al debate que hemos estado sosteniendo en estos días en la Comisión de Educación, que presido, acerca de los problemas que afectan a la educación superior. 



Partimos escuchando a los rectores. 



Ayer fue el turno de los representantes de la Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH). En esa oportunidad intentamos -antes de que lleguen al Congreso los proyectos anunciados por el Ministro Lavín y por el Gobierno del Presidente Piñera- buscar puntos de acercamiento entre los anuncios del Ejecutivo y las demandas históricas del movimiento estudiantil, que en estos días ha cobrado una fuerza inusitada. 



Se equivocan quienes ponen por delante la calculadora o el calendario y miden cuántos días durará el paro, para después decir: “Esta movilización fue más corta que la de los ‘pingüinos’ en la Administración de la Presidenta Bachelet, y, en consecuencia,  aquí hemos ganado un punto político”.



Si el Gobierno está sacando tales cuentas, si está intentando utilizar esos cálculos, cometerá un profundo error y demostrará que no entiende nada de lo que está en juego. Ello explica el gran divorcio entre los diversos puntos de vista que ahora se hallan sobre la mesa.



La CONFECH, que reúne a los estudiantes de las universidades del Consejo de Rectores -no solo las estatales, sino también las privadas tradicionales-, está demandando varias cosas. 



Si tuviéramos que sintetizar en tres puntos fundamentales el conflicto, yo me atrevería a decir que uno es el lucro.



Resulta absurdo que sigamos sosteniendo que nuestra legislación les prohíbe a las universidades tradicionales lucrar, en circunstancias de que la normativa en rigor se burla mediante la creación de inmobiliarias. 



Creo que llegó el momento de saber quiénes están detrás de esas inmobiliarias, la relación que estas tienen con las universidades y, finalmente, cómo se las ingenian para eludir la ley y lucrar.



Ninguna universidad, dentro de las 300 mejores del mundo, persigue fines de lucro. Por tanto, el debate que debemos abordar, en el marco de los anuncios planteados para la educación superior, es si Chile quiere o no contar con universidades de nivel mundial. Y no veo que las que lucran -lo estoy demostrando con cifras estadísticas- se encuentren en condiciones de ocupar ese lugar en el ranquin.



Otro punto central, en mi opinión, es la definición de la pertinencia y de la calidad de la oferta académica que las universidades entregan.



No se trata solamente de defender a las universidades del Estado, sino también de reconocer que además existe un mundo privado en la educación superior: universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, algunos de los cuales son muy buenos y están acreditados.



A esos establecimientos también hay que escucharlos, porque concentran a una gran cantidad de estudiantes que provienen de los sectores más vulnerables del país.



Y el último punto central del problema que nos aqueja es el endeudamiento.



Al respecto, pido que se dirija un oficio al Ministerio de Hacienda, específicamente a la Directora de Presupuestos, para que informe al Senado...

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Necesito un minuto más para terminar, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Muy bien.

El señor QUINTANA.- Gracias, señor Presidente.



Planteaba una solicitud de oficio a la autoridad individualizada para que informe a esta Corporación cuáles son los antecedentes jurídicos que tuvo a la vista el Gobierno para llevar adelante la compra de la cartera del crédito con aval del Estado. 



Estamos hablando de 250 mil millones de pesos. ¡Es una tremenda cantidad de recursos! Por ese monto se compraron a la banca los créditos de cientos de miles de estudiantes antes de que entraran en proceso de mora.



Quiero saber qué motivó al Gobierno para adoptar esa medida, desde los puntos de vista político, técnico, educacional y jurídico.



Esa información es fundamental para el proceso que estamos llevando adelante.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CREACIÓN DE LOCAL DE VOTACIÓN EN LOCALIDAD DE ICALMA. OFICIO

El señor QUINTANA.- Por último, señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio del Interior, con copia al Servicio Electoral, para exponerle una situación que afecta a la comuna de Lonquimay, una de las que represento en la Cámara Alta.



Lonquimay, como se sabe, es una comuna cuya superficie supera los 4 mil kilómetros cuadrados (una de las más grandes de Chile).



Hacia el sur de ella se ubica el distrito de Icalma (integrado por los sectores de Cruzaco, Marimenuco, Galletué, Huallenmapu e Icalma), que concentra una población de más de 2 mil personas, quienes soportan temperaturas en estos días de menos 10 grados, y durante gran parte del invierno, de 15 a 18 grados bajo cero.



Asimismo, la distancia promedio que separa dichas localidades de la cabecera comunal, Lonquimay, es de 70 a 75 kilómetros. 



Esos sectores cuentan con un sistema de transportes cada vez mejor, pero todavía deficiente. Y han hecho esfuerzos por dotarse de servicios básicos, como luz, agua potable -fundamentalmente-, telefonía e Internet.



Lo que solicitan tales localidades es no tener que vivir la carga que significa para sus habitantes -mapuches y pehuenches en un 99 por ciento- desplazarse a la capital de la comuna en cada proceso eleccionario, más aún cuando no gozan de una movilización en las mejores condiciones.



Hay muchas zonas tan pequeñas como esa que cuentan con un local de votación. En este caso se requiere crear uno en Icalma.



En resumen, señor Presidente, todas las agrupaciones y las comunidades indígenas pehuenches de la zona -son muchas- han solicitado que, debido a las distancias, a la realidad geográfica de la comuna, a su población y a las características que presenta, la Dirección del Servicio Electoral evalúe técnicamente la factibilidad de crear ahí una mesa de votación.



Es cuanto quiero solicitar, señor Presidente.




He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:14.









Manuel Ocaña Vergara,
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SESIÓN 23ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE JUNIO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros del Interior; Secretario General de la Presidencia, y de Justicia, señores Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet y Felipe Bulnes, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones veintiuno y veintidós, ambas ordinarias, de los días 31 de mayo y 1° de junio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos (Boletín N° 7.692-11).



- Pasa a la Comisión de Salud.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (Boletín N° 6.242-21) (con urgencia calificada de “simple”).



- Queda para Tabla.



Con el segundo, manifiesta que accedió a la solicitud del Senado, en orden a archivar el proyecto de ley que establece normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos (Boletín N° 2.696-12).



- Se toma conocimiento.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros, remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 122 del Código de Aguas y 38 ter de la ley N° 18.933 -que corresponde, actualmente, al 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005-.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con los dos restantes, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del señor Ministro de Educación:



Con el primero, entrega antecedentes, pedidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los resultados en las pruebas SIMCE de lenguaje y matemática, rendidas por estudiantes con discapacidad visual o auditiva.



Con el segundo, responde una petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, para mantener el incentivo al retiro establecido en las leyes N°s 19.882 y 20.282, y prorrogar la vigencia de la ley N° 20.212.



Del señor Ministro (S) de Obras Públicas, con el que da respuesta a petición de informe, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre las medidas adoptadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios ante los problemas que aquejan a la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas de Copiapó, perteneciente a Aguas Chañar S. A.



Cinco del señor Ministro de Salud:



Con el primero, contesta la solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a los estudios procesados por el Instituto de Salud Pública que detectaron altas concentraciones de cobre en el suelo de la Escuela La Greda, comuna de Puchuncaví.



Con el siguiente, responde una petición de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre la situación sanitaria causada por una plaga de moscas que afectó a la comunidad de Linderos, comuna de Buin.



Con el tercero, da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre fecha de operatividad del hospital de construcción acelerada de Parral y en cuanto a la posibilidad de compensar el sacrificio adicional de los funcionarios por la prestación de servicios en condiciones inapropiadas.



Con el cuarto, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, para requerir al Ejecutivo que establezca una política pública integral en materia de discapacidad psíquica, especialmente infantil (Boletín Nº S 1.315-12).



Con el último, se refiere a la petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Gómez, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que permita a los consultorios y hospitales públicos vender medicamentos.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el que remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Tuma, relativos al estado de ejecución presupuestaria del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía, al mes de abril pasado.



Del señor Ministro de Planificación, con el que responde petición de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto al proyecto “Reparación de Sistemas de Evacuación de Aguas Servidas Población Israel II”, comuna de Parral.



Dos de la señora Ministra del Medio Ambiente:



Con el primero, en relación con petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, expone el régimen legal aplicable -en materia de atribuciones de la Superintendencia del Medio Ambiente- para fiscalizar la planta de tratamiento de residuos tóxicos y peligrosos de Hidronor S. A., en la Región Metropolitana.



Con el otro, adjunta copia del informe final del estudio “Preparación de Antecedentes para la Elaboración de la Norma de Calidad Primaria de Suelos”, elaborado por Ingeniería Alemana S. A., solicitado en nombre del mismo señor Senador.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que, atendiendo a una petición de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, da cuenta del estado de diversas solicitudes de recursos efectuadas por la Municipalidad de Puerto Octay.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que, además de remitir copia de la resolución exenta que autorizó al Instituto de Fomento Pesquero a desarrollar una pesca de investigación, en conformidad a los términos técnicos de referencia del proyecto denominado “Monitoreo de anchovetas y sardinas en aguas interiores de la Región de Los Lagos, 2011”, responde a consultas específicas sobre esa materia, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, con el que da respuesta a la solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de las medidas adoptadas para resolver la falta de profesionales en el Hospital Clínico de Punta Arenas “Doctor Lautaro Navarro”.



Del señor Director (S) del Servicio de Impuestos Internos, con el que contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre posibilidad de eximir del pago de permisos de edificación a locatarios de establecimientos de comercio de zonas afectadas por el sismo o por el tsunami de 2010, así como de condonarles los intereses y multas por concepto del impuesto territorial.



Del señor Director Ejecutivo Pro Empleo, Subsecretaría del Trabajo, con el que atiende petición de antecedentes, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de mecanismos para enfrentar los problemas de cesantía que afectan a mujeres jefas de hogar de la comuna de Linares.



Del señor Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, con el que responde petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, en cuanto a la factibilidad de entregar materiales a la Agrupación de Mujeres Jefas de Hogar de la comuna de Mariquina, para que construyan su sede social.



Del señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, con el que atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre las causas que llevaron a una paralización de la planta procesadora de molibdeno de la División Salvador.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre, con el que remite un ejemplar del Informe de Gestión 2010 de dicha institución.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Moción



De los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señoras Allende y Alvear y señores Pérez Varela y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre cuenta pública de los órganos de la Administración del Estado (Boletín N° 7.695-06).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -



Acto seguido, el Honorable Senador señor Gómez hace uso de la palabra para recabar el asentimiento de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en lo referente a la regulación de las farmacias y los medicamentos (Boletines N°s. 6.523-11, 6.037-11 y 6.331-11, refundidos), hasta las 13 horas del día lunes 13 de junio de 2011, directamente en la Secretaría de la Comisión de Salud. Se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, el señor Presidente, a petición del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), saluda y da la bienvenida a una delegación de estudiantes de la IDE Business School del Ecuador, y, a petición del Honorable Senador señor Horvath, al ciudadano cubano señor Huber Matos, presentes todos en las tribunas.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) El Comité Partido Demócrata Cristiano rendirá homenaje al ex Ministro y militante de esa colectividad, señor Edmundo Pérez Zujovic, en el cuadragésimo aniversario de su fallecimiento, en la sesión del día de mañana.


2) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy el proyecto signado con el número 7, esto es, el proyecto de ley sobre indulto general (Boletín N° 7.533-07) y colocarlo en un lugar preferente de la Tabla de la sesión del día de mañana.


3) Colocar en un lugar preferente de la Tabla de la sesión del día de mañana el proyecto signado con el número 5, esto es, el que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), si es que no se alcanza a tratar en el día de hoy.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, aprobado por la Cámara de Diputados, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, aprobado por la Cámara de Diputados, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.320-14.


Agrega que la controversia entre ambas Cámaras se suscitó por el rechazo de la enmienda efectuada por el Senado al texto despachado por la Cámara de Diputados.


La Comisión propone como forma de salvar dicha diferencia aprobar un texto que posibilita la adopción de acuerdos de los copropietarios de condominios dañados por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010 por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, respecto de las materias contenidas en el numeral 5 de la Ley de Copropiedad Inmobiliaria, esto es, reconstrucción, demolición, rehabilitación o ampliaciones del condominio, siempre que se relacionen con la aludida catástrofe. Para acreditar el quórum bastará el acta suscrita por los copropietarios asistentes que hayan adoptado el o los acuerdos, protocolizada ante notario.


Esta resolución fue adoptada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Senadores señores Tuma, Letelier y Sabag, y Diputados señores Browne, Hales, Montes y Ulloa.


Al concluir hace presente que la proposición de la Comisión Mixta fue aprobada por la Cámara de Diputados en sesión de 31 de mayo.

- - -


La Comisión Mixta propone en su informe, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, lo siguiente:

Artículo único.-


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Los copropietarios de condominios que resultaron dañados como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos que requieran las materias contenidas en el número 5 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, siempre que digan relación con los efectos de dicha catástrofe, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas materias que necesariamente deban ser modificadas para implementar los mencionados acuerdos.


Para acreditar el quórum a que se refiere el inciso anterior, bastará el acta suscrita por los copropietarios asistentes que hayan adoptado el o los acuerdos, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -


En discusión el informe de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Tuma, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Zaldívar y Letelier.


Cerrado el debate y sometida a votación, se aprueba la proposición por 25 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Los copropietarios de condominios que resultaron dañados como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos que requieran las materias contenidas en el número 5 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, siempre que digan relación con los efectos de dicha catástrofe, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas materias que necesariamente deban ser modificadas para implementar los mencionados acuerdos. 


Para acreditar el quórum a que se refiere el inciso anterior, bastará el acta suscrita por los copropietarios asistentes que hayan adoptado el o los acuerdos, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.952-07.


Añade que sus objetivos principales son:


- Ampliar la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.


- Crear una sección especial dentro del Registro General de Condenas, en la que se incorporarán las referidas inhabilitaciones.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio).


Además, la Comisión deja constancia en su primer informe de una serie de prevenciones respecto de la iniciativa, acordándose por los mismos Senadores ya mencionados que en la discusión en particular se incorporarán las enmiendas que recojan dichas inquietudes.


Al finalizar, el señor Secretario General explica que el número 2 del artículo 2°, que otorga a cualquier persona natural que demuestre un legítimo interés la posibilidad de solicitar información respecto de aquellos que estén afectos a las inhabilidades para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.


Además, precisa que la calificación del número 2 del artículo 2°, como norma de quórum, fue sometida a votación en la Comisión, dándose como resultado que los Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín Fernández, estimaron que es una norma de quórum calificado. Votaron en contra los Senadores señores Espina y Walker (don Patricio), quienes la consideran una norma de quórum simple.

- - -


En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Walker (don Patricio), Navarro, Espina y Gómez. Interviene, además, el señor Ministro del Interior.


Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar, se aprueba por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, reuniéndose el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

A proposición de la Honorable Senadora señora Alvear, la Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día lunes 11 de julio de 2011. Queda despachado este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos, con informes de las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos, que cuenta con informes de las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y que tiene el Boletín N° 3.818-11.


Agrega que su objetivo principal es establecer la obligación de que los envases de alimentos humanos que hayan empleado ingredientes o aditivos genéticamente modificados lo adviertan expresamente en sus etiquetas, contemplándose sanciones por la infracción de la obligación.


Las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutieron este proyecto sólo en general.


La Comisión de Salud aprobó la idea de legislar por 3 votos a favor, de los Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami, y la abstención de la ex Senadora señora Matthei.


La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales aprobó en general este proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Allende y Alvear y señores Horvath y Navarro. Esta Comisión deja constancia, a solicitud del Senador señor Horvath, que existe una iniciativa de similar tenor, cuya autoría comparte con el Senador señor Prokurica, referida a la obligación de etiquetar los productos alimenticios genéticamente modificados, que se encuentra pendiente para segundo informe en la Comisión de Agricultura.


El señor Secretario General finaliza indicando que en sesión del día miércoles 1° de junio se realizó la primera discusión sobre esta iniciativa, quedando varios Senadores inscritos para hacer uso de la palabra en segunda discusión.

- - -


En segunda discusión en general el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Gómez y Uriarte.


Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 28 votos a favor y 4 abstenciones, registrándose 1 pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Longueira y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa.


Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Espina, García, Girardi, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Quintana y Tuma.


Fundamenta su voto de rechazo el Honorable Senador señor Coloma.


Cabe consignar que el Honorable Senador señor Girardi, con motivo de su fundamentación de voto, pide oficiar al Ministerio de Agricultura a objeto de que éste remita los antecedentes que se detallan en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado. 

La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del lunes 11 de julio del año en curso. Queda despachado este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señor Horvath, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 24ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 8 DE JUNIO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, también, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones veintiuno y veintidós, ambas ordinarias, de los días 31 de mayo y 1° de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (Boletín N° 7.529-07).



- Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República, con el fin de saber si hará uso de la facultad que le otorga el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la contaminación que generaría la Planta Refinadora de ENAP Bío Bío en la Población El Triángulo, comuna de Hualpén.



Del señor Director Nacional (S) del Instituto de Previsión Social, con el que da respuesta a una solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la cantidad total que, por concepto de aporte previsional solidario, se pagó durante el mes de marzo de 2011.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que da respuesta a solicitud de información, pedida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en materia de instrucciones impartidas a las fuerzas policiales que se encargaron, en mayo pasado, de disolver protestas pacíficas, particularmente en comunidades como Coyhaique.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Antofagasta, con el que da cuenta, en respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, que se ha realizado fiscalización al recorrido de la Línea de Taxis Colectivos 114, en la ciudad de Antofagasta.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos”, aprobada el 5 de septiembre de 1997, en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica (Boletín N° 7.097-10).



- Queda para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Chahuán y Cantero, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que traslada al día 4 de julio de cada año la cuenta sobre el estado administrativo y político de la Nación (Boletín N° 7.704-07).



Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional sobre renuncia de Diputados y Senadores a sus cargos (Boletín N° 7.705-07).



- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Escalona, Gómez, Sabag y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo a monumento en memoria de don Clotario Blest Riffo (Boletín N° 7.707-04).



- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Tres del Honorable Senador señor Navarro, con las que inicia los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre inhabilidad para contratar con órganos de la Administración del Estado (Boletín N° 7.706-05).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley acerca de pago preferente de obligaciones municipales (Boletín N° 7.708-06).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



3.- Proyecto de ley que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos (Boletín N° 7.709-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley respecto de bono que mejora condiciones de retiro de trabajadores del sector público.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y en el N° 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi, sobre mejoramiento de condiciones de retiro de funcionarios públicos y docentes (Boletín N° S 1.364-12).



Del Honorable Senador señor Chahuán, relativo al otorgamiento de créditos a pensionados, por parte de las cajas de compensación de asignación familiar (Boletín N° S 1.365-12).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Gómez, Horvath, Lagos, Quintana, Tuma y Walker, don Patricio, relativo a la ratificación del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología (Boletín N° S 1.366-12).



Dos de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, en cuanto a las siguientes materias:



1.- Urgencia para el despacho del Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura (Boletín N° S 1.367-12).



2.- Detección precoz del cáncer a la próstata (Boletín N° S 1.368-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señala, todas del presente año:



1.- Honorable Senador señor Girardi, entre los días 8 y 12 de junio.



2.- Honorable Senador señor Navarro, a contar del día 8 de junio.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Luego, el Honorable Senador señor Cantero hace uso de la palabra para recabar el asentimiento de la Sala a objeto de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín N° 7.201-08), hasta las 12 horas del día lunes 4 de julio de 2011, en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.



Así se acuerda.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

HOMENAJE

El Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) rinde homenaje con motivo del 40° aniversario de la muerte del ex ministro y político demócrata cristiano señor Edmundo Pérez Zujovic


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


En primer término, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), quien se refiere a la trayectoria profesional y política del homenajeado, señor Pérez Zujovic, y a sus dotes intelectuales y humanas.


A continuación, intervienen los Honorables Senadores señores Larraín Peña, Escalona y Novoa, a nombre de sus respectivas bancadas.


Finalmente, el señor Presidente saluda a los miembros de la familia del señor Pérez Zujovic, presentes en las tribunas especialmente invitados.


Se suspende la sesión.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, que cuenta con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y que tiene el Boletín N° 4.991-15.


Agrega que su objetivo principal es hacerse cargo, por una parte, del problema ciudadano generado por la instalación inconsulta de infraestructura de antenas en las comunas y, por otra, de la necesidad de cautelar el desarrollo del mercado de las telecomunicaciones en condiciones competitivas.


Al respecto, se propone establecer incentivos para la instalación de antenas de menor tamaño; regular la instalación de torres de soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales; facultar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para declarar a una zona geográfica como saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y activar la participación de las municipalidades en la definición de zonas preferenciales para la instalación de torres de soporte de antenas.


La Comisión especializada discutió esta iniciativa en general y en particular en el trámite de primer informe, al tenor de la autorización concedida por la Sala en sesión de 21 de diciembre de 2010, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.


En lo que concierne a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas por unanimidad.


Al concluir, destaca que la letra f) y el inciso séptimo del artículo 116 bis F tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -


En el nuevo primer informe la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones: 

ARTÍCULOS 1º, 2º y 3º


Reemplazarlos, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley N° 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de la siguiente forma:


a) Agréganse los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H:


“Artículo 116 bis E.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, podrán instalarse en áreas urbanas y rurales, debiendo en ambos casos sujetarse a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis H de esta ley, según sea el caso. 


Para estos efectos, se entenderá que las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones corresponden al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones. Por su parte la antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones, corresponde a aquel dispositivo a que se refiere el inciso final del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Tratándose de los permisos de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se soliciten en áreas de riesgo, además de cumplir con los requisitos que se indican en esta ley, se deberá acompañar a la respectiva solicitud un estudio fundado, elaborado por un profesional competente, que determine las acciones que deberán ejecutarse para la adecuada utilización de las mismas, conforme a lo dispuesto en la Ordenanza General de esta ley. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción de la torre por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad respectiva, o, en todo caso, dentro del plazo de 12 meses contado desde la fecha de la solicitud del permiso o del aviso de instalación, cuando correspondiere.


Tratándose de áreas de protección, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones será autorizada debiendo darse siempre cumplimiento a lo establecido en la  Ley 19.300, en los casos que así corresponda.


No podrán instalarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, como tampoco antenas ni sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, en aquellas zonas urbanas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones conforme al artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones. 


Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios donde existan torres de alta tensión, hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas en la ordenanza general de esta ley, ni en sitios ubicados a menos de 300 metros de los deslindes de estos establecimientos, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere el artículo 116 bis H y el artículo 116 bis G, de la presente ley o, en los demás casos, cuando el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios, circunstancia que en ningún caso eximirá al solicitante de contar con el permiso que procediere otorgar al Director de Obras Municipales en conformidad a las disposiciones de esta ley. 


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se medirá desde el suelo natural.


Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes,  requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar  los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público, bastará que se presente la solicitud del operador, previa autorización de la Municipalidad respectiva.  Sin perjuicio de lo anterior, la persona que solicite el derecho de uso de los bienes nacionales de uso publico para estos fines, deberá efectuar una compensación a favor de la municipalidad correspondiente.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.


c) Presupuesto del costo total de la torre.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte  antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, al menos, tres concesionarios.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la presentación de la solicitud, a la Junta de Vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La notificación deberá incluir el aviso de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, la altura y el diseño adoptado para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, como asimismo una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta notificación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre.


El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado. 


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra, podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la Junta de Vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo, la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto a que se refiere la letra f) del presente artículo.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras que apruebe el Concejo Municipal, por un monto equivalente, al menos,  al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) del presente artículo. Previo a pronunciarse sobre la aprobación de la respectiva propuesta, el Concejo Municipal deberá analizar las observaciones que haya recibido de los propietarios y adoptar acuerdos sobre las mismas, dentro de un plazo de diez días contado desde que se presentaron las observaciones. Vencido este plazo, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento propuesta por el interesado, o la primera de la lista si  la propuesta acompañada comprendiera más de una.  


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas  dentro del plazo de un año contado desde la fecha que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá ampliarse por razones de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente acreditado ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. 


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el operador o su representante legal deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía, pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido que las obras no se han ejecutado, y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. 


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura, sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.


En caso que las torres a que se refiere este artículo vayan a ser emplazadas en territorios urbanos, o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, la solicitud de permiso de instalación respectiva, deberá acompañar, además de los requisitos señalados precedentemente, el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva  torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de estas estructuras dentro del radio de quinientos metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, siempre y cuando estas últimas tuviesen una altura de doce metros o más. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha que se pronuncie el Concejo Municipal o desde que haya vencido el plazo de diez días de acuerdo con lo dispuesto en la letra f) del presente artículo, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales indicados en el artículo 130, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, o este fuere denegado, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto  en el artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de dos y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el presente artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. 


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los antecedentes señalados en las letras a), b), c), y h) del artículo 116 bis F de la presente ley. 


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción que en estos casos no se podrá denegar el permiso aún cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo. 


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, e  identificará claramente al beneficiario, la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. 


El Director de Obras una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado, y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H de esta ley.


Artículo 116 bis H.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de dos o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos.”.


b) Agrégase al artículo 130 el siguiente numeral:


“10.- Permiso de instalación de torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones
5% del presupuesto de la instalación.”.”.

ARTÍCULO 4º


Pasa a ser artículo 2º, sustituido por el siguiente:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Agréganse en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“En virtud de esta atribución y de lo señalado en el artículo precedente, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar a una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Con este fin, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace dictará la norma técnica que defina los niveles máximos de exposición en lugares de circulación habitual de personas y los protocolos de medición. La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual consultará la opinión de las empresas involucradas.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de las palabras “esta ley”, la siguiente oración: “, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano; y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace”.


b) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7°, mientras que respecto de aquellas áreas de protección referidas en el inciso quinto del citado artículo, podrá admitirse, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental dispuesto en el artículo 10 de la Ley 19.300.”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, en zonas o territorios saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada conforme con el artículo 116 bis F  de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley Nº 458 de 1976. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los  treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizaban la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada. 


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo. La facultad de celebrar estos acuerdos será irrenunciable.


Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso.


4) Intercálase en el inciso primero del artículo 36° bis, a continuación de la frase inicial “El incumplimiento de las disposiciones de los artículos” la expresión “19 bis”.”.

ARTÍCULO 5º


Eliminarlo.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULOS 1º, 2º y 3º


Reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación.


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 3) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura ya autorizadas y emplazadas por concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, deberán adecuarse a lo establecido en esta ley, en el término de 36 meses contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial, debiendo los propietarios de las mismas optar someterse al régimen establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones a efectos de permitir la colocalización , para cuyos efectos se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F, o la obligación de mitigar y minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, en cuyo caso se deberá acompañar a la correspondiente Dirección de Obras los documentos a que se refieren las letras b), c),  f) y g) del mismo artículo. 


Artículo 5°.- En caso que un territorio urbano se encuentre saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones por la existencia de cuatro o más de este tipo de instalaciones, los propietarios de las mismas, además de optar por una de las medidas a que hace referencia el artículo cuarto transitorio, quedarán obligados a ejecutar medidas de diseño para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de las torres sobre el entorno en que se emplazan.”.

- - -


En discusión en general el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Escalona, Novoa y Uriarte.


Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 29 votos a favor y 1 abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento al quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Larraín Fernández, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su abstención el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día viernes 17 de junio de 2011.

- - -


Acto seguido, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide pide recabar el acuerdo de la Sala para que este proyecto sea conocido, en segundo informe, en Comisiones unidas de Transportes y Telecomunicaciones y de Salud.


En votación la proposición, se rechaza por 8 votos en contra, 4 a favor y 1 abstención.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Quintana, Ruiz-Esquide y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Gómez.


Queda despachado este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado en general se contiene en el nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre indulto general, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre indulto general, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.533-07.


Agrega que su objetivo principal es otorgar un indulto conmutativo general aplicable a los siguientes grupos de personas:


- A las mujeres que actualmente se encuentran condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años de edad.


- A los condenados que cumplen una condena con permiso de salida controlada al medio libre.


- A los condenados que cumplen una condena con el beneficio de reclusión nocturna.


A estas personas se las someterá a un período de observación y control, y deberán suscribir un compromiso en orden a que no cometerán nuevamente un crimen o simple delito.


La Comisión especializada discutió este proyecto en general y en particular en su primer informe, con arreglo al acuerdo de la Sala de 3 de mayo pasado, y le dio aprobación a la idea de legislar en la materia por 3 votos a favor, de los Senadores señores Chadwick, Espina y Walker (don Patricio), y el voto en contra de la Senadora señora Alvear.


Con motivo de la discusión en particular, la Comisión aprobó los ocho artículos del proyecto, algunos con enmiendas, por tres votos a favor, de los Senadores señores Chadwick, Espina y Walker (don Patricio), y el voto en contra de la Senadora señora Alvear.


Al concluir hace presente que las disposiciones de este proyecto requieren para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

- - -


Antes de comenzar la segunda discusión en general de la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana para solicitar, con arreglo al artículo 135 del Reglamento, aplazamiento de la votación.


La Sala acuerda que tanto la segunda discusión, cuanto la votación en general de este asunto, queden para la próxima sesión ordinaria.


El señor Presidente así lo declara.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Rincón, ha requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la Honorable Senadora indicada, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo de los Comités Partido por la Democracia; Partido Socialista, y Partido Radical Social Demócrata, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Quintana, Escalona y Gómez, respectivamente, quienes, con la adhesión del Honorable Senador señor Zaldívar, solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad con el Reglamento del Senado.



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido MAS (Movimiento Amplio Social); Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional; Partido Demócrata Cristiano, e Independientes.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ADECUA LEGISLACIÓN PENAL CHILENA A LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS

(6422-07)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Fíjase el verdadero sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que, en conformidad al Derecho Internacional, constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra.


Asimismo, deberá entenderse que la norma del artículo 103 del Código Penal, no será aplicable a los crímenes y simples delitos que, en conformidad al Derecho Internacional, constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, perpetrados por agentes del Estado o particulares actuando al servicio de éste.".


Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente De La Cámara De Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General De La Cámara De Diputados

2

INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.168, LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES

(7502-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 31 de mayo de 2011.

- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el articulo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentícimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - - - - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


El artículo único de esta iniciativa legal debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, por incidir en materia presupuestaria y financiera del Estado, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez y del Asesor de Prensa de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Pablo Cereceda.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Sustituir el artículo 28 A, del Título IV, “Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones”, de la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la finalidad de extender en forma indefinida el plazo de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, el que venció el 11 de mayo de 2011, con el objetivo de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos y entregar a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, en forma semestral y de manera detallada, la información del uso de los recursos que se le asignan anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público a este Fondo.
FUNDAMENTOS


El Mensaje de S.E. el Presidente de la República señala que persiste la necesidad que dio origen a la instalación del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones por lo que resulta por el momento perentorio extender su vigencia y darle un carácter más permanente en el tiempo, que permita proyectar a mayor plazo y de forma sistemática la acción del Estado de fomento de las telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos y con escasa penetración de los servicios de comunicaciones. El propósito del Fondo es promover el acceso y uso equitativo a las tecnologías de información y comunicación, favoreciendo con ello una mayor igualdad de oportunidades, el desarrollo económico, social y cultural del país y el incremento en la calidad de vida de los chilenos.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Título IV de la ley Nº 18.168, General del Telecomunicaciones, de 2 de octubre de 1982, que contempla el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.


- Ley Nº 19.302, de 10 de marzo de 1994, que modificó la Ley General de Telecomunicaciones, que dio vida al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones en sus artículos 28 A y siguientes, estableciéndose que su objetivo era promover el aumento de la cobertura de servicios de la materia de que se trata, en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos, especialmente respecto de localidades ubicadas en zonas geográficas extremas o aisladas.


Esta ley, extiende la vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, por un plazo de 4 años, desde el año 1994 al año 1998, mediante la incorporación de recursos suficientes en las respectivas leyes de presupuesto, para el financiamiento de sus proyectos aprobados, acompañada de glosas que especificaban las actividades a las que podían destinarse tales recursos. 


Este Fondo se encuentra constituido por los aportes que se le asignan anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de poder recibir otros aportes (artículo 28 A inciso segundo de la LGT). Para tales efectos y según lo dispuesto en el artículo 28 C, Subtel debe elaborar un programa anual de proyectos subsidiables, el cual pone a disposición del Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, junto a las evaluaciones técnico-económicas de los mismos y de sus respectivas prioridades sociales.


El Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (FDT) es administrado por el Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (CDT), cuerpo integrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Ministro de Economía, Fomento y Turismo, Ministro de Hacienda y Ministro de Planificación, junto a otros tres profesionales designados por el Presidente de la República, quienes representan a las zonas norte, centro y sur del país. Por último, este Consejo también contempla una Secretaría Ejecutiva, función ejercida por el Subsecretario de Telecomunicaciones.


- Ley N° 19.724, de 11 de mayo de 2001, amplió nuevamente la vigencia del FDT por un período de 10 años, esto es, desde el 11 de mayo de 2001 hasta el día 11 de mayo de 2011.


- Decreto Nº 353, de 2001, que reglamenta la administración y operación del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. 


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El proyecto de ley en estudio recogió la preocupación manifestada en el proyecto de acuerdo N° 170, de 01 de septiembre de 2010, de la Honorable Cámara de Diputados, firmado por los Honorables Diputados señores Víctor Torres Jeldes, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar, Gonzalo Arenas Hodar, Pablo Lorenzini Basso, Ricardo Rincón González, Manuel Monsalve Benavides, Alberto Robles Pantoja, Ramón Farías Ponce, Pedro Araya Guerrero, Marcela Sabat Fernández y María Antonieta Saa, el que tiene por finalidad modificar el artículo 28° A del Título IV, "Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones", de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, en el sentido de extender la vigencia de Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dándole un carácter indefinido en el tiempo.


El Título IV de la Ley General de Telecomunicaciones, sobre el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, fue introducido por la ley Nº 19.302, de 10 de marzo de 1994, en reemplazo del anterior Título IV de la Ley, denominado "De los Aportes de Financiamiento Reembolsables". Su objetivo fue promover el desarrollo de proyectos específicos de expansión del servicio público telefónico en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos con escasa densidad telefónica. Para ello, estableció un subsidio que compensara la falta de atractivo que tenía para los inversionistas aquellos segmentos menos rentables del mercado.


Dicho Fondo se estableció por un período de cuatro años a contar de la vigencia de la referida ley Nº 19.302, debiendo haber expirado durante el año 1998. No obstante, por medio de una glosa incorporada en la Ley de Presupuestos para el año 1999, se mantuvo subsistente el Fondo. Igual mecanismo se utilizó en la Ley de Presupuestos para el año 2000, hasta que finalmente la ley Nº 19.724 de 11 de mayo de 2001, incorporando los actuales artículos 28°A y 28°F de la Ley, extendió la vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones por diez años. Dicho período vence este año 2011, de manera que, como se desarrollará en las siguientes líneas, persistiendo la necesidad que dio origen a su instauración, y sin perjuicio del propósito que tiene el Ejecutivo de revisar en profundidad el mecanismo y funcionamiento de este Programa, resulta por el momento perentorio extender su vigencia y darle un carácter más permanente en el tiempo, que permita proyectar a mayor plazo y de forma sistemática la acción del Estado de fomento de las telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos y con escasa penetración de los servicios de comunicaciones.


El problema que da origen al Programa del FDT se relaciona con la imposibilidad de ciertos sectores de acceder a las redes y servicios de telecomunicaciones, por parte de la población que habita zonas rurales, extremas y urbanas de bajos ingresos, siendo sus habitantes definidos como la población objetivo del programa. Esta imposibilidad se debe a que no es rentable para empresas privadas proporcionar los correspondientes servicios de telecomunicaciones, debido al aislamiento por condiciones geográficas o tecnológicas, al alto costo de inversión y operación que significa disponer de tecnologías, en particular en lugares apartados, de tal manera que la demanda de esos sectores es insuficiente para financiarlos privadamente, aún en los casos en que son socialmente rentables.


Así, el propósito de este Programa es promover el acceso y uso equitativo a las tecnologías de información y comunicación, favoreciendo con ello una mayor igualdad de oportunidades, el desarrollo económico, social y cultural del país y el incremento en la calidad de vida de las chilenas y chilenos.


El programa ha estructurado su funcionamiento mediante la entrega de subsidios a la oferta de infraestructura de telecomunicaciones a concesionarios y permisionarios de servicios de telecomunicaciones, Universidades y empresas en general. Ha focalizado su esfuerzo en zonas rurales y extremas y ha desarrollado una mayor segmentación de la población al intentar atender a nivel de localidades. Por su parte, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, como responsable de hacer operar el Fondo, ha constituido una División-Gerencia (GFDT) dedicada en términos exclusivos a administrar los concursos y programas del Fondo. En conjunto, este equipo levanta, prioriza, evalúa la factibilidad, propone y apoya la convocatoria a los concursos y la adjudicación de los mismos.


El problema que da origen al Fondo y sus programas sigue existiendo. Aún hay importantes segmentos de la población que no tienen la posibilidad de acceder a todos los beneficios de la conectividad, internet y telefonía móvil, sea porque no disponen de la infraestructura o por falta de capital humano con formación suficiente, y por lo tanto no pueden hacer uso de la tecnología que está disponible y es conveniente. En esta línea, y dentro de sus funciones, la GFDT ya ha efectuado la identificación de un conjunto de localidades que aún no han sido beneficiadas por el Programa. Además, existe una parte no cuantificada pero sí significativa de la población que desconoce o conoce sólo parcialmente las formas de acceder a las tecnologías de información y los servicios de telecomunicaciones.


Al año 2009, el 48% de la población en el país tiene acceso a internet y los estudios señalan que la brecha digital se va repitiendo al ir focalizando las zonas de estudio. Asimismo, existe una brecha digital indudable entre zonas urbanas y rurales, lo que muestra que el atender a dichas zonas de la población continúa siendo una necesidad vigente.


En dicho contexto, el Ejecutivo comparte la inquietud manifestada por los Honorables Diputados en el Proyecto de Acuerdo citado en cuanto a la necesidad de ampliar la cobertura de los subsidios otorgados por el Fondo y, en este sentido, se encuentra estudiando una futura reforma de la institución de mayor calado que considere, entre otros, a los instrumentos de fomento a emplear, los servicios subvencionables, etc.


No obstante lo anterior, y conforme a lo expresado, resulta por el momento indudable la necesidad de dar continuidad al Programa más allá de su actual fecha de expiración prevista para mayo del año 2011. De allí que el objeto de la modificación legal propuesta, sea la ampliación de la cobertura del subsidio otorgado por el Fondo eliminando el establecimiento de un plazo fijo de vigencia del mismo, el que a la fecha y de acuerdo a los términos de la ley, sólo puede ser utilizado hasta mayo del año próximo. Con ello, se pretende además dar un carácter más permanente al Fondo, sin sujetarlo a periódicas modificaciones legales con el único objeto de prorrogar su vigencia, de manera que la programación de la labor del Fondo pueda acometerse con una perspectiva temporal más de medio y largo plazo, con mayor estabilidad y estimulando con ello la inversión en el sector de telecomunicaciones.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Se encuentra estructurado en un artículo único que mediante dos literales introduce  las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. 


a) Sustituye, el artículo 28 A, por otro que crea el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones en forma indefinida, con el objetivo de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.


El párrafo segundo de esta letra establece que el Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.


b) Introduce un artículo 28 A bis, nuevo que establece que se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos de manera detallada a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Durante la discusión en general y en particular de esta iniciativa legal, la Comisión escuchó la exposición del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, quien explicó que el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones se inició con aportes financieros reembolsables. Posteriormente, mediante la ley Nº 19.302, de 1994, se creó el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones y desde el año 1998 hasta el año 2001, se extendió la aplicación de este Fondo a través de la incorporación de una glosa en las respectivas leyes de presupuesto para el Sector Público. A contar de dicho año se renovó por 10 años la aplicación de este Fondo.


La iniciativa legal en estudio propone establecer un período indefinido, con el fin de darle un carácter más permanente en el tiempo, que permita proyectar a mayor plazo y de forma sistemática la acción del Estado de fomento de las telecomunicaciones.


El objetivo de este Fondo es promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos y con escasa penetración de los servicios de telecomunicaciones.


Los proyectos que se subsidian con este Fondo son la instalación de teléfonos públicos o centros de llamados; telecentros comunitarios de información; radiodifusión local de libre recepción sonora o televisiva y, en general, cualquier otro servicio de telecomunicaciones que beneficie directamente a la comunidad.


En su origen, este Fondo se destinó a subsidiar la telefonía fija, entre los años 1994 a 2000, se instalaron 6.059 teléfonos públicos rurales en localidades, beneficiando a 2, 2 millones de habitantes. Ahora se pretende aumentar la calidad de vida de la comunidad dotándola de banda ancha. Las estadísticas señalan que la penetración por hogar de banda ancha alcanza a 96% en el segmento ABC1; en el segmento C2 y C3, a 40% y en el nivel D y E, sólo a 10%.


Con el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones se promoverá el acceso y uso equitativo de las tecnologías de telecomunicaciones, favoreciendo una mayor igualdad de oportunidades, el desarrollo económico, social y cultural del país y el incremento en la calidad de vida de la comunidad. Se subsidiará la conectividad de redes de alta velocidad, contenidos y aplicaciones, dispositivos de acceso y asistencia que favorezca la adopción de la tecnología.


En el futuro se pretende incorporar plenamente al país a la sociedad del conocimiento. Como consecuencia de la imposibilidad de ciertos sectores para acceder a las redes y servicios de telecomunicaciones, se mantiene, haciendo necesaria la acción del Estado en complemento al sector privado. 


Para el año 2014, se han fijado como metas la conexión del 70% de los hogares a Internet banda ancha; que el 33% de las personas tengan acceso a Internet y que el 100% de los colegios conectados a banda ancha tengan una velocidad promedio de 10 mbps.


Este desarrollo se realizará principalmente en sectores de aislamiento por condiciones geográficas o tecnológicas, que requieran altas inversiones y costo de operación por su condición de mercados pequeños.

Proyectos de Conectividad para la Educación para el año 2011


Se considera un proyecto por un monto de MM$ 6.676, para dotar de banda ancha adicionalmente a 4.000 escuelas durante el año 2011 y en marzo de 2012 lograr el 100% de la cobertura de banda ancha en los colegios. Con esta inversión se pretende provocar un cambio sustancial en la educación.


En la actualidad, de un total de 11.636 escuelas, sólo 778 se encuentran sin factibilidad. Para materializar los proyectos de conectividad para la educación se considera la actuación en conjunto del Ministerio de Educación y de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, se establece una estrategia para la selección y operadores de la red de educación, adquisición de equipamiento y fiscalización del proceso y resolución de incidencias, se establecerá un monitoreo de la calidad de servicio entregada a las escuelas, estableciéndose un pago por establecimientos conectados.

Proyectos de Conectividad para Punta Arenas para el año 2011


Para el año 2011, se considera dotar de oferta de conectividad de alta capacidad a la Región de Punta Arenas, esta oferta se realizará en condiciones de precio y calidad similar a mercados donde se registre la competencia. Asimismo, se busca introducir un mecanismo que asegure el traspaso de los beneficios del subsidio a los usuarios finales.

Otros Proyectos de Infraestructura Digital para la Competitividad e Innovación


Se considera generar oferta de conectividad en zonas rurales, que a pesar de contar con focos productivos no poseen dichos servicios. Se pretende permitirles acceder a éstos en condiciones de calidad y a precios similares a las que existen en las capitales regionales. Así se dotará de servicio de datos, Internet móvil de tercera generación en 1.474 localidades rurales y se considera la instalación de nuevos tendidos de fibra óptica, con 12 nodos ópticos en la misma cantidad de localidades, pertenecientes a las regiones de O!Higgins, BíoBío y Aysén.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores resaltaron la importancia de aprobar esta iniciativa legal, que fomentará el desarrollo de las comunicaciones, que son dinámicas y que permitirán alcanzar un desarrollo económico, social y cultura del país, aumentando la calidad de vida de las personas. Asimismo, la distribución igualitaria del Fondo, entre los sectores urbanos y rurales, otorgará las mismas oportunidades de desarrollo para las distintas localidades del país. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica señaló que estas iniciativas deberían tener una mayor difusión para que la comunidad tenga información relativa a todas las acciones que promueve el Ejecutivo para otorgar la igualdad de oportunidades en aras de lograr un alto nivel de desarrollo independiente de las zonas del país en que habiten las personas.


- En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Prokurica y Novoa, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - - - - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Sustitúyese el artículo 28° A por el siguiente:


“Artículo 28° A.- Créase el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en adelante "el Fondo", con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.


El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 28 A bis, nuevo:


“28 A bis.- Se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos, de manera detallada, a la Comisión de Obras Públicas, Trasportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 1 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 2 de junio de 2011.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISION DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.168, LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES

(7502-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que vuestra Comisión conoció la presente iniciativa asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el Subsecretario (S), señor Jorge Molina; la Jefa del Fondo de Desarrollo de Telecomunicaciones, señora Puppy Rojas; el asesor del Subsecretario, señor Andrés Rodríguez; y la Jefa de Gabinete del Subsecretario, señora Daniela González. 


 De la Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Gonzalo Vargas.


Del Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la abogado, señorita Macarena Lobos.


El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -


El proyecto de ley en informe fue analizado, previamente, por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Sustituir el artículo 28 A, del Título IV, “Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones”, de la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la finalidad de extender en forma indefinida el plazo de vigencia del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, que venció el 11 de mayo de 2011, con el objetivo de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos, y entregar a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, en forma semestral y de manera detallada, la información del uso de los recursos que se le asignan anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público a este Fondo.
- - - 

DISCUSIÓN


Previo al conocimiento de las normas de competencia de la Comisión, el  Subsecretario de Telecomunicaciones (S), señor  Jorge Molina, reseño que el objeto de la iniciativa guarda relación con el desarrollo de iniciativas para el desarrollo de las telecomunicaciones, a través de aportes financieros reembolsables, que comenzó a implementarse en nuestro país a partir del año 1982. Posteriormente, mediante la ley Nº 19.302, de 1994, se creó el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, cuya aplicación se extendió, entre 1998 y 2001, mediante la incorporación de una glosa en las respectivas leyes de presupuesto para el sector público. A contar del antedicho último año, se renovó por otros diez la vigencia del Fondo, que venció en mayo del corriente.


Agregó que teniendo en cuenta la evolución de la telefonía fija a la banda ancha fija y móvil, así como la buena evaluación que ha tenido el Fondo, el Ejecutivo ha resuelto presentar la iniciativa legal en estudio, que propone establecer un período indefinido para la vigencia de aquél, con el fin de darle un carácter más permanente en el tiempo que permita proyectar a mayor plazo y de forma sistemática la acción del Estado en el fomento de las telecomunicaciones. La evolución, características y proyección  del fondo las explicó con la siguiente presentación:
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El señor Subsecretario (S) expresó que en las zonas aisladas y de características geográficas difíciles, no existe mayor atractivo para la inversión privada, debido al alto costo de la tecnología para llegar hasta ellas y de la mantención en operación de los servicios, los que tienen, asimismo, una baja demanda. Como ejemplo de lo señalado, dio a conocer que hay más de 1,5 millones de personas que no tienen cobertura de internet en el país, objetivo que a su juicio es preciso abordar, siendo una de las herramientas para ello los recursos de este Fondo.





El Honorable Senador señor Frei consultó por  los costos de la iniciativa, pues si bien el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda indica que no tiene mayor gasto fiscal, de la exposición ha quedado claro que el Fondo cuenta con un importante aporte fiscal. El presupuesto del presente año, de hecho, le asigna $9.266 millones, de los cuales se ha devengado el 96%.





La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que el devengo a que ha hecho referencia Su Señoría corresponde, en realidad, a una proyección del gasto anual. A la fecha, la escasa ejecución presupuestaria se relaciona con un cambio sustantivo que ha operado en la gestión del Fondo, pues para este año se decidió hacer concursos con bases aprobadas por la Contraloría General de la República, lo que ha significado un atraso en el inicio de los proyectos. Sin embargo, la estimación es que se ejecutará todo el presupuesto asignado, para lo cual se necesita que el Fondo esté vigente, cuestión que depende de la aprobación del proyecto de ley que la Comisión de Hacienda está conociendo.





El Honorable Senador señor Escalona señaló que, de acuerdo con lo expuesto, la cobertura del proyecto de ley se extiende a todas las áreas, entre ellas la educación. En tal sentido, consultó por la posibilidad de instalar banda ancha en colegios, habida consideración que, especialmente en regiones, ocurre que existiendo equipamiento computacional, no poseen conexión a internet, quedando en la práctica aislados y sin acceso al conocimiento nacional e internacional. Así acontece, por ejemplo, en colegios de Calbuco y Hualaihué.



El señor Subsecretario (S) expresó que la iniciativa en estudio se hace cargo de la aludida realidad, proyectándose que, a marzo de 2012, el 100% de los colegios del país cuente con banda ancha y se encuentre conectado a internet. Precisó que son más de 11.000 los colegios municipalizados y particulares subvencionados que se beneficiarán con la posibilidad de acceder a las redes y servicios de telecomunicaciones, lo que se inserta dentro del denominado Proyecto de Conectividad para la Educación, que cambia la modalidad actual por otra en la cual tanto los recursos del Ministerio de Educación como los del Ministerio Transportes y Telecomunicaciones, se unen, con el objeto de centralizar la licitación de los  servicios de banda ancha para los colegios. Esto, con miras a tener una mayor capacidad de negociación y mejores estándares técnicos, estableciendo un administrador de banda ancha que controlará que se cumplan los estándares, ya se trate de una solución alámbrica o inalámbrica. 


La aludida licitación, culminó, ya se encuentra en curso, requiriéndose la aprobación del proyecto en estudio para poder efectuar la adjudicación.

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que como el Fondo sólo tenía vigencia legal hasta mayo de 2011, y que las licitaciones se efectuarán una vez aprobado el proyecto en debate. Por lo mismo, resulta lógico que en la actualidad estén paralizadas las operaciones, por lo que cabe preguntarse cuánto es exactamente lo ejecutado del presupuesto aprobado para este año. Consultó, además, si dentro de los proyectos existe alguno destinado a las islas Juan Fernández o Rapa Nui.


Los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión, precisaron que al 8 de junio del presente año, se había ejecutado un 1,32% del presupuesto asignado en la ley de presupuestos para el año 2011. Para lo que queda del año, se ha proyectado gastar $1.172 millones en proyectos de arrastre, $4.600 millones para conectividad en educación, y $2.686 millones para conectividad en la Región de Magallanes, a los que se deben añadir los alrededor de $400 millones requeridos para gastos operacionales  del Fondo, básicamente para estudios de impacto y honorarios. Todos estos gastos alcanzan, en suma, a cerca del 96% de los recursos asignados.


Finalmente, dieron a conocer la disponibilidad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que, en la medida que los recursos del Fondo lo permitan, ejecutar cualquier tipo de acción o proyecto que tenga como objeto la disminución de la brecha digital, sea que esta se deba a razones técnicas o económicas.

- - -


De conformidad con su competencia, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y en los artículos 27, inciso cuarto, y 36, inciso quinto, del Reglamento del Senado, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del contenido del artículo único del proyecto en los términos en que fuera aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, como corresponde de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 41 del antes citado Reglamento.

Artículo único


Introduce, a través de sus dos literales, enmiendas en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. 

Letra a)


Este literal sustituye el artículo 28 A por otro que, en su inciso primero, crea el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con el objetivo de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.


El inciso segundo, a su turno, establece que el Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.

Letra b)


Introduce un artículo 28 A bis, nuevo, que prescribe que se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos, de manera detallada, a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, y Lagos.

  - - -

INFORME FINANCIERO 

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de enero de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“Esta iniciativa tiene por objeto someter a consideración de la Honorable Cámara de Diputados, el Proyecto de Ley que modifica el artículo 28° A del Título IV de la Ley N° 18.162 de 1982, “Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones”, en el sentido de extender la vigencia de éste indefinidamente.

La aprobación de esta modificación a la Ley General de Telecomunicaciones, no implica mayores gastos. No obstante lo anterior, la extensión de la vigencia indefinida de dicho Fondo conlleva la asignación de recursos a programas y actividades, los cuales deberán ajustarse a los montos que se establezcan anualmente en la Ley de Presupuestos.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

                  - - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Sustitúyese el artículo 28° A por el siguiente:


“Artículo 28° A.- Créase el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en adelante "el Fondo", con el objeto de promover el aumento de la cobertura de los servicios de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.


El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 28 A bis, nuevo:


“28 A bis.- Se deberá entregar en forma semestral la información del uso de estos recursos, de manera detallada, a la Comisión de Obras Públicas, Trasportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados.”.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 14 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 15 de junio de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES FORMULADAS POR S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES.

(6792-06)

Honorable Senado:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros que se consignarán al final, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores; su Jefe de Gabinete, señor Pablo Terrazas y el asesor legal de esa Subsecretaría, señor Alvaro Villanueva.


Hacemos presente que de conformidad con los artículos 127 y 188, N° 1, del Reglamento de la Corporación, las observaciones en informe fueron discutidas en general y en particular a la vez.


Asimismo, hacemos constar que por oficio N° 9.481 de 18 de mayo del año en curso, la Honorable Cámara de Diputados informó al Senado que las dos observaciones recaídas en este proyecto de ley fueron aprobadas con el voto de 86 señores Diputados en ejercicio.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos, finalmente, que las dos observaciones de que tratará este informe, de aprobarse, han de serlo con el quórum de ley orgánica constitucional, pues recaen en un proyecto de ley de esa naturaleza que modifica disposiciones de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades que deben ser aprobadas con normas de esa jerarquía.

- - -


Adjuntamos al presente informe un texto comparado que contiene la legislación vigente, el proyecto aprobado por el Congreso Nacional, las observaciones del Ejecutivo y la proposición que esta Comisión formula a la Sala.

- - -

ANTECEDENTES DE LAS OBSERVACIONES


El mensaje con el que Ejecutivo formuló sus observaciones a este proyecto de ley recuerda la reforma constitucional contenida en la ley N° 20.346, que enmendó el inciso sexto del artículo 118 de la Constitución, para facultar a los municipios a asociarse entre ellos mediante asociaciones con personalidad jurídica de derecho privado. La referida reforma hizo necesarias determinadas adecuaciones a la legislación municipal que se plasman en el proyecto que dio lugar a estas observaciones.


Describe enseguida el mensaje el procedimiento para obtener la personalidad jurídica de estas nuevas asociaciones; las características de éstas (no podrán perseguir lucro y su finalidad es resolver problemas comunes y el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles); su estructura (un directorio de cinco miembros presidido por el alcalde y un secretario ejecutivo. Su personal se rige por las normas del sector privado); patrimonio propio y otras variables, como son ciertas limitaciones (los municipios miembros de una asociación no podrán extender garantías reales ni cauciones respecto de obligaciones de las asociaciones), y la fiscalización patrimonial que ejercerá sobre ellas la Contraloría General de la República.


También para efectos de control, el mensaje recuerda que el proyecto permitía, además, la intervención de los concejos municipales para solicitar informes a las asociaciones de que formen parte. (Norma aprobada por el Senado y rechazada por la Cámara de Diputados y por la Comisión Mixta). Igualmente se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para fiscalizar el cumplimiento de las finalidades de la asociación establecidas en sus estatutos y conocer los cambios que experimenten éstos, el domicilio de la asociación o la composición del directorio.


Finalmente, plantea que el proyecto adscribe a las asociaciones municipales a las prescripciones de los artículos 3° y 4° de la Ley de Transparencia de la Función Pública, esto es, las obliga a mantener para consulta ciudadana los mismos antecedentes que hoy se exige a los municipios poner a disposición del público.


Enseguida, el mensaje relata el trámite legislativo de la iniciativa concluyendo con el informe de la Comisión Mixta que se pronunció por el texto que primitivamente había sido aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, el cual fue ratificado por ambas Corporaciones.


Agrega el mensaje que durante el debate parlamentario se planteó incluir en el proyecto materias que dicen relación con las atribuciones del Consejo para la Transparencia y con la fiscalización de las asociaciones, planteamiento que fue apoyado por diversos señores Parlamentarios según quedó consignado en el informe de la Comisión Mixta.


El señalado planteamiento -continúa el mensaje- debe su origen a que el texto aprobado por el Congreso Nacional sólo obliga a las asociaciones a mantener a disposición del público las materias propias de la denominada Transparencia Activa, es decir, el marco normativo aplicable a la institución de que se trate, su personal y las remuneraciones de éste.


El veto propone alterar esta situación haciendo aplicable a estas asociaciones, además del principio de publicidad de la función pública, la preceptiva que regula el principio de transparencia, el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración, los procedimientos para el ejercicio del derecho y para su amparo, y las excepciones a la publicidad de la información, materias todas consignadas en la ley N° 20.285.


Además, se modifica el artículo 79, letra j), de la ley orgánica municipal, para incluir a las asociaciones municipales entre las personas jurídicas sujetas a la obligación de informar al concejo. (Las restantes son las empresas, corporaciones y fundaciones municipales, y otras entidades que reciben aportes o subvenciones de los respectivos municipios. En este último caso, la información requerida sólo puede referirse al destino de los aportes y subvenciones percibidas por la entidad).

- - -

CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES


El Ejecutivo consigna en dos números las observaciones que formula al artículo 1° del proyecto aprobado por el Congreso Nacional, precepto que introduce diversas enmiendas a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

PRIMERA OBSERVACIÓN


La primera observación, calificada como aditiva por el señor Presidente de la Comisión, agrega un número uno, nuevo, al referido artículo 1° que enmienda la letra j) del artículo 79 de la ley municipal, para incluir en ella una mención a las “asociaciones”. De este modo, el concejo municipal, órgano al cual el artículo 79 atribuye diversas potestades, queda habilitado para requerir a esas asociaciones la información que estime pertinente.


Esta observación contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

SEGUNDA OBSERVACIÓN


La segunda observación, que fue calificada de sustitutiva, reemplaza el nuevo artículo 149 que el texto del proyecto propone para la ley municipal por otro que hace aplicables a las asociaciones municipales el principio de publicidad de la función pública consagrado en el artículo 8° de la Constitución y las normas de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información del Administración.


(El texto reemplazado disponía que a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el mencionado precepto constitucional y en los artículos 3° y 4° de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración).


Esta observación también contó con el asentimiento unánime de los miembros presentes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

- - -


En consecuencia, y con la unanimidad ya señalada esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la adopción de los siguientes acuerdos:

- A probar la primera observación (Unanimidad 4x0).

- Aprobar la segunda observación (Unanimidad 4x0).

- - -


Acordado en sesión celebrada el día martes 7 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES FORMULADAS POR S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY RELATIVO AL PLAZO DE RENUNCIA A UN PARTIDO POLÍTICO PARA PRESENTAR CANDIDATURAS INDEPENDIENTES.

(6974-06)

Honorable Senado:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar las observaciones, en primer trámite constitucional, formuladas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el epígrafe.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros que se consignarán al final, el Director Nacional del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García.


Hacemos presente que de conformidad con los artículos 127 y 188, N° 1, del Reglamento de la Corporación, las observaciones en informe fueron discutidas en general y en particular a la vez.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos, finalmente, que las dos observaciones de que tratará este informe, de aprobarse, deben serlo con el quórum de ley orgánica constitucional, habida consideración de que recaen en un proyecto de ley de esa naturaleza que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.

- - -


Adjuntamos al presente informe un texto comparado que contiene la legislación vigente, el proyecto aprobado por el Congreso Nacional, las observaciones del Ejecutivo y la proposición que esta Comisión formula a la Sala.

- - -

ANTECEDENTES DE LAS OBSERVACIONES


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República remitió sus observaciones a este proyecto de ley recuerda que éste tuvo por finalidad aumentar de dos a nueve meses el plazo de anticipación a la declaración de candidaturas en que queda prohibida la renuncia a un partido político para postular a una elección como independiente o afiliado a otro partido político.


Agrega que el proyecto -iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Escalona, Gómez, Lagos, Longueira y Zaldívar- proponía reforzar los partidos políticos, facilitar la celebración de pactos electorales y habilitar fórmulas de consenso para enfrentar las elecciones. Adicionalmente, beneficiaba a los independientes, quienes dispondrían de un mayor espacio de tiempo para recoger las firmas de sus patrocinantes.


Expresa el mensaje que el proyecto despachado por el Congreso Nacional requería de algunos perfeccionamientos para evitar efectos indeseados como los que se consignarán a continuación.


En primer lugar, continúa, si bien la ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos, establece plazos que habilitan la conformación de nuevos partidos durante el año anterior a una elección, el proyecto impide que ese partido lleve candidatos que militen en él en la elección, pues todos los candidatos han de cumplir el requisito de militar en el partido con un año de anticipación a la fecha de los comicios.


Además, explica el mensaje, durante el año anterior a la elección los partidos políticos existentes no podrían afiliar electores que no se encuentren en las circunstancias que la moción prevé (Candidatos de partidos afiliados a lo menos con nueve meses de anticipación al vencimiento del plazo para las declaraciones de candidaturas y candidatos de partidos inscritos en el Registro de Partidos en el año previo a la elección, afiliados también con nueve meses de anticipación al vencimiento de ese plazo), para llevarlos de candidatos, con lo cual se reducen las opciones de los partidos para designar buenos aspirantes a los cargos de elección popular.


Las observaciones que se formulan, señala el mensaje, evitan los efectos descritos pues por un lado permiten llevar candidatos afiliados al partido político hasta dos meses antes de la declaración de candidaturas y, por otro, se exige que los candidatos no hayan estado afiliados a otro partido en los nueve meses anteriores a la mencionada declaración.


Por último, el mensaje declara que es necesario modificar el artículo 9° de la ley N° 18.700, para efectos del control de las militancias al momento de revisar las candidaturas y verificar si cumplen o no con las disposiciones del artículo 4° reseñadas.

CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES


El Ejecutivo consigna en dos números las observaciones que formula al artículo 2° de este proyecto de ley, que propone enmiendas a los artículos 4° y 9° de la ley N° 15.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.


Hacemos presente que el señor Presidente de la Comisión declaró como sustitutivas ambas observaciones.

PRIMERA OBSERVACIÓN


Sustituye la letra a) del numeral 1) del artículo 2° del proyecto, que introduce enmiendas al inciso cuarto del artículo 4° de la Ley de Votaciones y Escrutinios, cuyo texto, con dichas enmiendas incluidas, declara que para ser candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos nueve meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas. Igual exigencia será aplicable a los candidatos de partidos políticos inscritos en el Registro de Partidos en el último año previo a la elección.


La observación sustituye el texto transcrito por otro que declara que para ser incluido como candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas y no haber sido afiliado de otro partido político dentro de los nueve meses anteriores al vencimiento de dicho plazo.


Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

SEGUNDA OBSERVACIÓN


La segunda observación recae en el N° 2) del artículo 2° del proyecto que enmendó el artículo 9°, inciso segundo, de la referida ley. Este artículo 9° declara que sólo pueden ser candidatos de partidos políticos los que figuren en el duplicado del registro de afiliados que lleva el Servicio Electoral (inciso primero).


El inciso segundo agrega que para el efecto del inciso precedente, los partidos remitirán al Servicio Electoral copia de sus registros de afiliados, hasta dos meses (nueve meses en el texto del proyecto objeto de estas observaciones) antes del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas. En su defecto, se considerarán los últimos registros entregados al Servicio Electoral.


La observación reemplaza el texto del precepto transcrito (el artículo 9° en su totalidad) por otro que dispone, en su inciso primero, que para los efectos de los incisos cuarto y sexto del artículo 4° (es decir, los que exigen la afiliación al partido a lo menos dos meses antes del vencimiento para declarar candidaturas y no haber estado afiliado a otro partido dentro de los nueve meses anteriores) los partidos practicarán dos cierres de sus registros. El primero se hará con los afiliados nueve meses antes del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas y el segundo con los afiliados registrados dos meses antes de ese plazo.


Agrega el nuevo precepto consignado en la observación (segunda parte del nuevo inciso primero e inciso segundo) que los duplicados se remitirán al Servicio Electoral dentro de los cinco días siguientes de los cierres mencionados y que a falta de esos duplicados se considerarán los últimos registros de afiliados entregados al Servicio Electoral.


Esta observación también fue aprobada con la misma votación que la precedente, esto es, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

- - -


En consecuencia, y con la unanimidad ya señalada esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala los siguientes acuerdos:

- Aprobar la primera indicación (Unanimidad 4x0).

- Aprobar la segunda indicación (Unanimidad 4x0).

- - -


Acordado en sesión celebrada el día martes 7 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero

Secretario de la Comisión
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN
(3815-07)

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de someter a vuestra consideración su informe complementario del segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





Cabe consignar que la Sala, en sesión 51ª, ordinaria, de martes 11 de septiembre de 2007, acordó enviar esta iniciativa de ley a informe complementario de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y a informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que en sesión 60ª, ordinaria de 30 de octubre de 2007, abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, lo que realizó nuevamente en la sesión 4ª, ordinaria, de 19 de marzo de 2008, ratificando el acuerdo adoptado por los Comités en tal sentido.





A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto concurrieron, especialmente invitados, por el Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Director de la División de Organizaciones Sociales, señor Francisco Javier Estévez, y su Jefe de Gabinete, señor Carlos Zanzi; del Servicio Nacional de la Mujer, Sernam: la Ministra, señora Laura Albornoz; el Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso; el Jefe del Departamento Reformas Legales, señor Marco Rendón, y la abogada señora Rosa Muñoz Pizarro.





Del Ministerio Secretario General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros, y la abogado señorita Josefina Court.





Del Ministerio de Justicia: la Jefa del Departamento de Estudios, señora Nelly Salvo, y la Asesora Legislativa señora Javiera Ascencio.





Asistió, además, el señor Rolando Jiménez, del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH).

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe dejar constancia de que los artículos 4º, 5° y 8º que se proponen en el texto que os presentamos son materia de ley orgánica constitucional y deben ser aprobados con el quórum previsto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, conforme a lo dispuesto por el artículo 77, inciso primero, respecto de los artículos 4° y 5°, y al inciso final del N° 11 del artículo 19, de la Carta Fundamental, en el caso del artículo 8°.

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones en este informe complementario: No hay.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 11 bis, 11 ter, 11 quáter, 11 quinquies, 20 ter, 32 quáter, 32 quinquies, 47 bis, 47 ter, 53 bis, 53 ter, 73 bis, 73 ter y 78 bis.





3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 3 bis, 34 bis, 49 quáter, 75 bis, 75 ter y 78 ter.





4.- Indicaciones rechazadas: 8 bis, 14 bis, 17 bis, 20 bis, 21 bis, 21 ter, 21 quáter, 21 quinquies, 21 sexies, 24 bis, 24 ter, 32 bis, 32 ter, 34 ter, 34 quáter, 34 quinquies, 34 sexies, 34 septies, 49 bis, 49 ter, 49 quinquies, 52 bis, 57 bis, 76 bis, 81 bis y 81 ter.





5.- Indicaciones retiradas: 80 bis y 80 ter.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.





Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante ella para su informe complementario.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR





En el plazo fijado por la Sala se presentaron 33 indicaciones, correspondientes a las signadas con los números 3 bis; 8 bis; 11 bis; 11 ter; 14 bis; 11 quáter; 17 bis; 20 bis; 21 bis; 21 ter; 21 quáter; 24 bis; 32 bis; 32 ter; 32 quáter, 34 bis; 34 ter; 34 quáter; 47 bis, 47 ter; 49 bis; 49 ter; 52 bis: 53 bis; 53 ter; 57 bis; 73 bis; 76 bis; 78 bis; 80 bis; 80 ter, 81 bis, y 81 ter.





Posteriormente, en sesión de 19 de marzo de 2008, la Sala, ratificando el acuerdo adoptado por los Comités en tal sentido,  fijó un nuevo plazo para presentar indicaciones, recibiéndose 15 indicaciones en la Secretaria de la Comisión, correspondientes a las números 11 quinquies; 20 ter; 21 quinquies; 21 sexies; 24 ter; 32 quinquies; 34 quinquies; 34 sexies; 34 septies; 49 quáter; 49 quinquies; 75 bis; 75 ter; 73 ter y 78 ter. 





A continuación, se efectúa una relación de los artículos en que recaen las respectivas indicaciones y de las indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1°





La norma despachada en el segundo informe determina que las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y sancionar toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas. 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 3 bis y 8 bis.

Indicación N° 3 bis





Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente: 





“Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria.”.





En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Chadwick, quien hace presente que la indicación busca establecer claramente el propósito de la ley propuesta, que no es el de sancionar, sino que el de prevenir y tender a la eliminación de las discriminaciones arbitrarias.





Agregó que la eventual sanción del discriminador no es el fin de la ley, sino que es una consecuencia de su infracción o inobservancia, y que entiende que el propósito tenido en consideración para legislar es evitar que se produzca la discriminación arbitraria, es proteger a las personas ante tal posibilidad y, en definitiva, restaurar el imperio del derecho que se quebranta con la práctica de tales conductas, lo cual no es obstáculo a que los tribunales puedan aplicar las sanciones que correspondan, de acuerdo con las modalidades y el procedimiento contemplado en otras normas del proyecto.





El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo manifestó que, teniendo en consideración que el artículo 1° es una norma declarativa de índole pedagógica, ya que lo sustantivo es el resto del articulado, no tenía inconvenientes con la aprobación de la indicación, sin perjuicio de lo cual estimó adecuado mantener la referencia a las personas que se incluía en la disposición aprobada en el segundo informe de la Comisión.





El Honorable Senador señor Naranjo hace presente que comparte la observación planteada, y somete a votación la indicación incorporando la expresión final “en contra de cualquier persona o grupo de personas”.





- Sometida a votación la indicación número 3 bis, modificada en la forma antes indicada, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.
Indicación N° 8 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar, como frase final del artículo 1°, la siguiente: “en abierta contravención a las normas legales vigentes”.



Ofrecida la palabra, en el seno de vuestra Comisión se produjo consenso en el sentido que, con la aprobación de la anterior indicación, se logró acuerdo respecto de la redacción del artículo 1°, cuya redacción se prefirió no modificar.



- Sometida a votación, la indicación número 8 bis es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.

- - -

ARTÍCULO 2° 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 11 bis, 11 ter, 11 quáter, 14 bis y 17 bis.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





“Artículo 2º.- Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas.





El Estado podrá establecer distinciones o preferencias orientadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, de conformidad a la Constitución Política de la República. 





El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, tendrá siempre carácter temporal, debiendo cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó. 





Asimismo, las medidas que el Estado adopte en conformidad a los incisos anteriores, estarán dirigidas directamente a aquellas personas o grupos de personas, que se encuentren en una posición de desventaja con respecto al resto de la población, y deberán tener como propósito específico lograr la igualdad en el ejercicio de sus derechos.”.





Las indicaciones presentadas respecto de este artículo son las siguientes:

Indicaciones N° 11 bis y 11 ter





De los Honorables Senadores señores Chadwick, la primera, y Espina y Kuschel, la segunda, para suprimir sus incisos segundo, tercero y cuarto.

Indicación N° 11 quáter





De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para suprimir sus incisos tercero y cuarto.

Indicación N° 14 bis





De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para agregar, en su inciso segundo, la frase “legislación vigente y la” entre los términos “la” y “Constitución”.

Indicación N° 17 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar el punto aparte (.) por uno seguido (.) y agregar “En todo caso, dichas distinciones o preferencias deberán ser establecidas por un plazo determinado, el que no podrá ser superior a diez años, renovable por una vez mediante resolución fundada por el mismo organismo que las estableció.”.





En discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quién hace presente que, después de analizar la norma aprobada en el segundo informe y las indicaciones en debate, concuerda con que es suficiente el mantener el enunciado genérico de la disposición contenido en su inciso primero, que contiene una norma programática que se enmarca en el Orden Constitucional y en los Tratados Internacionales suscritos por el país. 





Agregó que la enumeración, contenida en los siguientes incisos, relativa, por ejemplo, a la forma en que es posible establecer diferencias o a la duración de las respectivas políticas, resulta muy compleja, ya que resulta evidente que algunas diferencias no se subsanan en el tiempo y que las políticas respectivas deben ser indefinidas, como ocurre con la situación de los menores de edad y sus normas de protección, respectivamente.





En el seno de vuestra Comisión se concordó respecto de las dificultades que para la aprobación y aplicación de la ley generarían los incisos que las indicaciones proponen suprimir, y se manifestó acuerdo en mantener el inciso primero aprobado en el segundo informe. 





Recabada la opinión de los integrantes de la Comisión, el señor Presidente somete a votación las indicaciones 11 bis, 11 ter y 11 quáter, siendo aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Enseguida, el señor Presidente anuncia que someterá a votación las indicaciones 14 bis y 17 bis, recaídas en dos de los incisos que, en virtud de las indicaciones antes aprobadas, se han suprimido. 





Sometidas a votación, las indicaciones 14 bis y 17 bis son rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.

- - -





Como se deja constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formuló la siguiente indicación:





“11 Quinquies.- Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir sus incisos segundo, tercero y cuarto.”.





Ofrecida la palabra, se hace presente que concuerda con las indicaciones ya aprobadas por la Comisión.





Sometida a votación, la indicación 11 quinquies fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.
- - -

ARTÍCULO 3° 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 20 bis, 21 bis, 21 ter, 21 quáter, 24 bis, 32 bis y 32 ter.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





Artículo 3º.-  Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción fundada en motivos de raza o etnia, color, origen nacional, situación socioeconómica, zona geográfica, lugar de residencia, religión o creencia, idioma o lengua, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, estructura genética, o cualquiera otra condición social, que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico, incluidos los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





Las indicaciones presentadas son las siguientes:

Indicación N° 20 bis





De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 3º.- Se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión o restricción, cometida por agentes del Estado o particulares, fundada en motivos de raza o etnia, color, origen nacional, situación socio económica, zona geográfica, lugar de residencia, religión o creencia, idioma o lengua, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, estructura genética, o cualquiera otra condición social, que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico, incluidos los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.”.
Indicación N° 21 bis





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República.”.

Indicación N° 21 ter





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción fundada en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República”.

Indicación N° 21 quáter





Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por actos o conductas de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricciones o preferencias, que tenga por objeto privar, perturbar o amenazar, el legitimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales a la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Indicación N° 24 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, entre las palabras “restricción” y “fundada”, el término “antojadiza”.

Indicación N° 32 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregarle el siguiente inciso nuevo:





“No se considerarán discriminatorios las expresiones, opiniones, afirmaciones o comentarios fundados en los textos que constituyen libros sagrados o sirven de fundamento a las iglesias, confesiones religiosas o a instituciones esencialmente éticas, expresados o manifestados oral o visualmente en templos, lugares de culto o sedes de dichas instituciones o fuera de ellos, salvo que dichos comentarios, expresiones, opiniones o afirmaciones promuevan o inciten el odio o la violencia, la agresión física, verbal o sicológica contra personas o grupos, la alteración del orden público o a la seguridad del Estado.”.

Indicación N° 32 ter





Del Honorable Senador señor Letelier, para agregarle el siguiente inciso nuevo:





“Se entenderá expresamente que existe discriminación respecto de la apariencia personal en alguna institución educacional, cualquiera sea su naturaleza, cuando se prohíba el ingreso o no se permita la continuidad de algún alumno como consecuencia de su pelo o vestimenta.”.





Como se deja constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formularon las indicaciones signadas como 20 ter; 21 quinqies; 21 sexies; 24 ter y 32 quinquies, del siguiente tenor:

Indicación 20 ter





De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.  





Sin perjuicio de lo establecido en el Art. 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.

Indicación 21 quinquies





Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 3°.- Se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción injustificada, en contra de una persona o de un grupo de personas que se encuentren en una misma situación, que los prive, perturbe o amenace en el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.”.

Indicación 21 sexies





Del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 3°.- Para efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción fundada en cuestiones de ideología, religión o creencias, lugar de nacimiento, posición económica, cultura, etnia, raza o color, enfermedad o discapacidad, apariencia, lugar de residencia, sexo, descendencia, edad, opinión política o de otra índole, o cualquiera otra condición social o individual propias de la dignidad del ser humano, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio, de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico, incluidos los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.  

Indicación 24 ter





De los Honorables Senadores señores Sabag, Chadwick y Romero, para suprimir del artículo las expresiones “orientación sexual”.





En discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia quien expresó que, mediante la presentación de la indicación 20 ter, el Ejecutivo ha recogido las principales preocupaciones expuestas respecto del artículo aprobado en el segundo informe.





Agregó que la misma contiene dos modificaciones centrales. La primera, señaló, consiste en especificar que la conducta de discriminación arbitraria, que la ley busca evitar, es aquella forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia.





La segunda, expresó, consiste en incorporar un inciso segundo, nuevo, que señala expresamente que las distinciones que realicen las entidades religiosas, en el ejercicio de sus actividades propias, no se considerarán arbitrarias. 





Este último tema, indicó, ha sido un motivo central de preocupación por parte de las iglesias, que se encontraban angustiadas ante la suposición que se verían limitadas en la propagación de sus credos, o en la manifestación de sus doctrinas.





Por ejemplo, agregó, un tema recurrentemente planteado es que para algunas iglesias la homosexualidad es un pecado, y estimaban que no era claro si ellas podrían continuar enseñando sus doctrinas sobre la materia. En tal sentido, indicó, la ley no obstaculiza la difusión de su credo y su doctrina. 





Otra cosa es si los pastores o sacerdotes llaman públicamente a quemar en la plaza pública, por ejemplo, a las brujas, pues si lo hacen por los medios de comunicación social cometerían un delito, de acuerdo a la ley vigente, en cuanto inciten al odio contra personas. 





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Chadwick, en virtud de lo dispuesto por el artículo 164 del Reglamento de la Corporación, solicitó votar separadamente el inciso segundo de la indicación número 20 ter, norma que estimó apropiada en su propio mérito, votando posteriormente la norma del inciso primero, que no comparte.





- Sometido a votación separada el inciso segundo del artículo 3º propuesto en la indicación número 20 ter, es aprobado, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.





- Sometido a votación el inciso primero, votan por su aprobación los Honorables Senadores señores Ávila y Naranjo, por su rechazo el Honorable Senador señor Chadwick, y se abstiene el Honorable Senador señor Cantero.





Enseguida, el señor Presidente anuncia que se repetirá la votación, haciendo presente que, de mantenerse, la abstención deberá considerarse como favorable a la posición que haya obtenido mayor número de votos.





Repetida la votación se obtiene el mismo pronunciamiento y, conforme a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, resulta aprobado el inciso primero por tres votos a favor y uno en contra.

- - -





El señor Presidente hace presente que entre las restantes indicaciones presentadas al artículo es posible distinguir entre las que formulan una descripción detallada de los eventuales fundamentos de las conductas de discriminación, un segundo grupo que realiza tal descripción y elimina como fundamento, básicamente, el género u orientación sexual, y un tercero, que no hace tal descripción sino que se refiere a los derechos consagrados en el ordenamiento jurídico, la Constitución Política y tratados internacionales.  





Respecto de este último grupo, constituido por las indicaciones Nos 21 bis, 21 quáter y 21 quinquies, recaba y obtiene el acuerdo de la Comisión para votarlas conjuntamente.





Sometidas a votación las indicaciones Nos 21 bis, 21 quáter y 21 quinquies, son rechazadas por tres votos en contra y uno a favor.  Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, y Naranjo, y por su aprobación el Honorable Senador señor Chadwick.





Sometidas a votación las indicaciones Nos 20 bis, 21 ter, 21 sexies, 24 bis, 24 ter, 32 bis y 32 ter, son rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.

- - -

o o o

Artículo nuevo

Indicación N° 32 quáter  




De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo 3º, el siguiente, nuevo:





“Artículo...- El o los directamente afectados podrán ocurrir con un recurso de protección por sí o por cualquiera a su nombre por las distinciones, exclusiones o restricciones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra.





El recurso de protección por discriminación arbitraria deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos, ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o en aquélla que correspondiera al domicilio del afectado.





En la tramitación de este recurso de Protección, la Corte, si hubiera controversia sobre los hechos, y lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.”.




En discusión, hace uso de la palabra el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien hace presente que la norma que se propone es concordante con las opiniones vertidas en la Comisión, señalando que su aprobación permitiría suprimir la acción especial de no discriminación, contenida en el Título II del proyecto aprobado en el segundo informe, Título que ha sido objeto de numerosas indicaciones. 





Agregó que, de esta forma, se considera la inquietud planteada en el sentido de no establecer una acción y un procedimiento judicial especial, todo lo cual resulta muy complejo regular con ocasión del actual estado de tramitación del proyecto.





El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que, durante el debate del proyecto, en la Comisión se había generado cierto acuerdo en el sentido de establecer un procedimiento semejante al del recurso de protección, como forma de garantizar el derecho a la no discriminación, y señaló que concurriría a su aprobación, sin perjuicio de estimar necesario precisar que no se pretende modificar el recurso de protección contemplado en la Carta Fundamental, como podría entenderse por su denominación.  .





- Sometida a votación, la indicación número 32 quáter es aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Como se dejó constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo, nuevo, se formuló la siguiente indicación:





“32 quinquies.- De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para modificar su indicación 32 quáter en los siguientes términos:





Reemplazar, la expresión “con un recurso de protección”, de su inciso primero; “El recurso de protección por discriminación arbitraria”, en su inciso segundo, y “este recurso de Protección” en su inciso tercero, por las siguientes: “mediante una acción por discriminación arbitraria”, en su inciso primero, “La acción señalada”, en su inciso segundo y “esta acción”, en su inciso tercero.”.





En discusión, hace uso de la palabra el Ministro Secretario General de la Presidencia, quién hace presente que la indicación tiene el propósito de modificar el nombre del recurso.





Explicó que de esta forma acoge las observaciones planteadas en el sentido que el Recurso de Protección se encuentra consagrado y regulado en la Carta Fundamental y que, al extender sus causales, podría entenderse que mediante la ley se pretende modificar la Constitución Política de la República, y que para superar las objeciones se ha estimado preferible denominarlo “acción por discriminación arbitraria”. 





- Sometida a votación, la indicación número 32 quinquies es aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Posteriormente, en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión analizó nuevamente el texto de la norma aprobada como artículo 4°, nuevo, concordando en la conveniencia de incorporar dos enmiendas al inciso primero de la disposición: la primera, para precisar que al ejercer la acción se puede ocurrir “a la Corte de Apelaciones respectiva” y, la segunda, para incorporar al final del inciso una oración, como la contenida en el artículo 6° del texto propuesto en su segundo informe, que indica el propósito de la acción, cual es el que la Corte adopte de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización.





Las referidas modificaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.

o o o

ARTÍCULO 4° 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 34 bis, 43 ter y 34 quáter.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





“Artículo 4º.- El o los directamente afectados, por sí o cualquiera a su nombre, podrán denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra.





La acción podrá impetrarse dentro de tres meses, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, existiendo un vínculo de subordinación o dependencia entre la persona afectada y el denunciado de cometer la conducta discriminatoria, el plazo señalado en el inciso precedente se contará desde el momento en que cese dicho vínculo.  Pero nunca podrá impetrarse transcurrido un año desde que se cometió el acto o se incurrió en la omisión discriminatoria.





La acción especial de no discriminación se interpondrá ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o en aquélla que correspondiere al domicilio del presunto afectado.





La Corte podrá, a petición fundada, decretar orden de no innovar, cuando el acto u omisión denunciado pudiese causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la pretensión.





No podrá interponerse la acción regulada en el presente Título, una vez interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República u otra acción judicial contenida en leyes especiales y siempre que se refiera a los mismos hechos.”.





Las indicaciones presentadas respecto de este artículo son las siguientes:

Indicación N° 34 bis





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para suprimirlo.

Indicación N° 34 ter





De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo...- Acogido el recurso de protección en los términos señalados en el artículo anterior, la Corte sancionará, al responsable del acto u omisión de discriminación arbitraria, con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales, pudiendo aumentarse hasta el doble dicho máximo en caso de reincidencia de la práctica discriminatoria.





Asimismo, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, que en su caso corresponda, para reparar el daño moral y material ocasionado.  En dicho caso, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente, la determinación de la indemnización de los perjuicios que procedieren.  El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario.”.
Indicación N° 34 quáter





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo...- El o los directamente afectados, por sí o por cualquiera a su nombre capaz de comparecer en juicio, podrán denunciar en forma escrita, los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria cometida en su contra, en los términos a que se refiere el artículo 3º de esta ley.





La acción deberá deducirse dentro del plazo de tres meses, contado desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, existiendo un vínculo de subordinación o dependencia entre la persona afectada y el denunciado de cometer la conducta discriminatoria, el plazo señalado en el inciso precedente se contará desde el momento en que cese dicho vínculo. En ningún caso, la acción podrá deducirse transcurrido un año desde que se cometió el acto o se incurrió en la omisión discriminatoria.





La acción especial de no discriminación se interpondrá ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o en aquélla que correspondiere al domicilio del presunto afectado.





Presentada la acción, el tribunal examinará en cuenta si ha sido interpuesta en tiempo y si se mencionan hechos que puedan constituir una discriminación arbitraria. Si su presentación es extemporánea o no se señalan hechos que puedan constituir una discriminación arbitraria, la declarará inadmisible por resolución fundada, la que sólo será susceptible del recurso de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.





La Corte podrá, de oficio o a petición fundada, decretar orden de no innovar, cuando el acto u omisión denunciado pudiese causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la pretensión.





Interpuesto el recurso de protección a que se refiere el artículo 20º de la Constitución Política de la República u otra acción judicial contenida en leyes especiales, no podrá deducirse la acción regulada en el presente Título, siempre que se refiera a los mismos hechos y a las mismas partes.”.





En discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quién hace presente su opinión en el sentido que la aprobación del artículo nuevo, que se incorpora como artículo 4°, establece la acción por discriminación arbitraria, lo que  debiera determinar la supresión del Título II del proyecto, denominado acción especial de no discriminación, y sus artículos 4° a 6°.





Sin perjuicio de lo anterior, agregó, es necesario considerar una norma similar a la contenida en la indicación 34 ter, como complemento necesario de la nueva disposición contenida en el artículo 4°, nuevo, antes mencionado.





Además, señaló, el artículo propuesto en la indicación 34 ter debe ser perfeccionado, pues resulta discutible la obligación de sancionar que a la Corte impone cuando acoge el recurso, o la acción especial, sin tener en consideración que no merece igual reproche la discriminación resultante de un simple descuido, negligencia u olvido, que aquella que es fruto de un acto deliberado o doloso. En tal sentido, expresó, es preferible facultar a la Corte para sancionar cuando la discriminación sea grave y deliberada.





El Honorable Senador señor Chadwick coincidió con el señor Ministro en cuanto a que la norma busca complementar el artículo 4ª, nuevo, antes aprobado. Sin embargo, señaló, la norma de la indicación 34 ter contiene un conflicto y genera una contradicción, pues ocurriendo ante la Corte para efectos de hacer efectiva la garantía de un derecho ésta termina estableciendo una sanción y, además, declarando la procedencia de indemnizaciones, lo que estimó ajeno a esa instancia y a la naturaleza del recurso.





Sobre el particular, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz, manifestó su opinión discrepante, haciendo presente que debiera sancionarse siempre que se establezca la existencia de un acto u omisión que importen discriminación arbitraria, ya que dificultad de su prueba hace pretencioso el requerir el dolo en una actuación de discriminación.





La mayor parte de los casos de discriminación, prosiguió expresando, no son el resultado de una intención positiva de causar un daño, sino que la consecuencia de prejuicios arraigados en la cultura de parte de la población.





En similar sentido, el señor Director de Organizaciones Sociales, don Francisco Estévez, resaltó las dificultades que generaría el juzgar la intención del responsable del acto u omisión que ha generado la discriminación arbitraria, y que la exigencia de establecer la intención del autor haría imposible su sanción.  





En cuanto a la propuesta de hacer facultativa para la Corte la sanción, eliminando su carácter obligatorio, la estimó apropiada, pues tal labor corresponde a los jueces, que pueden no sancionar si se forman el convencimiento de no haber existido voluntariedad o mala intención, ya que el criterio del juez es el que en definitiva determina si corresponde sancionar o si la discriminación carece de justificación.





Enseguida, el Presidente de la Comisión. Honorable Senador señor Naranjo, hace presente que el señor Ministro Secretario General de la Presidencia ha solicitado modificar la indicación 34 bis, en el sentido de suprimir el Título II del proyecto aprobado en el segundo informe de la Comisión, que comprende los artículos cuarto a sexto, inclusive, resaltando que se han presentado indicaciones que proponen suprimir los artículos 4°, 5° y 6° del proyecto despachado en el segundo informe de la Comisión, que corresponden a los artículos 5°, 6°, 7° y 8° del proyecto aprobado en general por la Sala del Senado. 





Ofrecida la palabra, los miembros de vuestra Comisión coinciden con someter a votación la indicación 34 bis, modificada en el sentido de suprimir el Título II del proyecto aprobado en general.





- Sometida a votación, la indicación número 34 bis, modificada en la forma antes expuesta, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Como consecuencia de la aprobación anterior, y con igual votación, son aprobadas las indicaciones Nos 47 bis y 47 ter, y 53 bis y 53 ter, que suprimen los artículos 5° y 6°, respectivamente, y rechazadas las indicaciones Nos 34 ter, 34 quáter, 49 bis, 49 ter, 52 bis y 57 bis.





Como se dejó constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formularon las siguientes indicaciones:

Inciso primero





34 quinquies.- Del Honorable Senador señor Novoa, para eliminar los términos “por sí o cualquiera a su nombre”.

Inciso tercero





34 sexies.- Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir las palabras “transcurrido un año” por “transcurridos seis meses”.

Inciso final, nuevo





34 septies.- Del Honorable Senador señor Novoa, para incorporar como inciso final, nuevo, el siguiente:





“La misma acción procederá en contra del Estado, por las acciones u omisiones que importen una discriminación arbitraria, incluidos aquellos que importen una exclusión injustificada de alguna de las políticas o acciones a que se refiere el artículo 2°. En caso que las personas afectadas sumen cincuenta o más, podrán recurrir en contra del Estado en conformidad al procedimiento que contempla el párrafo 2° del Título IV de la ley N° 19.496.”.





Ofrecida la palabra se hace presente que la Comisión aprobó la supresión del artículo 4°, en que recaen las nuevas indicaciones, estimándose necesario rechazarlas.





Sometidas a votación, las indicaciones 34 quinquies, 34 sexies y 34 septies, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.
- - -

ARTÍCULO 5° 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 47 bis, 47 ter, 49 bis, 49 ter y 52 bis.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





“Artículo 5º.- Deducida la acción, la Corte de Apelaciones deberá dar curso progresivo a los autos hasta el fallo definitivo.





La Corte requerirá informe a la persona denunciada de cometer el acto u omisión y a quien estime pertinente, notificando por oficio la resolución que así lo ordene.  El informe deberá ser evacuado por el requerido dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación.





El denunciado deberá señalar en su informe, las circunstancias de hecho y los fundamentos de derecho, en virtud de los cuales estima que la acción u omisión no es constitutiva de una discriminación arbitraria.





Hasta antes de la vista de la causa las partes podrán convenir una fórmula de reparación por el agravio causado mediante la conducta discriminatoria.  El acuerdo deberá ponerse en conocimiento de la Corte para su aprobación y suspenderá el trámite de la acción por el término que las partes establezcan, el que, en todo caso, no podrá exceder de seis meses, contados desde la fecha de su aprobación.





Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que el obligado hubiere dado cumplimiento al acuerdo, el denunciante podrá solicitar al tribunal que ordene su cumplimiento o prosiga con la tramitación de la acción deducida.





Cumplido que sea el acuerdo, la Corte dejará sin efecto la vista de la causa y mandará archivar los antecedentes.





Con todo, no podrá haber acuerdo si el hecho denunciado es constitutivo de delito.





Si hubiere controversia sobre los hechos, la Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.  Ordenará, asimismo, traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la Sala que corresponda para el día subsiguiente, en donde oirá los alegatos que las partes ofrezcan.





Esta acción especial de no discriminación gozará de preferencia en su vista y fallo.





La vista de la causa podrá suspenderse sólo por una vez, siempre que así se solicite, independientemente del número de partes de la causa.  En ningún caso procederá  la suspensión de común acuerdo, salvo que se solicite en base al eventual acuerdo reparatorio a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.





La Corte dictará fallo dentro del término de quince días, desde que quede en estado de sentencia.





Contra la sentencia definitiva, procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días, para ante la Corte Suprema.  Dicho recurso gozará de preferencia para su vista y fallo.





La vista de la causa se podrá suspender por una sola vez cuando sea solicitada por las partes y cuando la Corte Suprema la califique de fundada.”.





Las indicaciones presentadas respecto de este artículo son las siguientes:

Indicaciones Nos 47 bis y 47 ter





De Su Excelencia la señora Presidente de la República, la primera, y de los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, la segunda, para suprimirlo.

Indicación N° 49 bis





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo...- Acogida a tramitación la acción, la Corte de Apelaciones deberá dar curso progresivo a los autos hasta el fallo definitivo.





La Corte requerirá informe a la persona denunciada de cometer el acto u omisión y a quien estime pertinente, notificando por oficio la resolución que así lo ordene. El informe deberá ser evacuado por el requerido dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación.





El denunciado deberá señalar en su informe las circunstancias de hecho y los fundamentos de derecho, en virtud de los cuales estima que la acción u omisión no es constitutiva de una discriminación arbitraria.





Hasta antes de la vista de la causa las partes podrán celebrar un acuerdo reparatorio respecto del agravio causado con motivo de la conducta discriminatoria, sólo en aquellos casos en que el hecho denunciado no sea constitutivo de delito.  El acuerdo deberá ponerse en conocimiento de la Corte para su aprobación y suspenderá el procedimiento por el término que las partes establezcan, el que no podrá exceder de seis meses, contados desde la fecha de su aprobación.





Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que el obligado hubiere dado cumplimiento al acuerdo, el denunciante podrá solicitar al tribunal que ordene su cumplimiento o prosiga con la tramitación de la acción deducida.





Cumplido que sea el acuerdo, la Corte dejará sin efecto la vista de la causa y mandará archivar los antecedentes.





La Corte, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba sólo si hubiere controversia sobre algún hecho sustancial y pertinente. El término probatorio será de ocho días. Recibido el informe y los antecedentes requeridos, la Corte ordenará traer los autos en relación.





Tanto en la Corte de Apelaciones como en la Corte Suprema, la vista de la causa podrá suspenderse sólo por una vez a petición del denunciante, independientemente del número de partes de la causa,  y respecto del denunciado, aunque fuere más de una la persona afectada, sólo cuando el Tribunal estimare el fundamento de su solicitud muy calificado. En ningún caso procederá la suspensión de común acuerdo, salvo que se solicite en base al eventual acuerdo reparatorio a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.





La Corte dictará fallo dentro del término de quince días, desde que quede en estado de sentencia.





La sentencia se notificará personalmente o por el estado diario a la persona que hubiere deducido la acción y a los denunciados que se hubieren hecho parte en él.”.

Indicación N° 49 ter





Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo...- El que por causa de actos u omisiones, sufra una discriminación arbitraria o ilegal podrá interponer la acción de protección consagrada en el artículo 20 de la Constitución Política.”.

Indicación N° 52 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar el inciso séptimo por el siguiente:





“Con todo, aún cuando exista acuerdo entre las partes, en caso que sea posible estimar que los hechos pueden llegar a ser constitutivos de delito, la Corte ordenará remitir los antecedentes a la Fiscalía competente.”.





Como se indicó en su oportunidad, con ocasión de la aprobación de la indicación 34 bis, vuestra Comisión aprobó las indicaciones Nos 47 bis y 47 ter, que proponen suprimir este artículo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Consecuencialmente, y con igual votación, vuestra Comisión rechazó las indicaciones Nos 49 bis, 49 ter  y 52 bis.





Como se dejó constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formularon las siguientes indicaciones:





49 quáter.- De Su Excelencia la señora Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 5º.- Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, que en su caso corresponda, para reparar el daño moral y material ocasionado. En dicho caso, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente, la determinación de los perjuicios que procedieren. El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario.





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.





49 quinquies.- Del Honorable Senador señor Novoa, a su inciso segundo, para sustituir el término “diez” por “quince”.





En discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien expresa que la indicación 49 quáter da cuenta de la discusión suscitada al suprimir el Título II del proyecto, especialmente al considerar la indicación 34 ter.





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Naranjo expresó que la indicación señala que el monto de la indemnización se determinará en un procedimiento breve y sumario, cuando la idea era que todo el procedimiento fuera rápidamente tramitado. Con tal propósito, sugirió sustituir las dos últimas oraciones del inciso primero por la siguiente: “En dicho caso, él o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente los perjuicios e indemnizaciones que correspondieran en procedimiento breve y sumario.”.





El señor Presidente hace presente que existe acuerdo en el sentido que la demanda de indemnización de perjuicios se entable ante el tribunal competente; que su tramitación se realice en un procedimiento breve y sumario, y en establecer la posibilidad de aplicar una multa, adicional a la indemnización.





De acuerdo a ello, somete a consideración de la Comisión la siguiente redacción, para la norma contenida en la indicación 49 Quáter: 





“Artículo 5º.- Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria.





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.





Sobre el particular, el Director de Organizaciones Sociales hizo presente que en la redacción original de la indicación era la Corte la que declaraba la procedencia de las indemnizaciones que, estimó, era el punto central de la discusión en cuanto establecer una acción especial o el recurso de protección. Agregó que el sentido era que la persona afectada por la discriminación arbitraria pudiera, adicionalmente, después de recurrir a la Corte, ir a los tribunales para que fijaran el monto de la indemnización. La norma propuesta en la indicación, señaló, buscaba que la Corte estableciera que se había cometido una discriminación y que procedía que el tribunal civil competente determinara cuál era la indemnización o reparación correspondiente. 





El señor Ministro Secretario General de la Presidencia estimó que la propuesta cumple con los objetivos perseguidos, ya que en la práctica puede resultar la multa el método apropiado para evitar la discriminación. Respecto de quien fija la procedencia de la indemnización, señaló que la propuesta contiene un elemento de realismo, pues en definitiva es el juez el que se pronuncia sobre su procedencia y monto, y que el hecho de que la Corte la declare pertinente, como señalaba la indicación original, no asegura que en su determinación el juez comparta tal criterio, pudiendo fijar un monto irrisorio. 





El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que la proposición guarda relación con una norma general, como es que el tribunal ordinario se pronuncie sobre la procedencia de una indemnización y determina su monto, y que el ha aceptado que la multe la fije la Corte, sólo en atención a los acuerdos alcanzados en la Comisión respecto de la acción por discriminación arbitraria.





El Honorable Senador señor Naranjo señaló coincidir con el último texto propuesto, que le parece concordante con los procedimientos generales, ya que le parece razonable que si la Corte acoge la acción pueda aplicar una multa, y que ante el tribunal ordinario se acredite el perjuicio y se demande la indemnización, instancia en la que contará con el fallo de la Corte como un valioso antecedente.  





Además, estimó que para que la indemnización no sea ilusoria era necesario que fuera oportuna, para la cual propuso votar el último texto propuesto incorporando, a su inciso primero, la siguiente frase final: “la que se tramitará en un procedimiento breve y sumario”.





Sometida a votación la indicación 49 quáter, modificado su artículo 5º en la forma antes referida, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.




Con igual votación es rechazada la indicación 49 quinquies.

- - -

ARTÍCULO 6° 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 53 bis, 53 ter y 57 bis.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





“Artículo 6º.-  La Corte respectiva en su sentencia adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización. 





Asimismo, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, cuando correspondan, para reparar el daño moral y patrimonial ocasionado.  En dicho caso, el afectado podrá demandar ante el juez de letras competente, la determinación de la indemnización de los perjuicios que procedieren.  El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario. 





Acogida la acción y comprobada la comisión de actos u omisiones de discriminación arbitraria, a los que se refiere el artículo 3º de esta ley, la Corte sancionará al responsable con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 unidades tributarias mensuales.





El máximo señalado en el inciso precedente podrá aumentarse en el doble en caso que el responsable hubiere sido sancionado por otros actos u omisiones discriminatorias dentro de los doce meses precedentes.”.





Las indicaciones presentadas respecto de este artículo, son del siguiente tenor:

Indicaciones Nos 53 bis y 53 ter





De Su Excelencia la señora Presidente de la República, la primera, y de los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, la segunda, para suprimirlo.

Indicación N° 57 bis





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para agregar, a continuación de su inciso cuarto, los siguientes incisos, nuevos:





“En contra de la sentencia que expida la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.





Todas las notificaciones que deban practicarse en la Corte Suprema se harán por el estado diario.





Tanto la Corte de Apelaciones como la Corte Suprema, cuando lo estimen procedente, podrán imponer la condenación en costas.”.





Como se indicó en su oportunidad, con ocasión de la aprobación de la indicación 34 bis, vuestra Comisión aprobó las indicaciones Nos 53 bis y 53 ter, que proponen suprimir este artículo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Asimismo, y con igual votación, vuestra Comisión rechazó la indicación N° 57 bis.

- - -

ARTÍCULO 7°





Respecto de este artículo se presente la indicación 75 bis.





La norma aprobada por vuestra Comisión en su segundo informe, es la que sigue:





·”Artículo 7º.-  Agréguese en la letra l) del artículo 84 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, a continuación de las palabras “acoso sexual” las siguientes “y la discriminación arbitraria”, y reemplácese la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la segunda, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación”.”. 

Indicación 75 bis





Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 7°.- Agréguese en la letra l) del artículo 84 de la ley N° 18.834, después de las palabras “del Código del Trabajo” lo siguiente: “y la discriminación arbitraria.”.





Al analizar la indicación, en el seno de vuestra Comisión se tuvo en consideración que el día 16 de marzo de 2005 se publicó en el Diario Oficial el decreto con fuerza de ley Nº 29, de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 





Dos días después, el 18 de marzo de 2005, se publicó la ley Nº 20.005, sobre acoso sexual, que modificaba, entre otros cuerpos legales, la ley Nº 18.834, incorporando una letra l), nueva, a su artículo 78.





Sin embargo, dicha letra l), nueva, no quedó incorporada al texto del artículo 78 de la ley N° 18.834, pues en el texto refundido, contenido en el referido decreto con fuerza de ley Nº 29, las disposiciones contempladas en su artículo 78 se habían considerado en el artículo 84. 





En consecuencia, vuestra Comisión concordó en la conveniencia de aprobar la indicación con modificaciones, a fin de incorporar formalmente la referida letra l) al actual artículo 84 del Estatuto Administrativo, para lo cual se propuso el siguiente texto:





“Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2° de la ley 20.005, en el siguiente sentido:





1) En su encabezamiento, reemplázase la expresión “en la ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo” por “en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”;





2) En su letra a), sustitúyese la referencia al “artículo 78” por “artículo 84”; 





3) Agréguese en la letra l) contenida en su número 3. a continuación de las palabras “acoso sexual” la expresión “y la discriminación arbitraria”, y reemplázase la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”, y





4) En su letra b), sustitúyanse los guarismo “119” por “125”, y “78” por “84”, respectivamente.”.





Sometida a votación la indicación 75 bis, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.

- - -

ARTÍCULO 8°





Respecto de este artículo se presentó la indicación 75 ter.





El texto del artículo propuesto en el segundo informe de la Comisión es el siguiente:





“Artículo 8º.-  Agréguese en la letra l) del artículo 82 de la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras “acoso sexual” la siguiente frase “y la discriminación arbitraria”, y reemplácese la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido por el aquél lo señalado por el artículo 2º, inciso segundo del Código del Trabajo y por ésta lo expresado en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación.”.”. 

Indicación 75 ter





Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 8°.- agréguese en la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, después de las palabras “del Código del Trabajo” lo siguiente: “y la discriminación arbitraria.”.





En discusión, en el seno de vuestra Comisión se concordó en que la indicación perfecciona la norma, evitando introducir en ella una nueva referencia a otro cuerpo legal.





Sometida a votación, la indicación 75 ter fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.
- - -

ARTÍCULO 9° 





Respecto de este artículo se presentó la indicación signada como 73 bis.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





Artículo 9º.-  Reemplácese en el inciso cuarto del artículo 2º de la ley Nº 18.962, la frase “naturaleza humana, fomentar la paz, estimular la investigación científica”  por el siguiente nuevo texto “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación, fomentar la paz, estimular la investigación científica”.

Indicación N° 73 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar el artículo 9º de la ley Nº 18.962, a continuación de la expresión “la no discriminación”, la palabra “arbitraria”.





En discusión, en el seno de vuestra Comisión se hace presente que propone enmiendas al artículo 9º del proyecto propuesto en el segundo informe, que modifica el artículo 2º de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.





- Sometida a votación, la indicación número 73 bis es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.





Como se deja constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formuló la siguiente indicación:

Indicación 73 ter





Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir los términos “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación, fomentar la paz, estimular la investigación científica” por los términos “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación arbitraria, fomentar la paz, estimula la investigación científica”.





En discusión, en el seno de vuestra Comisión se hace presente que esta indicación propone idéntico cambio al artículo 2º de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza que el que propone la indicación 73 bis.





- Sometida a votación, la indicación número 73 ter es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.

- - -

ARTÍCULO 10 





Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones 76 bis, 78 bis, 80 bis, 80 ter, 81 bis y 81 ter.





El artículo propuesto en el segundo informe de vuestra Comisión es el siguiente: 





“Artículo 10.- Incorpórense al Código Penal las siguientes modificaciones:





1.- Agréguese en el artículo 12, el siguiente numeral:





“21ª. Cometer el delito por motivos de discriminación fundados en la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, género, orientación sexual, o la enfermedad o discapacidad que padezca.”. 





2.- Incorpórese un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:





“§1 bis.  De los delitos contra la igualdad de las  personas, en dignidad y derechos.





Artículo 137 bis.  El que por cualquier medio, realizare manifestaciones o expresiones destinadas a promover el odio o la violencia, respecto de un grupo o colectividad en razón de su etnia, de su raza, sexo, género, orientación sexual, religión, ideología o nacionalidad, será penado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.”.





Las indicaciones presentadas son del siguiente tenor:

Indicación No 76 bis





De los Honorables Senadores señores Espina y Kuschel, para suprimirlo.

N° 1

Indicación N° 78 bis





Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:





“1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:





21º: Cometer el delito fundado por motivo de discriminación arbitraria.”.

N° 2

Indicación N° 80 bis





Del Honorable Senador señor Chadwick, para suprimirlo.





Fue retirada por su autor.

Indicación N° 80 ter





Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:





“2.- Agrégase al artículo 494 del Código Penal un nuevo Nº 22:





22) El que incitare a otros a cometer delitos en contra de las personas o sus bienes, motivados por conductas que importen una discriminación arbitraria.”.





Fue retirada por su autor.

Indicación N° 81 bis





Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en el artículo 137bis.- la frase “promover el odio o la violencia,” por “promover o incitar el odio o la violencia, la agresión física, verbal o sicológica contra personas, grupo o colectividad,”.

Indicación N° 81 ter





Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar, después de “nacionalidad,” la frase “o promover o instigar la alteración del orden público o la seguridad del Estado en función de las mismas razones,”.





Vuestra Comisión analizó en conjunto la agravante de responsabilidad penal y el tipo penal que se proponen incorporar, mediante este artículo, al Código Penal.





El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que mediante las modificaciones se busca establecer un delito que sancione la exacerbación de la discriminación, pero que la agravante tiene una connotación distinta, pues ella busca aumentar la responsabilidad penal del autor de cualquier delito. 





En tal sentido, agregó, la indicación 78 bis no enumera las razones de la discriminación, sino que agrava los delitos que se cometen con tal fundamento.





El señor Ministro Secretario General de la Presidencia hace presente que la redacción del tipo penal aprobado en el segundo informe no le parece adecuada, porque el sancionar al que “por cualquier medio realizare manifestaciones o expresiones destinadas a”  puede resultar una limitación a la libertad de expresión.





Esa redacción, agregó, podría dar pábulo a que alguien manifieste algo que alguien pudiera pensar que esta destinado a promover el odio, todo lo cual se parece a la norma que antes contemplaba la Carta Fundamental en su artículo octavo.





El Director de Organizaciones Sociales indicó que Naciones Unidas ha sostenido que la libertad de expresión no permite promover el odio por raza, etnia, religión o nacionalidad, aspectos que son frecuente fuente de tensión, y explicación de muchas guerras.  Tales conceptos, estimó, deben mantenerse en el tipo penal, quedando los restantes motivos de discriminación protegidos por el artículo 3º.





La señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer, expresó que la redacción del tipo penal resulta de su particular interés, pues en su discusión, en definitiva, se debe decidir en qué medida el respeto de la libertad de expresión u opinión puede llegar a permitir acciones que induzcan a la violencia de género, a la discriminación de la mujer, o a su utilización como un bien apropiable.





Sobre el particular, agregó, parece pertinente tener en consideración la agravante de responsabilidad criminal que, en el artículo 22 de su Código Penal, contempla la legislación española, la que se configura al cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo u orientación sexual, o la enfermedad o minusvalía que padezca. 





Posteriormente, como se deja constancia al inicio de la discusión particular de este informe, con fecha 19 de marzo de 2008 la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, oportunidad en que respecto de este artículo se formuló la siguiente indicación:

Indicación 78 ter





De Su Excelencia la señora Presidente de la República, para sustituir el número 2 por el siguiente: 




“2) Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II, y el siguiente artículo:





“1 bis. De los delitos contra la igualdad de las personas en dignidad y derechos.





Artículo 137 bis. El que públicamente y por cualquier medio hiciera apología del odio nacional, racial o religioso, incitando a la discriminación, la hostilidad o la violencia en contra de una persona, grupo de personas o colectividad será penado con presidio menor en su grados mínimos a medio.”.”.





En discusión, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia señala que la nueva proposición, de acuerdo al debate sostenido en la Comisión, limita el tipo a la realización de la apología de odio nacional, racial o religioso, sin perjuicio que estimó necesario modificar la redacción para eliminar expresiones tales como “el que por cualquier medio”. 





En una sesión posterior, el señor Ministro propone el siguiente texto para el artículo 137 bis del Código Penal:  “El que promueva el odio u hostilidad en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.





Agregó que la nueva redacción es fruto del análisis del derecho comparado y, particularmente, de la ley de prensa, que contiene una norma similar, de la cual se ha eliminado su oración inicial “El que por cualquier medio de comunicación social realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades…”.





El Honorable Senador señor Chadwick expresó que, de esta forma, si la conducta se realiza utilizando un medio de comunicación social se aplicará la ley de prensa, que contempla una sanción mayor, atendida la extensión y mayor peligrosidad de la misma.





El Honorable Senador señor Ávila hace suya la redacción propuesta por el señor Ministro, y solicita votar la indicación 78 ter, incluyendo dicho texto como el del artículo 137 bis, 





Sometida a votación la indicación 78 ter, modificada en la forma antes expuesta, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.





Sometida a votación la indicación 78 bis, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.




Sometidas a votación las indicaciones Nos 76 bis, 81 bis y 81 ter, son rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick y Naranjo.
- - -

Artículo 11





Con ocasión de su segundo informe, vuestra Comisión incorporó como artículo 11, nuevo, una norma que modifica la ley Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.





Las modificaciones que propone son al inciso cuarto del artículo 10, y a la letra e) de su artículo 17, respectivamente.





El referido inciso cuarto señala:





“En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.”.





Respecto de este inciso, el numero 1) del artículo 11 del proyecto despachado por vuestra Comisión en su segundo informe, sustituye la expresión “contradicción y de igualdad”, por “contradicción, igualdad y no discriminación arbitraria”.





La modificación contenida en el número 2) de este artículo, dice relación con el artículo 17 de la ley Nº 19.880, relativo a los derechos que tienen las personas en sus relaciones con la administración, y altera su letra e), que establece que las personas tienen derecho a “Ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y funcionarios…”, sustituyendo la expresión “respeto y deferencia” por respeto, deferencia y sin discriminación arbitraria”.





El artículo 11 no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, durante el análisis del proyecto, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia manifestó su opinión en el sentido que la modificación contenida en su numeral 1) no era adecuada.





Explicó que el artículo 10 la ley Nº 19.880, cuyo inciso cuarto se propone modificar, se refiere a la alegaciones que pueden hacer los interesados en el procedimiento administrativo, procedimiento en que de acuerdo a la propia ley las partes deben estar en condiciones de igualdad y, por lo tanto, de no discriminación.





Después de analizarse por vuestra Comisión el planteamiento formulado se concordó con su eliminación.





En virtud de lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo, acordó suprimir el señalado número 1).

- - -

MODIFICACIONES 





En conformidad con los acuerdos adoptados con ocasión de su segundo informe y de este informe complementario, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°





Sustituirlo por el siguiente:




“Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas.”. 

(Indicación N° 3 bis, unanimidad 4x0).

Artículo 2º

Inciso primero





Reemplazar la oración “garantizar a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades.”, por la siguiente “promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas.”. 

(Indicación Nº 10, mayoría de votos 3x2).

Inciso segundo





Suprimirlo. (Indicaciones Nos 11 bis, 11 ter y 11 quinquies, unanimidad 4x0).
Incisos tercero y cuarto





Suprimirlos. (Indicaciones Nos 11 bis, 11 ter, 11 quáter y 11 quinquies, unanimidad 4x0).
Artículo 3º





Sustituirlo por el siguiente: 





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.  





Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.

(Indicación número 20 ter, inciso primero 3x1, 

inciso segundo, unanimidad, 4x0).
o o o





Incorporar, a continuación del artículo 3°, como artículo 4°, nuevo, el siguiente:





“Artículo 4°.- El o los directamente afectados podrán ocurrir a la Corte de Apelaciones respectiva mediante una acción por discriminación arbitraria, por sí o por cualquiera a su nombre, por las distinciones, exclusiones o restricciones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización.





La acción señalada deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos, ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o la correspondiente al domicilio del afectado.





En la tramitación de esta acción, la Corte, si hubiera controversia sobre los hechos, y lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.”.

(Indicaciones 32 quáter y 32 quinquies,  unanimidad 4x0 y 5x0, respectivamente, y artículo 121 del Reglamento 4x0).
o o o





Eliminar el epígrafe “Titulo II Acción especial de no discriminación”. 

- - -

ARTÍCULO 4°





Suprimirlo. (Indicaciones Nos 33 y 34, unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 5°





Suprimirlo. (Indicación N° 34 bis, modificada, unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 6°





Suprimirlo. (Indicaciones Nos 34 bis, modificada, unanimidad 4x0; 47 bis y 47 ter, unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 7°





Suprimirlo. (Indicaciones Nos 34 bis, modificada, unanimidad 4x0; 53 bis y 53 ter, unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 8°





Suprimirlo. (Indicación No 34 bis, modificada, unanimidad 4x0).
o o o





Incorporar, como artículo 5°, nuevo, el siguiente:





“Artículo 5º.- Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se tramitará en un procedimiento breve y sumario.





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.
(Indicación 49 quáter, modificada 4x0).
o o o





Reemplazar el epígrafe “Titulo III Disposiciones Finales” por Título II Disposiciones finales”. 

o o o





Incorporar como artículo 6º, nuevo, el siguiente:





“Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2° de la ley 20.005, en el siguiente sentido:





1) En su encabezamiento, reemplázase la expresión “en la ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo” por “en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”;





2) En su letra a), sustitúyese la referencia al “artículo 78” por “artículo 84”; 





3) Agrégase en la letra l), contenida en su número 3, a continuación de las palabras “acoso sexual” la expresión “y la discriminación arbitraria”, y reemplázase la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”, y





4) En su letra b), sustitúyense los guarismos “119” por “125”, y “78” por “84”, respectivamente.”.

(Indicación 75 bis y artículo 121 del Reglamento, unanimidad 4x0).

- - -

ARTÍCULO 9º





Psa a ser artículo 7º.





Reemplazarlo por el que sigue: 





“Artículo 7º.-  Agrégase en la letra l) del artículo 82 de la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras “acoso sexual” la siguiente frase “y la discriminación arbitraria”, y reemplácese la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”.”.

(Indicación 75 ter y artículo 121 del Reglamento, unanimidad 4x0).

o o o





Incorporar como artículo 8º, nuevo, el siguiente:





“Artículo 8º.-  Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 2º de la ley Nº 18.962, la frase “naturaleza humana, fomentar la paz, estimular la investigación científica”  por el siguiente nuevo texto “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación arbitraria, fomentar la paz, estimular la investigación científica”.”.

(Indicaciones números 73 bis y 73 ter, unanimidad, 4x0).
o o o

Artículo 10





Pasa a ser artículo 9º, con las siguientes enmiendas:

Nº 1





Reemplazar el numeral 21º que propone incorporar, por el que sigue:





“21º: Cometer el delito fundado por motivo de discriminación arbitraria.”.

(Indicación 78 bis, unanimidad 4x0).

Nº 2





 Sustituir en el enunciado la palabra “Incorpórase” por “Incorpórese”, y

(Artículo 121 del Reglamento, unanimidad 5x0).





Reemplazar el artículo 137 bis, por el siguiente:





“Artículo 137 bis.  El que promueva el odio u hostilidad en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación 78 ter, unanimidad 4x0).

o o o





Incorporar como artículo 10, nuevo, el siguiente:





“Artículo 10.-  Sustitúyese en la letra e) del artículo 17 de la ley N° 19.880 la conjunción “y” que sigue a la palabra “respeto” por una coma (,), y agrégase a continuación del término “deferencia” la frase “y sin discriminación arbitraria”.”.

(Indicación 87, unanimidad 5x0).

(121 del Reglamento, unanimidad 4x0).

- - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que da como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones Generales





Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas.





Artículo 2º.-  Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas.  





Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.  





Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.





Artículo 4°.- El o los directamente afectados podrán ocurrir a la Corte de Apelaciones respectiva mediante una acción por discriminación arbitraria, por sí o por cualquiera a su nombre, por las distinciones, exclusiones o restricciones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización.




La acción señalada deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos, ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o la correspondiente al domicilio del afectado.





En la tramitación de esta acción, la Corte, si hubiera controversia sobre los hechos, y lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.





Artículo 5º.- Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se tramitará en un procedimiento breve y sumario.




Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.
Título II

Disposiciones finales





Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2° de la ley 20.005, en el siguiente sentido:




1) En su encabezamiento, reemplázase la expresión “en la ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo” por “en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”;





2) En su letra a),sustitúyese la referencia al “artículo 78” por “artículo 84”; 





3) Agrégase en la letra l), contenida en su número 3, a continuación de las palabras “acoso sexual” la expresión “y la discriminación arbitraria”, y reemplázase la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”, y





4) En su letra b), sustitúyense los guarismos “119” por “125”, y “78” por “84”, respectivamente.





Artículo 7º.-  Agrégase en la letra l) del artículo 82 de la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras “acoso sexual” la siguiente frase “y la discriminación arbitraria”, y reemplácese la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”.




Artículo 8º.-  Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 2º de la ley Nº 18.962, la frase “naturaleza humana, fomentar la paz, estimular la investigación científica”  por el siguiente nuevo texto “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación arbitraria, fomentar la paz, estimular la investigación científica”.




Artículo 9°.- Incorpórense al Código Penal las siguientes modificaciones:





1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:





“21º: Cometer el delito fundado por motivo de discriminación arbitraria.”.




2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:

“§1 bis.  De los delitos contra la igualdad de las  personas, en dignidad y derechos.





Artículo 137 bis.  El que promueva el odio u hostilidad en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.




Artículo 10.-  Sustitúyese en la letra e) del artículo 17 de la ley N° 19.880 la conjunción “y” que sigue a la palabra “respeto” por una coma (,), y agrégase a continuación del término “deferencia” la frase “y sin discriminación arbitraria”.”.
-.-.-





Acordado en sesiones celebradas los días 12 de diciembre de 2007, y 16 de enero, 5 y 19 de marzo, 7 y 14 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Ávila Contreras, Andrés Chadwick Piñera (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Adolfo Zaldívar Larraín), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jaime Naranjo Ortiz.

Sala de la Comisión, a 3 de junio de 2008.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN
(3815-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia.





Además de sus miembros, a una de las sesiones celebradas concurrió el Honorable Senador señor Letelier.





A las sesiones efectuadas por la Comisión durante la anterior Administración, asistieron el entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo; el Subsecretario de dicha Cartera de Estado de esa época, señor Edgardo Riveros; la abogada de la División Jurídica Legislativa, señora Josefina Court, y el asesor, señor Marco Opazo.





Por parte del Ministerio Secretaría General de Gobierno, concurrieron los entonces Subsecretarios, señores Augusto Prado y Neftalí Carabantes, y el Director de la División de Organizaciones Sociales, señor Francisco Estévez. Este último asistió, con posterioridad, en su calidad de investigador de la Fundación Ideas.





Participaron, además, la ex Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz; el entonces Jefe del Departamento de Reformas Legales de dicha Secretaría de Estado, señor Marco Rendón, y el Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso.





Durante la actual Administración, concurrieron en representación de la Secretaría General de la Presidencia, el Ministro señor Cristián Larroulet; el Coordinador de la División de Estudios, señor Claudio Oliva, y los asesores, señores Juan Pablo Rodríguez y Andrés Sotomayor. Participó, además, la abogada señora Carolina Infante.





Asimismo, asistió la nueva titular del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señora Ena von Baer, y sus asesoras, señoras Constanza Hube y Fernanda Somarriva.




En algunas de las sesiones celebradas participó, además, la asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Susan Ortega.





Especialmente invitados, concurrieron, en representación de la Mesa Ampliada de Organizaciones Evangélicas Une-Chile, los Pastores señores Francisco Rivera, Patricio Godoy y Manuel Ceballos. Por el Instituto de Estudios Evangélicos y el Movimiento Cristiano por Chile asistió su Secretario Ejecutivo, señor Francisco Bustos. Por parte de la ONG Acción Familia participó su Director, señor Juan Antonio Montes. De la Red por la Vida y Familia, intervinieron su Coordinadora, señora Patricia Gonnelle, y el abogado, señor Álvaro Ferrer, quien, además, se desempeña como investigador del Centro de Estudios para el Derecho y la Ética Aplicada, de la Pontificia Universidad Católica de Chile.





Por la Asociación Chilena de Organizaciones No Gubernamentales Acción, asistió el señor Álvaro Ramis. De la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Chile, participó el profesor señor Arturo Fermandois. En representación de B´nai B´rith Chile, de la Comunidad Judía de Chile, participó su Directora de Asuntos Públicos, señora Claudia Kravetz. Igualmente, concurrieron por la Comunidad Judía de Chile, su Presidente, señor Gabriel Zaliasnik, y el señor Marcelo Isaacson.





En nombre de la Fundación Ideas, asistió su Directora, señora Patricia Cardemil, y, posteriormente, en calidad de investigador de esta Fundación, participó el señor Francisco Estévez. Por el Servicio Evangélico para el Desarrollo, concurrió el señor Juan Sepúlveda. Por parte del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, asistió el señor Rolando Jiménez, quien fue acompañado por el abogado y profesor señor Fernando Muñoz. De la Agrupación de Familiares de Enfermos Psiquiátricos, participó su representante, señora Andrea Cáceres. Intervino, asimismo, el abogado señor Ciro Colombara.





En representación de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, asistió el Consejero Superior, señor Diego Schalper. Por parte del Centro de Alumnos de Derecho de la misma Universidad, concurrió su Vicepresidente, señor Santiago Larraín.





En representación del Observatorio Parlamentario, concurrieron la abogada de la Corporación Humanas, señora Camila Maturana; la Investigadora del Centro de Estudios de la Mujer, señora Claudia Paz, y la Coordinadora Ejecutiva del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, señora Maira Feddersen.





Intervinieron, asimismo, los abogados de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Alejandra Voigt y señor Juan Pablo Cavada.





En una etapa posterior, la Comisión contó con la colaboración de los profesores señora Beatriz Corbo y señores Juan Domingo Acosta y Patricio Zapata.





En representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos asistieron los abogados señora señores Juan Pablo González y Federico Aguirre y la asesora señora Elvira Oyanguren.





Estuvieron presentes, finalmente, el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y PARECER DE LA 

EXCMA. CORTE SUPREMA





Cabe dejar constancia que los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto tienen el carácter de orgánico constitucionales por vincularse con las atribuciones de los tribunales. En consecuencia, en mérito de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, requieren, para su aprobación, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

Igualmente, debe hacerse presente que, habiéndose introducido diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en su último informe, que inciden en materia de atribuciones de los tribunales, vuestra Comisión puso nuevamente en conocimiento de la Excma. Corte Suprema el articulado que se consigna al final de este informe. Lo anterior, en mérito de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, y aun cuando en una etapa posterior de su trabajo la Comisión acordó reabrir el debate, lo que dio lugar a nuevos acuerdos y enmiendas al texto preliminarmente acordado, se deja constancia de lo siguiente:


1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.


2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3 y 13.


3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 5, 6.1, 6.2, 6.3, 10 y 11.


4.-
Indicaciones rechazadas: 2, 6, 7, 7.1, 7.2, 8, 8.1, 8.2, 8.3, 8.4, 8.5, 9, 14, 14.1, 14.2, 15 y 16.


5.-
Indicaciones retiradas: 4, 12, 12.1, 12.2 y 12.3.


6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Como se explicará, después de haberse pronunciado sobre las indicaciones presentadas, la Comisión resolvió reabrir el debate sobre la iniciativa, de manera de poder considerar un conjunto de nuevos antecedentes y proposiciones y alcanzar, de este modo, redacciones que dieran satisfacción en mejor forma a los propósitos que la iniciativa plantea.





Como consecuencia de lo anterior, la Comisión hubo de pronunciarse, una vez más, sobre algunas de las indicaciones presentadas al inicio de su trabajo, particularmente respecto de aquellas que dicen relación con las materias abordadas por el nuevo articulado que surgió en la fase final del debate. Además de lo anterior, se acogieron algunas nuevas disposiciones que se estimaron necesarias para alcanzar un texto que regule en forma armónica y coherente el objetivo de esta iniciativa.





Los acuerdos anteriores se adoptaron en mérito de lo dispuesto por los artículos 121, inciso final, y 185 del Reglamento de la Corporación.
ANTECEDENTES





Es dable informar que durante el mes de octubre de 2005, esta iniciativa ingresó al Senado en segundo trámite constitucional, disponiéndose por la Sala que pasara a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.





Evacuado el primer informe de la mencionada Comisión, la Sala aprobó en general el proyecto en sesión del día 2 de mayo de 2006.





Enseguida, la misma Comisión llevó a cabo la discusión en particular del mismo, evacuando su segundo informe en enero de 2007. Posteriormente, sin haber conocido este último informe, en septiembre del mismo año, la Sala resolvió recabar nuevos informes de la ya mencionada Comisión y también de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.





En junio de 2008, la primera de las señaladas Comisiones evacuó un informe complementario de su segundo informe, radicándose entonces la iniciativa en la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.





Esta última inició su trabajo resolviendo escuchar, en primer término, a las autoridades, instituciones y personas interesadas en expresar su parecer en relación a la iniciativa. A la vez, con fecha 30 de septiembre de 2008, la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones.





Finalizadas las audiencias celebradas por vuestra Comisión para oír las señaladas exposiciones, se procedió a revisar pormenorizadamente la normativa del proyecto y las indicaciones presentadas, adoptándose en relación con ellas los respectivos acuerdos.





En marzo del año 2011, considerando los nuevos antecedentes que se hicieron presente a la Comisión por diferentes personas e instituciones y teniendo en cuenta los planteamientos de las nuevas autoridades de Gobierno, se resolvió -como se ha señalado precedentemente- reabrir el debate, de manera de tener la posibilidad de reconsiderar los acuerdos anteriores y explorar fórmulas que resultaran satisfactorias para alcanzar de mejor forma los objetivos que persigue el proyecto. En esta etapa de su trabajo, la Comisión contó con la colaboración de un grupo de especialistas que formuló una serie de proposiciones en relación al articulado de la iniciativa, de las cuales derivaron los textos que se plantean en la parte final de este informe.





A raíz de este trabajo, se concordó, en definitiva, un nuevo articulado para este proyecto de ley.





Como consecuencia de lo anterior, la Comisión hubo de pronunciarse, una vez más, sobre algunas de las indicaciones presentadas al inicio del trabajo, particularmente respecto de aquellas que dicen relación con las materias abordadas por los nuevos preceptos y, además, se acogieron algunas nuevas disposiciones que se estimaron necesarias para alcanzar un texto que regule en forma armónica y coherente el propósito de esta iniciativa.





Estas decisiones se adoptaron en mérito de lo dispuesto por los artículos 121, inciso final, y 185 del Reglamento del Senado.

INFORME DE LA CORTE SUPREMA DE FECHA

23 DE JUNIO DE 2008





Por recaer en el proyecto de ley aprobado en su último informe por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía -que fue considerado en el estudio de esta Comisión de Constitución- y en atención a que llegó al Senado con posterioridad a su despacho, a continuación se da cuenta del contenido del Oficio N° 96, de 23 de junio de 2008, del Máximo Tribunal.





En dicho oficio, la Excma. Corte Suprema expresa que, impuesto el Tribunal Pleno sobre el proyecto señalado, acordó informarlo favorablemente, formulando algunas observaciones.





Hace presente que la iniciativa fue informada favorablemente por esa Corte mediante un oficio anterior, de 23 de enero de 2007, pese a que el Tribunal, en el proyecto original y en otra modificación sobre el asunto, no estuvo de acuerdo con el establecimiento de la acción especial que se propone, por estimar que era suficiente la acción constitucional de protección.





Manifiesta que en dicho Oficio se expresaba lo siguiente: “…ante la insistencia sobre su procedencia y como se advierte en lo sustantivo, que se clarifica el ámbito de aplicación de este arbitrio especial contra la discriminación y, en lo procesal, se expresa que interpuesta la acción de protección precluye el ejercicio de la que contempla la iniciativa legal, privilegiando de este modo el estatuto constitucional y corregidos, además, los otros reparos adjetivos advertidos por esta Corte, es que se emite un pronunciamiento favorable al proyecto en estudio, haciendo presente lo siguiente:





“1. Con el objeto de precisar aún más la incompatibilidad de la acción especial de no discriminación con el recurso de protección y con otras acciones judiciales contenidas en leyes especiales, se propone la siguiente redacción para el inciso final del artículo 4° de la iniciativa:





“Artículo 4° (…) No podrá interponerse la acción regulada en el presente Título, una vez interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República u otra acción judicial contenida en leyes especiales y siempre que se refiera a los mismos hechos y se archivará en caso de haberse ya deducido.”.





2. En cuanto a la tramitación de la acción, se propone la siguiente redacción para los incisos 11 y 12 del artículo 5° de la iniciativa:





“(…) La Corte apreciará la prueba conforme a la sana crítica y dictará fallo dentro del término de quince días, desde que quede en estado de sentencia.





Contra la sentencia definitiva, procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días, para ante la Corte Suprema.  Dicho recurso gozará de preferencia para su vista y fallo. Este Tribunal conocerá el asunto en cuenta, sin perjuicio de ordenar traer los autos en relación si existieren motivos fundados para ello”.





Con anterioridad, el proyecto había sido informado por esta Corte Suprema desfavorablemente, mediante Oficio N° 58 de 3 de mayo de 2005. A juicio del Máximo Tribunal, en el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política de la República “se regula de algún modo la no discriminación y, frente a la amenaza, perturbación o privación del legítimo ejercicio de este derecho, se concede el recurso de protección”. Además, señaló:





“(…) este Tribunal es de opinión que el derecho a la no discriminación está suficientemente abordado, regulado y cautelado en el ordenamiento jurídico vigente, por lo que no se aprecia la necesidad de establecer acciones adicionales y especiales para su resguardo”.

En esa oportunidad, siete ministros fueron de opinión de informar favorablemente el proyecto, “por estimar que la iniciativa resultaría un complemento necesario al derecho constitucional de la igualdad ante la ley y la prohibición que se le impone a la ley o cualquiera autoridad para establecer diferencias arbitrarias”.

La Corte informó por segunda vez el proyecto, también desfavorablemente, el 15 de noviembre de 2005 (Oficio N° 168), a partir de las modificaciones introducidas por la H. Cámara de Diputados al texto enviado por el Ejecutivo. En particular, se pronunció sobre:

- La eliminación del plazo de 30 días para interponer la acción, lo que a su juicio importaba un serio reparo respecto a la seguridad jurídica.

- La no referencia a norma de competencia territorial alguna, pues el proyecto hablaba de “Corte respectiva”. A juicio del máximo tribunal: “(…) en este panorama al no existir regla general, cualquiera Corte de Apelaciones podría ser competente, sin referirse a lo menos al lugar en que se hubiese cometido el acto u omisión arbitrarios”.

- La eliminación de la disposición que facultaba a la Corte Suprema para regular, a través de un Auto Acordado, los aspectos necesarios para la debida sustanciación de la acción. Dicha eliminación se mantiene en el texto sometido actualmente a la consideración de la Corte. No obstante lo anterior, y como señaló el máximo tribunal en su anterior informe, esa eliminación no le impide, dentro de sus facultades, dictar instrucciones de carácter económico sobre la materia.

- La eliminación de la procedencia del recurso de apelación, respecto del texto informado la primera vez.

En esta oportunidad, se someten a la Corte, para su pronunciamiento, las disposiciones incorporadas como artículos 4° y 5° del referido proyecto de ley. El texto corresponde a la versión final propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del H. Senado, las que se originan en un informe complementario del segundo informe de esa Comisión, durante la tramitación del proyecto.

II.   Contenido del proyecto.

En lo referente a la materia que al Máximo Tribunal le corresponde informar, el texto actual del proyecto en relación al texto que informó favorablemente en enero de 2007, innova en los siguientes aspectos:





1. Compatibilidad de la acción especial de no discriminación con el recurso de protección.

Se elimina la mención que hacía el texto anterior del proyecto en el inciso final del artículo 4°, sobre la incompatibilidad entre la acción especial de no discriminación y el recurso de protección, de suerte que por omisión de alguna expresión sobre dicha incompatibilidad, o sobre la preferencia de la acción constitucional de protección, la compatibilidad entre ambas se deduce de manera tácita. Situación que este tribunal hizo presente para evitar la tramitación conjunta de acciones de similar naturaleza a las que podría incluirse la de tutela laboral.





2. Plazo para deducir la acción.

Se modifica el plazo para deducir la acción, reduciéndose de 3 meses a 30 días según lo dispone el inciso segundo del artículo 4°:

“Artículo 4° (…)





La acción señalada deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos…”

El plazo que se propone ahora resulta coincidente con el plazo del recurso de protección, modificado por el auto acordado sobre tramitación y fallo de éste, dictado por este Máximo Tribunal en el año 2007.





3. Competencia territorial.

Se precisa la competencia desde un punto de vista acumulativo, con opción de elegir el recurrente a la Corte de Apelaciones en que se hubiere producido el acto u omisión reclamados o a la del domicilio del afectado, aún con la imprecisión que se anota en el inciso primero:

“Artículo 4°





El o los directamente afectados podrán ocurrir a la Corte de Apelaciones respectiva mediante una acción por discriminación arbitraria, por sí o por cualquiera a su nombre, por las distinciones, exclusiones o restricciones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese su realización.





La acción señalada deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos, ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o la correspondiente al domicilio del afectado.”.





La contradicción se podría salvar reemplazando la palabra “respectiva” por “competente” en el inciso primero.





4. Apelación.

Se elimina del artículo 5° del nuevo texto, la referencia a la procedencia del recurso de apelación y de cualquier otro. Lo cual hace que el asunto sea conocido en única instancia, lo que será un factor para que el afectado pueda deducir, por la doble instancia, la acción de protección constitucional.





5. Procedimiento.

Al modificarse sustancialmente la redacción de los artículos 4° y 5° del proyecto, como se contenía en el texto informado a principios del año 2007, reaparecen los vacíos en el procedimiento.

La tramitación de la acción queda regulada exclusivamente en el inciso final del artículo 4° del proyecto, en los siguientes términos:





“En la tramitación de esta acción, la Corte, si hubiera controversia sobre los hechos, y lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver”.





6. Demanda de indemnización de perjuicios.

El texto del artículo 5° trata dos materias: 1) procedencia de demanda de indemnización de perjuicios en el inciso primero y, 2) aplicación de multas, en el inciso final.

La disposición del artículo queda redactada en los siguientes términos:

“Artículo 5°





Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se tramitará en un procedimiento breve y sumario.





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales”.

El inciso primero hace procedente a favor del o los afectados, la acción civil por indemnización de perjuicios, en caso de acogerse por la Corte de Apelaciones competente, la acción por discriminación arbitraria.

De acuerdo al inciso primero de este artículo, se otorga competencia para conocer de esta demanda, al “juez de letras competente”. Al respecto y a la luz de la imprecisión del artículo 4° con respecto a la competencia para conocer de la acción por discriminación arbitraria, no se precisa si será el juez de letras del domicilio del afectado o del de la jurisdicción donde se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria.





7. Aplicación de multas.

Se modifican las normas sobre aplicación de multas, contempladas en los incisos tercero y cuarto del artículo 6° del texto anterior del proyecto.

En el texto que se informa en el inciso final del artículo 5° se entrega a la Corte de Apelaciones la facultad de aplicar multa al infractor. Esta disposición establece lo siguiente:

“Artículo 5° (…)





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales”.

Esta disposición, por razones de técnica legislativa y tratándose de atribuciones que se otorgan a las Cortes de Apelaciones, es decir, al órgano jurisdiccional que conocerá de la acción, debiera contemplarse en el artículo 4° que precisamente regula el procedimiento de la acción en cuestión.





8. Acuerdos reparatorios.





Se elimina en el nuevo texto del artículo 5° toda referencia a la posibilidad de convenir entre las partes, acuerdos reparatorios.

III. Conclusiones





1. El proyecto, en su redacción final propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del H. Senado, no acoge las observaciones formuladas por la Corte en anteriores informes, en particular en los siguientes aspectos: i) Incompatibilidad de la acción por discriminación arbitraria con el recurso de protección; ii) Procedencia del recurso de apelación; iii) Reducción del carácter inquisitivo del procedimiento; iv) Apreciación de la prueba conforme a la sana crítica.





2. Se mantiene vigente la observación formulada por el Máximo Tribunal en su primer informe, relativa a la falta de concordancia entre el proyecto y la normativa sobre discriminación en materia laboral, contenida en el artículo 2° del Código del Trabajo (disposición reformada por la ley N° 19.759, de 5 de octubre de 2001). En efecto, de prosperar el proyecto habría diferentes tribunales que conocerían de la materia, a través de procedimientos igualmente disímiles.





Lo anterior, especialmente teniendo presente que debido a que las infracciones al Código del Trabajo en materia de discriminación son de competencia de los tribunales del ramo, a través del procedimiento de tutela laboral, y, en cambio, la acción especial de no discriminación sería conocida por las Cortes de Apelaciones.





Finalmente, se hace presente -como ha informado la Corte en proyectos anteriores- que se hará necesario suplementar los recursos que financian la actividad del Poder Judicial, atendida la mayor carga de trabajo que traerá consigo el aumento del ingreso de causas a los tribunales de justicia.”.





Como se señalara precedentemente, al finalizar su debate, la Comisión ofició una vez más al Máximo Tribunal para solicitar su parecer en relación con las enmiendas que la iniciativa en informe contempla en relación con las atribuciones de tribunales, las que difieren de aquellas planteadas por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN





Como se ha señalado, para desarrollar su trabajo, la Comisión estimó pertinente recibir a distintas personas y entidades interesadas en dar a conocer sus puntos de vista en relación con la iniciativa en estudio.





A continuación, se da cuenta de las opiniones que la Comisión escuchó en torno a la iniciativa en estudio, tanto al inicio de su trabajo como durante el desarrollo del debate.


1) En primer lugar, participaron en una de las sesiones de la Comisión, en representación de la Red por la Vida y la Familia, su Coordinadora, señora Patricia Gonnelle, y el abogado señor Álvaro Ferrer Del Valle, quien, además, se desempeña como investigador del Centro de Estudios para el Derecho y la Ética Aplicada, CEDAP-UC, de la Pontificia Universidad Católica de Chile.

El señor Ferrer dio a conocer a la Comisión el siguiente documento:


“Se encuentra en su segundo trámite constitucional, pendiente el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento respecto del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, Boletín Nº 3.815-07. Sobre éste, se presentan a continuación algunas consideraciones lógicas y jurídicas que, en su conjunto, cuestionan fundadamente su conveniencia.


Las observaciones, según se ha dicho, serán de dos tipos: lógicas, aquellas que evidencian las incoherencias internas o contradicciones del proyecto, tanto las que inciden en su calidad de instrumento regulador de conductas en la sociedad civil, como las que le restan toda eficacia respecto a la consecución de los fines que lo inspiran: proteger a las víctimas de la discriminación arbitraria; jurídicas, aquellas que ponen de manifiesto los puntos en que el proyecto de ley en comento adolece de vicios de inconstitucionalidad.


En el análisis que sigue se tendrán presentes tanto el texto del proyecto de ley según se contiene en el Informe Final de la Comisión de Derechos Humanos de fecha 11 de junio del año en curso (oficio Nº 13.209), como el Mensaje Nº 315-352 que S.E. el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, incluyera con el texto del proyecto el 14 de marzo de 2005, toda vez que dicho Mensaje manifiesta las razones e intenciones que justifican este esfuerzo legislativo, no obstante se hayan realizado importantes modificaciones al proyecto a lo largo de su tramitación.


A continuación, el análisis del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, en forma de conclusiones, cada una con sus respectivos fundamentos:


I. El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación no importa un avance sustantivo en la protección de la garantía constitucional de la igualdad ante la ley: entrega la protección de un bien jurídico relevante a la variabilidad de la contingencia; crea confusiones al establecer una superabundancia de cuerpos legales aplicables en la materia; deteriora el recurso de protección:


1) En efecto, nuestra Constitución Política de la República consagra en su artículo 19, número 2:


“La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.


Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”.


Como es sabido, se trata de una garantía que nuestra Constitución asegura a todas las personas y que protege a través de del recurso de protección, acción cautelar que procede siempre que cualquier titular de esta garantía sea objeto de privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de su derecho en la especie.


2) No obstante, se ha pretendido introducir una nueva reglamentación, “que otorgue un tratamiento integral y más efectivo a la no discriminación”
. Como antecedente de esta afirmación se han citado diversos Tratados Internacionales suscritos y ratificados por Chile que se encuentran vigentes
, como también el hecho que en nuestro país se han introducido regulaciones legales sobre la materia aplicables a determinados sectores
. Con ello, se afirma “no hay razón alguna para evitar que se regule, por vía meramente legal, el mecanismo idóneo para proteger el principio de no discriminación”
. A mayor abundamiento, se sostiene que “la dinamicidad que suponen las normas de rango legal, permitirá una constante reformulación del contenido normativo del principio, acorde con los avances del mundo moderno. Ello no sucede con una norma de rango constitucional”
.


3) Pues semejantes razones no bastan para probar que, en la especie, una regulación legal sobre la materia, adicional a la contenida en nuestra Constitución Política, sea del todo necesaria y conveniente, ni menos que represente un avance considerable en la protección del bien jurídico de la igualdad ante la ley:


4) Primero, porque el principio que protege un bien jurídico relevante no puede quedar abandonado primordialmente a la variabilidad de la contingencia. La desigualdad injusta, evento que pretende evitarse con la presente regulación, no radica, en cuanto efecto de una acción, en su coincidencia con una determinada condición contingente. Más bien, tal resultado merecerá ser calificado como injusto o arbitrario cuando vulnere un sólido y permanente criterio sustantivo, cual es la igualdad ante la ley, principio consagrado y garantizado por la Constitución y tutelado por el recurso de protección. Y esto porque el análisis que permite al juez determinar si una acción merece la calificación jurídica de discriminación arbitraria se realiza siempre a posteriori. Por tanto, incluir categorías o criterios que a priori constituyen o pueden constituir en sí mismos indicios de discriminación sólo abre posibilidades de confusión
. si la contingencia y sus categorías se erigen como criterios o estándares para juzgar si existió o no discriminación arbitraria en un caso determinado, existirán tantas reglas de medida como la contingencia reclame y la norma legal incluya. Nada bueno puede esperarse de semejante regulación. En cambio, si existe un sólido y permanente criterio para juzgar las situaciones contingentes, se asegura mayor rigurosidad, uniformidad y seguridad jurídica. No puede ser de otro modo: una adecuada técnica legislativa, a la hora de consagrar estándares para evaluar la corrección de conductas, ha de privilegiar criterios formales antes que criterios materiales: principios determinantes antes que situaciones variables. Y, precisamente, eso es lo que actualmente consagra nuestra Constitución: la igualdad ante la ley a todas las personas y la prohibición de toda discriminación arbitraria, independiente de su forma, momento, lugar, agente o paciente.


5) Segundo, la superabundancia de cuerpos legales sobre la misma materia -contra lo que se espera- bien puede servir de causa para crear confusiones que, lejos de proteger con mayor fuerza el bien jurídico, determinan su desprotección. Así lo ha estimado nuestra Corte Suprema en los distintos oficios que ha remitido sobre la materia
. Si bien algunas de las indicaciones hechas por la Excelentísima Corte Suprema fueron incorporadas en el proyecto de ley en comento en etapas anteriores, el texto despachado por la Comisión de Derechos Humanos adolece en definitiva de los siguientes vicios:


i. La iniciativa legal es incongruente con las disposiciones que establece el artículo segundo del Código el Trabajo para impedir la discriminación en el ámbito laboral y que fueron perfeccionadas con la reforma que introdujo a ese precepto el N° 2 del artículo único de la ley N° 19.759, de 5 de octubre de 2001: se produce en los distintos términos en que ambos describen los actos de discriminación, como también en los diferentes tribunales que conocerían de la materia, a través de procedimientos igualmente disímiles. En efecto, las infracciones al Código del Trabajo son de competencia de los tribunales del ramo y se sujetan al procedimiento que regula el Libro V de este cuerpo legal y, en cambio, la acción para reclamar de la contravención de las normas del proyecto sería conocida por Cortes de Apelaciones mediante el procedimiento que prevé la misma iniciativa.


ii. La acción especial de no discriminación contenida en el proyecto despachado nada dice sobre su complementariedad respecto de otras acciones especiales; así, en materia laboral, en que precisamente hay mayor riesgo de discriminación, la iniciativa daría lugar a la existencia de dos regímenes paralelos y diferentes para impugnarla, tanto en aspectos sustantivos como especialmente en el plano judicial.


iii. Sobre esta idea, cabe agregar que el proyecto despachado nada dice ni regula sobre la posibilidad de interponer la acción especial de no discriminación y, sobre los mismos hechos, un recurso de protección. Así, la acción de discriminación es compatible con el recurso de protección u otra acción judicial contenida en leyes especiales, incluso cuando se refiera a los mismos hechos: la redundancia es evidente.


iv. El proyecto de ley no establece ningún tipo de examen o análisis de parte del tribunal competente para determinar en forma previa la admisibilidad de la acción especial de no discriminación. De ello cabe esperar no otra cosa sino una mayor cantidad de causas, muchas de ellas de naturaleza superflua y jurídicamente irrelevante, entorpeciendo la administración de justicia, toda vez que podrían haberse interpuesto y conocido a través de un recurso de protección.


6) Tercero, el proyecto despachado tutela en menor medida el bien jurídico que pretende proteger:


i. No contempla recurso de apelación para la acción especial de no discriminación. En cambio, el recurso de protección sí lo hace, otorgando así la garantía de una segunda instancia para las partes involucradas en un litigio sobre la especie.


ii. Tampoco contempla disposición alguna que faculte a la Corte Suprema para regular, a través de un auto acordado, los aspectos necesarios para la debida sustanciación de la acción (no obstante, tal silencio no le impide a la Corte Suprema, dentro de sus facultades, dictar instrucciones de carácter económico sobre la materia). El recurso de protección, por su parte, se encuentra plenamente regulado por el Auto Acordado para su tramitación y fallo, confiriendo a los agraviados mayor amplitud y facilidad para la defensa de las garantías constitucionales que les fueren conculcadas ilegal o arbitrariamente.


iii. Nada dice sobre la forma en que el tribunal competente deberá apreciar la prueba. Sólo se dice que, existiendo controversia sobre los hechos y si lo estimare pertinente, la Corte podrá abrir un término probatorio que no exceda de ocho días, pudiendo también decretar medidas para mejor resolver. Tratándose de una acción cautelar, debería darse a la Corte de Apelaciones facultades amplias, para apreciar la prueba según las reglas de la sana crítica, tal como lo establece el Auto Acordado sobre tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales.


iv. La acción puede interponerse sólo por el directamente afectado. El recurso de protección, en cambio, puede interponerse también por cualquiera a su nombre, capaz de parecer en juicio, aunque no tenga para ello mandato especial, por escrito, en papel simple y aún por telégrafo o télex.


v. A diferencia del recurso de protección, donde la Corte puede decretar orden de no innovar, en la acción especial de no discriminación sólo puede decretar medidas para mejor resolver.


7) Cuarto, el proyecto de ley en comento es causa de un deterioro en la acción de protección consagrada en la Constitución Política de la República:


i. La acción especial de no discriminación, además de generar confusión por la superabundancia de normas y la superposición de regímenes legales aplicables a la misma materia, importa un deterioro de la eficacia de la acción de protección como tutela efectiva de las garantías constitucionales, al crearse otros mecanismos que cumplirían el mismo rol. Así, el recurso de protección en la especie se vuelve redundante y, por tanto, innecesario (no obstante, como se ha señalado, tutelar en mayor y mejor medida la garantía constitucional de igualdad ante la ley).


8) Quinto, la descripción casuística del marco legal de la tutela al derecho de no ser discriminado, mediante la enumeración de criterios que representan condiciones individuales o sociales que remarcan algún grado de identidad –según reza el Mensaje del proyecto-, más que “acotar” el concepto de discriminación arbitraria para facilitar su reclamo, la acción jurisdiccional correspondiente y el posterior conocimiento y fallo de ésta por parte de la Corte de Apelaciones, antes bien restringe la protección del bien jurídico generando múltiples confusiones e injustificadas exclusiones:


i. El artículo 3° del proyecto en comento dice: “Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.”.


ii. El Mensaje del proyecto de ley analizado justifica la inclusión de estos criterios a fin de acotar el concepto de discriminación arbitraria
. Pues no se ve razón para esto: si la causa que justifica este nuevo cuerpo legal se funda en los cambios sociales que crean nuevas situaciones susceptibles de ser materias de discriminación arbitraria, una enumeración como la del artículo 3°, lejos de permitir una mayor protección restringe el ámbito de protección. Cierto es que la norma menciona dichos criterios como formas particulares susceptibles de discriminación arbitraria, permitiendo así que otras formas puedan ser materia de la misma protección y acción jurisdiccional. Pero no se ve por qué sólo esos criterios han de ser formas particulares susceptibles de discriminación injusta: existen múltiples alternativas adicionales que bien merecen ser incluidas como formas particulares objeto de potencial discriminación arbitraria, como el color de piel o la estructura genética.


iii. A mayor abundamiento, el Mensaje afirma que tales criterios representan “condiciones sociales o individuales que remarcan algún grado de identidad”. Pues bien, semejante aserto permite, por la vía interpretativa, que cualquier consideración subjetiva o de facto se reclame como constitutiva de “algún grado de identidad”. Así, dichos reclamos o expectativas -siguiendo el mismo raciocinio- merecerían ser incluidos dentro de las formas particulares susceptibles de discriminación arbitraria: donde existe la misma razón debe existir la misma disposición. Como puede verse, la descripción casuística del marco legal no parece conveniente: restringe las formas particulares susceptibles de discriminación arbitraria a un número reducido, dejando fuera –sin justificación- otras tantas de igual relevancia en cuanto “condiciones sociales o individuales que remarcan algún grado de identidad”.


iv. En la misma línea, el Mensaje del proyecto de ley analizado afirma que “se ha preferido diferenciar algunas situaciones análogas para evitar discusiones sobre si están o no comprendidas”
, como la separación entre los criterios de sexo, género y orientación sexual. Resulta, entonces, contradictorio incluir y separar criterios análogos –no hay prueba de tal analogía- para evitar discusiones sobre si están o no comprendidos, y en el mismo acto dejar fuera otros tantos que, por ello, generarán precisamente la discusión que se ha querido evitar.


v. El mismo artículo contiene criterios de diversa naturaleza, asumiendo sin prueba ni expresión de causa que todos ellos representan “condiciones sociales o individuales que remarcan algún grado de identidad”
. Una lectura atenta de los criterios contenidos permite concluir que ninguno de ellos es per se rasgo constitutivo de identidad: dependerá de cada persona, según su personal apreciación y valoración, determinar si para ella tal o cual de los criterios contenidos en la norma remarca en algún grado su identidad. Bien puede darse el caso de aquel que, participando en varios de dichos criterios a la vez, no considere a ninguno de ellos como relevante a efectos de remarcar su identidad personal. Ello no representa problema alguno. Pero sí es un problema grave el que el legislador imponga a la sociedad un número determinado de criterios que, a su personal parecer, remarcan la identidad de las personas. Si ha de hacerlo, tal empresa será razonable si y sólo si su resultado contiene, recoge y protege las notas que constituyen la esencia de toda persona y sus propiedades fundamentales. Así, extraña no encontrar dentro de los criterios susceptibles de discriminación arbitraria uno común a todos los ciudadanos, de especial relevancia y objeto de máxima protección para nuestra Constitución
, cual es la personalidad del nasciturus desde su concepción.


vi. Además, es del todo incoherente que se incluyan criterios en calidad de “condiciones sociales o individuales que remarcan algún grado de identidad” y, a la vez, se afirme que “se ha preferido diferenciar algunas situaciones análogas para evitar discusiones sobre si están o no comprendidas”
: no son equiparables, de ninguna forma, rasgos que constituyen identidad a meras situaciones. Los primeros se predican como propiedades –no pueden no estar en el sujeto-, los segundos como accidentes –pueden estar o no estar en el sujeto-. No corresponde a una adecuada técnica legislativa llamar igual a cosas distintas, menos regular de igual forma atributos tan disímiles en materia tan sensible e importante. Con todo, y concediendo el error, tal práctica sirve de argumento para todo tipo de reclamos con miras a la inclusión de nuevos criterios –sustantivos o accidentales- como formas particulares de discriminación arbitraria. Si ya se han incluido criterios de ambos tipos ¿por qué razón es justo excluir otros tantos de un tipo u otro?


vii. Salta a la vista la conveniencia de la actual regulación sobre la materia: según se ha explicado, un criterio sustantivo y permanente otorga mayor seguridad jurídica, permitiendo evaluar la corrección de cualquier tipo de acciones y situaciones, más allá de las variaciones de la contingencia que, además de inevitables, resultan imposibles de ser todas reconocidas e incluidas por el legislador como formas particulares susceptibles de discriminación arbitraria. En rigor, ¿existe algún ámbito de la existencia humana que no pueda ser materia de discriminación arbitraria?


II.  El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación importa, más bien, un retroceso sustantivo en la protección de la garantía constitucional de la igualdad ante la ley: la inclusión de criterios como formas particulares de discriminación dificultan la prueba en los casos en que tal discriminación ocurra; en la práctica, determinan la relajación del estándar de prueba y la inversión de la carga de la prueba en los juicios por discriminación:


1) La inclusión de criterios que, a juicio del legislador, constituyen formas particulares de discriminación arbitraria, dificultan la prueba en los casos en que tal discriminación ocurra.


2) Un análisis de la actual redacción del artículo 3° del proyecto de ley comentado no permite concluir de otro modo: “Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.”.


i. La redacción del artículo afirma que habrá discriminación arbitraria cuando: 1) exista distinción, exclusión, restricción o preferencia injustificada; 2) cometida por agentes del Estado o particulares; 3) que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


ii. Como se ve, la norma requiere que cada uno de sus verbos rectores –distinguir, excluir, restringir, preferir- vaya necesariamente acompañado de un adjetivo –injustificado-. No puede ser de otra manera, dado que lo característico de la vulneración a la garantía de igualdad ante la ley radica en su irracionalidad: no basta que exista discriminación o trato diferente; es preciso que éste sea injusto, caprichoso, carente de justificación racional.


iii. Sobre 2) y 3): es correcto mencionar como potencial agente del trato injustamente discriminatorio al Estado o a los particulares, puesto que, además de ser ambos igualmente aptos para tal conducta, para el reproche jurídico es irrelevante quién sea el actor. Todo lo anteriormente expuesto no ofrece dificultades.


iv. Distinto es el caso cuando la norma expresa que habrá en particular conducta arbitrariamente discriminatoria cuando las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias injustificadas “se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”. La redacción permite dos alternativas de interpretación: ¿la conducta discrimina arbitrariamente por ser injustificada? ¿o es injustificada por fundarse en alguno de los motivos que la norma enumera?


a) La primera interpretación –la conducta es discriminatoria por ser injustificada- añade a la carencia de justificación el hecho –siguiente o concomitante- de encontrarse la conducta fundada en alguno de los motivos expresados. Aquí existe separación entre la falta de justificación y el motivo fundante; este último sólo sirve para ilustrar y, de algún modo, aclarar formas “tipo” susceptibles de discriminación arbitraria, sin establecer identidad ni relación de causalidad entre tales motivos y la calificación jurídica de arbitrariedad: es decir, según esta interpretación la causa de la arbitrariedad radica primaria y primordialmente en la injustificación de la acción y no en el hecho de, además, encontrarse fundada en alguno de los motivos que la norma enumera. Pues bien, esta interpretación no ofrece mayores dificultades que las ya expuestas: reduce el ámbito de protección del bien jurídico generando confusiones y exclusiones. Paradojalmente –toda vez que se trata de formas particulares susceptibles de discriminación arbitraria que se pretender proteger especialmente-, AL REQUERIR QUE SE DEMUESTRE UN MOTIVO COMO FUNDAMENTO DE LA ACCIÓN SE DIFICULTA LA PRUEBA, ya que es necesario evidenciar un elemento subjetivo en el actor de la conducta discriminatoria.


b) Según el Diccionario de la Real Academia Española, fundamento es “raíz, principio y origen en que estriba y tiene su mayor fuerza algo no material”; motivo es “la causa o razón que mueve a algo”; y causa es “el principio que produce un efecto”. Con estas acepciones presentes para evitar equívocos, resulta que la prueba necesaria no es otra que la siguiente: demostrar que, en la especie, se ha distinguido, excluido, restringido o preferido NO SÓLO injustificadamente, sino que ADEMÁS de la falta de justificación, la acción (efecto) tuvo por causa o motivo desde su origen y raíz, y de forma preponderante –de donde arranca su mayor fuerza-, una aversión, rechazo, repugnancia, oposición, desprecio o resistencia: un prejuicio habitual o permanente hacia la raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad, de donde la conducta o acción que se juzga no es más que una manifestación de esta habitual disposición.


c) ¿Por qué? Porque sólo de esta forma es posible configurar la arbitrariedad, toda vez que resulta innegable el hecho que existen múltiples acciones fundadas en los criterios enumerados donde la distinción, exclusión, restricción o preferencia resulta justa, razonable, necesaria y conveniente. Es decir, atribuir arbitrariedad a TODA acción fundada en dichos motivos es absurdo; sólo cabe atribuirla en aquellos casos donde la conducta manifiesta irracionalidad, y ello ocurrirá donde existe habitualmente una aversión injustificada hacia las categorías enumeradas en el proyecto de ley
, disposición que impide o rechaza, por ejemplo, juzgar los méritos para evaluar si una persona es o no un medio
 idóneo para realizar un oficio.


d) Y esto es precisamente lo que se concluye a partir de esta interpretación: no basta a la norma que la acción sea injustificada. Además requiere que la conducta se FUNDAMENTE en dichos motivos. Esto conlleva la dificultad para la víctima de probar en el actor dicha falta de justificación –desproporción entre medios y fines- ADEMÁS DE una aversión permanente hacia uno u otro de los criterios contenidos en la norma.


e) Podrá decirse que no es necesario probar este elemento subjetivo, sino que, más bien, es necesario probar –según la norma establece- la privación, perturbación o amenaza en el ejercicio de los derechos que el ordenamiento jurídico reconoce y protege. De ser así, PIERDE TODO SENTIDO LA INCLUSIÓN DE LOS CRITERIOS EN COMENTO: basta probar una distinción irracional, injustificada, injusta que prive, perturbe o amenace el ejercicio de determinados derechos. Es irrelevante que el actor proceda o no con ánimo discriminatorio. Basta demostrar en el proceso la desviación de fines. Así lo afirma el mensaje del proyecto de ley analizado: “la discriminación debe ser arbitraria. No se exige, por tanto, la ilegalidad como factor de configuración, sino que la falta de fundamento o de proporcionalidad o de desviación de fin”
. Habrá, entonces, que atenerse a la naturaleza de las realidades incorporadas en la situación que se analiza, para determinar objetivamente si, según dicha naturaleza, se han considerado o no los medios en atención a sus méritos para alcanzar fin que se pretende. Como se ve, se trata de un análisis en concreto y puramente objetivo. Así, la inclusión de criterios como formas susceptibles de discriminación arbitraria resulta impertinente; más aún, el que la acción obedezca a dichos criterios como motivos fundantes queda excluido todo análisis de factores subjetivos.


f) A mayor abundamiento: no se comprende la necesidad de incluir estos criterios indicativos de discriminación arbitraria “en particular” si, como reza el Mensaje, se exige demostrar en el proceso la desviación de fines. Como recién se explicó, radicar la prueba en la desviación de fines transforma en innecesaria e irrelevante la demostración del elemento subjetivo. ¿De qué manera importa entonces si la acción se fundamenta en alguno de dichos motivos? De ninguna, salvo: 1) que se asuma o presuma que no existen fines incompatibles con los criterios enumerados; 2) que se asuma o presuma que los criterios enumerados constituyen fines en sí mismos, de modo tal que, existiendo identidad entre éstos y cualquier fin, jamás existirá incompatibilidad entre ellos. Pues ambos asertos, evidentemente, son falsos: la realidad muestra a diario situaciones donde la naturaleza de un fin resulta necesariamente incompatible con el sexo, la edad, el estado civil, etc. de cualquier persona –y, por tanto, la distinción fundada en dicho motivo será plenamente racional y conforme a Derecho-; no es posible pretender identificar, por ejemplo, la edad de una persona como el fin de la labor que ha de realizar: a todas luces su edad es condición –luego medio- para un fin determinado. Lo mismo cabe decir de todos y cada uno de los criterios enumerados en el proyecto de ley. Se concluye que, de radicar la prueba en la desproporción o desviación de los fines –como en verdad corresponde en estas materias- la inclusión de criterios indicativos per se de discriminación arbitraria en cuanto motivos fundantes de una distinción es irrelevante e impertinente.


La desviación de fines no ocurre cuando alguno de estos criterios es el fin en que radica la distinción: ello puede ser perfectamente legítimo. Más bien, ésta ocurre cuando existe una aversión o rechazo de tal condición o categoría o criterio en el que se encuentra una persona y tal estima o negación es injustificada respecto del fin que por naturaleza tiene la acción o derecho que se pretende ejercer. Como sería rechazar a un hombre casado, dejándolo sin trabajo, puesto que el empleador es soltero y no soporta a quien opta dedicar su vida a la familia, siendo que tal condición en nada afecta su desempeño laboral, existiendo entonces una desproporción o desviación entre la naturaleza del fin, la de los medios aptos o idóneos para alcanzarlo y la exigencia del empleador al empleado.


g) Distinto es el caso con el recurso de protección en la materia: basta probar la carencia de justificación en el caso particular, sea que exista o no un rechazo permanente hacia la condición o situación en que se encuentra la persona. No se requiere probar, necesariamente, un prejuicio habitual contrario a un determinado criterio; la acción es procedente cada vez que se demuestra que se ha distinguido, restringido, excluido o preferido de manera irracional: en el caso concreto, el medio o la condición evaluada no tiene vinculación objetiva y razonable con la naturaleza del fin que se pretende alcanzar.


Siguiendo el ejemplo anterior, no sería relevante la disposición subjetiva del empleador: que sienta afinidad o rechazo por aquellos que dedican su vida a la familia. Bastará probar que la exigencia a su empleado es desproporcionada en relación a la naturaleza de los medios objetivamente aptos para el desempeño eficiente de la labor encomendada.


h) La segunda interpretación radica la arbitrariedad primaria y primordialmente en el hecho de que la acción se fundamente en alguno de los motivos que la ley enumera: he aquí su falta de justificación. Pues bien, esta alternativa ofrece considerables dificultades:


i) Es, sencillamente, absurda: como ya se dijo, no es posible atribuir a priori la calificación jurídica de arbitrariedad a toda conducta que se funde en alguno de los motivos que enumera el proyecto de ley: la exclusión de un enfermo contagioso de labores donde la asepsia es condición necesaria no resulta irracional, todo lo contrario. Aquí la enfermedad es, precisamente, el motivo fundamental de la exclusión, pero tal acción jamás podrá considerarse arbitraria. Es el fin de la acción el único factor que permite juzgar si los medios son o no adecuados para su consecución. Luego, si una persona no cumple a cabalidad con las condiciones para calificar como un medio idóneo para la consecución de un fin, y no obstante su falta de idoneidad se funde en uno o varios de los criterios susceptibles de discriminación arbitraria en particular según la norma, la acción que distingue –discrimina- no será arbitraria: tiene plena justificación racional. Por tanto, identificar a priori arbitrariedad con cualquier acción que discrimina fundada en alguno de los motivos que enumera la norma es absurdo.


j) Enseguida, y según las razones anteriores, esta interpretación nuevamente obliga a demostrar un ánimo o prejuicio habitual contrario a los motivos que contiene la ley: así, habrá discriminación arbitraria cuando se pruebe la falta de justificación, y ello ocurrirá cuando se demuestre que se ha distinguido, excluido, restringido o preferido injustificadamente EN CUANTO la acción (efecto) tuvo por causa o motivo desde su origen y raíz, y de forma preponderante –de donde arranca su mayor fuerza-, una aversión, rechazo, repugnancia, oposición, desprecio o resistencia: un prejuicio habitual o permanente hacia la raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad, de donde la conducta o acción que se juzga no es más que una manifestación de esta habitual disposición. Podrá existir, dado el caso, plena concordancia entre las partes respecto de los hechos ocurridos; restará probar la causa o motivo por el cual el demandado actuó de una manera determinada.


v. No obstante las razones anteriores, podría insistirse en la necesidad de incluir dichos criterios a modo de “indicadores” habituales o recurrentes de motivos o ánimos de distinciones indebidas e injustificadas. Semejante matiz, aunque bien intencionado, no ofrece garantía suficiente a efectos de la prueba. Antes bien, se presta fácilmente como ocasión para irregularidades que, en la práctica, importan una relajación del estándar de prueba u una inversión del onus probandi o carga de la prueba: en efecto, la excesiva ponderación de dichos criterios como simples indicadores bien puede traducirse en que, probado que una persona se encuentra dentro de la situación que dicho criterio comprende, se entienda que en su contra ha existido una distinción indebida. No es inverosímil presumir este escenario: el afectado podrá alegar que, por ejemplo, su estado civil –es casado y con muchos hijos- ha sido el criterio que el actor tuvo primordialmente a la vista para rechazarlo en un proceso de postulación a un trabajo, y que tal criterio es irrelevante en atención a la naturaleza del trabajo –el fin-, por lo cual ha existido desviación de fines, desproporción y, en síntesis, irracionalidad en la medida. El juez podrá analizar la naturaleza del trabajo y concluir que, tal como se alega, nada hay en éste que impida a un hombre casado y padre de familia numerosa realizarlo en forma satisfactoria. No existe justificación explícita de parte del empleador, por lo cual parece una medida injustificada. Además, parece estar fundada únicamente en el estado civil del demandante, condición que la norma asume como susceptible de discriminación arbitraria en particular. Pero de ello no cabe concluir que el actor efectivamente ha procedido con ánimo discriminatorio, ni siquiera que el estado civil del demandante fue el factor determinante de su exclusión. Se trataría de un non sequitur evidente
. El problema radica en la facilidad para el demandante de probar que, simplemente, está comprendido en alguna de las situaciones que la ley considera motivos particulares de discriminación arbitraria. Probado ello será el demandado quien deberá demostrar que en la especie no ha distinguido en razón de ese motivo, o que si lo ha hecho, tal decisión no es irracional. Como puede verse, es verosímil esperar una inversión en la carga de la prueba en situaciones semejantes. No es conveniente preparar el terreno a la confusión, asociando por determinación legal un motivo o ánimo discriminatorio con una condición de facto predicable de una persona: la constatación de tal hecho no es de suyo causa eficiente ni condición de discriminación arbitraria.


a) Es posible observar en la jurisprudencia comparada que lo ya razonado ha ocurrido efectivamente y por las mismas razones: se ha alterado el estándar de prueba y se ha invertido la carga de la prueba so pretexto de proteger más a las víctimas de discriminación arbitraria: el término estándar de prueba se refiere al grado de probabilidad con que deben demostrarse los hechos en el proceso para confirmarse o fundarse como verdaderos. A su vez, la carga de la prueba es la obligación legal de una parte de convencer al juez, según un determinado estándar, de que los hechos que alega son verdaderos.


b) La jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos o derechos fundamentales ha establecido cambios relevantes en relación al estándar y a la carga de la prueba. Fue a partir de las dificultades presentadas por el estándar de la “duda razonable” que surgieron las modificaciones: se ha sostenido que dicho estándar, que busca un grado de seguridad altísimo que impida al juez concebir cualquier tipo de duda justificada o razonable en contra de las pruebas ofrecidas en un proceso, resulta apropiado y adecuado en materia penal, pero no en el contexto de los derechos fundamentales, sobre todo cuando tal estándar debe alcanzarse en procesos donde resulta imprescindible probar un elemento subjetivo determinante en el actuar del demandado.


c) Ha sido posible observar como la jurisprudencia  ha concluido a partir de inferencias, presunciones e incluso cambios o “giros” en la carga de la prueba. Estas prácticas han alcanzado consenso en Europa, particularmente en casos sobre derechos fundamentales relacionados con la discriminación del más débil.


La Corte Europea de Derechos Humanos ha dicho: “la Convención Europea de Derechos Humanos pretende garantizar derechos no teóricos e ilusorios, sino prácticos y efectivos” (Artico vs. Italia, 1980).


Pero la aplicación del estándar de prueba “más allá de toda duda razonable” no permite alcanzar tal objetivo (Assenov vs. Bulgaria, 28 de octubre de 1999; Velikova vs. Bulgaria, 18 de mayo de 2000).


El caso más emblemático de este giro en torno al estándar y la carga de la prueba es la resolución de la Corte Europea de Derechos Humanos en el caso Nachova y otros vs. Bulgaria: “La Corte ha establecido en variadas ocasiones que el estándar de prueba aplicable es aquel que excluye toda duda razonable en el sentenciador. No obstante, ha dejado en claro que tal estándar no debe interpretarse al modo como se lo utiliza en materia criminal (...). La Corte ya ha reconocido que determinados cambios en la valoración de la prueba pueden resultar necesarios en casos en que se alegan actos de violencia discriminatoria. Adicionalmente, se ha convertido en una visión común en Europa que la efectiva implementación de la prohibición de la discriminación, en cuanto constituye un atentado contra un derecho fundamental de toda persona humana, requiere el uso de medios especiales en consideración a la dificultad de la prueba en cuestión (...). En estas circunstancias, la Corte considera que la carga de la prueba gira hacia el demandado, quien debe satisfacer a la Corte en base a evidencia adicional o a una explicación de los hechos que demuestren razonablemente que los hechos demandados no se debieron a ninguna actitud o acción discriminatoria” (Nachova y otros vs. Bulgaria, Corte Europea de Derechos Humanos, aplicación Nº 43577/98, 43579/98, del 26 de febrero de 2004).


A partir de lo anterior, la Unión Europea estableció un nuevo estándar de prueba en relación a demandas sobre discriminación en su “Directriz sobre equidad racial”, obligatoria para los estados miembros desde el 19 de julio de 2003. Ésta estipula que: “UNA VEZ QUE LA DEMANDANTE ACREDITA CIERTOS HECHOS QUE SE PRESUMEN PUEDEN CONSTITUIR DISCRIMINACIÓN DIRECTA O INDIRECTA, la carga de la prueba corresponde al demandado, quien deberá probar que no se ha violado el principio de igualdad de trato” (Directiva de Consejo 2000/43/EC del 29 de julio de 2003, Official Journal L 180, 19/07/2000 p. 0022-0026).


Estados miembros de la Unión Europea aplican principios semejantes:


i. Así, en el Código Civil Alemán: “el empleado puede probar discriminación en su contra por una mera preponderancia de evidencia”.


ii. En Holanda, establece el respectivo Código de Procedimiento en su artículo 177: “la carga de la prueba puede cambiar hacia el empleador en razón de equidad para asegurar la igualdad entre las partes de un conflicto laboral”. Así lo confirmó la Corte Suprema holandesa en fallo del 10 de diciembre de 1982.


Incluso en Estados Unidos es posible encontrar el mismo principio en jurisprudencia de su Corte Suprema (Mc Donell Douglas Corp. Vs. Green, 411 US 792, 802, 1973; Griggs vs. Duke Power Co. 401 US, 424, 427, 1971) y en el Acta sobre Derechos Civiles de 1991 (sección 105(a)), que específicamente señala que la carga de la prueba recae sobre el empleador para demostrar que una diferenciación basada en raza, color, religión, sexo o nacionalidad está directamente vinculada y justificada según la naturaleza del puesto de trabajo y las necesidades de la empresa.


3) Así las cosas, la inclusión de criterios que, a juicio del legislador, constituyen formas particulares de discriminación arbitraria, sea obligando al demandante a demostrar un elemento subjetivo en el proceder del demandado –constituya o no un permanente ánimo discriminatorio-, sea obligando al demandado a probar que no ha distinguido injustificadamente –invirtiendo así la carga de la prueba en el proceso-, dificultan la prueba en los casos en que tal discriminación ocurra.


III. El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación contiene graves vicios de inconstitucionalidad: la inversión de la carga de la prueba, entrega al demandado la alternativa de probar que no ha procedido con un ánimo discriminatorio permanente, lo cual siempre es posible; ello determina que los criterios contenidos en la norma -las simples situaciones de hecho- se consideren como configurativas de discriminación arbitraria; esto vulnera diversas garantías constitucionales:


1) La inclusión de criterios que, a juicio del legislador, constituyen formas particulares de discriminación arbitraria, en los hechos importa la imposición a los particulares de una determinada visión y concepción sobre los fines que es lícito dar a sus actividades, contrariando el legítimo ejercicio de las libertades que la Constitución les reconoce y protege y, asimismo, aunque tácitamente y por la misma vía, conlleva la imposición de los medios proporcionados y necesarios para alcanzar esos fines, constituyendo cuando menos una amenaza contra el legítimo ejercicio de los derechos que la Constitución reconoce y garantiza a todas las personas en su artículo 19 Nºs 2, 6, 11, 16, 21 y 24.


i. En efecto, al incluir determinados criterios como motivos fundantes de discriminación arbitraria en particular, asumiendo cualquiera de las posibles interpretaciones del artículo 3° del proyecto de ley en análisis –sea que se entienda que la conducta ha de ser injustificada y además fundarse en alguno de los motivos enumerados, sea que se entienda que la conducta es injustificada sólo por fundarse en alguno de dichos motivos- en los hechos se impone a los particulares cuales deben ser y cuales no, los fines y los medios que han de dar y disponer a sus actividades.


ii. No es posible elegir un fin y, en el mismo acto, no elegir los medios: el fin es causa de los medios que, subordinados y proporcionados, permiten alcanzarlo. Por lo mismo, es la naturaleza del fin la que determina la naturaleza de los medios para conseguirlo.


Por ejemplo, quien abre un establecimiento educacional necesariamente dispondrá los pasos a seguir para su adecuada mantención; dentro de ellos determinará los perfiles profesionales y requisitos que el personal deberá cumplir para cumplir satisfactoriamente sus labores. Todo ello y más, dependerá exclusivamente del tipo de establecimiento que se quiera mantener y su proyecto educativo. Es decir, del fin que se pretende alcanzar.


iii. Así, elegido el fin se ha determinado la naturaleza de los medios. Esto es, las condiciones que los medios han de cumplir para servir al fin que se busca. Luego, las condiciones que se exigen a los medios han de evaluarse razonables y proporcionadas según la naturaleza del fin.


iv. ¿A quién corresponde determinar el fin que se pretende alcanzar mediante la realización de actividades lícitas? No hay dos respuestas: al titular del derecho que legítimamente se ejerce. Es siempre el titular del derecho quien determina el fin que con ese derecho pretende conseguir, por supuesto ejerciéndolo en forma lícita.


En el ejemplo anterior, no es al Estado ni a los apoderados ni a los docentes a quienes corresponde determinar el proyecto educativo, sino al dueño del establecimiento –cumpliendo la normativa vigente-, sin perjuicio que pueda permitir y requerir la participación de todos ellos para la determinación y perfeccionamiento del mismo proyecto; con todo, seguirá siendo una decisión suya.


v. Pero si resulta que el legislador prohibe o amenaza con sancionar a quien realice distinciones en razón de determinadas condiciones sociales o individuales que remarcan algún grado de identidad como las enumeradas en la norma, resulta que ya no será posible al particular elegir fines cuya naturaleza determine medios que, como condición, excluyan cualquiera de dichas condiciones.


vi. Así, quien determine libremente un fin para una actividad lícita cuya naturaleza exija o recomiende que los medios cumplan con determinadas condiciones, y dichas condiciones coincidan con alguno de los motivos enumerados en la ley, se expone directamente a ser demandado por incurrir en discriminación arbitraria.


Es el caso del dueño del mismo establecimiento educacional que, según la naturaleza del proyecto educativo, requiere contratar únicamente los servicios de docentes que profesen una determinada creencia religiosa, toda vez que dicho proyecto educativo sólo puede alcanzarse en la medida en que exista unidad discursiva, en fondo y forma, entre los responsables directos de la instrucción docente.


vii. Exponer a una sanción a quien determina un fin y unos medios implica imponerle una determinada visión sobre los fines y los medios que sus actividades pueden lícitamente perseguir y contemplar: al excluir de sus medios las condiciones que la norma considera como motivos particulares de discriminación arbitraria se le impone una visión particular y excluyente sobre los mismos; de la misma forma, se le impone el fin que con esos medios –y no con los que libremente quisiera- puede intentar alcanzar.


Si el mismo dueño se ve imposibilitado de realizar tales contrataciones, puesto que algunos terceros interesados en dichos puestos de trabajo no profesan esa creencia religiosa y amenazan demandarlo por discriminación arbitraria, en la práctica, a través de la imposición de la naturaleza de los medios –o de la negación de la libre determinación de los mismos- no se causa otro efecto sino la imposición del tipo de fin que la Corte de Apelaciones estima que lícitamente puede perseguir.


viii. Podrá sostenerse que el legislador sólo incluye estos criterios, según se ha dicho, como indicadores más o menos recurrentes de discriminación arbitraria, pero en caso alguno los impone como prueba de distinción indebida siempre y en todos los casos. Pues bien, probado que una persona se encuentra dentro de la situación que dicho criterio comprende, fácilmente puede entenderse que en su contra ha existido una distinción indebida. Esto, además de invertir la carga de la prueba según ya se explicó, equivale a dejar en manos del demandante la determinación de las condiciones que los medios han de cumplir y, por el mismo camino, la determinación de la naturaleza del fin que el titular del derecho puede y debe perseguir:


a) Ya no será, por ejemplo, el empleador quien determinará si en su empresa es conveniente que trabajen personas de un sexo determinado. El o la afectada, por el simple hecho de encontrarse de facto dentro de una de las situaciones enumeradas en la norma como indicadores o motivos particulares de discriminación arbitraria, podrá reclamar que ha sido objeto de una distinción injusta e injustificada, sólo por ser hombre o mujer. La demanda en la especie no tendrá otro resultado que forzar al empleador a adecuar las condiciones exigidas a sus medios, alterando así los fines que se había propuesto.


b) Esto importa traspasar a quien tiene una mera expectativa en orden a ejercer un derecho, la titularidad del mismo derecho, privando a su titular de la facultad de usar, gozar y disponer de su derecho a su entero arbitrio, persiguiendo fines lícitos en conformidad al ordenamiento jurídico vigente.


c) Pero no es otro sino quien posee la titularidad del derecho quien debe ejercer el dominio. Lo contrario implica, ya lo dijimos, trasformar meras expectativas en derechos, privando de ellos a sus legítimos titulares.


d) No debe confundirse la frustración de una expectativa legítima con una discriminación arbitraria: lo primero no es otra cosa sino la consecuencia no querida ni buscada de la facultad que toda persona tiene para libremente elegir los fines y disponer los medios más adecuados en el legítimo ejercicio de sus derechos, sin intervención del Estado ni de terceros interesados.


2) El razonamiento anterior permite ver cómo es que diversas garantías constitucionales se verán afectadas:


i. El artículo 19 Nº 2: pues si en Chile no hay persona ni grupo privilegiados, y ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias, no es posible comprender cómo conciliar el precepto constitucional con una ley como la aquí comentada que: 1) considera como sujetos pasivos especiales de discriminación arbitraria a todos aquellos que caigan dentro de las categorías o grupos que incluye el artículo 3°, otorgándoles de esa forma una protección mayor, dejando fuera de tal privilegio particular –sin expresión de causa- al resto de la población, no obstante puedan existir personas o grupos cuyos rasgos personales también constituyan presupuestos de identidad personal que, dado el caso, puedan ser objeto de diferencias o exclusiones injustas.


ii. El artículo 19 Nº 6: pues si se asegura a todas las personas la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos, no es difícil constatar que tales libertades incluyen por cierto la facultad de escoger fines y disponer medios lícitos para la consecución de objetivos o proyectos dentro del marco de una creencia religiosa. Como se ha visto, el proyecto de ley aquí comentado priva al titular de un derecho de la facultad de disponer los medios más adecuados al fin lícito que persigue, entregando a quien tiene una mera expectativa la facultad de forzar la naturaleza de dichos medios mediante la judicialización de sus deseos legítimamente negados. Lo anterior cobra mayor relieve cuando se trata de la manifestación de las creencias religiosas: no es posible desconocer que tanto actividades profesionales como empresariales se enmarcan dentro del ejercicio de este derecho humano fundamental, por lo cual el campo de posibles vulneraciones a dicha garantía va mucho más allá que la práctica libre del culto religioso en los lugares dispuestos para ello, sean éstos públicos o privados, conforme establecen los artículos 6° y 7° de la ley N° 19. 638
.


El mismo ejemplo ya citado: el dueño del establecimiento educacional, al no poder exigir la profesión de una determinada creencia religiosa entre las personas a contratar como docentes, se ve privado de perseguir un proyecto educativo que requiera tal característica como condición necesaria para alcanzar el fin anhelado. Así, no puede elegir el fin que libremente quisiera, con lo cual se ve privado o al menos perturbado de manifestar libremente sus creencias religiosas a través de esta actividad empresaria lícita.


iii. El artículo 19 Nº 11: por las mismas razones anteriores, otro caso de particular gravedad es la afectación a la libertad de enseñanza, derecho fundamental que se ejerce abriendo, organizando y manteniendo establecimientos educacionales, y todo ello según un proyecto educativo libremente escogido y determinado que, por ejemplo, bien puede establecer requisitos de contratación que, dado el caso, impliquen diferenciar o excluir a alguna persona que se encuentre comprendida dentro de los criterios de discriminación arbitraria que el proyecto de ley considera dignos de protección especial, sin que ello implique de suyo injusticia o capricho alguno de parte de quien niega la expectativa de un tercero.


iv. El artículo 19 Nº 16: pues la libertad de trabajo y su protección no prohibe discriminar en base a la capacidad e idoneidad personal, y no es posible negar que ambos criterios, según el fin que el trabajo persiga y la naturaleza de los medios adecuados para conseguirlo en mejor forma, muchas veces se determinan en razón del sexo, apariencia personal, edad o cualquiera de las situaciones o motivos de discriminación que incluye de modo casuístico el art. 3° del proyecto en comento. Además, la misma Constitución permite a la ley discriminar en razón de nacionalidad o edad, lo cual es contradictorio con lo establecido en el mismo art. 3° aquí analizado.


v. El artículo 19 Nº 21: pues el desarrollo de cualquier actividad económica implica necesariamente la búsqueda de un fin lícito y la determinación de los medios adecuados para alcanzarlo; así como no es posible negar a los particulares la libertad para determinar la naturaleza del fin económico que pretenden alcanzar mediante su iniciativa empresarial, tampoco es posible negarles la libre determinación de los medios para conseguirlo, y este proyecto de ley entrega al tercero interesado -no al titular del derecho- la posibilidad de forzar la determinación de los medios –y, en consecuencia, del fin- mediante la judicialización de sus expectativas frustradas.


vi. El artículo 19 Nº 24: pues nadie puede ser privado en caso alguno de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio sino por ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional. Como se ha dicho, es el titular de un derecho quien tiene dominio sobre el mismo, y puede, en consecuencia, libremente escoger el fin lícito que perseguirá mediante el ejercicio de ese derecho y, por ello, determinar los medios proporcionados para alcanzarlo. Así, y tal como se ha explicado en los casos anteriores, se vulnera el derecho de propiedad de una persona cuando se le impide escoger los medios para alcanzar el fin propio al ejercicio de sus derechos, como también cuando se le impone un determinado medio como obligatorio o necesario, siendo que tal condición corresponde más bien a las expectativas o deseos de un tercero interesado, y no a la naturaleza del fin lícito que el particular ha escogido conforme a sus derechos.


3) Por su parte, más allá de toda discusión sobre los posibles alcances del actual proyecto de ley en relación a las condiciones particulares de discriminación arbitraria, no es posible desconocer que la definición de discriminación arbitraria contenida en su artículo 3° es, a todas luces, una nueva interpretación, por vía legal, de la norma contenida en el artículo 19 Nº 2 de nuestra Constitución. Así, estamos frente a una ley interpretativa de la Constitución, que por su naturaleza, y según lo dispuesto en la misma Constitución en su artículo 66, requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, cuestión que, al parecer, no ha sido advertida en su actual tramitación. Así, corresponde al Tribunal Constitucional realizar un control preventivo sobre la constitucionalidad del proyecto en trámite según dispone el artículo 93 Nº 1 de la Constitución.


i. De aprobarse la ley mediante quórum simple, sumado a los graves vicios de inconstitucionalidad ya referidos, dará lugar a un requerimiento al Tribunal Constitucional para declarar su inconstitucionalidad, tanto de forma como de fondo, conforme a lo dispuesto en el artículo 93 Nº 3 de la Constitución; o dará lugar a un requerimiento ante el mismo Tribunal para que se declare su inaplicabilidad y posterior inconstitucionalidad, según disponen los numerales 6 y 7 del artículo 93 de la Constitución.


4) Finalmente, el proyecto de ley en comento establece en su artículo 9° una nueva agravante de la responsabilidad penal, incorporando el numeral 21 al artículo 12 del Código Penal, a saber: “cometer el delito fundado por motivos de discriminación arbitraria”. Esta redacción, al no definir qué conductas concretas se entenderán fundadas en tal motivo, ni de qué forma, constituye una agravante genérica, contraria al principio de tipicidad que garantiza el artículo 19 Nº 3 de nuestra Constitución. En efecto, la ley penal debe bastarse a sí misma, de modo que no quepan reglamentos ni disposiciones emanadas del Gobierno para desarrollarla: ninguna ley puede establecer penas sin que la conducta que se pretende sancionar esté expresa y completamente descrita en ella.


IV. CONCLUSIONES


I. El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación no importa un avance sustantivo en la protección de la garantía constitucional de la igualdad ante la ley:


1) Al ocupar una definición de discriminación arbitraria basada en la casuística y criterios materiales y contingentes, excluye diversas hipótesis de igual o mayor relevancia como susceptibles de discriminación arbitraria, entregando menor seguridad jurídica que un criterio sustantivo y formal, por tanto omni-comprensivo y aplicable a cualquier caso de desigualdad injusta, y por igual respecto de los posibles sujetos pasivos de discriminación injustificada, sin privilegiar a priori a ninguno.


2) Al causar una superabundancia de cuerpos legales aplicables en la materia, sin especificar si acaso son complementarios, excluyentes, unos previos a otros, generando confusión y duplicidad.


3) Al establecer una regulación sobre la materia menos eficiente que la del recurso de protección: no establece trámite de admisibilidad, no contempla recurso de apelación, nada dice sobre la apreciación de la prueba, nada dice sobre una eventual orden de no innovar, sólo permite ser interpuesta por el personalmente afectado.


4) Al disminuir la eficacia del recurso de protección en la materia.


5) Lo anterior, sumado al hecho que el Legislativo impone a la sociedad su particular visión sobre aquellas condiciones que constituyen la identidad personal de los ciudadanos.


II. Más bien, constituye un retroceso sustantivo en la protección de la garantía constitucional de la igualdad ante la ley:


1) En cuanto dificulta la prueba: obliga al demandante a probar un elemento subjetivo –el ánimo discriminatorio de parte del demandado, sea éste particular o permanente- en vez de analizar la objetiva proporción o desproporción entre la naturaleza de los fines de una actividad y la de los medios idóneos para alcanzarlo; a través de la inclusión de hipótesis especiales susceptibles de discriminación arbitraria sirve de ocasión para que en el proceso se relaje el estándar de prueba y se invierta la carga de la prueba.


III. Finalmente, contiene graves vicios de inconstitucionalidad:


1) En concreto, y a través de la judicialización de la frustración o negación de intereses de terceros, priva al titular de un derecho de la esencial facultad de elegir por sí los fines legítimos que pretende alcanzar ejerciendo su mismo derecho, y de escoger los medios idóneos para tal objetivo, excluyendo de su elección -mediante la amenaza de una sanción- los medios que él no puede rechazar, no obstante tal rechazo pueda ser perfectamente justo y razonable en muchos casos.


2) Por ello, y más allá de las buenas intenciones y los discursos, entrega a los terceros interesados, titulares de meras expectativas, la titularidad de todo o parte de derechos ajenos, privando a sus verdaderos titulares de facultades esenciales de su derecho de dominio, afectando así numerosas garantías constitucionales.


3) Además, al incorporar una particular y poco conveniente definición de discriminación arbitraria, interpreta el artículo 19 Nº 2 de la Constitución, requiriendo así para su aprobación un quórum especial, dando lugar a futuros requerimientos de inconstitucionalidad y/o de inaplicabilidad ante el Tribunal Constitucional.


4) Finalmente, el proyecto de ley en comento establece en su artículo 9° una nueva agravante de la responsabilidad penal, incorporando el numeral 21 al artículo 12 del Código Penal, a saber: “cometer el delito fundado por motivos de discriminación arbitraria”. Esta redacción, al no definir qué conductas concretas se entenderán fundadas en tal motivo, ni de qué forma, constituye una agravante genérica, contraria al principio de tipicidad que garantiza el artículo 19 Nº 3 de nuestra Constitución. En efecto, la ley penal debe bastarse a sí misma, de modo que no quepan reglamentos ni disposiciones emanadas del Gobierno para desarrollarla: ninguna ley puede establecer penas sin que la conducta que se pretende sancionar esté expresa y completamente descrita en ella.


IV. En razón de las tres conclusiones anteriores es posible decir que el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación y pretende proteger en mayor y mejor forma a las víctimas de discriminación arbitraria, contribuyendo así a la construcción de una sociedad más unida y tolerante, paradojalmente logra exactamente lo contrario.


1) Pues tal como ha ocurrido en otros países, la judicialización de los conflictos sólo degenera en mayores exclusiones e intolerancias, profundizando las divisiones entre “vencedores y vencidos”. No es conveniente judicializar las diferencias porque en este tipo de relaciones surge inmediatamente la representación de un combate para obtener el reconocimiento de las propias convicciones frente al enemigo. El triunfo obtenido judicialmente y posteriormente auxiliado por la fuerza pública para que se respete su reconocimiento, necesariamente llega a juzgar que unos han ganado la batalla y los otros necesariamente la perdieron.


2) Porque ante la imposibilidad de determinar legislativamente todas las diversas conductas que comportarían un criterio discriminador y por ser estas conductas cambiantes según las sensibilidades imperantes, los jueces irán estableciendo con sus sentencias cuáles son las conductas discriminatorias.


3) La señal pública que producirá el anuncio de la creación de un recurso especial para eliminar las formas de discriminación generará altas expectativas respecto de quienes se consideren discriminados.


4) Sólo los grupos altamente organizados y asesorados debidamente alcanzarán el reconocimiento de sus pretensiones sobre los criterios de discriminación. Es posible predecir una campaña para obtener estos reconocimientos y, por tanto, el aumento de causas para lograr que la jurisprudencia recoja los criterios promovidos según los diversos intereses ideológicos.


5) Más eficaces para eliminar este tipo de conductas es la promoción positiva e inclusiva de ciertos grupos que se encuentran en la situación del trato injusto. Este camino es más largo y arduo, pero, en definitiva, permite mejorar niveles de sentimiento de pertenencia y, por tanto, de respeto por las diferencias legítimas que se reflejan en las vidas de los demás. La inclusión social y la paz social se ven entorpecidas, más bien, con la multiplicación de los recursos judiciales y, en definitiva, por la confianza en el criterio de los jueces en materia tan sensible, donde la incorporación de categorías susceptibles de formas de discriminación en particular alteran el razonamiento judicial, forzando la calificación jurídica de simple situaciones de hecho que no necesariamente atentan contra la garantía constitucional de igualdad ante la ley.





2) A continuación, intervino ante la Comisión el Reverendo Francisco Javier Mardones, representante de la Mesa Ampliada de Organizaciones Evangélicas Une-Chile.





Su intervención se basó en la siguiente presentación escrita:





“Visto:





1.- Que el cristianismo, sus valores y principios son anteriores al Estado de Chile.





2.- Que la ley 19.638 garantiza la libertad de culto e igualdad jurídica de las entidades religiosas.





3.- Que este proyecto de ley pretende penalizar la discriminación arbitraria entre otras razones por motivos de ideología o creencia.





Considerando:





1.- Que el proyecto de ley en cuestión regirá para conductas manifestadas tanto en el ámbito público como privado.





2.- Que el cristianismo evangélico se predica, practica y promueve tanto en el ámbito público como en el privado.





3.- Que algunos de los principios escriturales que son inherentes a la doctrina evangélica son contrarios a algunas costumbres o conductas que algunas personas o grupo de ellas pudieran promover o practicar.





Proponemos:





1.- Incorporar al listado de los motivos de discriminación arbitraria descritos en el artículo 3º, la religión.





Hay que considerar que en la propuesta inicial de este proyecto de ley, presentada y aprobada en general por el Senado, la religión estaba incorporada entre los motivos de discriminación arbitraria.





Posteriormente, en la nueva proposición (segundo texto) de la Comisión de Derechos Humanos fue excluida.





En la gran mayoría de Documentos, Tratados Internacionales y Códigos de Ética, la religión es una de las causas que siempre aparecen, al igual que la nacionalidad, raza, etc., por lo cual es incomprensible su actual exclusión del artículo 3.





2.- Eliminar del listado de motivos de discriminación arbitraria descritos en el artículo 3º los términos género y orientación sexual, ya que, entre otras razones, ambos pueden considerarse contenidos en la palabra sexo, como acontece en muchos de los documentos internacionales que preservan los tipos de discriminación arbitraria.

Texto propuesto:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, religión, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.”.





3.- Modificar el inciso segundo del artículo 3º del proyecto de ley en dos conceptos:





a.- En el inciso primero dice que se entenderá discriminación arbitraria toda forma injustificada, especificando que puede ser por distinción, exclusión, restricción o preferencia, y en el inciso segundo, donde se pretende eximir a las entidades religiosas de este punto la redacción actual sólo considera las distinciones.





b.- Eliminar la referencia en este inciso al artículo 2° de la ley N° 19.638 que dice:





“Ninguna persona podrá ser discriminada en virtud de sus creencias religiosas, ni tampoco podrán éstas invocarse como motivo para suprimir, restringir o afectar la igualdad consagrada en la Constitución y la ley.”.





Por cuanto podría considerarse por algún juez la aplicación en el sentido contrario de lo que se pretende con este inciso, que es precisamente resguardar la libertad de predicar y enseñar las creencias religiosas, argumentando la segunda parte del artículo 2° que especifica que las creencias religiosas no pueden afectar la igualdad consagrada en las leyes.

Texto propuesto:





“Las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias, que conforme a su doctrina, realicen las entidades religiosas en el ámbito de las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la ley Nº 19.638, no se considerarán discriminación arbitraria.”.





4.-  En el artículo 9°, número 2, eliminar del artículo 137 bis que se proyecta incorporar al Título III del Libro II del Código Penal la palabra “hostilidad”, por cuanto el Diccionario de la Real Academia  Española define la “hostilidad” como “cualidad de hostil” y “hostil” significa “contrario”, por lo que predicar o enseñar una creencia contraria a ciertos hábitos o costumbres que pueden practicar algunas personas podría ser considerado hostilidad y, por tanto, sujeto a penalidad.

Texto propuesto:





“Artículo 137 bis. El que promueva el odio en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.





Nota: si se estimare necesario reforzar más el concepto se podría agregar después de promover el odio, las palabras “o la violencia”.

Santa Biblia





Reconocido es el énfasis de la Reforma Protestante en promover y divulgar la Biblia en los idiomas nativos, aseverando que es la fuente de donde emana la doctrina, las normas de fe y conducta.





Hoy está traducida en más de 2.000 lenguas y dialectos.





Los libros del Antiguo Testamento también los leen y enseñan los judíos en Sinagogas, hogares, Colegios y Universidades.

…lámpara es a mis pies

tu palabra

luz a mi camino…

Salmos 119:115





Los veintisiete libros que componen el Nuevo Testamento son reconocidos por todas las vertientes del cristianismo: católicos, protestantes, ortodoxos, coptos, evangélicos, etc.





Demandas podrían entablarse, como ya ha ocurrido en otros países, con la vigencia de una ley como la que se pretende, cuando se lea o se enseñe la Biblia, en forma privada o pública, donde hay principios, criterios y conceptos muy claros referente a temas que no practican o profesan otra gente.





Por ejemplo, al referirse a la zoofilia:





Ni con ningún animal tendrás ayuntamiento amancillándote con él, ni mujer alguna se pondrá delante de animal para ayuntarse con él; es perversión.





En ninguna de estas cosas os amancillaréis; pues en todas estas cosas se han corrompido las naciones que yo echo de delante de vosotros, y la tierra fue contaminada; .   Levíticos 18:23-25.





A la bisexualidad:





No te echarás con varón como con mujer; es abominación.   Levíticos 18:22.





Al travestismo:





No vestirá la mujer traje de hombre, ni el hombre vestirá ropa de mujer; porque abominación es a Jehová tu Dios cualquiera que esto hace.  Deuteronomio 22:5.

Definiciones:





Travesti o travestí: 1. com. Persona que, por inclinación natural o como parte de un espectáculo, se viste con ropas del sexo contrario.





Transexual: 1. adj. Dicho de una persona: Que se siente del otro sexo, y adopta sus atuendos y comportamientos. U. t. c. s. 2. adj. Dicho de una persona: que mediante tratamiento hormonal e intervención quirúrgica adquiere los caracteres sexuales del sexo opuesto. U. t. c. s.





Andrógino, na: 1. adj. hermafrodita. U. t. c. s. 2. adj. Dicho de una persona: cuyos rasgos externos no se corresponden definidamente con los propios de su sexo. U. t. c. s. 3. adj. Bot. monoico.

como Sodoma y Gomorra y las ciudades vecinas,

las cuales de la misma manera que aquéllos,

habiendo fornicado e ido en pos de

vicios contra naturaleza,

fueron puestas por ejemplo,

Judas 7

aún sus mujeres cambiaron el uso natural por el

que es contra naturaleza,

y de igual modo también los hombres, dejando

el uso natural de la mujer,

se encendieron en su lascivia unos con otros,

cometiendo hechos vergonzosos

hombres con hombres,

y recibiendo en sí mismos la retribución

debida a su extravío.

Romanos 1:27





Las Santas Escrituras son claras en estas y muchas otras materias, como el adulterio, la estafa, el cohecho y un copioso listado de actitudes reprobables a los ojos de Dios, indicando asimismo que pueden ser conductas corregibles.

No erréis; ni los fornicarios,

ni los idólatras, ni los adúlteros, ni los

afeminados, ni los que se echan con varones,

ni los ladrones, ni los avaros, ni los borrachos,

ni los maldicientes, ni los estafadores,

heredarán el reino de Dios.

Y esto érais algunos; mas ya habéis sido

lavados, ya habéis sido santificados, ya habéis

sido justificados en el nombre del Señor Jesús,

y por el Espíritu de nuestro Dios.

1 Corintios 6.9-11





Finalmente, hay que destacar que la actitud cristiana es de llamado al cambio de conducta con respeto, con mansedumbre, con amor.





No se pretende imponer a una sociedad pluralista nuestra visión, pero tampoco permitir que se impida la proclamación de las verdades bíblicas, dejando la decisión a la conciencia de cada individuo que deberá asumir la consecuencia de sus actos.

…los sanos no tienen necesidad de médico, sino los enfermos…

…no he venido a llamar a justos, sino a pecadores, al arrepentimiento…

Mateo 9:12,13”.





3) Luego, hizo uso de la palabra el señor Juan Antonio Montes, representante de Acción Familia.





Señaló que esa institución ya tuvo oportunidad de presentar sus reparos al proyecto en estudio ante las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de ambas Cámaras y que, en esta oportunidad, se referiría en forma más directa a los reparos de constitucionalidad que, a su juicio, la iniciativa motiva, tanto desde el punto de vista de la forma cuanto del fondo.





Sus planteamientos están contenidos en el siguiente documento:





“I.- Un proyecto interpretativo de una garantía constitucional.





La Constitución Política en el Capítulo III establece los derechos y deberes ciudadanos y deja expresa constancia que “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”. Por esta razón, la Corte Suprema ha respondido en tres oficios dirigidos al Poder Legislativo que no considera procedente legislar respecto de una garantía claramente expresada en la Constitución.





Igual opinión expresó en su momento el Sr. Alejandro Silva Bascuñán ante la Comisión Ortúzar, en el sentido de que "desde el momento en que se asegura la igualdad ante la ley a todos los habitantes de la República, quedan todos los casos [de discriminación arbitraria] cubiertos", lo cual vuelve superfluo el proyecto en referencia.





Sin embargo, tanto el Ejecutivo cuanto el Legislativo han insistido en su tramitación, entendiendo que el concepto de “discriminación arbitraria” no está suficientemente adecuado a la luz de las nuevas formas de discriminación que la sociedad ha generado.





En igual sentido se han pronunciado de modo casi unánime los Parlamentarios a lo largo de la tramitación. El Senador Andrés Chadwick, al informar a la Sala sobre el proyecto, expresó que: “este proyecto abre la oportunidad de poder estudiar a fondo cómo potenciamos el principio de no discriminación y cómo perfeccionamos la Constitución para consagrar esta garantía…”. En realidad, al hablar de “perfeccionar la Constitución”, el Senador expresó de modo claro el espíritu del proyecto que consiste en una reinterpretación de la Constitución. Sin embargo, no se entiende cómo se puede “perfeccionar” la Constitución sin reformarla. (
)





Ahora, la Constitución establece en su artículo 66 que: “Las normas legales que interpreten preceptos constitucionales necesitarán, para su aprobación, modificación o derogación, de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio”. (
)





Por este motivo, el proyecto debe ser tratado en su calidad de interpretativo de la Constitución y deberá contar con el quórum exigido por ella para su aprobación. No estamos en presencia de una simple ley que pretenda ayudar a uno o a otro sector arbitrariamente discriminado, sino a un proyecto que busca definir lo que es la no discriminación arbitraria. Luego, se enmarca en el artículo 66 arriba citado.





II.- Consecuencias negativas para el concepto de familia como célula básica de la sociedad.





Aparte de la forma en la tramitación del proyecto, existe otro aspecto que nos parece importante destacar, que dice relación con su fondo.





El artículo 3° del proyecto incluye en la enumeración de los grupos a proteger a la llamada “orientación sexual”. La pregunta es si tal concepto de “orientación sexual” realmente constituye un derecho de las personas, decurrente de la propia naturaleza, pues en este caso ella estaría amparada en el artículo 5° de la Constitución.





Igualmente, debemos examinar si el amparo legal de las “orientaciones sexuales” se ordena al bien común de la sociedad y a la estabilidad de la familia, tutelada por su artículo 1°.





En resumen, lo que está en juego es determinar si la “orientación sexual” es un bien jurídico en sí, y si así fuere, establecer la necesidad de que tenga una protección especial dentro de nuestro ordenamiento legal.





Primera hipótesis: La “orientación sexual” es un Derecho Humano.





Aceptemos, argumentando gratia, el supuesto de que la “orientación sexual” constituya realmente un derecho humano. En tal caso, no sólo se debería conceder (a los homosexuales, transexuales, etc.) el derecho de no ser objeto de ninguna forma de discriminación, sino más bien se les debería otorgar todo el amparo de la ley, pues siendo una condición inherente a la dignidad humana, ella merecería el pleno goce de todos los derechos civiles.





Si así fuese, y en coherencia con el supuesto señalado, se le deberían conceder, sin perjuicio de otros que eventualmente se presenten, el reconocimiento de los siguientes derechos.





a) Derecho a constituir uniones matrimoniales o de convivencia.





No se entendería por qué motivos se les podría negar a dos personas que tienen la misma “orientación sexual”, de constituirse como un “matrimonio” o de tener una situación civil análoga y que ellas tuviesen de los mismos derechos y deberes, tales como comunidad de bienes, amparo mutuo, herencia, etc. (
)





Es ilustrativa en este sentido la reciente resolución del Gobierno argentino que el pasado mes de agosto otorgó derecho de viudez a las parejas homosexuales “en base del principio de la no discriminación en razón de la orientación sexual”. (
)





b) Derecho de adopción de menores.





Tampoco se podría negar a estas uniones libremente constituidas y reconocidas por la ley, que adoptasen menores de edad, toda vez que el legislador debe promover que estas uniones, estériles por naturaleza, alcancen una felicidad plena, adoptando hijos a los cuales puedan educar y sostener.





No se podría alegar que en este caso prima el derecho de los niños a tener padre y madre, ya que, una vez que se penalice la discriminación por “orientación sexual”, la ley no podría privilegiar las uniones heterosexuales sobre las homosexuales. Si lo hiciera, incurriría en una discriminación en relación a estas últimas.





Para tales efectos, se debería reformar la actual ley de adopciones.





c) Derecho a la libertad sexual sin límite de edad.





Igualmente se deberían suprimir los límites de edad para la satisfacción de esos derechos, pues si ellos derivan de la naturaleza, su ejercicio debe comenzar desde la más “temprana edad” y el Estado no podría discriminar por edad, conforme el proyecto marco de derechos sexuales y reproductivos. (
)





d) Despenalización de la pedofilia.





En coherencia con lo anterior, se deberían permitir las relaciones sexuales con menores, pues ellas constituyen una de las “orientaciones sexuales” posibles, y siendo amparadas todas las “orientaciones sexuales” como un derecho natural, no se ve en virtud de qué razón puedan ser penalizadas cuando exista consentimiento independiente de la edad.





Así lo expresó el penalista De Rivacoba en la discusión de otro proyecto de no discriminación. El penalista sostuvo que la tendencia discriminatoria nacional se encuentra en una de las leyes penales aprobadas por el Congreso, “pues se sigue considerando delito a la sodomía”: si un varón, mayor de 14 años “tiene relaciones o acceso carnal con una mujer, que no sea en condiciones de violación, es un acto lícito”; mientras que “si ese mismo varón tiene relaciones libremente propuestas, aceptadas y consentidas con otro varón, incurre en delito”, lo que para él sería una discriminación por su orientación sexual”.





Por esta razón, de acuerdo al proyecto se deberían equiparar las edades para el libre consentimiento de las relaciones heterosexuales con las homosexuales, y ambas deberían comenzar cuando las partes libremente opten a ello (
).





e) El Estado debería implementar políticas públicas de educación y salud que promuevan la libre elección de la “orientación sexual”.





El Ministerio de Educación debería impartir directrices a todos los establecimientos educacionales del país para que se enseñe desde los primeros años de colegio que las conductas homosexuales son perfectamente naturales y correctas. Estas conductas deberían ser privilegiadas a las heterosexuales, una vez que vivimos en una sociedad que ha penalizado arbitrariamente las conductas homosexuales. Tales iniciativas, que ya se encuentran en desarrollo antes mismo de la aprobación de este proyecto, se verían agravadas después de su aprobación. (
)





f) Establecer penas aflictivas contra los discriminadores por “orientación sexual”.





De acuerdo al proyecto que se tramita, se debe sancionar a todas aquellas personas o instituciones que se opongan al libre ejercicio de tales “orientaciones sexuales”. Tal medida significa en la práctica una prohibición de expresión de la doctrina católica que considera respecto de las conductas homosexuales, que son “intrínsicamente desordenadas” (
).





Por lo tanto, de incluirse las “orientaciones sexuales” dentro de las categorías a ser protegidas por la no discriminación, inevitablemente la moral cristiana pasará a ser considerada como discriminadora, y en cuanto tal, fuera de la ley, suscitando de este modo una verdadera persecución religiosa. (
)





Para paliar parcialmente esta situación, la Presidenta de la República presentó a la Comisión de Derechos Humanos del Senado una indicación al artículo 3° del proyecto, que pretende disminuir tales riesgos, estableciendo que “las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.” (
).





La referida indicación nos muestra nuevamente el carácter interpretativo y confuso del proyecto, una vez que se identifica el hecho de hacer “distinciones” con el de ser “arbitrario”. En el espíritu del proyecto, toda distinción es, en sí misma, arbitraria. Tal interpretación se contrapone con la garantía constitucional que al establecer la no discriminación arbitraria, deja sobreentendida la existencia de discriminaciones que no son arbitrarias y que, en cuanto tales, son perfectamente lícitas.





No es claro tampoco el alcance concreto de tal excepción, pues no se ve en virtud de qué disposiciones constitucionales las “entidades religiosas” podrán hacer “distinciones”, y quienes no pertenezcan a “entidades religiosas”, no podrán hacerlo.





Además, la indicación no precisa quienes estarían comprendidos dentro de “las entidades religiosas”: ¿la jerarquía?, ¿los fieles?, ¿los practicantes? La indicación del Ejecutivo introduce una excepción vaga y discriminatoria en el mismo proyecto de no discriminación.





De hecho, como es de público conocimiento, esta persecución, que la indicación intenta soslayar, ya se está dando en todos los países en que legislaciones similares han sido aprobadas. Para mayor información sobre el tema, recomendamos tomar conocimiento de las noticias que anexamos (
). No se ve por qué razón las mismas causas podrían no producir los mismos efectos en Chile. (
)





Segunda hipótesis: La orientación sexual no es un derecho humano.





La aprobación de este proyecto, como de las otras iniciativas señaladas que constituyen su consecuencia inevitable y que ya son materia de otros proyectos en tramitación y de políticas públicas, suponen la aceptación de un concepto de familia, que es opuesto al que la Constitución establece.





En efecto, si se acepta ese presupuesto, habría que aceptar todas sus consecuencias y ellas traerían aparejada la demolición de la célula básica de la sociedad conforme lo establece el artículo 1° de la Constitución: “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad.(…). Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta” (
).





Tales medidas decurrentes del otorgamiento de derecho a las “orientaciones sexuales” vulnerarían, además, las siguientes garantías constitucionales: la libertad de conciencia (artículo 19 N° 6), pues el prestador de servicios no puede objetar la condición de homosexualidad para no otorgárselos; por ejemplo, el dueño de un hotel con relación a una pareja homosexual. Vulneraría también la libertad de enseñanza (19 N° 11), pues ningún colegio podría enseñar que tales conductas son reñidas con la moral y, finalmente, vulneraría el derecho de los padres a educar a sus hijos (19 N° 10 inciso segundo). (
).





En consecuencia, se debe concluir que la interpretación de la garantía constitucional de “no discriminación arbitraria” que el proyecto intenta introducir, es contraria a la Constitución, una vez que sus consecuencias concretas se oponen a la unidad que se expresa en todos sus artículos y, en especial, en su Capítulo I, Bases de la Institucionalidad.





Es importante destacar que cuando la Constitución reconoce a la familia como “núcleo fundamental de la sociedad”, se está refiriendo al concepto cristiano y natural de familia, es decir, aquella formada por un hombre y una mujer, unidos para la perpetuación de la especie y para la educación de los hijos, derechos a los cuales se refiere posteriormente el artículo 19. (
).





Se podrá preguntar si, de acuerdo a las normas constitucionales, pueden coexistir dos o más formas de familia. A eso respondemos negativamente, pues cuando la Constitución se refiere a la familia, lo hace entendiendo por ella la unión del hombre y de la mujer. Equiparar otro concepto de familia sería negar la unicidad del concepto familia, lo cual obviamente contradice el artículo 1° de la Constitución y daña seriamente el bien común.(
)





No se puede objetar que si no se garantiza la no discriminación a las personas de conductas homosexuales éstas quedarían sin protección y a merced de violencia o injusticias pues, conforme a la opinión de la Corte Suprema ya citada, tal eventualidad no podría ocurrir una vez que la “no discriminación arbitraria” está garantizada por la propia Constitución.

Tercero: El Estado podrá hacer “distinciones”.





Para finalizar, conviene añadir a los anteriores reparos otra consideración que aumenta el carácter interpretativo que el proyecto pretende hacer de la Constitución. Es el hecho de que el proyecto establezca en su artículo 2° que “El Estado podrá establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas.”.





Este artículo establece dos cosas que se contraponen con las normas de la Constitución. La primera es que, como ya lo expresamos, cualquier distinción o preferencia, sería “per se” arbitraria, toda vez que se deja expresa constancia que sólo el Estado podrá hacerlo. Tal afirmación contraría el sentido de la prohibición constitucional que se refiere exclusivamente a las discriminaciones arbitrarias.





En segundo lugar, si cualquier distinción fuera una “discriminación arbitraria”, conforme al proyecto el Estado tampoco podría establecer ningún tipo de distinción, pues ello contraría el artículo 19 de la Constitución, inciso segundo, que establece que “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”.





En conclusión, si cualquier distinción es arbitraria el Estado no puede arrogarse un derecho que la Constitución le prohíbe. Y si no todas las discriminaciones son arbitrarias, no se entiende por qué el proyecto faculta sólo al Estado a establecer las distinciones o preferencias, excluyendo esta facultad constitucional al resto de la Nación.





Cuarto: Las “orientaciones sexuales” quedan en situación de privilegio.





El proyecto establece, con relación a las “orientaciones sexuales”, una forma de privilegio legal a las personas que digan tener una “orientación sexual” minoritaria y en razón de ella aleguen haber sido discriminadas. Las personas heterosexuales no podrán hacer valer su condición de tales para los efectos de la “no discriminación”. Tal diferencia viola lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 19 de la Constitución que establece: “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados.”.





Ejemplo de este carácter de privilegio para los homosexuales ha sido la propia tramitación del proyecto. Según informa el propio lobby homosexual: “(…) mientras Naranjo fue Presidente de la Comisión (de Derechos Humanos) invitó a todas las discusiones de los Honorables al Presidente del Movilh, sin solicitud de audiencia y preguntándoles delante de ellos, como si el líder gay fuera un Parlamentario más, si estaba o no de acuerdo con lo que se estaba planteando”. (
)





La misma noticia informa que, una vez aprobado el proyecto en la Comisión de Derechos Humanos, el Senador Chadwick le dijo al activista homosexual: “Ya aprobamos tu ley”. Es decir, una ley privada que contraría, como ya lo señalamos, el artículo 19, número 2: “En Chile no hay persona ni grupo privilegiados.”.





Quinto: Doctrina católica respecto a las leyes de no discriminación por “orientación sexual”.





Por último, nos parece oportuno recordar las disposiciones con relación a proyectos de ley anti discriminatorios emanadas de la Congregación para la Doctrina de la Fe, en julio de 1992, en documento titulado "Consideraciones para la respuesta católica a propuestas legislativas de no discriminación a homosexuales".





Con la firma del Cardenal Ratzinger, actual Papa Benedicto XVI, la Iglesia enseña que “Se han hecho propuestas de ley en algunos Estados americanos que harían ilegal la discriminación basándose en la orientación sexual” y que “una de las tácticas utilizadas (por los grupos homosexuales) es la de afirmar, en tono de protesta, que cualquier crítica o reserva en relación con las personas homosexuales, con su actitud y con su estilo de vida, constituye simplemente una forma de injusta discriminación.”.





Sin embargo, el Papa enseña que “La "orientación sexual" no constituye una condición comparable a la raza, al grupo étnico, etc., porque, a diferencia de éstas, aquella es un desorden objetivo; (…)"existen áreas en las cuales no es una discriminación injusta tomar en cuenta la inclinación sexual; por ejemplo, en la adopción o el cuidado de los niños"; (…) “Los derechos al trabajo, a la habitación, etc., no son absolutos y pueden ser limitados por causa de desórdenes exteriores de conducta, para evitar el escándalo”; (…) y, sobre todo, que "no existe un derecho a la homosexualidad y, por lo tanto, no puede constituir una base judicial para reclamaciones.". 





En consecuencia de lo expuesto, solicitamos a la Honorable Comisión de Constitución del Senado reponer la indicación presentada a la Comisión de Derechos Humanos por los señores Senadores Arancibia, Novoa, Romero y Orpis de excluir del artículo 3° del proyecto la expresión “por orientación sexual”.





Solicitamos también que disponga la tramitación del proyecto de acuerdo a su condición de ley interpretativa de la Constitución Política de la República.”.





4) Enseguida, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación Chilena de Organismos no Gubernamentales Acción A.G., señor Alvaro Ramis, quien dio lectura al siguiente documento:




“Afirmar que nuestra sociedad es discriminadora no es novedad alguna.  La literatura ha documentado las evidencias que nos 

acusan de actuar como un país clasista, racista, xenófobo, machista, antisemita, prejuicioso y autoritario.  Ya la novela del siglo XIX nos mostró una aristocracia conservadora que trata de mantener su poder hereditario sobre el “roterío”, mientras la composición de la sociedad colonial comienza a desgarrarse.  Recordemos a Blest Gana, quien en su “Martín Rivas” testimonió un Chile rígidamente estamental, que es desafiado por una generación que no soporta la eternización de un orden absurdo.  Más tarde, en el novecientos, la novela social de Rojas, Sabella, Lillo, González Vera, Durand o Brunet nos conmoverá con las penas y pesares de “los nadie”, que abarrotarán los conventillos santiaguinos, las minas de la cuenca del carbón, los fundos del valle central o los poblados desérticos de las salitreras.  En la actualidad, el arte y la cultura continúan abordando de forma constante este mismo tópico.  La polémica que este año desató “El Señor de la Querencia” nos ha recordado nuestro origen, que debe buscarse en un largo mestizaje forzado, en una hacienda que por centurias incubó una sociedad de castas, legitimada como un orden perfecto y aparentemente querido por Dios.





Tampoco resulta novedoso decir que este modelo aparentemente inmodificable ha debido enfrentar resistencias constantes a lo largo de los siglos.  Lo que verdaderamente es nuevo es que, por primera vez en su historia, Chile está cerca de contar con una ley que expresamente se plantea abordar la discriminación como un problema de Estado y que busca el resguardo y la exigibilidad de derechos, que, aunque declarados en la Constitución y en los tratados internacionales, no cuentan con herramientas jurídicas específicas que aseguren su cumplimiento.





Por este motivo, la aprobación de la ley contra la discriminación que actualmente se tramita en el Congreso Nacional, debería ser un motivo de orgullo y alegría compartidos.  Sin embargo, es triste constatar que esto no es así.  Y más lamentable es que los mayores obstáculos y reservas a la ley provengan de las instituciones menos esperadas:  una parte de las Iglesias Evangélicas.  Esta situación paradojal e incomprensible sólo se puede explicar por el injustificable interés de quienes se sienten amenazados por la nueva legislación.





El pueblo evangélico ha sido largamente discriminado en nuestro país.  Baste recordar su exclusión institucional hasta bien entrado el siglo XIX.  Exclusión que llegaba a niveles aberrantes, como la imposibilidad de sepultar a sus deudos en los cementerios administrados en ese entonces por la Iglesia Católica.  Cuando Benjamín Vicuña Mackenna inauguró las obras del Cerro Santa Lucía trató tímidamente de reparar esta afrenta, señalando en una placa su homenaje a los “expatriados del cielo y de la tierra”, que fueron sepultados indignamente en la ladera oriente de ese cerro.  La Ley de Culto, de 1999, o la instauración del Día Nacional de las Iglesias Evangélicas, en octubre de 2005, han sido pasos importantes, pero todavía insuficientes para garantizar la plena libertad religiosa en nuestro país.





¿Cuáles son los temores de una parte de las Iglesias Evangélicas ante esta ley? Algunos Pastores se han sentido amenazados, ya que eventualmente podrían ser penalizados si su predicación pública fomenta el odio y la violencia, en especial contra personas de otras religiones o contra quienes consideren pecadores, como homosexuales, prostitutas u otros grupos sociales.  Si este tipo de temores ha surgido ¿podemos intuir que hoy por hoy se puede encontrar en una iglesia sermones que alientan el odio o la violencia contra grupos sociales específicos?  ¿Es razonable avalar o justificar este tipo de prácticas?  Aunque una Iglesia o Culto considere en su doctrina que la homosexualidad es un pecado o que las prostitutas son impuras o que los otros grupos religiosos están en el error y son despreciables, la sociedad no puede tolerar que esta convicción particular se traduzca en prácticas violentas o atentatorias de los derechos de un sector de la población.  Si eso se permite, también deberíamos aceptar que en el futuro volviéramos a tener cementerios exclusivos para los ciudadanos de un credo religioso, o la instauración de “religiones de Estado”, como conoció nuestro país hasta la promulgación de la Constitución de 1925.





Esta polémica obliga a recordar que en el Evangelio de Mateo, Jesús rompió con la vanidad discriminatoria de los fariseos cuando afirmó:  “yo les aseguro que los publicanos y las prostitutas se les han adelantado en el camino del Reino de Dios.  Porque vino a ustedes Juan, predicó el camino de la justicia y no le creyeron: en cambio, los publicanos y las prostitutas sí le creyeron”.  Hoy parece ocurrir lo mismo.  Quienes proclaman que no hay ya “ni judío ni griego, ni siervo ni libre, ni hombre ni mujer, porque todos somos uno” no son los líderes de las Iglesias, sino los “despreciados y desechados entre los hombres”.  Ese es el escándalo del Evangelio.”.





5) Enseguida, en representación de B’nai B’rith Chile, de la Comunidad Judía de Chile, hizo uso de la palabra su Directora de Asuntos Públicos, señora Claudia Kravetz.





Agradeció, en nombre de la mencionada Comunidad, la invitación a esta sesión, destacando la importancia de la iniciativa en estudio, que, dijo, ha sido largamente esperada y tiene una gran trascendencia política e impacto social.





Como consideración general, señaló que este proyecto constituye un evidente avance en materia de establecimiento de medidas en contra de la discriminación y que deja a Chile en sintonía con el Derecho Internacional y con los demás países latinoamericanos que han legislado en la materia.





De algún modo, expresó que se cumple con las obligaciones internacionales contraídas por Chile al ratificar la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. Ésta, en su artículo 4º, prescribe que los Estados deben declarar como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o el odio racial, así como toda incitación a la discriminación racial. Agrega que deberán declarar ilegales y prohibir las organizaciones, así como las actividades organizadas de propaganda que promuevan la discriminación racial “y reconocerán que la participación de tales organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley”.





Por otro lado, si bien se manifestó orgullosa de sentir que Chile está a la vanguardia en Latinoamérica, en muchos aspectos lamentó que en materia de medidas contra la discriminación, estemos muy por detrás de nuestros vecinos.





Recordó que hace veinte años que Argentina cuenta con una ley que sanciona actos discriminatorios. Hizo presente que en 1995 fue creado el Instituto Nacional contra la Discriminación, Xenofobia y Racismo, que elabora políticas nacionales y medidas concretas para luchar contra la discriminación, llevando a cabo las acciones afines.





En el año 2004 Uruguay hizo lo suyo y dictó una ley contra el racismo, la xenofobia y la discriminación, la cual creó la Comisión Honoraria, cuyas funciones – entre otras – son el monitorear el cumplimiento de la ley y elaborar políticas educativas tendientes al pluralismo cultural y social.





Otro vecino, Perú, en 2006 penalizó los actos discriminatorios con una modificación a su Código Penal, el que también contempla una agravante cuando la discriminación proviene de un funcionario público, consistente en la sanción adicional de inhabilitación.





Finalmente, mencionó la legislación mexicana. Señaló que desde el año pasado cuenta con una ley excelente, concebida como prevención a la discriminación y planteada en positivo. Algunos ejemplos: se habla de capacidades especiales en vez de discapacidad, de “compensación a favor de la igualdad de oportunidades” en vez de lucha contra las desigualdades, etc. Dicha ley, además, creó un Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, órgano que debiera ser el siguiente paso a emular por Chile.





Enseguida, formuló algunas consideraciones especialmente relevantes para la comunidad judía en esta materia. En concreto, propuso las siguientes indicaciones al proyecto de ley:





Primero, reconocer expresamente el antisemitismo como una forma grave de discriminación.





Para ello, planteó incluir dentro del artículo 3º del proyecto, al final del primer inciso, la frase “También se considerará como discriminación arbitraria, el antisemitismo en cualquiera de sus manifestaciones.”.





A su juicio, el antisemitismo no queda cubierto adecuadamente por el conjunto de discriminaciones detalladas en este precepto. Se indican en dicho artículo, entre otras causales, los motivos de raza o etnia y los judíos no son una raza ni una etnia; los motivos de nacionalidad y los judíos no son extranjeros sino nacionales y ciudadanos chilenos plenos; la religión y el judaísmo son mucho más que una religión.





Sostuvo que son innegables las situaciones históricas y actuales de persecución a la comunidad judía y la propagación de ideologías nazistas en el mundo entero y lamentablemente también en Chile. Por ello, debe incluirse, sin dudas, la indicación del antisemitismo como una forma precisa e inaceptable de discriminación.





En segundo lugar, propuso agregar los vocablos “religión o creencia” e “identidad cultural” en el inciso primero del artículo 3° del proyecto.





Advirtió que el proyecto siempre contempló la religión y la identidad cultural como motivos de discriminación y que así ingresó a la Comisión de Derechos Humanos. Admitió que su exclusión podría deberse a una omisión involuntaria. Por lo mismo, solicitó enmendar dicho error.





Finalmente, propuso mantener el delito de hostilidad racial, tal cual está redactado en el artículo 9º, número 2, que incorpora un artículo 137 bis al Código Penal. Consideró prioritaria la incorporación de este delito de peligro abstracto, que sanciona los actos de hostilidad y odio en contra de colectivos o sus miembros.  Además, es la forma en que Chile cumplirá con el compromiso establecido en la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial antes mencionado.





Expresó que confiaba en que luego de años de debate en el Parlamento el proyecto se transformará en ley de la República, que tenderá a una verdadera integración, donde todos los sectores de nuestro país puedan ejercer digna, igualitaria y libremente sus derechos y garantías fundamentales.





Afirmó que las indicaciones expuestas por la Comunidad Judía de Chile fortalecen el bien jurídico de la dignidad humana, en pro de una sociedad libre de temores y prejuicios.





6) A continuación, la Comisión escuchó al abogado señor Arturo Fermandois, Profesor de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Chile.




Su intervención está recogida en las dos minutas que se transcriben a continuación:

“Minuta de Exposición

1.- Sobre la conveniencia constitucional de definir el concepto discriminación arbitraria (Artículo 3° del proyecto).

a) La discriminación arbitraria está asociada a un análisis de racionalidad o juicio de igualdad. Artículos 19, números 2; 22; 16; 7, letra i: “injustificadamente errónea o arbitraria”; 20 y 108 de la Constitución Política.

b) El análisis de racionalidad debe incorporar todos los elementos propios del juicio de igualdad. Tribunal Constitucional, desde el rol 53 (1988) hasta el rol 790 (2007).

i. Identificación del propósito de la decisión, distinción, exclusión o preferencia.

ii. El agrupamiento de los iguales: elemento esencial común de los destinatarios de la decisión.

iii Selección de los destinatarios de la decisión.

c) El juicio de igualdad exige recurrir al principio constitucional de proporcionalidad.

i. Alexy y Tribunal Federal Constitucional Alemán;

ii. Tribunal Constitucional de Chile: rol 790;

iii. Las tres máximas del principio. idoneidad, necesariedad y proporcionalidad propiamente tal.

d) El juicio de igualdad debe armonizar los diversos derechos fundamentales que concurren al caso o conflicto.

i. Ejemplo: la libertad de asociación – partido y pensamiento político. Artículo 19 N°15.

ii. La libertad de contratación y la idoneidad personal.

iii. La libertad religiosa y los derechos de la Ley de Cultos.

iv. La libertad de emitir opinión e informar, línea editorial y el ejercicio de los derechos de la ley N° 19.701.

e) El Juicio de Igualdad, por tanto, es intrínsecamente casuístico.

i. Corte Suprema de EE.UU.: caso Regents of UC Davis v. Bakke, 1978; Grutter v. Bollinger y Gratz v. Bollinger (2003). Análisis individualizado y no predeterminado por la ley.

ii. España.

f) El Juicio de Igualdad o Razonabilidad, en cuanto controversia, es parte esencial de las facultades jurisdiccionales de los tribunales. Artículo 76 de la Carta Fundamental.

g) El artículo 3° coloca en interdicción criterios diferenciadores descontextualizados de su entorno racional. Palabra “injustificadas”: insuficiente.

i. Ej. Acción afirmativa;

ii. Ej. Sexo y locales electorales.

2. Sobre si el artículo 3° del proyecto exige una Ley Interpretativa de la Constitución.

a) No toda definición de conceptos constitucionales la exige. Ejemplo: la “educación”, ley N° 18.962; el “correcto funcionamiento”, ley N° 18.838;

b) En este caso, diferencia: i. Constitución no encarga a la ley complemento alguno del concepto; ii. Concepto es del mayor grado constitucional de complejidad y jerarquía.

c) Conclusión: exige ley interpretativa.”.


El segundo documento es del tenor siguiente:

“Minuta de Exposición

1.- Sobre la conveniencia constitucional de definir el concepto de discriminación arbitraria (Artículo 3° del proyecto de ley)





El artículo 3° del proyecto de ley intenta una definición de “discriminación arbitraria” enunciándola como: “Toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





Lo anterior sería acorde al concepto constitucional de discriminación arbitraria, ya que utiliza la expresión injustificada para referirse a las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias hechas. Asimismo, el artículo 19 número 2, inciso segundo, de la Constitución proscribe las diferencias arbitrarias, es decir, las irracionales, sin una justificación razonable.





Sin embargo, a continuación, la norma señala motivos en particular de aquellas distinciones injustificadas. “En particular cuando ellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad”. Esta técnica de fijar eventos rígidos de discriminación no parece adecuada con los actuales criterios jurisprudenciales y doctrinales para identificar casos de discriminación arbitraria. En efecto, y como desarrollaremos a continuación, el análisis que permite identificar eventos de discriminación arbitraria es esencialmente casuístico y de racionalidad, pues requiere una ponderación altamente compleja de los elementos presentes en el caso concreto.

a) La discriminación arbitraria está asociada a un análisis de racionabilidad o juicio de igualdad.





Como señalábamos, no es recomendable fijar en la ley ciertos criterios rígidos que constituyen discriminación arbitraria per se, en todo evento. Esto se explica pues para identificar si existe tal discriminación es necesario un análisis individualizado y pormenorizado de las circunstancias específicas de cada caso concreto. En este análisis deben emplearse, de acuerdo con la doctrina y jurisprudencia, algunos criterios científicos que se agrupan bajo el concepto de “juicio de igualdad o racionabilidad”.





En este sentido, conviene considerar que nuestra Carta Fundamental prohíbe aquellos juicios discriminatorios que no se ajustan a la racionalidad, no considerándolos irracionales de antemano, sino más bien permitiendo discriminaciones razonables. Veamos algunas disposiciones en este sentido.





El artículo 19 Nº 2, en su inciso segundo, enuncia esta garantía de manera general, señalando que: “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”. La arbitrariedad, como sabemos, es precisamente lo contrario a la racionalidad.





El artículo 19 Nº 22 reitera esta regla constitucional en materia económica, asegurando a todas las personas: “La no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica”. El artículo 19 Nº 16, inciso tercero, por su parte, establece que “Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos”. Como vemos, se admite en materia laboral un juicio diferenciador en relación con las capacidades propias de cada sujeto, lo que parece del todo razonable.





El artículo 19 Nº 7, que consagra “El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual”, establece, en su letra i, una indemnización por parte del Estado a quien haya sido “sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria”. Finalmente, el artículo 20 establece el recurso de protección como medio de protección de ciertas garantías del artículo 19, evitando que sean afectadas, pero exige que el acto recurrido sea“arbitrario o ilegal”.





Vemos entonces que el criterio principal es que no se trate de una discriminación arbitraria. Por lo tanto, son constitucionalmente admisibles aquellas discriminaciones o diferenciaciones racionales. Pero ¿qué es una discriminación arbitraria? Como ya hemos señalado, la respuesta a esta pregunta exige un análisis pormenorizado de las circunstancias que concurren en un determinado caso concreto, ante los criterios de igualdad y proporcionalidad que analizaremos más adelante.





Una primera noción de arbitrariedad podemos encontrarla en la propia Constitución. En efecto, el artículo 109, relativo al Banco Central, nos entrega, en su inciso final, un criterio bastante útil para identificar la existencia de una discriminación arbitraria: “El Banco Central no podrá adoptar ningún acuerdo que signifique de una manera directa o indirecta establecer normas o requisitos diferentes o discriminatorios en relación a personas, instituciones o entidades que realicen operaciones de la misma naturaleza.”.





De este modo, parece claro que el juicio de igualdad no es estatuible en ciertos eventos que implican, siempre y en todos los casos, una discriminación arbitraria. En efecto, resulta imprescindible en estos casos un análisis individualizado, pormenorizado, caso a caso. Prescindir de este análisis por la vía de establecer eventos rígidos de discriminación arbitraria, implica presumir dicho vicio en muchos casos en que, atendidas las circunstancias concretas, la diferenciación aplicada es del todo razonable.

b) El análisis de racionalidad debe incorporar todos los elementos propios del juicio de igualdad. Tribunal Constitucional, desde el rol 53 (1988) hasta el rol 790 (2007).





Nuestro Tribunal Constitucional ha construido un concepto de igualdad que se basa fundamentalmente en criterios de razonabilidad, sustentado parcialmente en las definiciones del autor argentino don Segundo Linares Quintana. Este criterio tradicional fue expuesto en el caso “votaciones populares y escrutinios” de 1988 (Rol Nº 53)
, en que el Tribunal Constitucional señaló que:





“De esta manera, la igualdad ante la ley consiste en que las normas jurídicas deben ser iguales para todas las personas que se encuentren en las mismas circunstancias y que no deben concederse privilegios ni imponerse obligaciones a unos que no beneficien o graven a otros que se hallen en condiciones similares. No se trata, por consiguiente, de una igualdad absoluta, sino que ha de aplicarse la ley a cada caso conforme a las diferencias constitutivas del mismo. La igualdad supone, por tanto, la distinción razonable entre quienes se encuentren en la misma situación.”.





Y luego, en el considerando 73º de la misma sentencia:





“La razonabilidad es el cartabón o estándar de acuerdo al cual debe apreciarse la medida de la igualdad o la desigualdad.”.
 





Como puede apreciarse, ya en esta sentencia el Tribunal Constitucional reconoce la necesidad de un juicio particularizado, concreto e individualizado para determinar la existencia de discriminaciones arbitrarias. Sobre esta idea, la doctrina ha avanzado ciertos criterios o pautas aplicables en este juicio particular de igualdad. Veamos.

i. Identificación del propósito de la distinción, exclusión, restricción o preferencia.





Primeramente, habrá que analizar, en los mismos términos de este proyecto, cuál es la intención al distinguir, excluir, restringir o preferir. Si ella es basada en criterios razonables y si se trata de manera similar a quienes se encuentran en la misma situación, entonces no existe arbitrariedad. Así, habrá que identificar la licitud del acto. Será necesario, por lo tanto, identificar quienes son los iguales.
ii. El agrupamiento de los iguales: elemento esencial común de los destinatarios de la decisión.





Nosotros propusimos un canon que busca especificar elementos que permitan al intérprete dar respuesta a la incógnita de quiénes son los iguales
. En principio, “iguales son los aquellos que gozan de la misma cualidad esencial; desiguales aquellos que poseen distintas cualidades esenciales”. Esto nos obligaría determinar desde un principio cuáles son las cualidades esenciales que vinculan a los iguales. Esta es, pues, la primera fase del juicio: efectuar una adecuada categorización entre quienes efectivamente están vinculados esencialmente.

iii. Selección de los destinatarios de la decisión.




Quienes han de ser tratados de forma igual, serán precisamente los esencialmente vinculados. La decisión deberá aplicarse a ellos, necesariamente, de manera igualitaria.





Como vemos, estos criterios deben aplicarse necesariamente en el juicio de igualdad, y dependerán de varios factores y elementos diversos (propósito que se persigue, número y cualidades de los afectados, etc). Estos factores son los que determinarán, finalmente, si existe o no discriminación arbitraria.

c) El juicio de igualdad exige recurrir al principio constitucional de proporcionalidad.





Agrupados los iguales, será necesario calificar la decisión misma a aplicar a éstos. En tal sentido, ésta debe ser analizada a la luz del “Principio de proporcionalidad”, el cual exige que la decisión sea útil, necesaria y proporcional en sentido estricto. Nuevamente, esto exige un análisis casuístico, de ponderación de los factores de cada caso.

i. Robert Alexy y el Tribunal Constitucional alemán.





Este principio ha sido reconocido y aplicado prácticamente en toda la doctrina y jurisprudencia mundial. Sin embargo, sus orígenes se encuentran en el Derecho alemán, donde ha penetrado intensamente en todo el Derecho Público. Surge como una herramienta para controlar el poder del Estado, generalmente al legislador, en sus operaciones de limitación de derechos fundamentales. Su objetivo fundamental es lograr que la actividad del Estado en pos del Bien Común se desarrolle siempre con el mínimo de intervención y afectación de los derechos fundamentales de las personas. Exige este principio, por lo tanto, un análisis profundo e individualizado de cada caso en que puedan afectarse los derechos de las personas, ponderando el grado de protección que merecen en concreto antes otros bienes jurídicos y derechos en juego.

ii. Tribunal constitucional de Chile: rol 790





El Rol 790, del Tribunal Constitucional de nuestro país (2007), reconoce y aplica expresamente el principio de proporcionalidad, como puede apreciarse en el Considerando 22°:





“…Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de México precisa que, para los efectos de considerar si, en un caso concreto, una discriminación está constitucionalmente vedada, debe determinar, “en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella ... Por último, es de importancia determinar en cada caso respecto de qué se está predicando con la igualdad ...” (Sentencia 988/2004, en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, diciembre de 2004, p. 362…”





“…El Tribunal Constitucional de España ha señalado, específicamente, que “para que la diferenciación resulte constitucionalmente lícita no basta que lo sea el fin que con ella se persigue, sino que es indispensable además que las consecuencias jurídicas que resultan de tal distorsión sean adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que produce y el fin pretendido por el legislador supere un juicio de proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados especialmente gravosos o desmedidos”. (Sentencias 76/1990 y 253/2004)…”.




Como puede apreciarse, el Tribunal Constitucional reconoce que el análisis de la discriminación arbitraria exige considerar, entre otros factores, la finalidad que se persigue, la aptitud del medio elegido para alcanzar el fin, la licitud de este último y las consecuencias que genera. Así, exige un análisis individualizado, caso por caso, para determinar si se ha vulnerado o no la igualdad.

iii. Las tres máximas del principio. Idoneidad, necesariedad, proporcionalidad propiamente tal.





-Idoneidad. El acto que restringe los derechos debe ser el más apto, de entre los muchos posibles, para alcanzar el fin que se propone con tal limitación. Es decir, el acto limitativo debe tener la capacidad suficiente para alcanzar el fin, sin imponer restricciones adicionales.





-Necesariedad. El acto restrictivo debe ser el menos gravoso o lesivo de todos los medios idóneos (es decir, aptos), para alcanzar el fin. Este elemento ha sido recogido por diversos tribunales extranjeros, por ejemplo, por el Tribunal Constitucional Alemán Federal, en el caso “Ley de Censo” (1982).





-Proporcionalidad propiamente tal. El gravamen impuesto por el acto limitativo de derechos no puede ser excesivo en relación a los beneficios que genera al bien común.





Estos tres criterios básicos del juicio de proporcionalidad nos revelan la alta complejidad del análisis de la arbitrariedad, por los variados factores que debe considerar y ponderar.





No parece adecuado, por lo tanto, prescindir de estos criterios doctrinales y jurisprudenciales modernos, útiles para identificar discriminaciones arbitrarias, por la vía de establecer eventos rígidos de discriminación arbitraria en abstracto, aplicables a todos los casos sin necesidad de atender a las características propias y específicas de éstos.

d) El juicio de igualdad debe armonizar los diversos derechos fundamentales que concurren al caso o conflicto.





Otro elemento que agrega complejidad al juicio de igualdad es que éste debe procurar armonizar los derechos que concurren y parecen estar en conflicto en el caso concreto. En efecto, existen varios ejemplos de derechos fundamentales, constitucionalmente garantizados, que facultan a sus titulares a adoptar decisiones y hacer diferenciaciones en base a criterios que de acuerdo con el artículo 3° del proyecto constituyen, per se, discriminación arbitraria.





Veamos algunos ejemplos:

i. Ejemplo: la libertad de asociación – partido y pensamiento político. Artículo 19 Nº 15.





Lógico y bueno es que un partido político para admitir militantes deba utilizar un criterio específico, como es “la ideología u opinión política”. Esto no es un acto arbitrario, sino plenamente razonable. Ello en la medida en que un partido es una asociación que tiene libertad para dotarse de un ideario propio y específico. Luego, es obvio que sea ese ideario el cartabón que le permita decidir en torno a sus militantes. Si el proyecto fuese aprobado en los términos señalados, los partidos –por ejemplo– no podrían practicar esa diferenciación sin infringir la ley. Cabe recordar que es perfectamente lícito a un cuerpo intermedio, como un partido político, expulsar a un miembro por conductas contrarias a los fines del mismo, precisamente respecto a su ideario político.





Resulta admisible, así, aplicar diferenciaciones en relación con el pensamiento político en las decisiones que adoptan los partidos políticos, siempre que sean razonables y proporcionales, lo que deberá analizarse en el caso concreto, atendiendo los factores y circunstancias presentes.

ii. La libertad de contratación y la idoneidad personal.





Al contratar a una persona, evidentemente se atiende a sus características personales y se discrimina razonablemente a quienes no poseen aquellas características. Así, por ejemplo, el idioma, que se nombra entre los casos particulares de discriminación en el art. 3°, puede ser lícitamente razón para discriminar cuándo se requiera a una persona que hable tal o cual idioma. Por ejemplo, no es arbitrario discriminar a alguien por no hablar el idioma inglés si lo que se busca es precisamente un intérprete inglés-español. Así, pueden nombrarse miles de casos en que la discriminación en materia laboral es necesaria. ¿Son injustificadas aquellas discriminaciones? No, y la ley no puede presumirlas como tales.

iii. La libertad religiosa y los derechos de la Ley de Cultos, N° 19.638.





El inciso final del artículo 3° señala que “las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley (N° 19.638), no se considerarán arbitrarias”. Como vemos, en este caso el mismo proyecto reconoce que no conviene establecer eventos rígidos de discriminación, pues puede afectar otros derechos fundamentales. Por ello es que establece una excepción respecto de las entidades religiosas. Pese a ello, hace aplicable estos escenarios de discriminación a toda otra persona, sin considerar que en ciertos casos, en virtud de factores concurrentes, ciertas discriminaciones son constitucionalmente admisibles y amparadas por otros derechos constitucionales.

iv. La libertad de emitir opinión e informar, línea editorial y el ejercicio de los derechos de la ley N° 19.733.





En el mismo sentido que antes, la libertad de expresión ampara el derecho a adoptar una cierta línea editorial al dueño de un medio de comunicación social. En base a ello, podía éste decidir excluir a ciertas personas que se apartan de la línea editorial que se ha adoptado, lo que podría ser perfectamente admisible, dependiendo de las circunstancias concretas.

e) El juicio de igualdad, por tanto, es intrínsecamente casuístico.





Todos estos ejemplos nos demuestran que para determinar la existencia de discriminación arbitraria será siempre necesario analizar el caso concreto, quiénes son los afectados, qué derechos están en juego, cuál es el propósito o motivo de la decisión, cuáles son sus consecuencias, etc. Prescindir de este análisis por la vía de establecer eventos rígidos de discriminación no resulta admisible ante la Carta Fundamental ni ante los criterios doctrinales y jurisprudenciales imperantes.

f) Jurisprudencia constitucional comparada: respaldo al juicio casuístico e individualizado de igualdad.

i. Corte Suprema de EEUU: caso Regents of UC Davis v. Bakke, 1978; Grutter v. Bollinger y Gratz v. Bollinger (2003). Análisis individualizado y no predeterminado por la ley.





La Corte Suprema de los Estados Unidos es considerada como la líder y pionera en jurisprudencia de protección de derechos fundamentales, en especial, del derecho a no ser discriminado arbitrariamente, desde el caso Brown vs. Board of Education.





Respecto del derecho a la igualdad, famosos son los casos de universidades norteamericanas, que con el afán de incluir mayor diversidad entre su alumnado, han establecido cuotas reservadas a ciertas minorías para admisión, como puede ser la condición de afroamericano, latino, etc. Respecto de estas decisiones, existen varias sentencias cuyo objetivo fue impugnar o desafiar estos sistemas de admisión que privilegiaban la diversidad.





Así, el caso Regents of the University of California at Davis v. Bakke, de 1978, consideró inconstitucional la discriminación positiva de cuotas para minorías, ya que prescinde de una evaluación individualizada de los postulantes. En este sentido, señaló la Corte:

“It may be assumed that the reservation of a specified number of seats in each class for individuals from the preferred ethnic groups would contribute to the attainment of considerable ethnic diversity in the student body. But petitioner's argument that this is the only effective means of serving the interest of diversity is seriously flawed. In a most fundamental sense the argument misconceives the nature of the state interest that would justify consideration of race or ethnic background. It is not an interest in simple ethnic diversity, in which a specified percentage of the student body is in effect guaranteed to be members of selected ethnic groups, with the remaining percentage an undifferentiated aggregation of students. The diversity that furthers a compelling state interest encompasses a far broader array of qualifications and characteristics of which racial or ethnic origin is but a single though important element. Petitioner's special admissions program, focused solely on ethnic diversity, would hinder rather than further attainment of genuine diversity.…The experience of other university admissions programs, which take race into account in achieving the educational diversity valued by the First Amendment, demonstrates that the assignment of a fixed number of places to a minority group is not a necessary means toward that end. An illuminating example is found in the Harvard College program (…)

In such an admissions program, race or ethnic background may be deemed a "plus" in a particular applicant's file, yet it does not insulate the individual from comparison with all other candidates for the available seats. The file of a particular black applicant may be examined for his potential contribution to diversity without the factor of race being decisive when compared, for example, with that of an applicant identified as an Italian-American if the latter is thought to exhibit qualities more likely to promote beneficial educational pluralism. Such qualities could include exceptional personal talents, unique work or service experience, leadership potential, maturity, demonstrated compassion, a history of overcoming disadvantage, ability to communicate with the poor, or other qualifications deemed important. In short, an admissions program operated in this way is flexible enough to consider all pertinent elements of diversity in light of the particular qualifications of each applicant, and to place them on the same footing for consideration, although not necessarily according them the same weight. Indeed, the weight attributed to a particular quality may vary from year to year depending upon the "mix" both of the student body and the applicants for the incoming class.This kind of program treats each applicant as an individual in the admissions process. The applicant who loses out on the last available seat to another candidate eceiving a "plus" on the basis of ethnic background will not have been foreclosed from all consideration for that seat simply because he was not the right color or had the wrong surname. It would mean only that his combined qualifications, which may have included similar nonobjective factors, did not outweigh those of the other applicant. His qualifications would have been weighed fairly and competitively, and he would have no basis to complain of unequal treatment under the Fourteenth Amendment.

In summary, it is evident that the Davis special admissions program involves the use of an explicit racial classification never before countenanced by this Court. It tells applicants who are not Negro, Asian, or Chicano that they are totally excluded from a specific percentage of the seats in an entering class. No matter how strong their qualifications, quantitative and extracurricular, including their own potential for contribution to educatio al diversity, they are never afforded the chance to compete with applicants from the preferred groups for the special admissions seats. At the same time, the preferred applicants have the opportunity to compete for every seat in the class.

The fatal flaw in petitioner's preferential program is its disregard of individual rights as guaranteed by the Fourteenth Amendment. Shelley v. Kraemer, 334 U.S., at 22, 68 S.Ct., at 846. Such rights are not absolute. But when a State's distribution of benefits or imposition of burdens hinges on ancestry or the color of a person's skin, that individual is entitled to a demonstration that the challenged classification is necessary to promote a substantial state interest. Petitioner has failed to carry this burden. For this reason, that portion of the California court's judgment holding petitioner's special admissions program invalid under the Fourteenth Amendment must be affirmed.…In enjoining petitioner from ever considering the race of any applicant, however, the courts below failed to recognize that the State has a substantial interest that legitimately may be served by a properly devised admissions program involving the competitive consideration of race and ethnic origin. For this reason, so much of the California court's judgment as enjoins petitioner from any consideration of the race of any applicant must be reversed.





La principal lección de esta sentencia es que la Corte declaró inconstitucional el mecanismo cuando establece cuotas rígidas para minorías prescindiendo de un análisis individualizado y personalizado de los postulantes. Así, la Corte Suprema de los Estados Unidos reafirmó la necesidad y el valor de un análisis concreto y particularizado para determinar la existencia de discriminaciones arbitrarias.





La sentencia del caso Grutter v. Bollinger, del año 2003, mantuvo el precedente del caso anterior, al igual que el fallo Gratz v. Bollinger.

f) El juicio de igualdad o razonabilidad, en cuanto controversia, es parte esencial de las facultades jurisdiccionales de los tribunales. Artículo 76 de la Constitución.





Como hemos dicho, calificar de arbitraria una discriminación requiere de un análisis casuístico. Corresponde, por lo tanto, esencialmente a los tribunales, ya que estos califican caso por caso, debiendo hacer detalladamente todo el análisis de igualdad y proporcionalidad expuesto más arriba.  No puede ser determinado a priori por la ley, la cual es de aplicación general. Se produce un conflicto en cada caso de una forma especial, la cual pertenece exclusivamente a los tribunales de justicia establecidos por ley calificar.”.





7) A continuación, intervino la Directora de la Fundación Ideas, señora Patricia Cardemil.





Ella expuso ante la Comisión un conjunto de antecedentes estadísticos que dan cuenta de la información recogida en la Tercera Encuesta Tolerancia y No Discriminación 2003.




Éstos son los siguientes:

No se saca nada con discutir con las personas de mayor edad, pues sus ideas no son adecuadas al mundo de hoy.
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Un colegio adecuado para las niñas es aquel donde pueden aprender correctamente sus roles de madre y esposa.
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Es normal que los hombres ganen más dinero que las mujeres, pues tienen una familia que mantener.
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La obediencia y el respeto a la autoridad son las primeras virtudes que hay que enseñar a los niños.
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Los jóvenes necesitan mano dura ya que le han 

perdido el respeto a todo.


[image: image12]
Lo que necesita la juventud es autoridad, determinación y voluntad de trabajar y luchar por la familia y la patria.
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Dada la situación actual, es inconveniente que se contraten jóvenes, pues se quejan demasiado y no valoran el trabajo.
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Los médicos deben investigar las causas de la homosexualidad para evitar que sigan naciendo más.
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En los tiempos actuales ya es hora de que en Chile se permita

 el matrimonio entre homosexuales.
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Es triste admitirlo, pero las desigualdades sociales son necesarias para el funcionamiento de la economía.
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Está bien que los empleadores pregunten por el lugar de residencia de quien busca trabajo, pues hay ciertos sectores donde se concentran los delincuentes y drogadictos.
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Aunque hay excepciones, los pobres son pobres porque no se han esforzado por salir de su situación.
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Chile es un país más desarrollado que sus países vecinos pues hay menos indígenas.


[image: image14]
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Un país que permite muchas diferencias en las opiniones de la gente

puede entrar en peligro de conflictos graves.
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P21. En Chile, ¿existe discriminación hacia las siguientes personas?

Discriminación hacia la mujer (%)
[image: image24.emf]         Los derechos humanos son importantes pero no son aplicables

                                   a los enemigos de la patria.
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Aumenta respecto al año 2006






    dónde alcanzaba un 81%

P22. ¿Considera usted que las mujeres son discriminadas en Chile?

Malestar por Discriminación

(%)
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   dónde alcanzaba un 62%

P23. Esta discriminación ¿le provoca a usted un malestar en su vida diaria? Sólo encuestadas que respondieron Sí en pregunta 22.

Base: 1012 encuestadas

Discriminación a la mujer 2006-2007 (%)
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¿En cuáles de los siguientes ámbitos cree usted que las mujeres son discriminadas en la vida diaria? Sólo encuestadas que respondieron Sí en pregunta 22.

Razones de Discriminación (%)
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P22.1. ¿Por qué considera que las mujeres SON discriminadas en Chile?.  Nota:  Porcentajes muestran respuestas sólo de quienes contestaron Sí a la pregunta 22.  Base: 1012 encuestadas.

Respuesta múltiple, los porcentajes suman más de 100%.

Oportunidad de las mujeres en el trabajo

(%)
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P25. ¿Por qué razón las mujeres no tienen las mismas oportunidades que los hombres en el trabajo?.  Pregunta aplicada a quienes responden que las mujeres Sí son discriminadas en el trabajo.  Base: 713 encuestadas.

Frecuencia de violencia contra las mujeres (%)
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P33. En su opinión, en el último tiempo ¿la violencia contra las mujeres ha aumentado, se ha mantenido o ha disminuido?





8) Luego, intervino el representante del Servicio Evangélico para el Desarrollo, SEPADE, señor Juan Sepúlveda, quien puso a disposición de la Comisión el siguiente texto:




“El Servicio Evangélico para el Desarrollo (SEPADE) es una corporación privada de interés público, con trabajo en los campos de la participación ciudadana, la educación y el fomento productivo. En virtud de lo anterior, presta asesoría y apoyo a las iglesias y organizaciones evangélicas que lo requieran en materias de interés público, como ha ocurrido en el caso de la deliberación del proyecto que establece medidas contra la discriminación. En esta ocasión, más que fundamentar su propia opinión -que desde un principio ha sido favorable a esta iniciativa legal– SEPADE desea contribuir al procesamiento e interpretación de los planteamientos y preocupaciones de las iglesias evangélicas.





En el discurso dominante de la población evangélica en Chile existe una clara conciencia de pertenecer a un sector que ha sido históricamente discriminado o, utilizando su propio lenguaje, tratado como “ciudadanos de segunda clase”. Por esta razón, el liderazgo de las iglesias y organizaciones evangélicas se ha pronunciado general y unánimemente en contra de la discriminación. Sin embargo, en lo que respecta a esta iniciativa legal, las opiniones han estado divididas entre un sector bastante activo que tiene aprehensiones sobre eventuales consecuencias negativas para las iglesias evangélicas, y otro sector que la considera un avance para el conjunto de la sociedad chilena. A la Mesa Ampliada de Organizaciones Evangélicas le ha correspondido la compleja labor de representar ambas posiciones, apoyando la idea de legislar, pero proponiendo modificaciones específicas que neutralicen los riesgos que preocupan al primer grupo mencionado.





La principal preocupación se relaciona con la eventualidad de que algunos aspectos de sus doctrinas y enseñanzas, o distinciones que forman parte del orden interno de las iglesias, puedan, como resultado de esta ley, ser consideradas discriminatorias y, por lo tanto, quedar expuestas a la acción especial que considera el proyecto. Es precisamente en respuesta a esta preocupación que la última versión del proyecto aprobada por la Comisión de Derechos Humanos del Senado, agregó al artículo 3° el siguiente inciso:





“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.





Al mismo tiempo, fueron suprimidos del listado de los motivos de las posibles acciones discriminatorias en el artículo 3º, los términos “religión o creencia”, probablemente al considerar que ese aspecto era abordado específicamente por el inciso recién citado.





Frente a estos cambios, la Mesa Ampliada ha solicitado la reposición del término “religión o creencia” –que estaba en el proyecto original- en el listado de motivos de discriminación. Nos parece que tal petición es perfectamente legítima, puesto que de lo contrario, no podrá recurrirse a la acción especial –al menos no explícitamente- cuando haya discriminación por motivos religiosos, lo que evidentemente debilitaría el apoyo a la iniciativa legal aún de los sectores evangélicos más favorables a ella. El inciso agregado se refiere a las distinciones que “no se considerarán arbitrarias”, por lo tanto, no cubre las que sí deben ser consideradas como tales.





La Mesa Ampliada pide, además, que en la redacción del segundo inciso del artículo 3° se use la misma definición de discriminación que contiene el primer inciso, es decir, detallando “distinción, exclusión, restricción o preferencia”. Nos parece que esto también puede ser aceptado, puesto que no cambia la sustancia del inciso y sí le da más coherencia con el primero.





Finalmente, la Mesa Ampliada ha solicitado que se elimine del inciso segundo la referencia al artículo 2º de la ley N° 19.638. En este caso, sin embargo, de aceptar la propuesta pierde coherencia todo un inciso que apunta precisamente a responder a las aprehensiones de las iglesias. Por lo tanto, parece recomendable que esta referencia se mantenga en la redacción del inciso.





La otra preocupación manifestada por sectores evangélicos se refiere a que la mención de la “orientación sexual” entre los motivos de discriminación, implica una legitimación moral de la conducta homosexual. En consecuencia, se ha propuesto que en lo que se refiere a las discriminaciones vinculadas a la condición sexual, se mencione en el listado solamente la palabra “sexo” (suprimiendo “género” y “orientación sexual”).





Al respecto, basta tener en cuenta que el listado de “motivos” mencionados en el artículo 3° no implica, en ninguno de los casos, semejante legitimación moral, para comprender que en este caso se trata de una preocupación infundada. El legislador debe tener en cuenta que los derechos de las personas, independientemente de sus creencias, conductas sexuales u otras características, están desde ya protegidos por la propia Constitución. Por lo tanto, no hay fundamentos jurídicos para excluir del listado una causal de discriminación, por más respetable que sea la opinión moral de un sector de la población evangélica.





En síntesis, si el Parlamento toma en cuenta aquellos planteamientos de las iglesias evangélicas que tienen apropiado fundamento legal y que refuerzan el texto del proyecto de ley, éstas se sentirán debidamente escuchadas y respetadas. Si al mismo tiempo perciben que algunos aspectos de sus opiniones y formas de ver la vida no han sido plenamente acogidas en la redacción final de la ley, comprenderán que tal es la situación normal en una situación democrática, donde los acuerdos implican siempre algún nivel de compromiso.





9) A su turno, hizo uso de la palabra el señor Rolando Jiménez, representante del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, MOVILH.





Entregó a la Comisión una exposición del siguiente tenor:





“Uno de los avances y comprensiones más importantes que están asumiendo las legislaciones y sus respectivos Estados en diversas partes del mundo en lo que respecta al combate o prevención de la discriminación, es la necesidad de visibilizar en las políticas públicas y en las leyes los diversos sectores que componen una determinada sociedad.





Ello, en el entendido de que la invisibilidad de cualquier grupo humano, potencia y/o deriva en algún tipo de discriminación y/o perjudica la efectiva prevención de este problema.





Es por ello que diversos países de todos los continentes que tenían incorporado en algunas de sus leyes, como las constituciones, legislaciones especiales o políticas públicas, el principio de la no discriminación, han avanzado hacia una especificación más acabada y concreta en las formas de expresión que ella tiene, de manera que todo aporte en la materia no se preste para la discrecionalidad.





Es el caso de Argentina, Paraguay, Brasil, Ecuador, Colombia, Venezuela, Costa Rica, Guatemala, Estados Unidos, México, Canadá, por mencionar algunos del continente americano, pues en Europa ello es ya es regla general.





A esto se suma que todas las nuevas propuestas antidiscriminatorias que se están gestionando a nivel internacional se hacen eco del mismo espíritu, precisamente con el objeto de adecuarse a los cambios que los países están dando en esa línea.  Ocurre, por ejemplo, con el caso de la Convención Interamericana Contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, cuyo último borrador aprobado por todos los equipos técnicos de los países que integran la OEA, sostiene en su primer artículo que:





“Discriminación es cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la raza, el color, la descendencia, el origen nacional o étnico, el sexo, la edad, la orientación sexual, la identidad y la expresión de género, el idioma, la religión, las opiniones de cualquier naturaleza incluidas las opiniones políticas, el origen nacional, el origen social, la posición socio económica, la condición de migrante, la condición de refugiado, la condición de desplazado interno, el nacimiento, la condición infectocontagiosa estigmatizada, la característica genética, la discapacidad, el sufrimiento psíquico incapacitante, o cualquier otra condición social que tenga el objetivo de anular o limitar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos humanos y libertades fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables a los Estados parte, en cualquier ámbito de la vida pública o privada, cuando un factor aparentemente neutro, como una disposición, criterio o práctica, puede ser fácilmente satisfecho o cumplido por personas que pertenecen a un grupo específico, o lo pone en desventaja, a menos que tal factor tenga un objetivo o justificación razonable.”.





Más aún, incluso se ha avanzado a nivel internacional en leyes, tratados, servicios, resoluciones y/o políticas más específicas que hacen referencia concreta y focalizada por cada sector que padece la discriminación en un determinado país, siendo ejemplos aportes en torno a las mujeres, los adultos, los mayores, los jóvenes, las minorías sexuales, las etnias, las personas con discapacidad y las minorías religiosas, entre otros.





En relación a Chile, ello es particularmente relevante, por cuanto si bien en algunas normas se explicita el principio de la no discriminación, ello no ha bastado para prevenirla en las distintas formas de expresión que tiene, ya sea porque se menciona desde la generalidad y/o se mencionan restrictivamente sus manifestaciones, situación que se presta para la arbitrariedad o amplia discrecionalidad en la aplicación de normas y/o políticas públicas.





De ahí que el artículo 3° del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación sea la columna vertebral de esta propuesta, pues da un salto cualitativo al establecer que “para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción fundada en motivos de raza o etnia, color, origen nacional, situación socioeconómica, zona geográfica, lugar de residencia, religión o creencia, idioma o lengua, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, estructura genética, o cualquiera otra condición social, que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico, incluidos los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





Por una parte, este artículo respeta precisamente el fin principal del proyecto, cual es la no discriminación, y en el mismo ángulo visibiliza no sólo las variadas formas de expresión de las exclusiones, sino que a los diversos sectores sociales que componen la sociedad, una parte de los cuales ni siquiera es mencionado en otras normas que hacen referencia a este fenómeno.





Con el objeto de ampliar esta mirada, se propone además a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia que incorpore una nueva categoría, cual es la de religión, toda vez que no está expuesta en el articulado.”.





10) En una sesión posterior, la Comisión escuchó una vez más al señor Rolando Jiménez.





En esta oportunidad destacó la necesidad de avanzar en el despacho de la iniciativa en estudio, haciendo presente que el grupo de personas que representa, así como muchos otros, sufren la discriminación en forma directa y continua. Agregó que en esta tramitación también está en juego la fe pública en relación a los compromisos contraídos por el Estado de Chile ante distintos organismos internacionales.





En cuanto al mecanismo que el proyecto consagrará para reclamar de los actos de discriminación arbitraria, instó a que al menos se refuerce el recurso de protección. Hizo presente que en estos años se han presentado veintenas de estos recursos ante las Cortes de Apelaciones y que recién durante el año 2010 se acogió uno referido a un caso de discriminación por orientación sexual.





11) En la misma sesión en que la Comisión escuchó la segunda alocución del señor Jiménez, en representación del ya señalado Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, MOVILH, usó de la palabra el abogado señor Fernando Muñoz.





El mencionado profesional expresó que nuestra Carta Fundamental contempla la categoría de leyes interpretativas de los preceptos constitucionales, pues los textos constitucionales no se interpretan a sí mismos, sino que ello constituye una tarea del intérprete.





Evaluando si el precepto del proyecto que define los actos de discriminación arbitraria revestiría este carácter, señaló que según una interpretación amplia o expansiva, todo texto jurídico interpreta la Constitución y que para determinar qué leyes tienen esta naturaleza, es necesario acudir a los principios interpretativos que, en este caso, los proporcionará el proceso legislativo.





Opinó que en la situación en estudio, no habría justificación para aplicar la categoría de norma interpretativa a la disposición en estudio pues ella solamente estaría dando una mayor desarrollo al numeral 2º del artículo 19 de la Constitución Política, utilizando una redacción que, aun cuando puede perfeccionarse, parece satisfactoria.





Agregó que dicha norma estaría cerrando la falta de argumentos jurídicos para que las Cortes de Apelaciones dejen de conocer los recursos de protección que se presenten y que las imperfecciones de que adolece su redacción no parecen tan graves como para retrasar el despacho de esta importante iniciativa.





Refiriéndose a las aprensiones del Honorable Senador señor Espina en cuanto a que la redacción en estudio permitiría entender que es arbitraria una oferta de empleo orientada solamente a los varones, señaló que los textos normativos se interpretan según los valores culturales que existen y que no visualiza a ningún juez dando una interpretación extrema o absurda a esta regla. Añadió que los jueces hacen interpretaciones sensatas de la normativa jurídica y que no debe perderse de vista que en ello también está en juego su prestigio.





12) La Comisión también conoció algunas apreciaciones generales respecto de la iniciativa presentadas por el profesor señor Ciro Colombara, quien basó su exposición en la siguiente minuta:
“1.- ANTECEDENTES:

1.1.- Proyecto de Ley que Establece Medidas contra la Discriminación de 14.03.05 (Mensaje Nº 315-352).

· La regulación a nivel legal y no constitucional se ha implementado en Chile sustantiva y sectorialmente (Ley de Discapacidad y Ley de Amparo Económico).

· Hay que regular legalmente un mecanismo para proteger el principio de no discriminación.

· Servicio Nacional de la Mujer, Comisión de Pueblos Indígenas, Instituto Nacional de la Juventud, Fondo Nacional de la Discapacidad y Servicio del Adulto Mayor.

· Discurso tolerante y conductas abiertamente discriminatorias (Fundación Ideas).

· Se requieren mecanismos jurisdiccionales.

· Cuatro contenidos fundamentales:

· a) El deber del Estado: deber de elaborar políticas y arbitrar acciones necesarias para garantizar la no discriminación. El Estado debe evaluar y diseñar una política. El Estado puede establecer diferenciaciones legítimas.

· b) La discriminación arbitraria: concepto según cuatro variables. i) Definición de las modalidades (ámbito público o privado): distinciones, exclusiones, restricciones y preferencias. Acción u omisión; ii) Criterios (son 20, son condiciones individuales o sociales que remarcan algún grado de identidad) para las distinciones, exclusiones, restricciones y preferencias; iii) No se requiere daño, no debe haber un resultado determinado; iv) La discriminación debe ser arbitraria. No se requiere ilegalidad.

· c) Acción especial de discriminación: se busca asegurar el mandato de no discriminación. La acción procede sin perjuicio de las acciones especiales. No hay acción popular, hay legitimación sólo para la víctima. La causal o fundamento es cualquier acción u omisión que importe una discriminación arbitraria. El Tribunal competente es la Corte de Apelaciones. El procedimiento tiene tres principios: informalidad, oficialidad (dispositivo) y sumarísimo. La sentencia puede acoger o rechazar la pretensión, adoptando todas las medidas pertinentes. Si se acoge la denuncia, la Corte puede a) Declarar el derecho a la indemnización de perjuicios por el acto u omisión discriminatorio, para lo cual se demanda directamente ante el Juez de Letras; y b) No se discute la existencia del daño, sino sólo el monto (reclamo de ilegalidad municipal y regional y amparo económico); y c) La Corte puede sancionar al funcionario o a la empresa privada que presta servicios de utilidad pública. Como contrapeso, si se rechaza, el actor debe responder de los perjuicios.

· D) Norma penal especial: modificar el artículo 12 del Código Penal, estableciendo como agravante la “comisión del acto delictivo motivado por la discriminación”.

· El proyecto acoge propuestas emanadas desde la sociedad civil.

1.2.- Primer Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de Diputados, de 18 de mayo de 2005.

· La idea matriz central es la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona.

· La Comisión rechazó establecer una acción especial de discriminación y la agravante de discriminación. 

1.3.- Oficio Nº 58 de la Corte Suprema, de fecha 3 de mayo de 2005.

· Informa desfavorablemente el proyecto, por voto de mayoría.

1.4.- Segundo Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de Diputados, de 13 de julio de 2005.

· Restituye la acción de discriminación.

1.5.- Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado de 19 de abril de 2006.

· La Corte Suprema mantiene su informe negativo, aún con las modificaciones introducidas en la Cámara de Diputados, con algunas observaciones complementarias.

2.- IDEAS GENERALES SOBRE LA EXPOSICION:

2.1.- Análisis desde dos puntos de vista:

a) Práctico: viabilidad de la aplicación de la ley y del procedimiento judicial que se propone.

b) Sociedad civil: los usuarios relevantes de esta ley deben ser las ONGs, por lo que el análisis es desde la perspectiva de ellas.

3.- ¿ES NECESARIA UNA LEY DE NO DISCRIMINACION?: Sí.

3.1.- Evidencia empírica acerca de la discriminación en Chile. Estudios.

3.2.- Realidad: casos.

3.3.- Desarrollo de órganos temáticos estatales como política pública: SERNAM, FONADIS, Adulto Mayor, etc.

4.- ¿NO BASTA CON EL ARTÍCULO 19 Nº 2 DE LA CONSTITUCION POLITICA (IGUALDAD ANTE LA LEY) Y CON EL RECURSO DE PROTECCION?: No.

4.1.- Artículos 1º y 2º de la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica: obligación de garantizar.

4.2.- La práctica del recurso de protección en Chile. Jurisprudencia. Investigación del profesor Gastón Gómez y sus conclusiones.

4.3.- Desprotección práctica, en particular para las ONGs cuando actúan en defensa de un interés público o de intereses difusos.

5.- ¿ES SUFICIENTE LA NORMA LEGAL?: No.

5.1.- Hay una tradición cultural, en que pese a un creciente discurso de tolerancia, hay una práctica de discriminación.

5.2.- En la práctica, la situación es similar a la tradición de secreto que existía o existe en la Administración Pública y el derecho de acceso a la información del público. La normativa legal es discordante con la realidad. 

5.3.- No bastan las normas. Se requieren políticas públicas fuertes y consistentes: educación, difusión de derechos, capacitación a funcionarios públicos.

6.- DEFINICION DE ACTO O CONDUCTA DE DISCRIMINACION ARBITRARIA:

6.1.- Se propone, además de la enumeración de criterios, una cláusula final abierta (se incluiría así, por ejemplo, el antisemitismo).

6.2.- Se sugiere incluir expresamente, como uno de los criterios de discriminación, la religión o creencia.

7.- ACCION JUDICIAL DE DISCRIMINACION ARBITRARIA:

7.1.- Referencia a la jurisprudencia sobre discriminación arbitraria.

7.2.- Es esencial un recurso judicial rápido y eficaz (artículos 8° y 25 del Pacto de San José de Costa Rica).

7.3.- Litigación abusiva vs. litigación razonable para defender derechos afectados.

7.4.- Excluir una acción popular. Legitimación activa.

7.5.- El rol de las Cortes de Apelaciones. Sin tribunales apelación, tienen gran recarga de trabajo.

7.6.- Es necesario incluir algunos puntos en este procedimiento para respetar el debido proceso: debe contemplarse el recurso de apelación; los terceros deben poder hacerse parte y oponerse a la acción, más aún si se considera que podrían ser condenados a pagar indemnizaciones o multas; debe pedirse informe a los acusados.

7.7.- La acción especial debe excluir expresamente la posibilidad de recurrir al recurso de protección, para evitar decisiones contradictorias en procedimientos simultáneos.

8.- NORMAS PENALES:

8.1.- Agravante genérica.

8.2.- Artículo 137 bis: referencia a los criterios del artículo 3º.

8.3.- Hay que ser muy cuidadoso en no penalizar opiniones y afectar la libertad de expresión (delito de negación del Holocausto). La línea entre opinión y discriminación es tenue.





13) Enseguida, hicieron uso de la palabra el Consejero Superior de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Diego Schalper, y el Vicepresidente del Centro de Alumnos de Derecho de esa misma Alta Casa de Estudios, señor Santiago Larraín.


El siguiente documento da cuenta de sus intervenciones:


“a) La igualdad entre todas las personas y la no discriminación, son materias ya contenidas de manera clara y suficiente en la Constitución Política de la República.


b) El proyecto de ley en cuestión no hace sino disminuir la tutela al derecho a la igualdad, ya que al incluir algunos criterios de exclusión, deja fuera otros y está, por tanto, discriminando.


a) Graves problemas de inconstitucionalidad de los artículos 2° y 3° del proyecto de ley. Principalmente, por lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución en relación a las garantías del artículo 19, números 2, 6, 10, 12 y 16. Creemos que la no discriminación, planteada de la forma en que lo hace el artículo 2° del proyecto, implica afectar la esencia de otros derechos fundamentales como son la igualdad entre todas la personas, la libertad de conciencia, la libertad de enseñanza (por ejemplo, si un colegio decide, como parte de su reglamento interno y de su proyecto educativo, que sólo aceptará mujeres ¿estaría discriminando?) y la libre contratación (por ejemplo, si una empresa de comida preparada decide llamar a concurso para llenar ciertas vacantes para trabajos de cocina ¿estaría discriminando si limita su llamado a concurso solamente a mujeres, o solamente a hombres?).


b) Nada dice el proyecto de ley sobre el recurso de protección, acción que actualmente protege a las personas que sufren una discriminación arbitraria, y la misma omisión se aplica a las acciones especiales contempladas por otras leyes, por ejemplo, las laborales. ¿Son acciones compatibles con la creada por esta nueva ley? ¿Se deben impetrar una en subsidio de la otra? ¿La nueva acción reemplaza a las demás por ser especial?


c) Confunde igualdad de oportunidades con igualdad de resultados: lo primero está avalado por la Constitución y no así lo segundo. Se otorga a una mera expectativa la calidad de derecho adquirido, impidiendo al antiguo titular ejercer su derecho libremente. No es lo mismo que un hombre y una mujer tengan el derecho a presentarse en igualdad de condiciones a una entrevista de trabajo, a que ese hombre y esa mujer puedan reclamar que fueron discriminados en caso de que elijan al otro y no a él o ella.


d) El Estado discrecional y exclusivamente determina cuales son las diferencias legítimas. El artículo 3° del proyecto enumera una serie de criterios según los cuales no se podría hacer distinciones injustificadas, ya que serían discriminatorias. Pues bien, al hacerlo nos dice que todos los demás criterios sobre los cuales podríamos distinguir a una persona de otra son legítimos; en consecuencia, se vulnera así nuestra libertad de elección y de pensamiento y se produce una falta de vocación de permanencia de la ley. La gran mayoría de los ciudadanos queda sujeta a los cambios de opinión, ideología o política, así como también el texto legal.


a) Es indiscutible que todos somos iguales en dignidad y derechos en cuanto personas humanas. Es más, precisamente esa dignidad es el fundamento de nuestra libertad, la cual sólo se entiende en la medida en que yo puedo escoger legítimamente entre diferentes alternativas o bien no escoger ninguna. Esa elección, a su vez, se sustenta en discriminaciones, pues necesariamente al escoger algo con respecto a otra cosa, discrimino a esto último.


b) Hoy nuestra legislación sanciona las discriminaciones arbitrarias, hechas por el mero capricho, reconociendo y amparando a aquellas discriminaciones razonables sin las cuales no puede entenderse la libertad. Este proyecto de ley amplía a límites insospechados y definibles discrecionalmente por el poder político de turno la definición de “lo arbitrario”, dándole de esa forma el carácter de caprichosas per se a una infinidad de decisiones libres aún no determinadas pero si proyectables a la luz de las consecuencias que proyectos similares han tenido en otros países.


c) De esta forma, el limitar discrecional y unilateralmente el ámbito de lo arbitrario a la luz de una determinada visión de sociedad, implica una peligrosa limitación a la libertad de conciencia y a la libre elección que las personas tienen. Y de esta manera se coarta uno de los atributos esenciales de la dignidad, como es la libertad.


a) El proyecto de ley trae como consecuencia la derogación de un supuesto fundamental en materia de derecho de familia, que es que no obstante tener el hombre y la mujer igualdad en dignidad y derechos, no son lo mismo; por algo a uno le llamamos hombre y a la otra, mujer, además que las diferencias saltan a la vista. Sin este supuesto, pierde todo sentido la regulación actual sobre el matrimonio, los regímenes matrimoniales, el cuidado personal de los menores, el derecho de alimentos, la compensación económica, la adopción, etc.


b) Ejemplo de incompatibilidad con el ordenamiento jurídico es que exigiría una completa reforma en materia de delitos contra la integridad sexual de las personas. Para ilustrar este punto, citaremos de manera textual lo señalado por el Acta de Constitución de la Federación Chilena de la Diversidad Sexual, firmada en Santiago de Chile con fecha 26 de agosto del 2007 entre organizaciones de lesbianas, gays, bisexuales, transexuales, transgéneros e intersexuales (LGBTTI): “Exhortamos a todos los agentes del Estado a que en el marco de sus competencias y atribuciones específicas, modifiquen y/o deroguen normas con interpretaciones arbitrarias que sirven de sustento para violentar derechos humanos como son: -El artículo 365 del Código Penal que considera un delito las relaciones homosexuales que involucren a un menor de 18 años”. Es decir, delitos como la sodomía, actualmente entendida por toda la doctrina como el acceso carnal de un varón a otro varón menor de 18 años, debieran quedar derogados, lo cual es bastante grave ya que en ese caso la edad para poder tener relaciones homosexuales consentidas sin ir contra la legislación debiera quedar fijada a partir de los doce años, edad que nuestra legislación, para el caso de los hombres, considera como una en que no hay plena capacidad ni civil ni delictual.


a) Sancionar conductas ya sancionadas y respecto de las cuales existen herramientas para su persecución y prevención (Artículo 20 de la Constitución Política, legislación laboral en materia de despidos, etc.).


b) Sanciona conductas que escapan al ámbito del derecho, vinculadas a buenas costumbres y no a los deberes jurídicos. Por ejemplo, la mala educación e inmoralidad de una persona que insulte verbalmente a un anciano o a una persona de color en la calle. Nótese que además se sanciona con las herramientas de ultima ratio, es decir, penales.


c) Sancionar conductas perfectamente legales y amparadas en garantías constitucionales, cuando al ejercerse el derecho se produce un perjuicio indirecto e involuntario en un tercero distinto al actor. Por ejemplo, se podría sancionar al director de un liceo si este decide no aceptar en su institución a una persona de 28 años que quiere hacer su cuarto medio, aunque esta decisión esté basada en el reglamento interno del establecimiento, el cual, a su vez, se redacta en uso de la libertad de enseñanza.


a) Problemas de interpretación del artículo 3° del proyecto. Hay dos posibles interpretaciones, una lleva al absurdo de sostener que en ningún caso y bajo ningún respecto se puede distinguir entre dos personas. La otra implica que además de configurarse el criterio de exclusión arbitraria, la decisión sea injustificada, exigiendo así un ánimo de discriminar.


a) La prueba de que una conducta es arbitraria es mucho más difícil que con las actuales herramientas legales. Bajo la primera interpretación, será el juez el único que podrá distinguir cuando una distinción es arbitraria, de lo contrario todas lo serían. En el segundo escenario, el juez deberá verificar un ánimo, elemento subjetivo muy difícil de probar satisfactoriamente. En el fondo, padece el proyecto de una falta de objetividad para determinar si una acción es justa o arbitraria.


b) Colapsar aún más nuestras Cortes de Apelaciones. Desde el punto de vista procesal, el proyecto no sólo omite ciertas cosas como ya hemos señalado anteriormente, sino que también establece otras que son poco eficientes y contrarias a las tendencias actuales de nuestro sistema judicial. Así, por ejemplo, tendremos que esta acción viene a engrosar la lista de asuntos preferentes para su vista, con lo cual se complica innecesariamente el trabajo de las Cortes, ya que con el recurso de protección se lograrían los mismos fines. Por otro lado, la ley establece que la Corte tendrá el impulso procesal; por lo tanto, ya nos podemos imaginar la serie de denuncias sin ningún fundamento que quedarán estancadas en el sistema judicial, considerando que las Cortes no tienen la capacidad, por tiempo y recursos, de hacerse cargo de llevar a su fin estas acciones.”.





14) Luego, intervino el señor Francisco Bustos, Secretario Ejecutivo del Instituto de Estudios Evangélicos y del Movimiento Cristianos por Chile.





Éste presentó al señor José Ignacio Martínez Estay, Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de los Andes y Doctor en Derecho de la Universidad de Santiago de Compostela, quien realizó su exposición ante la Comisión basándose en el siguiente documento:





“El Instituto de Estudios Evangélicos y el Movimiento Cristianos por Chile han solicitado mi opinión respecto del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación. Al respecto, puedo señalar lo que sigue:


I. NO NECESIDAD DEL PROYECTO Y PELIGROS DE UNA LEGISLACIÓN COMO LA QUE SE PROPONE.





1. No necesidad. Un sistema constitucional y democrático como el chileno supone la igualdad ante la ley, principio básico y estructurador de cualquier comunidad política civilizada. En tal sentido, y como ha ocurrido desde los albores de nuestra vida republicana, la actual Constitución y los documentos constitucionales que le precedieron han garantizado el principio de igualdad. Más aún, la actual Carta Fundamental no sólo reconoce este principio y sus diversas manifestaciones (artículo 19 N°s. 2°, 17, 20 y 22), sino que además lo ha dotado de garantía jurisdiccional (artículo 20 con relación a los numerales 2° y 22 del artículo 19).





Como si lo anterior fuera poco, el art. 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce de manera expresa la igualdad de todas las personas ante la ley, la que está dotada de los mecanismos de garantía propios del sistema interamericano (Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos). Esta norma no sólo es ley de la República, sino que, además, como consecuencia del art. 5°, inciso segundo, de nuestra Magna Carta, es Constitución en sentido material y, por ende, parte de nuestro bloque de constitucionalidad.





En resumen, nuestro sistema jurídico reconoce y garantiza de manera expresa y amplia el principio de igualdad respecto de toda persona humana, por el solo hecho de serlo. Y como se sabe, son personas “todos los individuos de la especie humana, cualquiera sea su edad, sexo, estirpe o condición” (art. 55 del Código Civil). Es decir, en nuestra especie se es persona desde el comienzo de la individualidad y, por ende, a partir de ese momento surge el amparo propio del principio de igualdad. En otros términos, el sistema jurídico chileno garantiza de manera amplísima el principio de igualdad, sin ninguna necesidad de enumerar qué situaciones pudieran ser consideradas contrarias a él.





2. El proyecto crea una acción especial de protección innecesaria y peligrosa para la tutela judicial de los derechos de todas las personas. Nuestro sistema constitucional cuenta en la actualidad con un mecanismo de tutela específica de los derechos constitucionales, cual es el recurso de protección. Esta acción ha sido clave en la transformación del sistema constitucional chileno, al hacer justiciables gran parte de los derechos, entre los que se cuenta precisamente el principio de igualdad. Desde sus orígenes, uno de los derechos más utilizados en sede de protección es precisamente el artículo19 Nº 2. La creación de una acción especial resulta por ello innecesaria y, lo que es peor, peligrosa, ya que puede recargar el trabajo de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, retardando aún más la resolución de los diversos procedimientos y recursos de que conocen en la actualidad, entre los que se cuenta precisamente el recurso de protección.





3. Peligro de reduccionismo. Cualquier intento por fijar un listado de posibles casos de discriminación arbitraria (artículo 3° del proyecto) corre el riesgo de dejar fuera otras, restringiendo por ende las posibilidades del intérprete. Buena muestra de este riesgo es lo que ocurrió con la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo (Ley de Prensa, LP). A fin de proteger la libertad de prensa, la referida ley otorga especial amparo a las informaciones de interés público. De ahí que fijó precisamente este criterio como justificativo de una legítima intromisión en la vida privada de alguien. Pero junto con ello, el legislador incurrió en el desliz de señalar expresamente cuándo se debe entender que hay interés público y qué hechos forman parte de la vida privada, cerrando así la opción a una interpretación más liberal y más protectiva de la libertad de expresión (art. 30 LP).





Producto de esta regulación es la precaria situación en que ha quedado el ejercicio de la libertad de información en situaciones de gran relevancia pública. Así ocurrió, por ejemplo, en el denominado “caso Calvo”, en el marco del caso Spiniak. Como se sabe, un grupo de periodistas fue sancionado por difundir hechos que sin duda eran de enorme relevancia pública. En el proceso penal seguido en contra de estos comunicadores, la sentencia condenatoria sostuvo que los hechos difundidos (asistencia de un juez a un establecimiento gay) formaban parte de su vida privada y por no ser constitutivos de delito no eran susceptibles de ser considerados de interés público. Ello a pesar del evidente interés público de los referidos hechos.





Pero, además, el peligro de reduccionismo de enumeraciones como las del art. 3° del proyecto pueden probarse con un ejemplo. Así, no se entiende por qué se excluye de la enumeración al nasciturus (desde el momento mismo de la concepción), en circunstancias que, sin duda, es un individuo de la especie humana. De hecho, aun cuando se considerase seguir adelante con la actual redacción del art. 3° del proyecto, parece absolutamente necesario que, a fin de evitar que este mismo proyecto sea ilícitamente discriminatorio, deberá incluirse en la enumeración a esos seres humanos.


II. INCONSTITUCIONALIDADES DEL PROYECTO DE LEY.





1. El artículo 2° del proyecto infringe el principio de legalidad en relación al art. 19 Nº 2 de la Constitución. El art. 2° inciso segundo del proyecto autoriza al Estado para que establezca distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas. Al respecto, debe considerarse que el artículo 19° N° 2° de la Constitución prohíbe expresamente establecer distinciones o diferencias, a menos que sean razonables, en los términos de su inciso segundo, o sea, sólo mediante ley. Es decir, la autorización conferida por el artículo 2° inciso segundo de la norma proyectada sólo puede ser llevada a cabo por el legislador y no por cualquier poder público. En virtud del principio de legalidad, en nuestro sistema jurídico no es lícito atribuir a los poderes públicos en general facultades regulatorias genéricas en materia de derechos y libertades. De hecho, cuando el legislador ha querido atribuir competencias en estas materias al Poder Ejecutivo, el Tribunal Constitucional ha sostenido de manera pacífica que ello no es posible genéricamente, dando origen a los denominados principios de especificidad y determinación
. Pero, además, en el ámbito económico deben cumplirse los requisitos estrictos y taxativos que se contemplan en el numeral 22° de aquel artículo 19, y en el laboral es inconstitucional establecer acciones positivas
.





2. El proyecto de ley infringe la garantía del contenido esencial de los derechos (art. 19 Nº 26 de la Constitución). La norma proyectada es contraria a la Carta Fundamental por cuanto ella, sin encontrarse expresamente autorizada por el Poder Constituyente, como lo exige el artículo 19 N° 26° de la Constitución, impone limitaciones al derecho asegurado en su numeral 2°.  En efecto, la Constitución asegura a todas las personas la igualdad ante la ley, admitiendo las diferencias que sea razonable adoptar, sin que en ella se exija o prohíba el empleo de ningún criterio para configurar aquella diferencia o para determinar que se incurre en discriminación, o sea, la diferenciación o igualación que es injusta. Cuando el proyecto de ley impone la exclusión de determinados criterios, calificando su utilización, per se, como constitutiva de discriminación, vulnera la Carta Fundamental en su artículo 19 numerales 2° y 26°.





3. El proyecto de ley pone en riesgo la libertad de expresión, la libertad de enseñanza y la libertad de conciencia y religiosa. De todos es sabido que el proyecto ha sido impulsado activamente por organizaciones homosexuales. No cabe duda que una persona homosexual está dotada de la misma dignidad y derechos que le son consustanciales a todo ser humano por el solo hecho de ser un miembro de nuestra especie. Por ello resulta evidente su titularidad respecto del principio constitucional de igualdad. Sin embargo, es también sabido que los movimientos homosexuales pretenden obtener una tutela especial para una opción o gusto personal en materia sexual. Es decir, pretenden que el proyecto de ley fije un privilegio especial para gustos personales en materia sexual.





Al respecto, debe considerarse que los derechos humanos son tales no por derivar de opciones o gustos personales, sino que por emanar de la naturaleza humana. En la práctica, una legislación como la promovida pretende darle un estatus de derechos a las consecuencias derivadas de una opción personal, y a partir de ahí, puede llegar a transformarse en una especie de limitación al legítimo ejercicio de otros derechos y libertades. En efecto, la inclusión de la “opción sexual” como criterio discriminatorio puede curiosamente traducirse en la creación de un privilegio especial y llevar a limitar indebidamente el ejercicio de las libertades de conciencia, de enseñanza y de expresión, en cuanto a que puede coartar la emisión de legítimas opiniones morales y religiosas respecto de conductas sexuales. Ello no sólo resulta inadmisible a la luz de los derechos mencionados, sino que además resulta contrario al ideario mismo del sistema democrático, por cuya recuperación tanto luchó Chile.”.





15) Enseguida, en representación del Observatorio Parlamentario, usó de la palabra la abogada señora Camila Maturana, perteneciente a la Corporación Humanas.





Su exposición consta en el siguiente documento:

“Comentarios del Observatorio Parlamentario sobre el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07) (
Antecedentes





“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.





Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición (...”) (Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, artículos 1 y 2.1)





Los principios de igualdad y no discriminación constituyen pilares del ordenamiento jurídico internacional como de gran parte de los ordenamientos jurídicos nacionales. Pese a ello, la discriminación es de ocurrencia cotidiana en nuestro país. Muchas mujeres no son contratadas porque se consideran “más caras”, personas son despedidas por su orientación sexual, carecemos de accesos especiales en locales y edificios para personas con discapacidades físicas, niños/as peruanos, bolivianos y ecuatorianos, entre otros, son hostigados, y ello sólo es una parte de las múltiples formas de discriminación que diariamente se ejercen en el país.





Evidentemente, las personas no son todas iguales, ni biológica ni social ni culturalmente. No obstante, la ética exige un tratamiento igual -o diferente según sea el caso- en aras de la justicia. La igualdad es una ficción jurídico-valórica, una construcción filosófica de sistemas orientados hacia la justicia y al consiguiente principio de equidad. Este principio se manifiesta en palabras simples en tratar igual a quienes son iguales y tratar diferente a quienes son diferentes.





La Declaración Universal de Derechos Humanos, la Carta de las Naciones Unidas y un amplio conjunto de instrumentos internacionales se estructuran en base a los principios de igualdad y no discriminación. Al respecto, puede señalarse lo dispuesto por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), particularmente en el art. 2.1; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), en especial su art. 2.2; la Convención Americana de los Derechos Humanos de la O.E.A. (1969), artículo 1.2; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1965), la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1988); la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (1989); la Convención Sobre los Derechos del Niño (1990); la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém Do Pará”; el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”; la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminación en la Esfera de la Enseñanza; el Convenio N° 100 de la O.I.T. sobre Igualdad de Remuneración (1951); el Convenio N° 111 de la O.I.T. sobre la Discriminación en el Empleo y la Ocupación (1958); el Convenio N° 122 de la O.I.T. sobre la Política de Empleo (1964); el Convenio N° 159 de la O.I.T. sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas (1983); el Convenio N° 169 de la O.I.T. sobre Pueblos Indígenas y Tribales (1989); el Convenio N° 182 de la O.I.T. sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil (1999); la Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de Intolerancia y Discriminación fundadas en la Religión o las Convicciones (1981); la Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales de la UNESCO (1978); la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares; la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Étnicas y Linguísticas (1990), y la Convención de Naciones Unidas sobre Discapacidad (2006), entre otros.





Para los Estados nacionales -al menos desde la constitución de la Organización de Naciones Unidas- el respeto a la igualdad de derechos y la protección frente a la discriminación han sido algunas de las preocupaciones fundamentales. Por ello, los Estados han consagrado en sus Constituciones tales principios, han aprobado legislaciones en la materia, creado instituciones nacionales, implementado mecanismos y diseñado políticas que garanticen la igualdad y la no discriminación.





Así, en el Derecho comparado es posible advertir normas de rango constitucional que protegen frente a acciones u omisiones discriminatorias en contra de una persona o grupo social. Las Constituciones de Alemania, Brasil, Canadá, Colombia, España, Francia, Italia, México, Portugal, Puerto Rico, Sudáfrica y Venezuela son ejemplos de ello según puede apreciarse en la tabla que se anexa.




Del tenor de dichas normas se aprecia que, en gran medida, éstas se sustentan en la definición de discriminación que ha dado el Comité de Derechos Humanos
:

“...toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas”.





En Chile, la Constitución consagra el principio de igualdad de derechos como la igualdad ante la ley y la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos.
. Sin embargo, el principio de no discriminación, consustancial al principio de igualdad, no se encuentra debidamente resguardado.





Por otra parte, diversos Estados han establecido distintos mecanismos en pro de la igualdad y la no discriminación, como el establecimiento de instituciones encargadas de promover y eliminar la discriminación, acciones judiciales concretas y sanciones específicas en caso de contravención. En esta misma línea, es interesante referirse brevemente a tres relevantes ejemplos en la región.





En Argentina, como es sabido, se confiere rango constitucional a un conjunto de tratados internacionales.
 En virtud de dichos tratados y de la expresa norma constitucional, se establece la acción de amparo como la vía idónea para alegar la existencia de algún acto u omisión discriminatoria. A partir de la promulgación de la ley Nº 23.592 (1988), si una persona es discriminada o ha sido privada injustamente de alguno de los derechos garantizados por la Constitución Nacional puede exigir el cese de la privación. Si la perturbación se mantiene, la persona puede hacer la denuncia correspondiente ante cualquier oficina policial o ante el juzgado civil de turno, los que tendrán la obligación de acoger la denuncia e iniciar las acciones legales correspondientes.





Asimismo, se creó el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI)
, cuya finalidad es elaborar políticas nacionales y medidas concretas para combatir la discriminación, la xenofobia y el racismo, impulsando y llevando a cabo acciones, campañas e investigaciones a tal fin, además de difundir principios tales como la valoración del pluralismo social y cultural y la eliminación de actitudes discriminatorias en general.





En Brasil se previene y sanciona la discriminación en la Constitución de 1988, que fija el marco general de protección a los sujetos discriminados. Este marco abarca el ámbito civil, penal y laboral y en cada uno de ellos existe la posibilidad de adoptar medidas concretas en contra del trasgresor. El juez puede adoptar las medidas que pongan término a la discriminación -por ejemplo, reintegrando a la persona al trabajo en caso de despido injustificado-, y las medidas compensatorias que correspondan -por ejemplo, recibiendo el pago de todos aquellos salarios no percibidos más el pago de una indemnización por daños morales. La persona víctima de discriminación puede hacer valer cualquier categoría de discriminación, sea ésta en base al sexo, la orientación sexual, el género, la raza, la etnia, la edad, la religión, la orientación política, etc.





Finalmente en México, a partir de la reforma constitucional de 2001 se agregó el principio de no discriminación. Posteriormente, en 2003 se dicta la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, cuya finalidad es obligar al estado federal a implementar y promover medidas compensatorias a favor de mujeres, personas con discapacidad, niñas/os, adultos mayores e indígenas, destinadas a revertir las condiciones sociales que permiten la perpetuación de la discriminación.





Junto con lo anterior, encontramos el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, organismo descentralizado de la Secretaría de Gobernación, con sede en la Ciudad de México y con personalidad jurídica y patrimonio propio. Su misión es: 1) contribuir al desarrollo cultural, social y democrático del país, 2) llevar a cabo las acciones conducentes para prevenir y eliminar la discriminación, 3) formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportunidades y de trato a favor de las personas que se encuentren en el territorio nacional, y 4) coordinar las acciones de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo federal, en materia de prevención y eliminación de la discriminación. Para la ejecución de sus atribuciones, goza de autonomía técnica y administrativa, pudiendo resolver con independencia respecto de los procedimientos de reclamación o queja en que le correspondiere conocer.





Asimismo, las personas pueden presentar sus reclamos ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Dicho organismo goza de plena autonomía de gestión y presupuestaria. Su función es proteger, observar, promover, estudiar, divulgar y defender los derechos humanos de todos los mexicanos. Entre sus atribuciones principales cabe destacar las siguientes: a) recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos, b) conocer e investigar, a petición de parte o de oficio, presuntas violaciones de Derechos Humanos, c) formular recomendaciones públicas autónomas, no vinculantes y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas, entre otras.





Estos tres países son ejemplos claros de lo que es posible hacer para prevenir y erradicar la discriminación. Sin embargo, en Chile –pese a la discriminación existente- todavía se debate un proyecto de ley presentado hace más de tres años.

El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación





El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07), presentado por el Ejecutivo en marzo de 2005, establecía un concepto de discriminación similar al contenido en los instrumentos internacionales, contemplaba una obligación expresa a cargo del Estado para prevenir y eliminar la discriminación, además de una acción especial y de sanciones en caso de incumplimiento.





Desde octubre de 2005, la iniciativa está radicada en el Senado en segundo trámite constitucional, sin lograrse su aprobación en particular pese a sucesivas aperturas de nuevos plazos para la presentación de indicaciones. Preocupante resulta el análisis de las nuevas indicaciones ingresadas el 13 de octubre de 2008, por cuanto dan cuenta del escaso entendimiento de nuestros Senadores respecto de lo que constituye la discriminación y los efectos que ésta genera en los grupos afectados.





Cabe destacar que el Estado de Chile ha asumido un conjunto de obligaciones internacionales en materia de igualdad y no discriminación, mediante la ratificación de diversos de tratados internacionales de derechos humanos. En particular, con la ratificación de la Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (Naciones Unidas, 1965) y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Naciones Unidas, 1979), encontrándose hasta la fecha en mora de cumplir con sus compromisos internacionales.





En función de las obligaciones internacionales que competen al Estado de Chile en materia de igualdad y no discriminación, el Observatorio Parlamentario hace presente a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado un conjunto de observaciones respecto de los contenidos del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación.

Objeto de la ley





El texto aprobado por la Cámara de Diputados (octubre de 2005) señalaba ‘prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria’ y posteriormente en el Senado se reemplazó la expresión ‘eliminar’ por ‘sancionar’, lo que resulta inadecuado, pues debió agregarse en vez de sacarla del texto de la ley. Más aún, recientemente, la Comisión de Derechos Humanos del Senado (junio de 2008) incluyó una expresión que disminuye la protección que la ley debe brindar frente a la discriminación, al definir el objeto de la ley como ‘prevenir y tender a eliminar’.





Los cambios realizados al texto dan cuenta de la orientación a modificar el proyecto original y a debilitar la protección. Incluso, gran parte de las indicaciones presentadas el 13 de octubre de este año apuntan a vincular el concepto de discriminación y la acción especial con la norma establecida en la Constitución, artículo 19 Nº 2, con lo cual eliminan todo el sentido del proyecto de ley al asimilarlo a la protección vigente hasta la fecha a través del recurso de protección.





Por otra parte, se discuten y eliminan categorías prohibidas que necesariamente debieran quedar en el concepto (respecto de las cuales el Derecho comparado ni siquiera las cuestiona), sin reflexionar finalmente en el sentido de establecerlas. Lo mismo ocurre con el efecto de la discriminación, es decir, con que si el acto u omisión excluye, restringe o priva de los derechos, cuando lo relevante en el concepto es que el acto u omisión que debe ser eliminado es aquel que tenga por efecto anular el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos.





El riesgo actual es que el nuevo proyecto, aprobado con estas indicaciones, no sea más que letra muerta, absolutamente ineficaz y que sirva para confirmar el verdadero ethos de la sociedad chilena: una sociedad intrínsecamente discriminatoria.

Obligaciones del Estado





Resulta adecuado que el proyecto defina la obligación que le corresponde al Estado. En su versión original, éste entregaba al Estado la función de elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas (artículo 2°). Sin embargo, dichas obligaciones se fueron desdibujando en el transcurso del debate legislativo, quedando en una mera obligación de medio, a prevenir y tender a eliminar la discriminación.





Cabe explicitar, además, en el texto del proyecto, que dichas obligaciones corresponden a todos los órganos del Estado, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 5º de la Constitución Política y no sólo al Ejecutivo. Esta precisión debe realizarse para la creación de acciones coordinadas y multidisciplinarias, únicas que son capaces de dar una respuesta integral al problema de la discriminación.

Medidas especiales





Tanto el proyecto original (Mensaje Presidencial de 22 de marzo de 2005), el texto aprobado por la Cámara de Diputados (octubre de 2005), como el proyecto aprobado en particular por la Comisión de Derechos Humanos del Senado en enero de 2007, contenían una norma que consagraba la posibilidad de establecer distinciones o preferencias orientadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas que se encuentren en una posición de desventaja respecto del resto de la población, con el propósito específico de lograr la igualdad en el ejercicio de sus derechos y con carácter temporal (Art. 2°, incisos segundo, tercero y cuarto).





Sin embargo, la Comisión de Derechos Humanos del Senado recientemente ha definido la eliminación de estos incisos, lo que debe ser corregido a la brevedad, reincorporando dicho texto.





Tanto la Convención sobre Eliminación de la Discriminación Racial (Art. 2.2) como la Convención sobre Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Art. 4) son muy claras en este punto, en el sentido de reconocer la necesidad de que los Estados adopten medidas especiales de carácter temporal, por lo que no cabe eliminar dicha norma del proyecto de ley.





Además, al respecto ha señalado el Comité de Derechos Humanos, que vigila el cumplimiento por los Estados Parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:





“El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige algunas veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un Estado en el que la situación general de un cierto sector de su población impide u obstaculiza el disfrute de los derechos humanos por parte de esa población, el Estado debería adoptar disposiciones especiales para poner remedio a esa situación. Las medidas de ese carácter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de la población de que se trate un cierto trato preferencial en cuestiones concretas en comparación con el resto de la población. Sin embargo, en cuanto son necesarias para corregir la discriminación de hecho, esas medidas son una diferenciación legítima con arreglo al Pacto.”
.

Concepto de discriminación





La definición de discriminación que adopte la legislación chilena debe ajustarse a lo que establecen los tratados internacionales en la materia, vinculantes para los Estados que los han ratificado. Tanto la Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CEDR), como la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), entregan el concepto de discriminación que deben adoptar los Estados.

Concepto de discriminación racial:

“toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.”. (Art. 1.1 CEDR)

Concepto de discriminación contra la mujer:

“toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.’ (Art. 1 CEDAW)





Por ello, cabe definir la discriminación como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la raza, etnia, color, origen nacional, nacionalidad, situación socioeconómica, religión o creencia religiosa, lugar de residencia, idioma, lengua, ideología, opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad, discapacidad, estructura genética o cualquier otra condición social, sea por acción u omisión, cometida por agentes del Estado o particulares, que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades reconocidas por la Constitución y por los Tratados Internacionales.”.





La definición de discriminación que propone el proyecto contiene numerosos elementos positivos; sin embargo, deben corregirse algunos a fin de adecuarla a las obligaciones internacionales del Estado de Chile en la materia. En primer lugar, cabe señalar que la definición internacionalmente consensuada de discriminación comprende expresamente la discriminación por objeto y por resultado, esto es, los actos son discriminatorios independientemente de la intención con que sean realizados. Así, actos que pueden ser neutrales en cuanto a su objetivo, o inclusive tener una finalidad protectora, por ejemplo, pueden resultar profundamente discriminatorios en atención a sus resultados. Por ello no resulta adecuado asimilar la definición de discriminación a lo prescrito respecto del recurso de protección como en la expresión “prive, perturbe o amenace”.





En relación a las causales de discriminación prohibidas -motivo de amplia discusión durante la tramitación legislativa de este proyecto- cabe asegurar la mayor amplitud en la protección que debe brindar la legislación, por lo que debe incluirse el listado más completo de motivos de discriminación. En particular, cabe mantener la expresión “o cualquier otra condición social” como en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional y por la Comisión de Derechos Humanos del Senado en su Segundo Informe de enero de 2007. Ello además es consistente con las obligaciones internacionales que el Estado de Chile ha asumido, pues el conjunto de tratados internacionales que prohíben la discriminación incluyen la expresión “o cualquier otra condición”.

Acción especial de discriminación





Uno de los mayores aportes del presente proyecto de ley lo constituye, precisamente, el establecimiento de una acción jurisdiccional especial de discriminación. Ello por cuanto el recurso de protección, como otras acciones judiciales, ha sido manifiestamente ineficaz para resolver situaciones de discriminación en el país.





Dentro de las características más relevantes de la acción especial propuesta, destacan la posibilidad de denunciar actos u omisiones que importen discriminación arbitraria; la posibilidad de recurrir personalmente la o las personas afectadas como que pueda recurrirse a su nombre; la preferencia para su vista y fallo; la posibilidad de que la Corte pueda decretar orden de no innovar a fin de evitar un daño irreparable; la adopción, en la sentencia, de las providencias necesarias para reestablecer el imperio del Derecho y asegurar la protección del afectado, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización; la posibilidad de declarar la procedencia de la indemnización para la reparación del daño moral y patrimonial, como la sanción al responsable de la discriminación con una multa.





Sin embargo, la Comisión de Derechos Humanos del Senado ha modificado –durante la nueva discusión del proyecto, en junio de 2008- aspectos importantes que disminuyen la protección que se debería otorgar mediante dicho recurso jurisdiccional. Inclusive se ha eliminado el título específico que regula la acción especial y sólo se proponen dos artículos, lo que pareciera responder a una voluntad de minimizar los alcances de dicha acción.





Además, preocupa la reducción del plazo para la interposición de la acción. El plazo de tres meses propuesto con anterioridad ya era problemático, pero reducirlo a 60 días resulta en extremo grave. Establecer un plazo ínfimo como el propuesto, representa una limitación a la posibilidad de recurrir ante la justicia frente a la discriminación que no se condice con su carácter de vulneración a derechos fundamentales y puede significar que en una alta proporción de casos, las personas se vean impedidas de hacer valer sus derechos. Inclusive, dicha limitación puede llegar a constituir una denegación del derecho a acceder a la justicia, consagrado en diversos instrumentos internacionales vigentes en Chile.





Por otra parte, la sanción de la discriminación constituye un mecanismo relevante cuya aplicación no debería ser facultativa, como lo propone la Comisión de Derechos Humanos en su informe de junio del presente año.





Asimismo, preocupa la eliminación de un conjunto de normas que regulaban aspectos procedimentales de la referida acción especial. La falta de regulación de dichos aspectos ofrece un margen inaceptable de discrecionalidad respecto del procedimiento a seguir en la interposición y tramitación de la acción especial de no discriminación. Dichos aspectos deben estar regulados en la presente ley en forma clara y completa.





No prevé tampoco el proyecto otros mecanismos para poder denunciar la comisión de un acto discriminatorio, concentrando la eficacia del derecho únicamente a la declaración de un juez.





Finalmente, un aspecto a abordar en la legislación sobre discriminación lo constituye la necesidad de consagrar el sistema de prueba que se va a exigir para demostrar la discriminación y quien debe soportar esta carga. En el sistema comparado, se ha optado por alivianar la carga de la prueba en quien sufre la discriminación, debiendo éste demostrar que se ha verificado el acto por todos los medios a su alcance. En este sentido, el sujeto que realiza la discriminación se ve en la necesidad de acreditar que la distinción efectuada respondió a un objetivo razonable. Confirma lo dicho la directiva 97/80/CE del Consejo Europeo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón de sexo, la que ha indicado:

“Artículo 4

Carga de la prueba

1. Los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato…” (el destacado es nuestro)

Norma excepcional para entidades religiosas





Recientemente, la Comisión de Derechos Humanos incorporó un nuevo inciso al artículo 3°, mediante el cual se apunta a excepcionar a las entidades religiosas del cumplimiento cabal de la obligación de no discriminar. Dicha incorporación resulta sorprendente pues se trata de una norma nueva y no se conocen antecedentes de la misma durante la larga tramitación legislativa que ha tenido el proyecto sobre medidas contra la discriminación.





Si bien la denominada Ley de Culto de 1999 prohíbe la discriminación en contra de las personas en virtud de sus creencias religiosas, no cabe que la legislación sobre discriminación pretenda introducir algún grado de excepción aplicable a las entidades religiosas en relación con la prohibición de discriminación. Dicha norma debe ser eliminada del proyecto pues tanto los órganos del Estados como los particulares deben estar impedidos de discriminar.





Además de eliminar dicho inciso, debe reponerse en la definición de discriminación la prohibición de discriminar en base a la religión o creencia religiosa. Lo anterior considerando, por lo demás, que la discriminación por motivos religiosos no sólo es una situación que se puede producir al interior de las religiones, sino incluso en diversas situaciones de la vida nacional. En este sentido, se considera positiva la indicación de la Presidenta de la República para reincorporar dicha causal. Sin embargo, el Senador Zaldívar insiste con ella.

Indicación inadmisible





Preocupa, por último, la propuesta de incluir una norma que prohíba el matrimonio entre personas de un mismo sexo. Dicha indicación no puede incluirse en el debate de la legislación sobre medidas contra la discriminación pues no se trata de una norma que proteja frente a la discriminación, sino que se orienta en otro sentido. Inclusive dicha norma puede ser considerada una forma de discriminación, a la luz de los estándares internacionales. Los términos estrictos de la indicación propuesta -“no permitirá, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia”- reflejan un propósito totalmente distinto de aquél que inspira el proyecto de ley: proteger la igualdad y la no discriminación. Por ello debe ser declarada inadmisible como indicación, durante el debate del proyecto.”.





Esta exposición fue acompañada del siguiente cuadro:

Anexo: Normas constitucionales sobre igualdad y no discriminación

	País
	Norma de rango constitucional



	Alemania
	El hombre y la mujer gozan de los mismos derechos. El Estado promoverá la realización efectiva de la igualdad de derechos de las mujeres y los hombres e impulsará la eliminación de las desventajas existentes (art. 3.0.1).

Nadie puede ser perjudicado ni privilegiado en consideración a su sexo, ascendencia, raza, idioma, patria y origen, creencias o concepciones religiosas o filosóficas. Nadie podrá ser perjudicado a causa de un impedimento físico (art. 3.0.3).



	Brasil
	Constituyen objetivos fundamentales de la República Federal de Brasil:

I. Construir una sociedad libre, justa y solidaria;

II. Garantizar el desarrollo nacional;

III. Erradicar la pobreza y la marginación y reducir las desigualdades sociales y regionales;

IV. Promover el bien de todos, sin prejuicios de origen, raza, sexo, color, edad o cualesquiera otras formas de discriminación. (Art. 3).

Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose a los brasileños y a los extranjeros residentes en el País la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la prioridad, en los siguientes términos:

I. El hombre y la mujer son iguales en derechos y obligaciones, en los términos de esta Constitución;

…….

VI. Es inviolable la libertad de conciencia y de creencia, estando asegurado el libre ejercicio de los cultos religiosos y garantizada, en la forma de la ley, la protección de los locales de culto y sus liturgias;

VII. Queda asegurada, en los términos de la ley, la prestación de asistencia religiosa en las entidades civiles y militares de internamiento colectivo;

VIII. Nadie será privado de derechos por motivo de creencia religiosa o de convicción filosófica o política, salvo si las invocara para eximirse de obligación legal impuesta a todos y rehusase cumplir la prestación alternativa, fijada por ley;

…………

XLI. La ley castigará cualquier discriminación atentatoria contra los derechos y libertades fundamentales;

XLII. La práctica del racismo constituye delito no susceptible de fianza e imprescriptible, sujeto a penas de reclusión en los términos de la ley;

…………(art. 5).



	Canadá
	(1) Every individual is equal before and under the law and has the right to the equal protection and equal benefit of the law without discrimination and, in particular, without discrimination based on race, national or ethnic origin, colour, religion, sex, age or mental or physical disability. (Sección 15)

(2) Subsection (1) does not preclude any law, program or activity that has as its object the amelioration of conditions of disadvantaged individuals or groups including those that are disadvantaged because of race, national or ethnic origin, colour, religion, sex, age or mental or physical disability.



	Colombia
	Se garantizan los derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica (art. 13).



	España
	Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social (art. 14).



	Francia
	Igualdad ante la ley de todos los ciudadanos sin distinción de origen, raza o religión y respeto de todas las creencias (art. 2).



	Italia


	Todos los ciudadanos tienen la misma dignidad social y son iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personales o sociales (art. 3 inc. 1).

Constituye obligación de la República suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país (art. 3 inc. 2).

La República protegerá mediante normas adecuadas a las minorías lingüísticas.



	México
	Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas (art. 1.3).



	Portugal
	Nadie puede ser privilegiado, beneficiado, perjudicado, privado de algún derecho o eximido de deber alguno por razón de ascendencia, sexo, raza, lengua, territorio de origen, religión, convicciones ideológicas, instrucción, situación económica y condición social (art. 13).



	Puerto Rico
	La dignidad del ser humano es inviolable. Todos los hombres son iguales ante la ley. No podrá establecerse discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, nacimiento, origen o condición social, ni ideas políticas o religiosas. Tanto las leyes como el sistema de instrucción pública encarnarán estos principios de esencial igualdad humana (art. 2, sección 1).

	Sudáfrica
	El Estado no discriminará de manera injusta directa o indirectamente a nadie sobre una o más de las siguientes bases, incluyendo, raza, género, sexo, embarazo, status marital, origen social o étnico, color, orientación sexual, edad, discapacidad, religión, conciencia, creencia, cultura, lenguaje y nacimiento (art. 9.3).



	Venezuela
	Se prohíben las discriminaciones fundadas en la raza, el sexo, el credo o la condición social (art. 21).








16) En una sesión posterior, la Comisión recibió nuevamente a la abogada señora Camila Maturana, representante del Observatorio Parlamentario y de la Corporación Humanas. En esta oportunidad, basó su exposición en la siguiente minuta:
“Antecedentes





El derecho internacional de los derechos humanos, así como gran parte de los sistemas jurídicos nacionales, se estructura en base a los principios de igualdad y de no discriminación. Por ello, la Constitución Política chilena dispone que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos” (Art. 1º) y se asegura a “todas las personas: ... la igualdad ante la ley” y “la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos” (Art. 19 Nº 2 y Nº 3).





El resguardo del derecho a la igualdad no se agota con su reconocimiento constitucional; por el contrario, su protección se amplía mediante la incorporación de los estándares internacionales sobre la materia. Ello, por cuanto la Constitución reconoce “los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana” y declara que “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.” (Art. 5º inc. segundo).





No obstante, no existe una consagración expresa y vinculante en torno a la prohibición de la discriminación, que desarrolle el enunciado sobre igualdad contenido en la Carta Fundamental. Tampoco se establecen mecanismos institucionales ni judiciales específicos que sean efectivos en la prevención de la discriminación y permitan enfrentarla cuando es cometida. Dado que en el país la discriminación es de cotidiana ocurrencia, estas falencias institucionales derivan en la desprotección de los derechos de las personas, especialmente de mujeres, niños/as, personas no heterosexuales, con discapacidad, indígenas o migrantes, entre otras.





El cumplimiento cabal de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile sobre protección, respeto, garantía y promoción de los derechos humanos, exige el desarrollo de un marco normativo eficaz para la prevención, sanción, erradicación y reparación de la discriminación. A ello responde la discusión del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación.





El debate de la presente iniciativa se ha prolongado por cinco años a la fecha, lo que sin duda favorece la mantención de diversas situaciones y actos de discriminación que vulneran los derechos humanos de las personas. De allí la importancia de acelerar la tramitación legislativa de la misma y aprobar prontamente una normativa que brinde herramientas efectivas para prevenir, sancionar y avanzar en la erradicación de la discriminación en sus múltiples dimensiones.





La falta de una legislación integral sobre medidas contra la discriminación constituye una de las deudas que el Estado de Chile mantiene en materia de protección de los derechos de las personas, según lo han señalado diversos organismos internacionales especializados en derechos humanos. De hecho, el Estado de Chile asumió diversos compromisos al respecto, incluso legislativos, ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas en el marco del Examen Periódico Universal
.





A ello se agregan las recomendaciones formuladas en agosto de 2009 por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial en orden a la pronta aprobación de la ley que establece medidas contra la discriminación:





“El Comité observa con preocupación que, como lo señala el Estado parte, en los últimos tiempos se han protagonizado en Chile episodios de discriminación y actos violentos en contra de indígenas y migrantes, entre otros, por parte de “grupos totalitarios”. Al Comité le preocupa que los delitos de racismo y discriminación no se encuentren tipificados penalmente en el ordenamiento jurídico interno (Artículo 4).





El Comité recomienda al Estado parte: a) acelerar esfuerzos para adoptar el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación y que penaliza actos discriminatorios; b) intensificar sus esfuerzos para prevenir y combatir la xenofobia y los prejuicios raciales entre los diferentes grupos de la sociedad, así como para promover la tolerancia entre todos los grupos étnicos; c) presentar en su próximo informe periódico mayor información sobre las investigaciones, los procesamientos y las condenas relacionados con delitos de motivación racista, así como sobre las reparaciones obtenidas por las víctimas de tales actos”
.





El Observatorio Parlamentario ha impulsado a través de diversas acciones la pronta dictación de la ley que establece medidas contra la discriminación. Sin perjuicio de ello, se advierte en sus contenidos un conjunto de falencias que es preciso corregir a fin de que el país pueda contar con una normativa eficaz y acorde a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile.

OBJETO DE LA LEY





En primer lugar, la apropiada definición del objeto de la ley resulta fundamental para la correcta aplicación de la normativa. Debe incorporarse adecuadamente el mandato de los tratados internacionales vigentes en el país, a fin de asegurar que esta ley sirva a los propósitos declarados por la Constitución en orden a respetar y promover los derechos humanos (Art. 5º inciso segundo CPR).





Cabe recordar que la propuesta presidencial presentada en marzo de 2005 señalaba: “Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona”
. Sin embargo, en el transcurso del debate, se ha buscado minimizar esta definición al punto de plantear la Comisión de Derechos Humanos, en su informe de junio de 2008, que el objeto de la ley es “prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria”. Esta variación terminológica debilitaría la normativa al restringir el nivel de protección que se persigue, pues “tender a la eliminación” es claramente más débil e impreciso que “eliminar” todas las formas de discriminación.





Además, preocupan las indicaciones formuladas durante el debate ante la Comisión de Constitución, particularmente aquella presentada por los Senadores Andrés Chadwick y Hernán Larraín para que el objeto de la ley sea “prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza contra cualquier persona, que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”
.





La aceptación de esta indicación importaría limitar indebidamente el ámbito de aplicación de la ley, al restringir el concepto de discriminación únicamente a la supresión o menoscabo de derechos, pese a que los tratados internacionales aplicables en la materia comprenden “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia”, según se señala más adelante.





Resulta fundamental que el objeto de la ley esté adecuadamente formulado en el proyecto, pues restricciones o ambigüedades en este punto determinarán limitaciones inaceptables en la interpretación y aplicación de la misma. En conformidad a las obligaciones que el Estado de Chile ha asumido, el objeto de la ley debería definirse:

Propuesta de Artículo 1º





“Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir, sancionar y eliminar toda discriminación que se ejerza en contra de cualquier persona o grupo de personas.”.

OBLIGACIÓN DEL ESTADO





A lo largo de toda la tramitación del proyecto se ha mantenido una disposición específicamente referida a las obligaciones que corresponden al Estado en materia de no discriminación. Ello, en coherencia con lo dispuesto en el artículo 5° inciso segundo de la Constitución Política y en tratados internacionales vigentes, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (conocida también como Pacto de San José), que, en materia de obligaciones de los Estados, dispone:

Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos





1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.





2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

Artículo 2° Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno





Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.





El Mensaje presidencial indicaba al respecto: “Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para garantizar a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades. El Estado podrá establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas.” (Mensaje Nº 315-352, Art. 2º).





En el transcurso del debate -como es de conocimiento de los/as senadores/as- dicha disposición ha sido modificada en reiteradas ocasiones a fin de restringir severamente su alcance, como se evidencia en la eliminación de la expresión “garantizar a toda persona sin discriminación alguna”. Incluso, la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara Alta, en junio de 2008, eliminó el segundo inciso sobre medidas de acción afirmativa, según se analiza en el apartado siguiente.





El Informe de la Comisión de Derechos Humanos remitido a la Comisión de Constitución, propone consagrar que “Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas”.





Las restricciones introducidas a la norma, de no ser corregidas, determinarán una limitada efectividad de la normativa que establece medidas contra la discriminación, por lo que debe ser modificada.

Por ello, preocupa aun más que los Senadores Chadwick y Larraín hayan propuesto suprimir este artículo
, especialmente en atención a que -como se ha mencionado- se ha mantenido durante toda la tramitación del proyecto.





Es esencial que se mantenga en el proyecto una norma sobre obligaciones del Estado acorde a los estándares internacionales en materia de no discriminación y que explicite que dichas obligaciones competen a todos los órganos del Estado, en consonancia con las disposiciones constitucionales:

Propuesta de Artículo 2º inciso 1º





“Corresponde a cada uno de los órganos del Estado elaborar e implementar las políticas y arbitrar las acciones necesarias para respetar, garantizar, promover y proteger a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los tratados internacionales.”.

MEDIDAS DE ACCIÓN AFIRMATIVA





El derecho internacional de los derechos humanos, así como parte de la legislación comparada, no sólo admite sino que alienta la adopción de medidas de acción afirmativa a fin de corregir determinadas situaciones de hecho que son contrarias al principio de igualdad. Principio que la Constitución Política chilena, no está de más reiterarlo, enuncia como una de las Bases de la Institucionalidad y protege a lo largo de sus disposiciones, según se ha indicado.





Esta cuestión ha sido latamente recogida por la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia. Así, la Corte Suprema ha señalado que no es posible considerar como inconstitucional una norma establecida con el propósito de dar “protección [a] cierta categoría de personas para resguardar su debilidad social, cultural y económica frente a otros estamentos de la sociedad chilena que no se encuentran en las mismas condiciones, como lo son los indígenas del país”
.





Además, al menos tres tratados internacionales vigentes en Chile señalan expresamente la procedencia de las medidas o acciones afirmativas, por lo que constituye una obligación para los órganos del Estado.





En primer lugar, la Convención Para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial dispone que: “Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.” (Art. 1.4).





La Convención Para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en tanto, señala que:





“La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.” (Art. 4º).





Por último, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad se refiere a ello, disponiendo que:





“A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad.” (Art. 5.3 y 5.4).





Además del tratamiento internacional específico frente a ciertas clases de discriminación especialmente graves -como la discriminación racial, la discriminación de género y la discriminación contra personas con discapacidad-, se ha abordado la importancia de adoptar medidas de acción afirmativa en general.





El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas –que vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por los Estados- en la Observación General Nº 18 sobre No Discriminación dispone que:





“El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige algunas veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un Estado en el que la situación general de un cierto sector de su población impide u obstaculiza el disfrute de los derechos humanos por parte de esa población, el Estado debería adoptar disposiciones especiales para poner remedio a esa situación. Las medidas de ese carácter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de la población de que se trate un cierto trato preferencial en cuestiones concretas en comparación con el resto de la población. Sin embargo, en cuanto son necesarias para corregir la discriminación de hecho, esas medidas son una diferenciación legítima con arreglo al Pacto.” (párrafo 10).





Dada la consagración constitucional del principio de igualdad y la remisión a los tratados internacionales vigentes, es del todo recomendable la incorporación al ordenamiento jurídico chileno de una norma que explicite la procedencia de las referidas medidas de acciones afirmativas, por cuanto éstas se orientan, precisamente, a asegurar que las personas puedan ejercer sus derechos.





De hecho, algunos países de la región han incorporado con rango constitucional el mandato de adoptar medidas afirmativas. Al respecto se pueden mencionar dos ejemplos relevantes: Argentina y Colombia.





La Constitución de la Nación Argentina incorpora este deber en su artículo 75, señalando entre las atribuciones del Congreso Nacional: “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.” (Art. 75 Nº 23). Por su parte, la Constitución Política de la República de Colombia dispone que “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.” (Art. 13 inciso 2).





En Chile el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación presentado por el Ejecutivo en 2005 incorporaba la procedencia de “distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas”. Posteriormente, en el curso del debate ello fue analizado y precisado, agregándose su conformidad a la Carta Política y aclarando que se trataría de medidas temporales.





Lamentablemente, más avanzada la tramitación del proyecto se eliminó toda referencia a las medidas de acción afirmativa, según consta del Informe de la Comisión de Derechos Humanos de junio de 2008. Ello, acogiendo la indicación del Senador Jovino Novoa para derogar los respectivos incisos
.





La procedencia de medidas de acción afirmativa, además de ser un tema zanjado favorablemente a nivel internacional y nacional, es imprescindible para la consecución de los objetivos propios de una ley contra la discriminación. Excluir dichas medidas no sólo atenta contra los estándares internacionales que ilustran la materia, sino que incide negativamente en la aplicabilidad práctica de la legislación que se apruebe. No es concebible una normativa sobre discriminación que no contemple entre sus disposiciones clara referencia a las medidas de acción afirmativa, pues se trata de una herramienta fundamental para enfrentar la discriminación existente y avanzar en su corrección.





Por ello, se debe reponer en el texto del proyecto la procedencia de las medidas de acción afirmativa que permitan corregir situaciones de discriminación a fin de garantizar el igualitario ejercicio de los derechos humanos por todas las personas, al menos en la formulación contenida con anterioridad a su eliminación:
Propuesta de Artículo 2° incisos 2, 3 y 4:





“El Estado podrá establecer distinciones o preferencias orientadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, de conformidad a la Constitución Política de la República.





El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, tendrá siempre carácter temporal, debiendo cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó.





Asimismo, las medidas que el Estado adopte en conformidad a los incisos anteriores, estarán dirigidas directamente a aquellas personas o grupos de personas, que se encuentren en una posición de desventaja con respecto al resto de la población, y deberán tener como propósito específico lograr la igualdad en el ejercicio de sus derechos.”.

CONCEPTUALIZACIÓN DE DISCRIMINACIÓN





La igualdad de derechos de todas las personas, así como el derecho a la igualdad ante la ley, se encuentran claramente consagrados en la Constitución Política. Sin embargo, el ordenamiento jurídico nacional no dispone de un concepto preciso de discriminación con alcance general y es ello lo que la presente ley apunta a regular, en cumplimento de la garantía constitucional a la igualdad de derechos.





La definición de discriminación que adopte la legislación chilena debe ajustarse a lo que establecen los tratados internacionales en la materia, vinculantes para los Estados que los han ratificado, como lo dispone para el Estado de Chile el Art. 5º inc. 2 de la Constitución. Tanto la Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CEDR) como la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) entregan el concepto de discriminación que deben adoptar los Estados. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, ha definido la discriminación en un sentido general.

Concepto de discriminación racial:





‘toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública’ (Art. 1.1 CEDR).

Concepto de discriminación contra la mujer:





‘toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera’ (Art. 1 CEDAW).

Concepto de discriminación adoptado por el Comité

 de Derechos Humanos:





‘toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas’ (Observación General Nº 18 No Discriminación, párrafo 7).





La definición de discriminación que adopta el proyecto en debate contiene numerosos aspectos positivos. No obstante, se requiere introducir diversas correcciones a fin de ajustarla a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile, en particular para lograr los declarados objetivos de disponer de una legislación eficaz para combatir la discriminación y asegurar la igualdad de derechos de todas las personas.





En primer lugar, la definición internacionalmente consensuada de discriminación comprende expresamente la discriminación por objeto y por resultado, esto es, los actos son discriminatorios independientemente de la intención con que sean realizados. Así, actos que pueden ser neutrales en cuanto a su objetivo, o incluso tener una finalidad protectora, pueden resultar discriminatorios y por ello es que se atiende a los resultados para valorar si constituyen discriminación. Esto debe incorporarse expresamente en la norma.





Además, no resulta adecuado asimilar la definición de discriminación a lo prescrito respecto del recurso de protección como es la expresión “prive, perturbe o amenace”. El recurso de protección no es la acción jurisdiccional más idónea para enfrentar la discriminación, como se indica más adelante.





En relación a las causales de discriminación prohibidas -motivo de amplia discusión durante la tramitación legislativa de este proyecto- se requiere asegurar la mayor amplitud en la protección que debe brindar la legislación, por lo que debe incluirse el listado más completo de motivos de discriminación. Especialmente debe mantenerse en el proyecto la prohibición de discriminación por “género” y por “orientación sexual”, que en ningún caso pueden confundirse con la prohibición de discriminación por “sexo”.





Sobre este punto en particular, cabe recordar el compromiso contenido en el Programa de Gobierno de la Coalición Por el Cambio para la no discriminación por orientación sexual (página 151), así como lo señalado por el Presidente de la República en la Cuenta Pública del 21 de mayo pasado: “Una sociedad de sólidos valores significa respetar y proteger la vida, su dignidad y los derechos humanos; no discriminar a nadie por su origen étnico, situación económica, apariencia física, opción religiosa o preferencia sexual”.





Asimismo, corresponde atender a los precisos compromisos asumidos por el Estado de Chile ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas en el Examen Periódico Universal realizado en mayo de 2009. En dicha oportunidad:





93. Chile examinó las recomendaciones formuladas durante el diálogo interactivo y dio su apoyo a las que figuran a continuación:





(...) 27. Reforzar las medidas contra las actitudes discriminatorias en la sociedad, por ejemplo iniciativas de educación pública y de igualdad y medidas legislativas para prevenir la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género (Nueva Zelandia);





28. Prohibir por ley la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género y abordarla en los programas y políticas de igualdad (Suecia) y utilizar los Principios de Yogyakarta como guía en la formulación de políticas (Países Bajos);





29. Revisar el artículo 373 del Código Penal de modo de impedir su aplicación abusiva para perseguir a integrantes de las minorías sexuales (República Checa);





Resulta fundamental que en el proyecto se señale expresamente la prohibición de discriminar por motivos de orientación sexual e identidad de género, en el marco de un catálogo amplio de impedimentos que, además, contemple una disposición residual.





En el concepto de discriminación se debe volver a incorporar la expresión “o cualquier otra condición social o individual”, tal como estaba contenida en el Mensaje presidencial y en el texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional. Se trata de una exigencia impuesta por los tratados internacionales vigentes en el país, que prohíben la discriminación por un conjunto de causales pero siempre incluyen la expresión “o cualquier otra condición” a fin de no restringir la protección de las personas por la vía de un catálogo taxativo que puede resultar inapropiadamente rígido para el fin que esta ley persigue.

ACCIÓN ESPECIAL DE DISCRIMINACIÓN





Imprescindible en toda normativa sobre no discriminación es el establecimiento de una acción jurisdiccional especial que posibilite a quienes han sufrido la discriminación, exigir el pleno respeto a sus derechos por la vía judicial. Es éste uno de los principales aportes del proyecto en discusión y resulta fundamental para asegurar la efectiva implementación de la ley. Especialmente, en consideración a que el recurso de protección y otras acciones judiciales han sido manifiestamente ineficaces para resolver las situaciones de discriminación en el país. Sin embargo, se trata también de uno de los contenidos en que ha sido complejo alcanzar acuerdos políticos que permitan avanzar hacia la mayor protección de los derechos de las personas.





Estudios académicos han evidenciado el deficiente funcionamiento del recurso de protección en la sanción y prevención de la discriminación. Pese a su consagración normativa, la acción constitucional no resulta idónea ni suficiente para resguardar el derecho a la igualdad ante la ley. Aun cuando se trata del segundo derecho más afectado –de acuerdo a recursos de protección interpuestos-, se ubica muy por debajo de la protección solicitada al derecho a la propiedad
.





Como es de conocimiento de los/as senadores/as, el proyecto originalmente contemplaba un titulo especial para regular la acción especial de no discriminación. Así se mantuvo luego en el texto despachado en primer trámite constitucional, en el proyecto aprobado en general por el Senado y en el Segundo Informe de la Comisión de Derechos Humanos de enero de 2007, pese a los reparos planteados por algunos legisladores e, inicialmente, por la Corte Suprema
.





En junio de 2008 toma fuerza la postura de minimizar los alcances de la protección brindada por una acción especial, eliminándose el apartado especial y conservándose sólo dos artículos referidos a ello.





Dentro de las características más relevantes de la acción especial propuesta
 destacan la posibilidad de denunciar actos u omisiones que importen discriminación arbitraria; la alternativa de recurrir personalmente la o las personas afectadas o que pueda recurrirse a su nombre; la atribución conferida a la Corte de Apelaciones para adoptar de inmediato las providencias necesarias para restablecer el imperio del derecho, como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización; así como la facultad –limitada por cierto- de demandar ante el juez de letras la indemnización de perjuicios por el daño causado por la discriminación arbitraria.





No obstante, el plazo de 30 días para su interposición resulta insuficiente y claramente inconsistente con el carácter de violación a los derechos humanos. Mantener un plazo tan restringido desvirtúa el propósito de la ley y puede llevar a que en una alta proporción de casos, las personas se vean impedidas de hacer valer sus derechos. De hecho, el plazo de 30 días establecido para interponer el Recurso de Protección ha sido fuertemente cuestionado por la doctrina, no sólo por haber sido establecido mediante auto acordado, sino también por cuanto tratándose de un mecanismo de protección de derechos fundamentales “no debiera existir plazo de caducidad para accionar jurisdiccionalmente mientras el derecho se encuentre afectado ilegal o arbitrariamente, considerando como única excepción razonable el caso de los derechos patrimoniales”
. En Chile la libertad personal y la seguridad individual están protegidas por la acción de amparo constitucional (habeas corpus), la cual puede interponerse mientras el derecho se encuentre afectado. No hay razón para no dar el mismo tratamiento a los demás derechos protegidos y, particularmente, a la igualdad.





Esta limitación podría llegar a constituir una denegación del derecho a acceder a la justicia garantizado por la Constitución y tratados internacionales vigentes, comprometiendo la responsabilidad internacional del Estado de Chile. A este respecto, cabe señalar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos -cuya jurisprudencia es vinculante para el Estado de Chile- “ha establecido que los Estados tienen la obligación de diseñar y consagrar normativamente recursos efectivos para la cabal protección de los derechos humanos, pero también la de asegurar la debida aplicación de dichos recursos por parte de las autoridades judiciales”
. En este sentido, no basta la mera existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser efectivos y adecuados para la protección de los derechos. Así lo ha sostenido la Corte Interamericana en diversas sentencias
.





Por otra parte, la sanción de la discriminación representa un mecanismo relevante cuya aplicación no debería ser facultativa para la Corte, sino obligatoria al haberse establecido que se incurrió en discriminación.





Asimismo, preocupa la eliminación de un conjunto de normas que regulaban aspectos procedimentales de la acción especial. La falta de regulación de dichos aspectos ofrece un margen inaceptable de discrecionalidad respecto del procedimiento a seguir en la interposición y tramitación de la acción especial de no discriminación. Dichos aspectos deben estar regulados en la presente ley en forma clara y completa, para garantizar su operatividad y evitar arbitrariedades.





Por ello, preocupa aun más la posibilidad planteada por algunos senadores de eliminar derechamente toda regulación a la acción especial a fin de que sea el recurso de protección la única vía judicial que el ordenamiento jurídico chileno ofrece frente a la discriminación
.





Debe mantenerse una acción especial de no discriminación que permita a los tribunales de justicia:





-- adoptar las medidas para poner fin a la discriminación, tanto durante el procedimiento como en la dictación de la sentencia;





-- pronunciarse respecto de la reparación que corresponde brindar a quien ha sufrido la vulneración de sus derechos, sin perjuicio del derecho a demandar la indemnización de perjuicios en sede civil mediante un procedimiento sumario;





-- imponer una sanción a quien ha incurrido en la discriminación, no sólo con carácter facultativo para el tribunal.





Además, la acción no debe sujetarse a un plazo para su interposición, o bien, éste deber ser suficientemente amplio, acorde con el carácter de violación a los derechos humanos.





Otro aspecto que no se ha abordado durante la discusión de la presente iniciativa dice relación con la carga de la prueba. En el sistema comparado, se ha optado por alivianar la carga de la prueba en quien sufre la discriminación, debiendo éste demostrar que se ha verificado el acto por todos los medios a su alcance. En este sentido el sujeto que realiza la discriminación se ve en la necesidad de acreditar que la distinción efectuada respondió a un objetivo razonable. Confirma lo dicho la directiva 97/80/CE del Consejo Europeo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón de sexo, la que ha indicado:

Artículo 4 Carga de la prueba





1. Los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato…” (el destacado es nuestro).

NORMA EXCEPCIONAL PARA ENTIDADES RELIGIOSAS





Por último, interesa comentar la norma contenida en el proyecto orientada a excepcionar a las entidades religiosas del cumplimiento cabal de la obligación de no discriminar
. La norma fue agregada inesperadamente durante el debate ante la Comisión de Derechos Humanos, en junio de 2008, sin que se conozcan los fundamentos de la misma ni antecedentes respecto a su debate en etapas previas a lo largo de la extensa tramitación legislativa que ha tenido el proyecto.





Es inaceptable que se pretenda permitir a determinados actores sociales mantener prácticas o disposiciones discriminatorias, por lo que corresponde que dicha norma sea eliminada del texto en debate. Si bien la denominada Ley de Culto de 1999 prohíbe la discriminación en contra de las personas en virtud de sus creencias religiosas, no corresponde introducir en la legislación sobre discriminación una excepción aplicable a las entidades religiosas en relación con la prohibición de discriminación. Especialmente considerando que las garantías de libertad de expresión y libertad de culto son suficientes para resguardar los derechos de dichas entidades. La norma debe ser retirada del proyecto pues tanto los órganos del Estados como los particulares deben estar impedidos de discriminar.





Además de eliminar dicho inciso, debe reponerse en la definición de discriminación la prohibición de discriminar en base a la religión o creencia religiosa, que la Comisión de Derechos Humanos suprimió en junio de 2008. Ello debido a que la discriminación por motivos religiosos no sólo es una situación que se puede producir al interior de las religiones, sino incluso en diversas situaciones de la vida nacional y su prohibición debe ser clara.”.





17) Con posterioridad, participó una vez más en el debate de la Comisión la señora Camila Maturana, siempre en representación del Observatorio Parlamentario y de la Corporación Humanas.





Complementó sus intervenciones anteriores, realizando una propuesta de contenidos para la iniciativa en estudio, que, según indicó, se ajusta en mayor medida a las obligaciones internacionales en materia de igualdad y no discriminación.




Es del siguiente tenor:

“Objeto de la ley





Propuesta de Artículo 1º:





“Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir, sancionar, eliminar y reparar toda discriminación que se ejerza en contra de cualquier persona o grupo de personas.”.

Obligaciones del Estado





Propuesta de Artículo 2º inciso primero:





“Corresponde a cada uno de los órganos del Estado elaborar e implementar las políticas y desarrollar las acciones necesarias para respetar, garantizar, promover y proteger a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los tratados internacionales.”.

Medidas de acción afirmativa





Propuesta de Artículo 2°, incisos segundo, tercero y cuarto (mantener texto anterior a eliminación):





“El Estado podrá establecer distinciones o preferencias orientadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, de conformidad a la Constitución Política de la República.





El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, tendrá siempre carácter temporal, debiendo cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó.





Asimismo, las medidas que el Estado adopte en conformidad a los incisos anteriores, estarán dirigidas directamente a aquellas personas o grupos de personas que se encuentren en una posición de desventaja con respecto al resto de la población y deberán tener como propósito específico lograr la igualdad en el ejercicio de sus derechos.”.

Conceptualización de discriminación





Propuesta de Artículo 3º:





“Constituye discriminación toda distinción, exclusión, restricción o preferencia cometida por agentes del Estado o particulares que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos por la Constitución Política, los tratados internacionales y las leyes, en particular basada en motivos de raza, etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, religión o creencia, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad, discapacidad o cualquier otra condición social o individual.”.

Acción jurisdiccional especial de discriminación





Debe mantenerse una acción jurisdiccional especial de no discriminación, que permita a los tribunales de justicia:





- Adoptar las medidas para poner fin a la discriminación, tanto durante el procedimiento como en la dictación de la sentencia;





- Pronunciarse respecto de la reparación que corresponde brindar a quien ha sufrido la vulneración de sus derechos, sin perjuicio del derecho a demandar la indemnización de perjuicios en sede civil mediante un procedimiento sumario;





- Imponer una sanción a quien ha incurrido en la discriminación, no sólo con carácter facultativo para el tribunal;





- La acción no debe sujetarse a un plazo para su interposición, o bien, éste debe ser suficientemente amplio, acorde con el carácter de violación a los derechos humanos.

Norma excepcional para entidades religiosas





Debe eliminarse por inconstitucional.”.





18) La Comisión escuchó también a la señora Maira Feddersen, Coordinadora Ejecutiva del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales.





En primer lugar, destacó la importancia de la iniciativa en estudio, connotando que es necesario que un cuerpo legal se ocupe de sancionar la ocurrencia de casos de discriminación. Manifestó que aun cuando la igualdad es un principio general, no es sencillo traducirlo a la realidad, más si se considera que efectivamente existen diferencias entre los seres humanos. Señaló que precisamente el principio de igualdad hace que, en un estado de justicia, todos los seres humanos seamos considerados sujetos autónomos, con independencia de ciertas circunstancias y de las diferencias que puedan existir.





Agregó que hay distinciones que deben proscribirse per se, como es el caso de aquellas que se basan en el sexo, la raza o la opción sexual. Sostuvo que ante estos casos, las distinciones que se hagan deben tener justificaciones que resulten razonables.





Hizo presente, además, la necesidad de atender a situaciones que históricamente han sido objeto de discriminación. Es el caso del acceso de la mujer al trabajo en condiciones igualitarias a las de los varones.





En cuanto a la iniciativa en estudio, resaltó la relevancia de la acción especial que se ha propuesto en ciertas fases de su tramitación. Asimismo, puso de relieve la necesidad de contemplar métodos que faciliten y alivianen la carga de la prueba, aspectos que, señaló, deben resguardarse.





Finalmente, expresó que aun cuando lo deseable es que el proyecto de ley en análisis incorpore las materias que se han reseñado, éste constituye por sí mismo un paso muy positivo.





19) A continuación, se deja constancia de las intervenciones que la señora Alejandra Voigt, abogada del Área de Análisis Legal de la Unidad de Asesoría Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, efectuó ante la Comisión.




Ella basó su primera exposición en la siguiente minuta:
“Análisis del Proyecto


I. Técnica jurídica


1.- Desde un punto de vista material o sustantivo, el proyecto de ley que establece Medidas contra la Discriminación interpreta o da un nuevo sentido a la igualdad, base constitucional de nuestro país. 





El concepto de igualdad que reconoció nuestro constituyente se basa en la igualdad esencial del ser humano, en cuanto tal. Parte del supuesto que tanto los sujetos, como las prestaciones a las cuales éstos se encuentran obligados, están determinados por un cierto parámetro racional intersubjetivo, que permite una objetividad en la estipulación de los derechos. El proyecto formula la idea de no discriminación fundada en la percepción subjetiva de cada individuo o colectivo. De acuerdo a las normas que éste plantea, el título del derecho no sería determinable objetivamente; por tanto, podría decirse que no se configura como un derecho en el sentido estricto. Ya no sería, aparentemente, la naturaleza humana la que indicaría el contenido de la igualdad y los derechos fundamentales (límite del ejercicio de la soberanía reconocido por nuestra Constitución).


El constituyente lo estableció de un modo lo suficientemente general y objetivo, como para que sea el juez, en el caso particular, el encargado de ponderar su efectivo respeto o no, de acuerdo a las circunstancias especiales que rodean al caso.


Así, la no discriminación, de acuerdo al espíritu del proyecto, es la defensa de la subjetividad de pertenecer a determinada categoría o poseer determinados privilegios.  Parecer ser un derecho difuso, que carece de un contenido preexistente, a nuestro entender no previsto por el constituyente. Prueba de lo anterior han sido las innumerables intervenciones presenciadas en las diversas instancias de la tramitación del proyecto.


La discriminación arbitraria es el atentado típico contra la igualdad, basado en el puro capricho, irracionalidad o desproporción manifiesta. Hasta ahora, no se ha establecido un catálogo preciso de aquellas acciones u omisiones que se entienden discriminatorias, de acuerdo al espíritu del artículo 1 y del 19 N° 2 de la Constitución. Por tanto, una redefinición, precisión, aclaración o modificación de sus alcances, por técnica jurídica, parece hacer necesario el pronunciamiento de las mayorías necesarias para interpretar la Constitución.


2.- El proyecto presenta el riesgo de ser redundante, atentando contra el principio jurídico que indica que es contraproducente reiterar regulaciones, principalmente cuando existe una posibilidad cierta de que se superpongan. 





La lectura del proyecto, siempre desde un punto de vista material, permite concluir que sus artículos 1° y 2° e, incluso, la primera parte del artículo 3, no debieran ser necesarios, en tanto sus disposiciones están, de suyo, recogidas íntegramente en la noción de igualdad de nuestra Constitución, del artículo 1, como del 19 número 2.


La Corte Suprema, a través de tres informes
 enviados al Congreso Nacional, ha expresado sus reparos al proyecto de ley, puesto que, “en su opinión, el derecho que se pretende amparar "la no discriminación" se encuentra consagrado en el N° 2 del artículo 19 de la Constitución Política al tratar de la igualdad ante la ley y debidamente tutelado por la acción de protección, por lo que no se aprecia la necesidad de establecer acciones adicionales y especiales para ser resguardado”.


A partir de la frase del artículo 3° del proyecto, que indica las motivaciones subjetivas que convertirían una discriminación en arbitraria o irracional, es que la ley parece definir la igualdad.


Parece del todo legítimo, incentivar y fomentar la inclusión plena de todos los individuos en el goce de los derechos y garantías, asimismo, el respeto de la igualdad en todas las esferas de nuestro país, públicas y privadas; el multiculturalismo (mencionado en los antecedentes del proyecto de ley, como globalización) ha generado ciertas reacciones de intolerancia que se riñen con la igualdad y que hacen necesarias ciertas intervenciones por parte del poder público. Sin embargo, en tanto no se discuta el marco constitucional del real contenido de la igualdad que el consenso indique, es el Ejecutivo, a través de políticas públicas, el naturalmente llamado a generar los mecanismos de incentivo o fomento de la plena igualdad.


Desde un punto de vista formal, con este proyecto se crea un recurso nuevo, distinto del recurso de protección, ante la misma jurisdicción, para las mismas materias. 


La Corte Suprema, en los mismos informes ya citados, señaló que “no estuvo de acuerdo con la acción especial que contempla [el Proyecto], por estimar que era suficiente la acción constitucional de protección, [pero] ante la insistencia sobre su procedencia y como se advierte en lo sustantivo, que se clarifica el ámbito de aplicación de este arbitrio especial contra la discriminación y, en lo procesal, se expresa que interpuesta la acción de protección precluye el ejercicio de la que contempla la iniciativa legal, privilegiando de este modo el estatuto constitucional […]”


Los fundamentos de la Acción propuesta en el artículo 4° del proyecto, parecieran obedecer a un juicio de eficacia relativa que se hace del Recurso de Protección para proteger el derecho a la igualdad. Las restricciones del Recurso de Protección que mayor cuestionamiento han desencadenado son aquellas introducidas por el propio Poder Judicial (examen de admisibilidad, plazo para ser interpuesto, etc.), que han obedecido, según el Poder Judicial, principalmente, a la sobrecarga de trabajo de las Cortes de Apelaciones. Por otro lado, la imposibilidad o inconveniencia de revisar las cuestiones de fondo en una acción cautelar, como lo es el recurso de Protección, se dan, de la misma manera, en la nueva acción de discriminación. En este sentido, es dable, como demuestra la experiencia comparada, dotar de mayor fuerza al recurso de tutela de las garantías constitucionales, encargado de proteger, por antonomasia, la igualdad en el ejercicio y goce de los derechos.


Respecto de otros procedimientos antidiscriminatorios, la opinión concurrente de algunos Ministros de la Corte Suprema, en los oficios antes mencionados, establecía que “la iniciativa legal es incongruente con las disposiciones que establece el artículo segundo del Código el Trabajo para impedir la discriminación en el ámbito laboral y que fueron perfeccionadas con la reforma que introdujo a ese precepto el N° 2 del artículo único de la Ley N° 19.759, de 5 de octubre de 2001. Asimismo, expresan que la falta de concordancia entre el proyecto con la normativa vigente no sólo se produce en los distintos términos en que ambos describen los actos de discriminación, sino en los diferentes tribunales que conocerían de la materia, a través e procedimientos igualmente disímiles”.


3.- Posible conflicto material entre una norma de rango legal y la norma constitucional.





La norma de rango legal debe siempre ser compatible con la constitucional, no sólo en su aspecto formal, sino también debe tener idéntico sentido material o sustantivo, de lo contrario se pierde la coherencia institucional y la consistencia de todo el sistema jurídico.





Hans Kelsen señaló que el derecho es un orden, es decir, un conjunto de normas concebidas como la unidad de una pluralidad de normas, debiendo existir un fundamento para esa unidad
.





Las disposiciones que podrían, eventualmente, romper esa unidad, de acuerdo al proyecto son:





- La noción de igualdad que el constituyente no quiso dotar de contenido taxativo.





- El aparente conflicto con el principio de legalidad, al establecer una agravante penal genérica, abierta, análoga a una ley penal en blanco.





- La inversión de la carga de la prueba, puesto que siempre se presume la arbitrariedad y es el acusado el encargado de desvirtuarla. Esto mismo, genera el riesgo de que, puesto que es la subjetividad o ánimo del acusado la que convertiría una discriminación en arbitraria o irracional, el afectado quede en mayor indefensión.





- Posibilidad cierta de conflicto con otros derecho fundamentales, como la libertad de expresión.

II. Compromisos internacionales


Chile ha suscrito cuatro Convenios internacionales, específicamente destinados a eliminar la discriminación que sufren, en mayor medida, algunos grupos o individuos que caen dentro de las categorías descritas en dichos instrumentos. Asimismo, la suscripción de otros Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos también buscan asegurar la plena igualdad en el goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales.


El proyecto de ley, aduciendo a dichos compromisos internacionales, señala que ellos obligan a dictar normas de carácter legal para dar pleno cumplimiento a lo allí comprometido. Sin embargo, es menester señalar que los Tratados Internacionales no compelen a una forma determinada de asegurar la debida protección y el sentido de compeler a dictar leyes obedece a que en determinados países no existe legislación en la materia o la existente resulta incompatible con el Tratado.


Este no parece ser el caso, puesto que en Chile es la propia Constitución la que cubre todos los supuestos contenidos en las Convenciones sobre discriminación, a través del reconocimiento de la igualdad como principio fundante de nuestro Estado y como una garantía constitucional tutelada. Es la misma Constitución la que establece un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los tribunales competentes, destinado exclusivamente a amparar a los individuos contra actos que violen los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 


Las medidas necesarias, entonces, podrían pasar por el fortalecimiento del Recurso de Protección y mantener o reforzar las políticas públicas de sensibilización e inclusión.


III. Legislación Comparada


La inclusión del derecho a la no discriminación en los ordenamientos jurídicos occidentales no es privativa de nuestro Estado. Por los propios convenios internacionales en la materia, una gran cantidad de países se han obligado, no sólo a reconocerlo, sino también a establecer medidas tendientes a eliminar y prevenir toda forma de discriminación basada en criterios tales como el sexo, la discapacidad, las creencias religiosas o el origen étnico o social. Esto ha generado una profusa labor legislativa y política en numerosos países, que, en su mayoría, han definido la no discriminación en términos semejantes al nuestro, pero para efectos laborales, de defensa del consumidor y penales. Asimismo, se constata que las normas en cuestión han establecido instancias administrativas encargadas, ya sea de elaborar políticas públicas para la eliminación o prevención de la discriminación arbitraria o la intolerancia, como de velar por la debida protección de los grupos o individuos desfavorecidos, y de recibir las quejas de los afectados para darles una adecuada asesoría (o incluso defensa) respecto de las acciones judiciales pertinentes, tales como los procedimientos de amparo, laborales o criminales. Sin embargo, ninguna de ellas crea un procedimiento especial, sumario y cautelar, distinto de la tutela constitucional propia de sus respectivos ordenamientos fundamentales.”.





A modo ilustrativo, citó diversos casos de legislación extranjera, los que, en una intervención posterior, tuvo oportunidad de explicar.





20) Como se señaló precedentemente, la señora Alejandra Voigt, de la Biblioteca del Congreso Nacional, intervino una vez más en el debate de la Comisión, basando su nueva exposición en la minuta que se transcribe a continuación:

“Observaciones al Proyecto de Ley que establece Medidas contra la Discriminación





Un Estado de Derecho admite que determinados principios jurídicos sean redefinidos cada cierto tiempo, con el fin de adecuarlos a nuevos escenarios o requerimientos sociales o culturales. Sin embargo, una de las labores del legislador es dar coherencia y consistencia al ordenamiento jurídico en cuanto tal, respetando, con ello, el principio de certeza jurídica, pilar fundamental de un Estado de Derecho.





Si lo que se intenta es dotar de un contenido especial a la igualdad ante la ley y a la prohibición de establecer medidas arbitrarias dadas por el constituyente, entonces la lógica jurídica y legislativa indica que el camino apropiado es tomar dichas disposiciones fundamentales y adecuarlas a las nuevas concepciones que la sociedad considera como dignas de protección. Una aproximación distinta podría devenir en el efecto inútil de las normas, puesto que, cuando el operador jurídico deba aplicar alguna de las leyes involucradas, dejará, inevitablemente, otra sin aplicación. Y dado que una norma legal, como es la del proyecto, se subordina a la Constitución, una interpretación de la primera que colisione con la segunda, debiera dejar a aquélla sin aplicación.

I. Antecedentes Generales





El pasado 16 de diciembre, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado despachó provisionalmente el texto del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, luego de una extensa discusión que congregó a diversos actores de la sociedad civil y académicos, entre otros.





Durante la discusión en la Comisión, se plantearon algunos reparos al proyecto que, de acuerdo al texto provisorio y al criterio del Área de Análisis Legal de Asesoría Parlamentaria de la BCN, se mantienen, dados los eventuales conflictos de constitucionalidad que se perciben a lo largo de sus disposiciones. En este contexto se presentarán algunas observaciones al proyecto, que pudiesen servir para ilustrar a la Comisión, tomando en consideración el texto del proyecto y la opinión legal entregada a la Comisión por parte del abogado Juan Domingo Acosta en diciembre del año pasado.

II.Conflicto con el concepto de Igualdad ante la Ley

 dado por el Constituyente





En el primer Informe elaborado por Asesoría Parlamentaria y presentado ante esta Comisión, se planteó la necesidad de elevar la discusión del proyecto a sede constitucional, puesto que sus alcances parecían restringir o, al menos, precisar los términos que el Constituyente quiso imprimir en la Igualdad ante la Ley, tanto del artículo 1° de la Constitución, como del 19 N° 2. Esto porque el reconocimiento o estipulación de derechos y su atribución a todos los sujetos por igual, viene del parámetro objetivo que da la propia naturaleza humana de modo universal
  y no en base a la percepción subjetiva del individuo que exige el reconocimiento. En este sentido, reiteramos que una ley como la despachada, indudablemente cabe dentro del concepto de norma interpretativa de la Constitución, cuyo fin es “representar, en efecto, una forma de apreciar o esclarecer el alcance de determinado precepto de la carta”.





En su oportunidad, se sostuvo que en las propias Actas Constitucionales se dejó establecida la voluntad del Constituyente de no delegar la definición del concepto de igualdad a otra instancia legislativa, puesto que el desarrollo de una norma de tal entidad que sustenta toda la institucionalidad del Estado, no podía ser hecha sino por el propio Constituyente, llamado a materializar la estructura constitucional de la igualdad
.





El abogado Juan Domingo Acosta, en este sentido, critica el artículo 2° del proyecto, en cuanto la definición de discriminación que se establece se escaparía de la arbitrariedad requerida por el Constituyente para constituirse en ilegítima y parece hacer ilícita toda discriminación, sin necesidad de que ésta sea arbitraria, injusta o irracional. Concordamos, asimismo, con su apreciación sobre las múltiples discriminaciones que la propia legislación establece y que no se entienden arbitrarias, en tanto la distinción aplicada se base en las desigualdades propias de los destinatarios, cuestión que el proyecto podría poner en duda. Asimismo, tal como se señaló en nuestro informe previo, a la luz de las motivaciones subjetivas que convertirían una discriminación en arbitraria o irracional, es que entendemos que el proyecto busca precisar el concepto de igualdad, para estos efectos, e introduce nociones o categorías que, tal como señalamos arriba, podrían alterar el significado o la definición misma del derecho.





El proyecto se aparta del sentido de la igualdad constitucional actual, asimismo, por cuanto identifica la causa de la discriminación con sus efectos. Hasta ahora, para calificar una conducta como contraria al principio de igualdad, aquélla debe obedecer a causas injustas o irracionales, cuyos efectos conculquen los derechos constitucionales de los afectados. Con el proyecto de ley, si un acto que distingue, excluye, restringe o prefiere a unos por sobre otros, privando, perturbando o amenazando tales derechos, entonces siempre será considerado como una discriminación arbitraria y, por tanto, injusta y punible. Lo mismo señala en su informe el abogado Juan Domingo Acosta, en cuanto señala que, de acuerdo a la Constitución, se exigen, copulativamente, la afectación de un derecho y la ilegalidad o arbitrariedad del acto que causa esa afectación para considerarlo ilícito; así, el proyecto confundiría una característica del acto con su efecto, siendo esto lógicamente incorrecto y provocando una confusión en cuanto a la aplicación de la igualdad ante la ley de la Constitución, con la no discriminación del proyecto.

III. Conflicto constitucional con el recurso de protección





El texto despachado provisoriamente adiciona elementos nuevos al recurso de protección contemplado en la Constitución. En primer lugar, concordamos con el señor Acosta, cuando señala que el proyecto desvirtúa la propia naturaleza del recurso, puesto que, para los efectos de esta ley, dejaría de ser cautelar, para transformarse en una especie de acción de responsabilidad extracontractual que, además, declararía la culpabilidad del infractor con efecto de cosa juzgada, pudiendo establecer sanción y estableciendo las bases para la posterior determinación del monto de la correspondiente indemnización.





Consideramos que el proyecto da un efecto nuevo a la sentencia recaída en el recurso de protección, no previsto por el Constituyente, cual es la determinación de culpabilidad, quedando entregado a un juicio sumario la determinación de la indemnización de perjuicios que corresponda y no el conocimiento de los elementos que fundamentan o desvirtúan las alegaciones, con todas las garantías propias de un juicio de responsabilidad extracontractual. Si esto es así, entonces ya no sólo a partir de la definición de discriminación arbitraria a la luz de la igualdad ante la ley, sino también por el contenido mismo de la acción destinada a proteger a las víctimas de discriminación, cual es el Recurso de Protección, lo pertinente es una reforma constitucional.

IV. Conflicto o superposición con otras normas de rango

constitucional o legal





El abogado Acosta afirma que el proyecto de ley pretende regular y complementar el principio de igualdad ante la ley y la prohibición de establecer discriminaciones arbitrarias dados por la propia Constitución, cuestión con la que concordamos plenamente. En este sentido, creemos que existe un riesgo cierto de que, basándose en el artículo 93 N° 3 de la Constitución, el Tribunal Constitucional objete la norma, en caso de ser aprobada por el Congreso.





Sin perjuicio de esto, se produciría, de cualquier modo, una regulación reiterativa o repetitiva en diversos cuerpos legales, que, según veremos, atentan contra los principios básicos de certeza jurídica y coherencia del ordenamiento jurídico.





En este sentido, se prevén eventuales restricciones a los Derechos Fundamentales de los particulares, en cuanto a que deberán restringir el ejercicio de ciertos derechos, tales como la libertad de expresión, de enseñanza o de conciencia, para evitar que con sus actos, dichos, actitudes o preferencias pudiesen causar la sensación de menoscabo por parte de los afectados, configurándose así la discriminación arbitraria considerada ilegal por la norma.





Un análisis particular de la excepción que el texto despachado provisoriamente contempla a favor de las entidades religiosas demuestra posibles conflictos en la aplicación de la norma. Considerando la letra y el alcance de los artículos 6° y 7° de la Ley de Culto, N° 19.638, allí señalados, podría concluirse por parte del operador jurídico que determinadas interpretaciones de esas disposiciones no cabrían dentro de la excepción y, por lo tanto, constituirían una discriminación prohibida por la nueva ley que establece medidas contra la discriminación. Esto, porque los artículos 6° y 7° de la Ley de Culto facultan a las entidades religiosas y a sus miembros a practicar y manifestar sus creencias religiosas y su doctrina sin discriminación; sin embargo, no las faculta a excluir a determinadas personas de sus filas cuando sus preferencias o modos de vida contraríen las convicciones de dicha entidad. Produciéndose este tipo de conflicto, una interpretación literal podría llevar al operador a calificar como arbitraria una distinción de tal especie, careciendo de certeza jurídica, puesto que no queda claramente establecido el contenido de la excepción del artículo 2°, inciso 2° del proyecto de ley despachado.

Dispersión normativa





Señalamos en su oportunidad que la sobrerregulación en una misma materia provoca la dificultad, tanto para los operadores jurídicos como para la población afectada con esas disposiciones, de determinar la norma aplicable y el real alcance y mecanismos de acción que ofrece el ordenamiento jurídico frente a una misma situación fáctica. Esta dificultad genera una gran dispersión, incongruencia legislativa, duplicación de normas, contradicción de textos e indefinición normativa, reñida con el principio de certeza o seguridad jurídica. Desde el punto de vista de la técnica legislativa, es un principio básico que toda reforma debe hacerse a las normas de referencia, con una visión de conjunto, de lo contrario se alteran, tácita o expresamente, diversas normas de rango constitucional o legal de modo poco claro, poco homogéneo, incompleto e, incluso, ilógico.





El abogado Acosta da un ejemplo bastante ilustrativo de lo anterior: para que pueda interponerse el recurso de protección, es necesario que por el acto u omisión arbitrario o ilegal, se vulnere el legítimo ejercicio de un derecho constitucional, en tanto el proyecto omite la referencia a la legitimidad del ejercicio del derecho para que se configure la discriminación ilegal.





Asimismo, las demás acciones vinculadas a la no discriminación, tales como las laborales o de protección al consumidor, también corren el riesgo de ser duplicadas por esta ley, generando, del mismo modo, confusión en cuanto a la ley aplicable.”.





21) Complementando sus intervenciones anteriores, la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional señora Alejandra Voigt, hizo entrega del informe que se transcribe a continuación.

“Protección de la no discriminación arbitraria en el Derecho Comparado


La inclusión del derecho a la no discriminación en los ordenamientos jurídicos occidentales no es privativa de nuestro Estado. Por los propios convenios internacionales en la materia, una gran cantidad de países se han obligado no sólo a reconocerlo, sino también a establecer medidas tendientes a eliminar y prevenir toda forma de discriminación basada en criterios tales como el sexo, la discapacidad, las creencias religiosas o el origen étnico o social.


A modo ilustrativo, se revisan sucintamente las legislaciones de Francia, España, Argentina, Perú, Uruguay, Brasil y México, con el fin de entregar un marco comparativo sobre la protección y desarrollo efectuado por dichos países respecto del principio de no discriminación arbitraria.


El análisis efectuado permite concluir que:


- La mayoría de los países han definido la no discriminación en términos semejantes al propuesto por el proyecto de ley, pero restringido para efectos laborales, de defensa del consumidor y/o penales y no de carácter general.


- La legislación mexicana, de todas las consultadas, aparece como la más similar al proyecto chileno; sin embargo, es una norma que aclara los alcances del artículo 1° de la Constitución, es decir, lo interpreta.


- Las normas en cuestión intentan crear las bases para que los gobiernos impulsen políticas tendientes a eliminar la discriminación en los ámbitos señalados, para lo cual han establecido instancias administrativas encargadas ya sea de elaborar políticas públicas para la eliminación o prevención de la discriminación arbitraria o la intolerancia, como de velar por la debida protección de los grupos o individuos desfavorecidos, y de recibir las quejas de los afectados para darles una adecuada asesoría (o incluso defensa) respecto de las acciones judiciales pertinentes, tales como los procedimientos de amparo, laborales o criminales.


- Sin perjuicio de lo anterior, ninguna de las legislaciones analizadas crea un procedimiento especial, sumario y cautelar, distinto de la tutela constitucional propia de sus respectivos ordenamientos fundamentales.

I. Introducción


En el marco de la discusión del proyecto de ley que establece medidas en contra de la discriminación (Boletín N° 3.815-07), se revisa sucintamente la legislación de algunos países (Francia, España, Perú, Brasil, Argentina, Uruguay y México) que comparten nuestro sistema jurídico-constitucional, de modo de poder comparar la regulación, en su caso, el rango de las normas que desarrollan o protegen el derecho a la igualdad y, por tanto, la prohibición de los atentados típicos en su contra, y, finalmente, el ámbito o alcance al que se refieren dichas normas.


La inclusión del derecho a la no discriminación en los ordenamientos jurídicos occidentales no es privativa de nuestro Estado
. Por los propios convenios internacionales en la materia
, una gran cantidad de países se han obligado no sólo a reconocerlo, sino también a establecer medidas tendientes a eliminar y prevenir toda forma de discriminación basada en criterios tales como el sexo, la discapacidad, las creencias religiosas o el origen étnico o social
. 


II. Objetivo del proyecto chileno


De acuerdo al Mensaje del proyecto, “no obstante la consagración a nivel constitucional de los motivos o factores que pueden llevar a discriminar, no parece ser la única fórmula jurídica para tutelar adecuadamente el principio de no discriminación arbitraria”. Para solucionar lo anterior, la norma propuesta intenta definir lo que se entiende en todo el ordenamiento jurídico chileno por discriminación arbitraria, estableciendo, además, una acción especial de protección y “un tratamiento integral y más efectivo a la no discriminación”
.


El proyecto establece un catálogo de factores que hacen presumir que una distinción hecha por los organismos públicos o los particulares, que se sustente en alguno de dichos factores y que ocasione el efecto de menoscabar alguna garantía constitucional, en cualquier ámbito, incurre en ilegalidad y, por ende, puede ser sancionado civil o penalmente, según corresponda, especificando, para esto, la acción de protección, otorgándole efectos sancionatorios y estableciendo un tipo penal y una agravante especial que incorporan la noción establecida en el proyecto.


III. Legislación comparada


A modo ilustrativo, se describen las legislaciones de Francia, España, Argentina, Perú, Uruguay, Brasil y México.


1.- Francia


En Francia existen diversas disposiciones relativas a la no discriminación
. La primera, de alcance más general, es la Ley 2001-1066, relativa a la lucha contra la discriminación, y que establece la prohibición de discriminar por razones similares al proyecto de ley chileno en comento, en materia laboral. Asimismo, modifica el Código Penal para incluir el delito de discriminación arbitraria.


Además de la norma anterior, está la Ley 2004-1486, que crea la Alta Autoridad para la Lucha contra la Discriminación y para la Igualdad, con facultades similares a un defensor del pueblo en materia de discriminación.


También está la Ley 2006-396, sobre Igualdad de Oportunidades, cuya finalidad es la plena inclusión de los discapacitados en el mundo laboral y educativo, estableciendo, incluso, beneficios tributarios para las empresas que contraten a personas con alguna discapacidad.


Finalmente, la Ley 2008-496 incluye en la legislación francesa los actos legislativos de la Unión Europea en la materia, tales como el tratamiento igualitario entre hombres y mujeres en materia de empleo y formación.


2.- España


La Constitución española
 señala, en su artículo 9 N° 2 que “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.”.


La Ley N° 62/2003 de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social
, en su Título II del Capítulo III, se encarga de la aplicación del principio de igualdad de trato, estableciendo medidas para la aplicación real y efectiva de aquél, como del principio de no discriminación, en particular por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, específicamente en los siguientes ámbitos: laboral, derechos del orden social, derechos del consumidor y defensa de los discapacitados.


No crea nuevos procedimientos, sino que modifica los ya existentes (laborales, de consumidores, contencioso-administrativos) en el sentido de invertir la carga de la prueba, dejándola en el acusado del acto discriminatorio.


Por su parte, existen varias disposiciones específicas en materia de discapacidad, tales como la Ley 49/2007
, que establece el régimen de infracciones administrativas y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.


Por último, la recientemente aprobada ley “Para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres”
, establece disposiciones sobre la igualdad en el ámbito laboral, medidas para la eliminación de la discriminación de género y contra el acoso sexual y reforma más de 19 normas en el ámbito del acceso al empleo público, a las prestaciones de seguridad social y al acceso a bienes y servicios. Regula, asimismo, la paridad en las listas electorales, las que al menos, deberán estar representadas en un 40 por ciento.


3.- Argentina


La Ley 23.592
 fue dictada para adoptar medidas para quienes arbitrariamente impidan el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional. Su sentido es otorgar la posibilidad de entablar demandas civiles o de policía local, según corresponda, cuando, arbitrariamente se impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidas en la Constitución Nacional, especialmente respecto de los consumidores. Para estos efectos, la ley considera particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos.


La misma ley establece una agravante penal para todo delito reprimido por el Código Penal o por leyes complementarias, cuando sea cometido por persecución u odio a una raza, religión o nacionalidad, o con el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacional, étnico, racial o religioso.


Por su parte, la Ley 24.515
 crea el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo. Este instituto, entidad descentralizada en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional, es la encargada de elaborar y vigilar políticas públicas.


4.- Brasil

En Brasil la discriminación arbitraria, tanto en materia laboral, del derecho del consumidor, de familia y, en general, la inducción a la discriminación, está sancionada por la Ley 7.716
, que define los delitos resultantes de los prejuicios basados en la raza o el color y enumera una serie de infracciones, precisando las sanciones que corresponden a cada una de ellas. Destaca que la ley brasileña sanciona de manera particular la discriminación racial en las Fuerzas Armadas.


Existen otras disposiciones que se vinculan con la no discriminación, tales como:


- Ley 10.678
, de 23 de mayo de 2003, que crea la Secretaría Especial de la Presidencia de la República sobre Políticas de Promoción de la Igualdad Racial.


- Ley 9.799
, de 26 de mayo de 1999, por la que se insertan en el Consolidado de las leyes del trabajo disposiciones sobre el acceso de la mujer al mercado de trabajo.


- Ley 9.029
, de 13 de abril de 1995 la cual prohíbe la exigencia de certificados de embarazo y esterilización, así como de otras prácticas discriminatorias, a efectos de la admisión o de la permanencia de la relación jurídica de trabajo.


- Ley 7.716
, de 5 de enero de 1989, que define los delitos resultantes del prejuicio de raza o de color.


Adicionalmente, el Decreto 7.388
, de 9 de diciembre de 2010, creó el Consejo Nacional de Combate contra la Discriminación (Conselho Nacional de Combate à Discriminação – CNCD), como un órgano consultivo y deliberativo, dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia, cuyo objetivo es formular y proponer directrices para la adopción de políticas gubernamentales nacionales, encaminadas a luchar contra la discriminación y la promoción y defensa de los derechos de lesbianas, gays, bisexuales y transexuales (LGBT).


5.- Perú


En Perú la discriminación arbitraria está prohibida a nivel constitucional
. Así, su artículo 2° reconoce a todas las personas el derecho a la igualdad ante la ley, estableciendo que “Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole.”. A su vez, la discriminación es sancionada penalmente, a través de un tipo especial incluido entre los denominados delitos contra la humanidad
.


La Ley 28867
 modifica el ya existente artículo 323 del Código Penal
, para mejorar el mencionado artículo, en primer lugar precisando que la discriminación es una acción realizada “con el objeto de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona”. Las penas han sido elevadas, según los estándares internacionales, a prisión entre dos y tres años, pudiendo llegar hasta cuatro cuando se emplea violencia física o mental o el agente es funcionario público. Asimismo, se amplían las causales de discriminación, señalándose, entre otras, edad, filiación, discapacidad, opinión política, condición económica e identidad étnica y cultural. El proyecto original especificaba además la discriminación por orientación sexual, pero esta causal fue eliminada por la Comisión de Justicia del Congreso, señalándose que ya estaba implícita en la expresión “motivo sexual”
.


6.- Uruguay


La Constitución uruguaya declara que “Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra distinción entre ellas, sino la de los talentos o las virtudes.”
.


Por su parte, la Ley 17.817
, sobre la lucha contra el racismo, la xenofobia y la discriminación, la declara como de interés nacional y, para los efectos de generar políticas públicas que tiendan a su eliminación, crea un organismo público, la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de Discriminación, encargado de generar políticas públicas sobre la materia.


La ley da el siguiente concepto de discriminación: “toda distinción, exclusión, restricción, preferencia o ejercicio de violencia física y moral, basada en motivos de raza, color de piel, religión, origen nacional o étnico, discapacidad, aspecto estético, género, orientación e identidad sexual, que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública” (artículo 2).


7.- México


La legislación mexicana, de todas las consultadas, aparece como la que más comparte características con el proyecto chileno; sin embargo, la ley aludida establece o aclara los alcances del artículo 1 de la Constitución mexicana
, que, en su inciso tercero señala que “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”.


Se entiende, entonces, que la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación
 a la que hacemos referencia, es una norma que se encarga, formal y materialmente, de desarrollar el texto constitucional, señalando que corresponde al Estado promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas. Los poderes públicos federales, asimismo, deben eliminar aquellos obstáculos que limiten en los hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las personas así como su efectiva participación en la vida política, económica, cultural y social del país y promoverán la participación de las autoridades de los demás órdenes de Gobierno y de los particulares en la eliminación de dichos obstáculos.


Para lo anterior, la ley faculta al Estado para establecer medidas de discriminación positiva a favor de los grupos más desfavorecidos y crea un Consejo encargado de recibir las quejas de los afectados y brindarles asesoría o defensa legal en los recursos judiciales que correspondan. En este sentido, la ley mexicana no crea una acción nueva, distinta de la tutela o amparo constitucional.”.


22) Enseguida, la Comisión escuchó al señor Gabriel Zaliasnik, Presidente de la Comunidad Judía de Chile, quien basó su exposición en la siguiente minuta escrita:


“I.- INTRODUCCIÓN


Los procesos de discriminación han sido componentes centrales de las formas de organización y estructuración de las sociedades. Como tal, han sido la expresión más contundente, tanto individual como colectiva, de la negación del principio de igualdad de la condición humana y han reflejado la incapacidad social y cultural para dar cuenta de la alteridad y las diferencias.


Las variadas formas de distinción, exclusión y restricción verificadas a lo largo de la historia han afectado a diversos grupos, lo que impide caracterizar a la discriminación como un fenómeno unitario y homogéneo. Su conceptualización debe destacar lo común y dar cabida a las diferencias, así como a las transformaciones que ha experimentado, tanto en lo que refiere a sus formas de expresión y significado como en lo que respecta a sus interacciones con otros procesos y fenómenos sociales.


Ciertamente, los procesos discriminatorios han guardado un nexo de significación con la conformación de la marginación, subyugación, persecución e incluso exterminio de grupos humanos, cuyas expresiones han variado a lo largo de la historia.


Por ello, el investigador británico Stuart Hall afirmó ya en 1993 que la "capacidad de vivir con la diferencia es el principal desafío del siglo XXI", toda vez que las sociedades contemporáneas asisten a una creciente diversidad de sujetos, de experiencias sociales y de identidades culturales en continuo proceso de cambio y transformación.


Así, hoy la sociedad enfrenta nuevas formas y diferentes lógicas de un mismo fenómeno. Ya no existe un modelo único de "racismo", la discriminación por antonomasia. La idea de un vínculo entre los atributos naturales o biológicos de un individuo o grupo y sus rasgos intelectuales o morales, que caracterizó la emergencia del racismo, hoy ya no se asocia exclusivamente a una supuesta inferioridad biológica y desigualdad natural del otro, sino que fundamentalmente a una actitud diferencialista, más velada, que se desvía por la cultura y que ataca a grupos nacionales, étnicos y religiosos, preferentemente a minorías, aislando, excluyendo y segregando.


Uno de los rasgos más importantes de la situación contemporánea es precisamente el que sus manifestaciones están codificadas de modo tal que buscan impedir las acusaciones en su contra en términos de racismo, expresándose en términos de diferencia y cultura.


Algunos autores
 plantean que en el racismo interactúan tres dimensiones distintas: las actitudes (opiniones, estereotipos y prejuicios); los comportamientos o expresiones (actos, prácticas, ordenamientos institucionales) y las construcciones ideológicas (teorías, doctrinas, visiones de mundo).


Como resultado de la interacción de estas tres dimensiones, persisten y se renuevan acciones de segregación, discriminación, expulsión, persecución y exterminio. La diferencia del otro se convierte así en amenaza a la identidad-integridad de la sociedad mayoritaria.


Dentro de este complejo y renovado fenómeno de la discriminación, el antisemitismo configura una expresión singular.


Esta singularidad está asociada, en primer lugar, a su recurrencia y permanencia histórica, de modo tal que ha precedido y rebasa históricamente al racismo; en segundo lugar, al hecho de que a la fundamentación racial de la discriminación le precedió la cultural y la religiosa y, en tercer lugar, a que éstas han interactuado con otras fuentes y móviles de índole social, económica y política.


Su continuidad así como sus modelos cambiantes de manifestación, refuerzan tal singularidad, al tiempo que su impacto genocida, en el Holocausto, lo proyectan como un fenómeno determinante de la condición humana en la modernidad. Su vigencia actual, por otra parte, exhibe el modo como el prejuicio religioso convive con el rechazo de la etnicidad así como de otras formas de identificación de los miembros del grupo, y éstos, a su vez, interactúan con estereotipos de índole económica y sociopolítica, por lo que el antisemitismo rebasa su conceptualización como una forma de discriminación exclusivamente religiosa o racial.


Durante el Proceso a Eichmann, el principal ideólogo de la "solución final", compareció como "testigo histórico" para describir las condiciones de los judíos europeos antes del ascenso del nazismo, el historiador Profesor Salo Baron. Éste fue interrogado por el principal abogado defensor, quien le preguntó: "Como profesor de historia, ¿puede explicar usted las causas de esa actitud negativa que viene existiendo desde hace tantos siglos y de esa continuada guerra contra el pueblo judío?". La respuesta en una breve sentencia, recogió, en inglés, toda la profundidad de su formulación y la agudeza del juego de palabras: “the deslike of the unlike”, esto es, el desagrado ante lo diverso, ante lo diferente.


II. ANTECEDENTES RECIENTES DE RESOLUCIONES QUE INCORPORAN LA ALUSIÓN ESPECÍFICA AL ANTISEMITISMO EN MATERIA DE COMBATE A LA DISCRIMINACIÓN.


Si bien en el pasado la referencia específica al antisemitismo estuvo ausente de las resoluciones en torno a la discriminación y a la lucha contra el racismo, así como de la legislación respectiva, en los últimos años asistimos a un cambio significativo en esta cuestión.


Ya en 1993, la Conferencia de Jefes de Estado y Gobierno de los países miembros del Consejo de Europa manifestó su alarma ante "el resurgimiento presente del racismo, la xenofobia y el antisemitismo, el desarrollo de un clima de intolerancia, el aumento de actos de violencia, en especial contra migrantes y poblaciones de origen inmigrante...". (ECRI -Comisión Europea contra el Racismo-, Annual Report for 1998 y Activities of the Council of Europe with Relevance to Combating Racism and Intolerance, Estrasburgo, Francia, 1999, en Natán Lerner, "Lucha contra el racismo con nombre y apellido", Índice, 2001).


Por su parte, en la conferencia de Estados miembros del Consejo de Europa, se adoptó una Declaración Política y una serie de Conclusiones Generales que asumen la necesidad de ser más específicos (EUROCONF(2000) 1 y (2000) 7 Rev.). La Declaración Política expresa alarma ante la "continua y violenta recurrencia de racismo, discriminación racial, xenofobia, antisemitismo e intolerancia relacionada, inclusive formas contemporáneas de esclavitud" dirigidas "especialmente por motivos relacionados con el idioma, la religión, o el origen nacional o étnico, contra personas tales como migrantes, buscadores de asilo, refugiados, personas desplazadas, no-nacionales, poblaciones indígenas" o personas pertenecientes a minorías.


La Declaración insta a los Estados miembros a tomar medidas legales, de política y educacionales para prevenir y eliminar lo anterior y llama particularmente la atención hacia los grupos vulnerables y hacia la creación de condiciones para la "promoción y protección de la identidad étnica, cultural, lingüística y religiosa de las personas pertenecientes a minorías nacionales".


Las Conclusiones Generales de la Conferencia Europea instan a todos los Estados a rechazar la "depuración étnica y religiosa" y el genocidio y "a no olvidar nunca el Holocausto". Se señala la persistencia para las víctimas de problemas como la discriminación del empleo, la vivienda, la educación y los servicios; las formas contemporáneas de esclavitud; la incitación, la discriminación y la violencia contra inmigrantes y refugiados; las manifestaciones de violencia e incitación al odio y a la intolerancia; la proliferación de grupos extremistas que exacerban tales fenómenos; el aumento de la intolerancia religiosa, la violencia contra comunidades judías y la distribución de material antisemita; el prejuicio y la discriminación contra los Roma o gitanos y el uso de medios de comunicación masivos por los racistas. (EUROCONF (2000), 7 Rev.)


A fin de combatir estos fenómenos, se urge a todos los Estados a ratificar la Convención Internacional para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. La Conferencia también recomienda que los marcos legislativos nacionales en las áreas de derecho penal, civil y administrativo prohíban expresa y específicamente la discriminación fundada en raza, etnicidad, origen nacional, religión y creencias.


La Conferencia Europea aconsejó dar la mayor prioridad a la acción judicial contra los delitos de carácter racista o xenófobo, prestando atención a la existencia de motivaciones racistas. Asimismo, deben tomarse medidas para combatir las organizaciones de tipo racista y debe declararse punible el delito de negación del Holocausto. Los Estados deben crear mecanismos para examinar la conformidad de su legislación con los principios que rigen la no-discriminación en razón de raza, origen étnico o nacional, religión o creencias. Debe prestarse atención a las cuestiones vinculadas con problemas de religión o creencias y a casos específicos como el antisemitismo, los Roma, gitanos, Sinti e itinerantes. (Ibid.)


Si bien los antecedentes aludidos reflejan la preocupación europea por el crecimiento de las tendencias racistas, xenófobas y antisemitas, éstas no son privativas de Europa. Más aun, en los tiempos de la globalización, la porosidad de las fronteras nacionales y el modo como los medios de comunicación han permeado las estructuras políticas, sociales y culturales a nivel global impiden esgrimir el argumento de realidades nacionales ajenas a las corrientes de opinión o a la influencia de fenómenos de este tipo.


Así, en América Latina se ha fortalecido la convicción de que es necesario enfrentar el racismo con estrategias políticas, educativas y legislativas adecuadas.


En el Foro Regional de México y Centroamérica sobre Racismo, Discriminación e Intolerancia, organizado en México en noviembre del 2000, por la Academia Mexicana de Derechos Humanos y otras entidades y organizaciones no gubernamentales, entre ellas Tribuna Israelita, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y el Congreso Nacional Indigenista, se aprobó un Documento Final en el que se manifiesta la preocupación por los fenómenos de discriminación y se alude expresamente al antisemitismo. En él se afirma que "Los gobiernos de los países de la región han mostrado una insuficiente voluntad política para difundir, promover y observar el cumplimiento de tratados, convenciones, acuerdos y resoluciones encaminadas a combatir el racismo, la discriminación, el antisemitismo, la xenofobia, la intolerancia y el sexismo". El Documento alude a la situación de las poblaciones indígenas, de los afrodescendientes y de las comunidades de inmigrantes.


A su vez, en diciembre del 2000 se realizó en Chile la Conferencia Preparatoria de las Américas contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Otras Formas de Intolerancia. La Declaración Final de los gobiernos constata "con gran preocupación el aumento del antisemitismo y de los actos hostiles hacia los judíos en algunos países de la región y en otras partes del mundo, así como el surgimiento de movimientos radicales y violentos basados en ideas racistas y de discriminación hacia la comunidad judía".


En su plan de acción se "insta a los gobiernos a emprender acciones concretas para prevenir e impedir el aumento de actos de antisemitismo y de hostilidad hacia los judíos, en algunos países de la región y en otras partes del mundo, así como también para evitar el surgimiento de movimientos radicales y violentos basados en ideas racistas y de discriminación hacia la comunidad judía".


Por su parte, la Declaración de la Conferencia Ciudadana contra el Racismo, la Xenofobia, la Intolerancia y la Discriminación convocada en Chile por organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil de las Américas denuncia "el mal uso y abuso de las nuevas tecnologías comunicacionales, como Internet, para la difusión de la ideología racista y antisemita, y el fomento de conductas xenófobas e intolerantes.


I.- EN CUANTO AL PROYECTO DE LEY PROPIAMENTE TAL


Resumen ejecutivo: 1) Incorporar en denominación de la ley el racismo y/o xenofobia; 2) Importancia de reprochar expresamente el "antisemitismo". En el mundo de los Derechos Humanos esto se conoce como el Principio de Redundancia; 3) Incorporar agravante artículo 12 N° 22 en términos similares a los del Código Penal Español, y 4) Incorporar artículo 137 bis al Código Penal.


1° Reconocer expresamente al antisemitismo como una forma grave de discriminación:


Atendidas las circunstancias históricas recientes y remotas de persecución a la comunidad judía por todos conocidas y sus resabios en las culturas cristiano occidentales, debe incluirse sin complejos la indicción del antisemitismo como una forma precisa e inaceptable de discriminación.


Por ello se propuso en su oportunidad -y así constó en una indicación de los Honorables Senadores señores Chadwick y Girardi –incluir en el entonces artículo 3° de la futura ley, actual artículo 2°, dicha expresión.


Lamentablemente, el texto final del artículo 2° no lo recoge de la misma forma, ni tampoco lo hace la agravante que se propone incorporar al artículo 12 del Código Penal, bajo el numerando 21.


En este sentido, estimamos que el proyecto de ley adolece de un perturbador déficit que debiera ser subsanado.


2° Precisar la redacción de la causal agravante que será incorporada en el artículo 12 N° 21.


La actual redacción resulta imprecisa y corresponde a una técnica legislativa deficiente, como es la llamada ley penal en blanco impropia (remisión al complemento de otra ley), que genera problemas interpretativos cuando la ley “de complemento” es modificada o reemplazada.


Por ello, resulta aconsejable redactar de manera autónoma la agravante en términos similares a la formulación contenida en el artículo 22 número 4 del Código Penal Español.


Dicha norma agrava la responsabilidad penal cuando se comete el delito “por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo u orientación sexual, o la enfermedad o minusvalía que padezca.”.


A ello, cabría adicionar la agravación por motivos de discriminación por sexo, la cual fue intencionalmente dejada de lado en el referido Código Penal Español, por estimarse que ello supondría el reconocimiento tácito de una desigualdad de sexos entre hombre y mujer.


3° Creación de un delito de peligro abstracto, que sancione los actos de hostilidad en sí y no sólo la inducción a realizar acciones dañosas en contra de colectivos o sus miembros.


El artículo 137 bis limita el castigo a quienes:


a.- cometieren daños o


b.- incitaren a otros a causarlos en contra de personas o sus bienes,


c.- en cuanto el autor obre motivado por una discriminación arbitraria en perjuicio de esas personas, en los términos que señala el artículo 2° de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación.


Sin embargo, se excluye la punición de actuaciones o expresiones que no involucran la producción de un daño (entendido como lesión física de la vida, integridad, salud, o bienes) pero que en sí son portadoras de una severa lesión para un bien jurídico fundamental como es la igualdad, y a la vez son portadoras de un enorme grado de peligro para los derechos fundamentales de los colectivos agraviados.


Nos referimos en particular a la realización de actos o expresión de palabras que en sí manifiesten odio, desprecio o amedrentamiento en contra de determinado colectivo o sus miembros.


Ello debiera ser materia de un delito especial, el cual ya existe
, pero limitado a la incitación y sólo en cuanto se proceda por un medio de comunicación social.


Por ello, proponíamos la inclusión del delito de hostilidad racial, el que debería ser redactado castigando a:


"El que por cualquier medio, realizare manifestaciones o expresiones destinadas a promover odio, desprecio, hostilidad o amedrentamiento, respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio, y multa de cincuenta a cien unidades tributarías mensuales.".


Entendemos que existen reparos a ello y, por ende, creemos factible revisar su redacción en la medida en que la ley paralelamente recoja las restantes observaciones sugeridas, ya que de lo contrario ésta se desnaturaliza por completo.”.


Complementando su intervención, el señor Zaliasnik presentó el siguiente cuadro comparativo:

	PROPUESTA

COMUNIDAD JUDÍA DE CHILE
	TEXTO BORRADOR

	1.-  Agregar en el título de la ley la expresión Racismo y en el artículo N° 2 del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación “y el racismo” entre las palabras “etnia,” y “la nacionalidad” la expresión “el antisemitismo”.

Es decir, en la enumeración no taxativa de motivos de discriminación, incorporar expresamente el antisemitismo.
	

	2.-  Agregar como agravante en el numeral 21 del artículo 12 del Código Penal, la siguiente:

“Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo u orientación sexual, o la enfermedad o minusvalía que padezca.”.
	

	3.- Introducir el siguiente artículo nuevo en el Código Penal:

Propuesta original:

“El que por cualquier medio, realizare manifestaciones o expresiones destinadas a promover odio, desprecio, hostilidad o amedrentamiento, respecto de personas o colectividades en razón del color de su piel, de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio, y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.”.


	2.-  Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:

1 bis. De los delitos contra la igualdad de las personas en dignidad y derechos.

Artículo 137 bis. El que promueva el odio u hostilidad en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.

	Propuesta de consenso:

Artículo 137 bis. El que promueva el odio o violencia en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio, y multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.".


	


- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR





Para una mejor comprensión del debate de que se dará cuenta a continuación, es preciso resaltar que, en una primera fase, éste se llevó a cabo en la forma en que ordinariamente se efectúa este tipo de discusión, esto es, a partir del articulado sometido a su consideración y de las indicaciones presentadas a su respecto. En relación con ellos, la Comisión fue adoptando, en su momento, las decisiones correspondientes.





Sin embargo, se observó que los acuerdos alcanzados respecto de dichas normas e indicaciones aun daban lugar a inquietudes. Transcurrido un lapso significativo y habiendo asumido un nuevo Gobierno, la Comisión estimó que cabía revisar dichos acuerdos; atender las nuevas inquietudes y analizar otros antecedentes, todo lo cual la llevó a acordar la reapertura del debate.





Ello permitió reconsiderar las resoluciones anteriores y explorar fórmulas que resultaran satisfactorias para alcanzar de mejor manera los objetivos  perseguidos por el proyecto. Como resultado de lo anterior, se alcanzaron las nuevas proposiciones que se plantean en la parte final de este informe.





Al iniciarse la discusión en particular de la iniciativa en estudio, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, ofreció la palabra al entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo.





Éste manifestó que, efectuada una revisión de las indicaciones presentadas ante la Comisión, el Ejecutivo concordaba en términos generales con ellas.





Sugirió, entonces, centrar el debate en las indicaciones relativas al artículo 3°, precepto que define los actos o conductas de discriminación arbitraria.





Propuso, igualmente, prestar la debida atención a las observaciones formuladas por la Corte Suprema en relación a la acción especial que el proyecto contempla para conocer los conflictos que surjan de su aplicación.





Por último, en relación con las indicaciones presentadas por el Honorable Senador señor Arancibia, solicitó dejar constancia que las normas del Código Civil sobre diferenciación de sexo entre quienes contraen matrimonio y las de la ley N° 20.120, sobre investigación científica en el ser humano, su genoma y la prohibición de la clonación humana, regulan, respectivamente, lo concerniente al señalado requisito del matrimonio y a los actos de discriminación arbitraria fundados en el estado de desarrollo biológico del ser humano a partir de la concepción. En consecuencia, sostuvo que, en su opinión, no cabía abordar las señaladas materias durante este debate.





En cuanto a esta última observación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, hizo notar que la indicación número 7.2, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Adolfo, era coincidente con la del Honorable Senador señor Arancibia pues se orientaba a impedir el matrimonio entre personas del mismo sexo.





Enseguida, dio por iniciado el estudio de las indicaciones presentadas al proyecto, las que se refieren al texto que fuera despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en su Informe Complementario del Segundo Informe.





A continuación, se efectúa una relación de ellas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

Artículo 1°



Su texto es el siguiente:



“Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas.”.





En relación a este precepto, se presentaron las indicaciones números 1 y 2.






La número 1, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, sustituye el artículo 1º propuesto, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza contra cualquier persona que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.






La número 2, del Honorable Senador señor Arancibia, reemplaza el artículo 1º propuesto, por el siguiente:


“Artículo 1°.- La presente ley interpretativa de la Constitución tiene por objeto prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas.”.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, puso en discusión estas indicaciones.





El honorable Senador señor Chadwick señaló que la intención de la indicación número 1 consiste en hacer esta ley concordante con nuestro ordenamiento jurídico. En ese sentido, agregó que correspondía limitar lo que se entiende por discriminación a aquello que señala la Constitución Política y los tratados internacionales, los cuales reflejan compromisos que el Estado de Chile ha contraído en esta materia.





El ex Ministro señor Viera-Gallo apoyó el texto propuesto por la indicación número 1, proponiendo agregarle la expresión ”o grupo de personas” después de la palabra “persona”.





El Subsecretario señor Riveros sugirió, por su parte, suprimir la expresión “que se ejerza” puesto que, a su juicio, en muchos casos ella podría generar problemas de prueba.





La Honorable Senadora señora Alvear compartió tanto la redacción de la indicación número 1 cuanto las sugerencias recién planteadas.





El Honorable Senador señor Chadwick, a su vez, postuló la conveniencia de mantener la expresión “que se ejerza”, por cuanto, a su juicio, ella da cuenta del principio activo que supone todo acto o conducta de discriminación arbitraria.





En definitiva, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión aprobó esta indicación número 1, con la enmienda consistente en intercalar la expresión “o grupo de personas” en la forma propuesta. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz, don Pedro.




Los mismos señores Senadores desecharon la indicación número 2.





En consecuencia, este artículo 1° se reemplazó por el siguiente:





“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza en contra de cualquier persona o grupo de personas, que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. (Indicación 1. 4 x 0).





Como ya se ha anunciado y se explicará más adelante, reabierto el debate sobre el proyecto, el texto de este artículo 1° fue modificado en la forma en que se indicará.

Artículo 2°





Su texto es el que sigue:





“Artículo 2º.- Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas.”.






A esta disposición se presentó la indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, para suprimirla.





El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que esta disposición tiene un carácter meramente declarativo y que, por ello, podría considerarse innecesaria pues su objetivo ya está recogido por la propia Carta Fundamental y también por el texto del artículo 1° del proyecto.





La Comisión acogió esta indicación con la misma votación recién consignada.





Para los efectos de la historia de la ley, la Comisión dejó constancia que consideró innecesario este precepto, en atención a que sobre el Estado ya pesa un mandato constitucional coincidente con el tenor de esta disposición.

Artículo 3°





Es del siguiente tenor:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socieoeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, género, orientación sexual, estado civil, edad, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.





Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.





A este precepto se presentaron las indicaciones números 4, 5, 6, 6.1, 6.2, 6.3, 7, 7.1, 7.2, 8, 8.1, 8.2, 8.3, 8.4 y 8.5.





La número 4, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, sustituye el artículo 3º propuesto, por el siguiente:





“Artículo 3º.- Para los efectos del artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política de la República y el correspondiente recurso de protección que se encuentra consagrado en el artículo 20 del mismo cuerpo legal, se entenderá, entre otros, por actos o conductas de discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, de carácter arbitrario, basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, religión o creencias, nacionalidad o ascendencia nacional, origen social y o cultural, enfermedad o discapacidad, apariencia, u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, que tengan por objeto privar, perturbar o amenazar, el legítimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales a la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





La número 5, de los mismos señores Senadores, presentada en subsidio de la anterior, sustituye el artículo 3º propuesto, por el siguiente:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión o preferencia que sea contraria a la razón, la justicia o las leyes, y que tenga por objeto privar, perturbar o amenazar, el legitimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales de la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.".





La número 6, de S.E. la señora Presidenta de la República, introduce las siguientes enmiendas al artículo 3°:





6.1. Reemplazar en su inciso primero, la frase “en motivos de” por la frase “en motivos tales como la”.





6.2. Agregar, a continuación de las palabras “ideología u opinión política”, las siguientes: “religión o creencia,”.





6.3. Agregar, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “distinciones”, los términos “exclusiones, restricciones o preferencias”.





La número 7, del Honorable Senador señor Zaldívar, don Adolfo, introduce las siguientes enmiendas al artículo 3°:





7.1. Suprimir, en el inciso primero, las palabras “orientación sexual” y la coma (,) que sigue, y 





7.2. Agregar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:





“Lo anterior no permitirá, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, autorizar vínculo matrimonial distinto del consagrado en el artículo 102 del Código Civil.”.





La número 8, del Honorable Senador señor Arancibia, introduce las siguientes enmiendas al artículo 3°:





8.1. Sustituir su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos de raza o etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, lugar de residencia, idioma, ideología u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, sexo, estado civil, edad o estado de desarrollo biológico a partir de la concepción o unión de los gametos masculino y femenino y en cualquiera de sus etapas posteriores, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad.”.





8.2. En subsidio de la anterior, sustituir el señalado inciso primero por el siguiente:





“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada, caprichosa o irracional de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, cuando ello se produzca a raíz de una ponderación injusta o desproporcionada de los méritos o idoneidad de una persona o grupo de personas, en relación a los fines que corresponden de suyo a una actividad o que con ella razonablemente se pretenden alcanzar, sin desvirtuar su naturaleza.”.





8.3. Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:





“Lo anterior no permitirá, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, autorizar vínculo matrimonial distinto del consagrado en artículo 102 del Código Civil.”.





8.4. Sustituir el inciso segundo por el siguiente:





“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.





8.5. Agregar la siguiente oración al inciso tercero del actual artículo 3°:





“Lo anterior, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, podrá afectar el derecho de los niños y adolescentes a vivir en una familia constituida por un vínculo matrimonial según la definición de matrimonio consagrada en el artículo 102 del Código Civil.”.





Puestas en discusión las indicaciones presentadas a este precepto, el Honorable Senador señor Chadwick explicó el sentido de las que llevan los números 4 y 5.





Señaló que la número 4 persigue reforzar una idea planteada durante la discusión de esta iniciativa en cuanto a que resulta complicado el hecho de que una misma materia quede regulada por dos recursos distintos. En efecto, dijo, la Constitución consagra, en el artículo 19, numeral 2°, la no discriminación arbitraria y, por otra parte, establece el recurso de protección. A su vez, el proyecto crea un nuevo recurso jurisdiccional relativo a la misma materia.





Sostuvo que esta indicación propone, en el fondo, una norma interpretativa del señalado número 2° del artículo 19, cuyo objetivo es determinar qué conductas deben ser consideradas como discriminación arbitraria, manteniendo la procedencia del recurso de protección. De este modo, se dará mayor aplicación a la norma constitucional pues se ha afirmado que el indicado recurso tiene escasa aplicación práctica en relación con la garantía constitucional de la igualdad ante la ley por falta de una cultura jurisprudencial que aborde el tema de la discriminación arbitraria. Así, añadió, se contribuye a solucionar un problema técnico, cuyas consecuencias inciden en cuál de los recursos consagrados en nuestro ordenamiento jurídico deberá priorizarse y se evitan los conflictos a que podría dar lugar la existencia de resoluciones distintas en una misma materia.





Enseguida, en relación a la indicación número 5, el mismo señor Senador explicó que ella se ha presentado en subsidio de la anterior y que su redacción busca consagrar la discriminación solamente respecto de actos o conductas que afecten los derechos esenciales garantizados por la Carta Fundamental o los tratados internacionales en forma amplia, sin limitarlos a una enumeración o a una nómina de aquellos casos que en este momento se consideran como discriminación. Dicha enumeración de casos, agregó, podría no tener fin o, peor aún, las causales que no se incluyan en la definición podrían considerarse como no discriminatorias y quedar al margen de la regulación de esta ley.





En relación al inciso primero de este artículo 3°, el ex Ministro señor Viera-Gallo formuló tres proposiciones.





En primer lugar, sugirió eliminar la expresión “injustificada”. En segundo término, propuso acoger la indicación número 6.1, que reemplaza la frase “en motivos de” por “en motivos tales como la”. Por último, planteó aprobar la indicación número 6.2 para agregar, a continuación de la expresión “ideología u opinión política”, las palabras “religión o creencia”.





Por razones de coherencia entre ambos incisos, el Subsecretario señor Riveros sugirió, además, acoger la indicación número 6.3, relativa al inciso segundo de este artículo 3°.





El Honorable Senador señor Chadwick instó a considerar separadamente los dos incisos que componen esta norma.





Respecto del inciso primero, procedió a retirar la indicación número 4 y sugirió que el debate se desarrollara a partir del texto propuesto en la indicación número 5.





Afirmó que esta última presenta diferencias conceptuales que convenía destacar. En efecto, connotó una vez más que no era posible recoger en una enumeración la totalidad de las situaciones de discriminación que pueden darse en la realidad. Por lo tanto, opinó que era más eficaz consagrar una norma que establezca una hipótesis sustancial y genérica, como lo hace la referida indicación número 5.





Por otra parte, informó que esta indicación elimina la expresión “injustificada”, pues no corresponde que sea la ley la que determine o zanje a priori lo que constituye una conducta de discriminación arbitraria. Hizo presente que como la Constitución Política permite establecer diferencias -en tanto no sean arbitrarias-, cualquier acusación de discriminación injustificada debería ser debatida, probada y sometida a la decisión judicial. En consecuencia, estimó esencial no entregar a la ley la calificación de injustificada de una conducta determinada.





Insistió en que la redacción de la indicación número 5 abre la posibilidad de discutir en sede judicial las distintas situaciones que puedan estimarse arbitrarias.





La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo que la redacción propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía para este precepto expresa con claridad sus propósitos y, además, despeja cualquier posible duda en el sentido de que este proyecto abra la puerta a matrimonios entre personas de un mismo sexo o a la posibilidad de que parejas constituidas por éstas efectúen adopciones. Si en algún momento se pretendiera consagrar estos objetivos, dijo, se requeriría de otra ley que los autorizara expresamente





Señaló que, dilucidado lo anterior y teniendo presente la excepción consagrada en el inciso segundo para las entidades religiosas, la redacción de este artículo le parecía adecuada y representaba, además, un importante avance.





El señor Estévez hizo presente que durante el debate habido en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, este tema fue largamente discutido. Enseguida, coincidió con la propuesta de eliminar la expresión “injustificada”.





En relación con la forma en que el proyecto debe consagrar los casos de discriminación arbitraria, informó que el Derecho Comparado ha optado por el camino de las enumeraciones, dejando abierta la posibilidad de incluir en éstas nuevas situaciones. De este modo, afirmó, la protección de los derechos de las personas resulta más adecuada.





La ex Ministra señora Albornoz destacó la importancia de consagrar en este precepto la mención al “sexo” y también al “género”, pues la alusión del primero no cubre una serie de discriminaciones que perjudican principalmente a la mujer. Resaltó que distintas convenciones internacionales utilizan la expresión “género” y que las políticas públicas chilenas también contemplan esta dimensión. Hizo notar, asimismo, que en el año 2007 un grupo de Diputadas del Partido UDI promovió un proyecto de acuerdo mediante el cual se instaba al Gobierno a incorporar en los programas educacionales esta noción.





Analizando el contenido del artículo en estudio, el Honorable Senador señor Espina manifestó que no lograba despejar ciertas dudas sobre su alcance.





Señaló que comprendía que los Tribunales han hecho una aplicación restrictiva del recurso de protección interpuesto en contra de las discriminaciones arbitrarias y que, en razón de ello, el proyecto venía a explicitar y propiciar que esos casos aumentaran. No obstante, expresó que tenía aprensiones en torno a distintas situaciones en las cuales no veía cómo podría compatibilizarse en el futuro esta ley con otras, como, por ejemplo, las reglas que el Código del Trabajo dedica a los actos de discriminación.





El ex Ministro señor Viera-Gallo hizo referencia al artículo 2° del recién mencionado Código, que determina que son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación y define estos últimos, prescribiendo que “Los actos de discriminación son las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivo de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación.”. Expresó que la misma norma precisa, además, que, “Con todo, las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.”.





Agregó que, a su vez, el artículo 485 del mismo Código dispone que el procedimiento de tutela laboral se utilizará para conocer de los actos discriminatorios que menciona el referido artículo 2°





Afirmó que ante las distintas situaciones, será el juez respectivo el llamado a dirimir las controversias que puedan surgir. En todo caso, concluyó que así como el proyecto en análisis no se orienta a alterar la legislación civil sobre el matrimonio, tampoco deberá hacerlo con la normativa laboral.





El Honorable Senador señor Chadwick discrepó de esta última afirmación, señalando que esta ley amplía los campos que dan lugar a la discriminación arbitraria e incorpora criterios diferentes de los que se consagran hasta hoy.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, connotó que evidentemente la materia que se está tratando ofrece un gran nivel de complejidad y que la labor jurisdiccional será fundamental para que estas normas sean aplicadas en su recto sentido.





Enseguida, puso en votación las indicaciones recaídas en este artículo.





El resultado fue el siguiente:





La indicación número 4, como ya se señaló, fue retirada por su autor.





La indicación número 5 fue rechazada por tres votos en contra, uno a favor y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Chadwick. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.





La indicación número 6 fue desechada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





La indicación número 6.1, fue aprobada con enmiendas, por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Chadwick. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.





La indicación número 6.2, fue aprobada por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Chadwick. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.





Fundamentando sus abstenciones, el Honorable Senador señor Espina expresó que el artículo en estudio se orienta en la dirección correcta al extender las causales de discriminación arbitraria, especialmente teniendo en consideración que el criterio de los Tribunales que han conocido de estas causas ha sido restrictivo.





Valoró altamente el principio de no discriminación contra las personas y enfatizó que sus abstenciones no guardaban relación alguna con factores tales como el sexo, la orientación sexual o el género, sino que con las dudas que todavía le asistían en relación con los efectos prácticos que esta disposición pueda provocar.





A su vez, la indicación número 6.3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





Las indicaciones números 7, 7.1, 7.2, 8, 8.1, 8.2, 8.3, 8.4 y 8.5 fueron desechadas por la unanimidad de los recién nombrados miembros de la Comisión.





En consecuencia, este artículo 3° pasa a ser artículo 2°, sustituido por el siguiente:





“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socieoeconómica, el lugar de residencia, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en asociaciones gremiales, el sexo, el género, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal, la enfermedad o discapacidad.





Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”. (Indicaciones 6.1 y 6.2, aprobadas por 3 x en contra y 1 abstención; e indicación 6.3, aprobada 5 x 0).
- - -





Cabe hacer presente que en relación con este precepto, se recordaron las opiniones escuchadas por la Comisión durante las audiencias con distintos invitados y expertos en lo concerniente a su quórum de aprobación y al carácter de norma interpretativa que ella tendría del numeral 2 del artículo 19 de la Constitución Política. A raíz de lo anterior, la Comisión decidió  estudiar en profundidad este aspecto, para lo cual requirió algunos informes.





En efecto, en apoyo del criterio de que la señalada norma tiene la naturaleza de interpretativa de la Constitución, la Comisión tuvo en consideración, entre otras, las opiniones de los profesores señores Arturo Fermandois y Álvaro Ferrer, de los especialistas de la Biblioteca del Congreso Nacional y de los señores Santiago Larraín y Juan Antonio Montes, de cuyas intervenciones ya se ha dejado constancia en este informe.





Con la finalidad de profundizar en este punto, la Comisión estimó conveniente conocer la opinión de los profesores señores Mario Verdugo, Francisco Zúñiga y Juan Domingo Acosta.





El Profesor señor Verdugo manifestó, en primer lugar, que tanto la doctrina nacional, la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia y del Tribunal Constitucional coinciden en que una ley interpretativa tiene por finalidad proporcionar claridad y precisión a la redacción de una norma constitucional cuando su propio texto sea susceptible de originar confusión o desentendimiento. Se persigue con ello asegurar con esta interpretación su correcta, uniforme, armónica y general aplicación.





Por consiguiente, señaló que si el texto de la ley que se pretende interpretar no contiene nada ininteligible u oscuro, nada amerita su interpretación por una ley posterior.





Agregó que la disposición contenida en el numeral 2 del artículo 19 de la Ley Fundamental, en la que se asegura a todas la personas la igualdad ante la ley, tiene una redacción que no ha originado al intérprete dificultades en su aplicación práctica, de lo cual da crédito la abundante jurisprudencia judicial y del Tribunal Constitucional.





Explicó que, en tal sentido, ha cumplido un rol de gran importancia la preceptiva contenida en el inciso final del precitado numeral, que dispone que “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”, originado en una indicación del profesor señor Alejandro Silva Bascuñán, en la Sesión Nº 93 de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución.





Informó que el alcance de esta disposición es el siguiente:1) En la práctica, tanto el legislador como la autoridad se ven en la necesidad de establecer en el ámbito jurídico múltiples diferencias. Estas distinciones en algunas oportunidades son producto de la naturaleza; en otras, de la conveniencia social. Al efectuarlas, no se erosiona el principio de generalidad que caracteriza la ley; y 2) Lo que se proscribe son las distinciones arbitrarias y serán tales las que no se funden en la razón, en la justicia o no propendan al bien común. En síntesis, las que sólo representan un mero capricho y carecen de una motivación o fundamento racional (Sesión Nº 93 páginas 22 a 23).





Indicó que lo anterior aparece complementado con las disposiciones que sobre el tema de la igualdad y la proscripción de las discriminaciones se encuentran contenidas en los tratados y convenciones internacionales ratificadas y vigentes en  nuestro país y que, por lo mismo, están incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico, en virtud del inciso segundo del artículo 5º de la Carta Fundamental.





En atención a las consideraciones precedentes, opinó que la disposición en estudio no puede calificarse como ley interpretativa de un precepto constitucional por cuanto se circunscribe a ejemplarizar hipótesis vinculadas a la norma de jerarquía de rango constitucional.





Por su parte, el Profesor señor Francisco Zúñiga expresó que en la doctrina nacional, la ley interpretativa de la Constitución es un tipo específico de interpretación, denominada auténtica -a diferencia de las otras, conocidas como usual y doctrinal- que determina el sentido y alcance de una norma jurídica oscura, falta de claridad o imprecisión y que se afinca en un principio general del derecho romano recogido en la máxima “Ejus est legem interpretari, cujus est condere”. Explicó que el objetivo de este tipo de interpretación auténtica es la “verdadera, recta y provechosa inteligencia de la ley según la letra y la razón”.





Indicó que, de esta suerte, la interpretación de las normas es un procedimiento volitivo e intelectivo que acompaña el proceso de aplicación del derecho “en su tránsito de una grada superior a una inferior” y que trasunta en decisiones o actos normativos. Consecuencialmente, compete a los órganos jurídicos de aplicación y, en tal carácter, emerge la ley interpretativa. Tradicionalmente se entiende que la ley interpretativa, en relación a la ley interpretada, adquiere una unidad de significado normativo, dado el marcado carácter declarativo de su estructura, y por regla general tiene un efecto retroactivo. Así, se entiende usualmente que la ley interpretativa “tiene por finalidad aclarar las dudas surgidas por oscuridad o insuficiencia de otro texto legal. Como ley posterior y por su finalidad, predomina la ley interpretativa, siempre que provenga del mismo órgano legislativo y reúna iguales requisitos que la ley interpretada, ya que viene a ser una reforma o mejora de ésta”.





Señaló que la interpretación auténtica vía ley interpretativa es excepcional frente a la interpretación usual y doctrinal y que se emplea para “...rectificar discretamente la mala redacción de una ley, poner coto a una interpretación equivocada o indeseable de los tribunales o simplemente estrechar el ámbito de libertad dejado al intérprete y que se ha develado excesivo o peligroso”. En el fondo, el interés práctico de la ley interpretativa está en excluir el carácter de una nueva disposición, otorgándole así, implícitamente, efecto retroactivo al sentido delimitado o precisado que se autoriza, sea más restringido o más amplio, pero siempre distinto del que podría obtenerse de la misma norma. Por ello no es casual que para la doctrina francesa la ley interpretativa es sinónimo de ley supletoria y de efecto retroactivo.





Informó que la doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema acerca del concepto de “ley interpretativa” se resume del modo siguiente:





a.- Se ha indicado que “aunque la legislación positiva no define la ley interpretativa o declarativa, la doctrina generalmente aceptada entiende por tal la ley que se propone aclarar o determinar el sentido dudoso, obscuro o controvertido de otra ley”, que “no puede calificarse de interpretativo el precepto que manifiestamente considera una situación no prevista en la ley más antigua” y que “no puede estimarse como ley interpretativa una ley posterior si la existente es de sentido claro, no se presta a dudas y no requiere interpretación”. (Corte Suprema, 4 de octubre de 1974, consid. 25º. R.t. 71, 2ª parte. Sec. 3ª, pág. 189).





b.- “… de acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 9º del Código Civil, es ley interpretativa aquella que se limita a declarar el sentido de otra ley y deberá entenderse incorporada en la ley interpretada, o sea, que únicamente precisa su sentido y alcance y viene a fijar el sentido incierto de la antigua:





Que todos los autores y la jurisprudencia de este Tribunal confirman esta tesis: así, entre los tratadistas nacionales, don Luis Claro Solar manifiesta que las leyes interpretativas “no son más que una declaración del sentido de una ley que se presta a dudas. Al decidir cómo entenderse una ley interpretada, el legislador se limita a reiterar su voluntad ya existente, no a hacer una nueva declaración de su voluntad”. Los señores Alessandri y Somarriva sostienen que las leyes interpretativas contienen una declaración del sentido de una ley que se presta a dudas, y agregan: “Para que una ley pueda calificarse de realmente interpretativa, debe limitarse a declarar el sentido de otro precedente, pues si contiene normas nuevas o diversas, no puede atribuírsele tal carácter”; y este Tribunal ha dicho en sentencias reiteradas que “no puede calificarse de interpretativo el precepto que manifiestamente considera una situación no prevista en la ley más antigua y que no puede estimarse como ley interpretativa una ley posterior si la existente es de sentido claro, no se presta y no requiere interpretación”. (Corte Suprema, 11 de octubre de 1976, consid. 14º y 15º. R.F.M. Nº 215, pág. 236. Corte Suprema, 30 de agosto de 1976, consid. 7º. R.F.M. Nº 213, pág. 169. En el mismo sentido: Corte Suprema, 1º de septiembre de 1980,  consid. 7º, 2ª parte, sec. 1ª, pág. 163.)





Prosiguió señalando que, asimismo, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional, muy sumaria en esta materia, expresa que:





“No corresponde, por medio de una ley interpretativa de una norma constitucional, agregar nuevos elementos a lo que ésta indica e introducir conceptos que no han sido siquiera insinuados por la Carta Fundamental. Ello implicaría una modificación de la disposición constitucional. Por medio de una ley interpretativa sólo cabe proporcionar claridad o precisión a la redacción de una norma constitucional, cuando su propio texto sea susceptible de originar confusión o desentendimiento, para asegurar con esa interpretación su correcta, uniforme, armónica y general aplicación” (STC Rol Nº 158, cons. 6º).





Añadió que en la doctrina científica nacional han abordado el estudio acerca de la naturaleza y concepto de “ley interpretativa” los profesores Silva Bascuñán y Cea Egaña.





Por vía ejemplar, hizo presente que en nuestro medio, en relación con la ley interpretativa, el profesor Silva Bascuñán señala: “Una ley interpretativa ha de referirse, según el artículo 82, Nº 1, (actual artículo 93 Nº 1), específica y particularmente a “algún precepto” de su normativa. Se trata, pues, aquí, de la interpretación explícita, deliberada, intencional, proveniente de los órganos colegisladores, llamada a generar efectos de carácter general, obligatorios para autoridades y gobernados.





Este tipo interpretativo se diferencia así, por otra parte, según su propia naturaleza, tanto del que tiene fuerza jurídica sólo para los casos particulares –como el que practica la Corte Suprema-, como del que carezca de imperatividad jurídica, por provenir únicamente del esfuerzo exegético propio de la docencia, de los comentarios de las autoridades o del público, o del sustentado en los trabajos de investigación o exposiciones relativos al derecho vigente”.





Acerca del contenido de la “ley interpretativa”, el señor Silva Bascuñan agrega que “Las leyes interpretativas constitucionales han de representar, en efecto, una forma de precisar o esclarecer el alcance de determinado precepto de la Carta. Sólo tienen cabida en aquellos sistemas jurídicos que, como el nuestro, se fundan en el constitucionalismo escrito. No son concebibles en los regímenes de cartas consuetudinarias, en los cuales lo sustantivo constitucional deriva racionalmente de su intrínseca materia ordenativa. Los problemas de interpretación constitucional son de diversa índole de aquellos que plantea la reforma de un precepto de tal jerarquía que se encuentre vigente; ésta, en la mayoría de los regímenes constitucionales, debe someterse a las reglas pertinentes del procedimiento de reforma de la Carta”. Y añade: “La cuestión que nos ocupa gira, entre tanto, en torno a la interpretación por el mismo legislador de un texto constitucional vigente y que se introduzca, como ya dijimos, como una declaración auténtica y forzosa sobre el exacto contenido ordenativo de determinado precepto de tal categoría y jerarquía. Dando a la hermenéutica derivada de la simple consideración y explicación de una norma constitucional, gobernantes y gobernados, en cuanto cumplen y concretan en los hechos la voluntad del constituyente, en cierto modo, la interpretan. Insensiblemente, en efecto, como consecuencia de la evolución de las sociedades, se va atribuyendo a la letra de los preceptos de la Carta una significación que genera variaciones de importancia, sobre todo en orden a la traducción de valores o determinación de finalidades, como podría ocurrir, por ejemplo, respecto de los conceptos de democracia, libertad, indemnización, etc.”





Indicó que el profesor Silva Bascuñán plantea que la posición jerárquica de las “leyes interpretativas” es planteada como superior a las leyes, ya que queda “…intelectual y sustancialmente confundida y sumida en la misma Carta Fundamental”; por lo que se alega de las leyes interpretativas aludidas en el artículo 3º del Código Civil, llegándose a confundir o difuminar los ámbitos competenciales de la potestad constituyente y de la potestad legislativa. Y afirma que “Si se parte de la base, como lo hace la letra del actual texto, de la posibilidad de modificar o derogar una ley interpretativa de la Constitución, ese presupuesto no guarda armonía, a nuestro juicio, con el contexto de la Carta Fundamental, puesto que, conforme a ésta, por una parte, la actuación del Poder Constituyente para reformar la Carta es sumamente compleja, y, por otra, al aceptar que las leyes interpretativas de la Constitución puedan ser modificadas o derogadas, los cambios sustanciales de su contenido resultan sumamente sencillos, lo que es contradictorio con el postulado de certeza, estabilidad y supremacía del constitucionalismo, fundamento de nuestro sistema jurídico.”





Por último, sostuvo que el mencionado profesor intuye que se desdibuja y hace inútil el poder constituyente originario y en especial derivado, con lo que la reforma constitucional pierde todo sentido si la “ley interpretativa” fija el sentido y alcance de una norma constitucional, la que puede a su vez ser modificada o derogada por otro cuerpo legal del mismo tipo, estableciéndose una unidad preceptiva y de eventual efecto retroactivo, propia de la lógica de la interpretación auténtica puramente legislativa.





Enseguida, el profesor Zúñiga se refirió a las leyes interpretativas y a su naturaleza y posición en el sistema de fuentes del derecho.





En esta materia, sostuvo que el estudio sumario de la misma reconduce a la teoría de las fuentes del derecho y a las potestades normativas del Estado, en especial la potestad constituyente y la potestad legislativa, y los principios conforme a los cuales se ordena el sistema de normas, materia que tiene un extraordinario desarrollo en la doctrina contemporánea. Además, debe estimarse que la ley interpretativa como genus por excelencia de la interpretación auténtica tiene importantes diferencias con la ley interpretativa de la Constitución como specie, ya que por una parte perteneciendo ambas al campo de la interpretación auténtica, la ley interpretativa de la Constitución no puede modificar o alterar la norma iusfundamental interpretada, ya que de lo contrario se puede producir una desconstitucionalización y “fraude a la Constitución” al sustituir la interpretación del legislador a la reforma de la Constitución, y por otra parte la interpretación de la Constitución exige que la norma iusfundamental presente oscuridad o falta de claridad, no pudiendo completar su significado (en cuanto a adicionar, rectificar o enmendar la norma iusfundamental interpretada), sino sólo proporcionar “claridad o precisión” a la redacción de la norma, como lo sostiene lúcidamente nuestra jurisprudencia constitucional.





Explicó que la desconstitucionalización es un proceso de degradación de la Constitución normativa, una verdadera patología de la vida política del Estado, ya que pone en vigencia un sistema constitucional distinto del normado en la Constitución formal o escrita, siendo instrumentos usuales de este proceso el falseamiento, la mutación y la ley interpretativa (K. Loewenstein, G. J. Bidart Campos, S. Linares Quintana), pudiendo anteceder a verdaderas crisis o rupturas del orden constitucional. A su vez, el “fraude a la Constitución” permite infringir la Constitución, una institución o una norma iusfundamental, al amparo de la Constitución, usando una norma o disposición diversa (G. Burdeau).





Arribar a esta definición de la ley interpretativa de la Constitución es resultado de situar este tipo específico de ley en la teoría de las fuentes formales del derecho y tratar a éste como un sistema de normas. En cuanto a las fuentes formales la ley, es una fuente que goza de primariedad, aunque la Constitución no recepciona un concepto unívoco de ley, a lo sumo una tipología en el artículo 66 que desglosa las figuras siguientes: ley interpretativa de la Constitución, ley orgánica constitucional, ley de quórum calificado y ley ordinaria, gozando todas ellas de la misma jerarquía normativa al ser fruto de la potestad legislativa, como lo confirma nuestra jurisprudencia constitucional, por lo que sus diferencias arrancan del principio de competencia y de especialidad procedimental. A esta tipología se suma la ley de quórum calificadísimo (artículo 63 Nº 16), la ley delegatoria (artículo 64) y la creación jurisprudencial de la “ley de bases”. Desde el punto de vista de las normas que componen el sistema jurídico, las relaciones de tales normas se verifican en cuatro dimensiones: vertical, horizontal, de profundidad y temporal, correspondiendo a éstas los principios de jerarquía normativa, competencia, procedimiento y sucesión cronológica respectivamente (Santamaría Pastor).





Dijo que, en este cuadro, la ley como genus y la ley interpretativa como specie se sitúan jerárquicamente en la posición de ley, fuente primaria del sistema e infraconstitucional, competencialmente en el dominio de la ley y fruto de la potestad legislativa, y procedimentalmente se someten a un quórum especial de tres quintas partes de diputados y senadores en ejercicio para su aprobación, modificación o derogación.





Expresó que de lo expuesto podía colegirse que la ley interpretativa de la Constitución tiene una posición jerárquica de ley y que dada su naturaleza limitada (fijar el sentido y alcance de un precepto oscuro, o como dice nuestra jurisprudencia constitucional, proporcionar “claridad o precisión” a la redacción de la norma), posee unidad de significado con la norma iusfundamental interpretada, sin que ello pueda importar modificar o alterar la norma iusfundamental. Esto transforma en esencial el control preventivo y obligatorio de constitucionalidad (material, formal y competencial) por el Tribunal Constitucional de este tipo de leyes (artículo 93 Nº 1).





Hizo presente que una lectura distinta conduce a señalados yerros y peligros. Primero, el vaciamiento legislativo de la Constitución bajo el pretexto de la interpretación auténtica induce a desconstitucionalizar la Constitución y eventualmente abre la puerta al “fraude de la Constitución”, haciendo por lo demás inútil la potestad constituyente derivada y el procedimiento de reforma constitucional reglado en el Capítulo XV de la Carta Política. Luego, otro peligro no menor es el quebranto del principio democrático que está en la base del edificio estatal y del plexo de potestades públicas o normativas, y del cual pende el principio de jerarquía normativa y el quebranto de la supremacía de la Constitución, al quedar ésta expuesta a su desconstitucionalización y fraude.





Sostuvo que en esta misma perspectiva es menester recordar que en nuestro medio, el constitucionalista clásico don Jorge Huneeus, en su obra “La Constitución ante el Congreso”, es muy esclarecedor en el tema de la posición de las “leyes interpretativas” en las coordenadas de la Carta de 1833, en que impera un control político de constitucionalidad de las leyes. Señaló que “Refiriéndonos al discurso que entonces pronunciamos y que cita al pié, sostenemos hoy, como tuvimos el honor de sostenerlo entonces, que las leyes interpretativas de la Constitución pueden derogarse por otra ley, sin sujetarse a lo dispuesto para el caso de reforma constitucional por los artículos 165 a 168. Los artículos 40 y siguientes establecen las reglas a que debe sujetarse la formación de todas las leyes. De esas reglas exceptúan los artículos 165 a 168 sólo las referentes a la reforma de la Constitución, sin mencionar ni incluir en la excepción a las leyes interpretativas, a pesar de que acababa de referirse a éstas en el artículo 164. Luego, es claro que tales leyes quedan sujetas a la regla general”. “Sería, por otra parte, tan absurdo ante los principios como chocante en el hecho, suponer siquiera que una ley formada como todas y sin sujeción a las reglas especialísimas que es menester observar para dictar un precepto constitucional, adquiriera este último carácter y no pudiera ser modificada o derogada sino como disposición fundamental. ¿A qué clase de lógica obedecería semejante sistema? Aceptado que fuera, podría resultar que una simple ley, so pretexto de llamarse interpretativa, derogara la Constitución, cosa que entre nosotros es de todo punto inadmisible.”





Recordó que siempre refiriéndose a la naturaleza de las “leyes interpretativas”, Huneeus agrega que “No se puede argumentar en contra de nuestra opinión con el artículo 9º del Código Civil, pues él, como lo hemos dicho ya al ocuparnos del artículo 133 de la Constitución, es simple ley y no precepto constitucional; es valla para el juez, pero no para el legislador. Este último no reconoce más trabas en el ejercicio de sus funciones legislativas que las que la Constitución le impone, y desde que ésta no le impone la de no poder reformar o derogar las leyes interpretativas en la misma forma que todas las otras, menos únicamente las de reforma constitucional, es tan claro como la luz del día que puede hacerlo sin el más mínimo embarazo”.





Concluyendo su análisis, el profesor Zúñiga afirmó que no se divisa que la norma en consulta revista caracteres de “ley interpretativa de la Constitución”, dado el significado consolidado del principio de igualdad constitucional y de la garantía de interdicción de la discriminación arbitraria, sino que simplemente, a su juicio, este precepto es una norma o ley de desarrollo de la Constitución, encuadrable en el tipo de ley ordinaria y que versando sobre derechos fundamentales y sus garantías (artículo 19 Nº 2), quedan a resguardo de la potestad estatal expresada en la ley formal-material a través de las garantías normativas de reserva legal y de aseguramiento del contenido esencial (artículo 19 Nº 26), garantías justiciables a través de los controles de constitucionalidad residenciados en el Tribunal Constitucional.





Asimismo, indicó que a nuestro ordenamiento jurídico se han incorporado tratados solemnes y multilaterales del sistema de Naciones Unidas, que en cuanto fuentes infraconstitucionales tienen aplicación preferente en nuestro ordenamiento jurídico, aplicación preferente cualificada por la garantía institucional del artículo 5º, inciso segundo, de la Constitución, tratados que le han conferido significado preciso al principio de discriminación arbitraria y que han recepcionado el principio de discriminación inversa o compensatoria, a saber, el artículo1º de la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (1960-1971), el artículo1º de la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (1965-1971), el artículo 1º de la Convención sobre eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (1979- 1989), y los artículos 2º y 28 de la Convención sobre derechos del niño (1989-1990), entre otros instrumentos. Agregó que tales definiciones y estándares discriminatorios son un antecedente relevante para la legislación de desarrollo de esta importante garantía constitucional.





También en relación con el quórum que se requeriría para aprobar la norma en estudio, la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Alejandra Voigt, reiteró los planteamientos que esa institución formuló sobre la materia en análisis, que ya han sido consignados en este informe.





Advirtió que en este punto del debate se produce un conflicto entre dos vertientes distintas. Por una parte, podría entenderse que cambia la naturaleza del principio de igualdad consagrado por la Carta Fundamental al basarlo en los efectos concretos que un acto de discriminación arbitraria pueda producir. Dijo que, en este caso, el énfasis de una cuestión que era subjetiva, se desplaza hacia los efectos del acto, pues la arbitrariedad se presumiría según el mérito de dichos efectos. Reiteró que, tal como ya tuviera oportunidad de expresarlo en los informes antes transcritos, al consagrar el principio de igualdad, el Constituyente no quiso en ningún momento delegar la definición del mismo a la ley.





Por otra parte, desde el punto de vista del efecto útil de las normas, previno que al conocer un recurso en contra de un acto de discriminación arbitraria, las Cortes de Apelaciones aplicarán la disposición en estudio y no la de rango constitucional, lo que irá en desmedro de esta última.





Finalmente, se conoció la opinión del profesor señor Juan Domingo Acosta en torno a la disposición en análisis.





En primer lugar, el profesor Acosta hizo un extenso análisis de la misma, concluyendo que en la redacción que se propone agregar sería necesario redefinir el concepto de “discriminación”, porque, aseguró, según la redacción de la Comisión, esta expresión difiere de la idea de arbitrariedad que la Constitución requiere para que ella sea considerada ilegítima. Para corregir este defecto formuló dos propuestas. La primera consiste en intercalar el adjetivo “injustificada”, después de la expresión “toda forma”. Diría, entonces, “para los efectos de esta ley se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión,...”. Alternativamente, propuso lo siguiente: “para los efectos de esta ley se entenderá por acto o conducta de discriminación toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria...”.





Además, sugirió intercalar la palabra “legítimo”, de manera que el artículo señale que “Para los efectos de esta ley se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia cometida por agentes del Estado o particulares, que prive o perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución.”.





El profesor Acosta estimó que con estas enmiendas se corregirían los defectos que él detectó en esta definición de acto o conducta de discriminación arbitraria.





A continuación, examinó el concepto “discriminación arbitraria”.





Al efecto, y luego de hacer un contrapunto entre las definiciones del Diccionario de la Real Academia y la contenida en el inciso primero del artículo 2º del proyecto de ley, concluyó que tratándose de una definición de carácter legal, debe aplicársela en forma preferente a la que resulta del sentido natural y obvio de las palabras, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 del Código Civil, que es de carácter general. 





Prosiguió señalando que, por consiguiente, de aprobarse como ley el proyecto en análisis, su aplicación deberá hacerse considerando la expresión “discriminación arbitraria” en el sentido definido por ella y no en su sentido natural y obvio.





De allí la importancia de que esta definición sea correcta y clara, enfatizó.





En seguida, afirmó que, en su opinión, la frase “toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares” se identifica con el concepto de “discriminación” en términos amplios. Hasta este punto, acotó, no es posible entender que se trata de una discriminación arbitraria ya que es perfectamente posible que un agente del Estado o un particular realice un acto o conducta “de distinción, exclusión, restricción o preferencia” y sea perfectamente legítima.





Sobre este aspecto, señaló numerosos ejemplos, como el artículo 19 del Código del Trabajo, que establece que el 85% de los trabajadores de sirvan a un mismo empleador serán de nacionalidad chilena; el artículo 8º de la ley Nº 18.168, que dispone que las concesiones de telecomunicaciones sólo pueden otorgarse a personas jurídicas; la Ley de Navegación (Decreto Ley Nº 2.222), que establece una serie de discriminaciones –no arbitrarias- a favor de los chilenos; el artículo 13 de la Ley Nº 19.253, que dispone que las tierras indígenas no podrán ser enajenadas, embargadas, gravadas, ni adquiridas por prescripción, salvo entre comunidades o personas indígenas de una misma etnia, etc.





Enfatizó que la aplicación de estas normas (entre otras) y su acatamiento por las personas supone un acto discriminatorio, aunque no arbitrario, a favor de algunas personas y en perjuicio de otras. Precisó que si bien se trata simplemente de ejemplos, ellos demuestran que la sola discriminación (en que se distingue, excluye, restringe o prefiere a determinadas personas respecto de otras) no es en sí misma un acto reprochable.





Señaló, luego, que en la lógica del proyecto de ley en estudio, el acto o conducta “de distinción, exclusión, restricción o preferencia” constituirían casos de discriminación arbitraria cuando ellos constituyen una privación, perturbación o amenaza a “el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”.





En este punto reparó que el proyecto pretende regular y complementar el principio de igualdad ante la ley y el de no discriminación arbitraria por parte de la misma y del Estado y sus agentes. Recordó que así, por lo demás, lo hicieron constar varios Ministros de la Excma. Corte Suprema en el Oficio N° 58, de 3 de mayo de 2005.





Agregó que, siendo así, la igualdad ante la ley y la prohibición de no establecer discriminaciones arbitrarias es un derecho constitucional reconocido en el artículo 19, número 3°, de la Carta Fundamental. Sin embargo, añadió, si este derecho constitucional constituye el principio rector en materia de igualdad ante la ley y de no discriminación, la definición de discriminación del artículo 2º del proyecto de ley incurre en una tautología pues discriminación arbitraria sería toda discriminación (“toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia”) que establece diferencias arbitrarias. 





Por otro lado, añadió, si bien el artículo 2º del proyecto no se remite en forma específica al artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política, sino al “ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”, esta remisión más amplia a derechos consagrados en la Carta Fundamental, en la ley y en los tratados internacionales, puede conducir a problemas de interpretación y aplicación de la nueva normativa. 





De otra parte, indicó, que la sola circunstancia de que el acto o conducta “prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes…” no determina que la discriminación sea necesariamente arbitraria. El artículo 20 de la Constitución Política, que consagra el recurso de protección de las garantías constitucionales, da luces sobre el particular.





Explicó que, desde luego, el artículo 20 de la Carta Fundamental entiende que son cosas distintas (i) la privación, perturbación o amenaza al legítimo ejercicio de determinados derechos y garantías constitucionales; y, (ii) que el acto u omisión que provoca ese efecto sea arbitrario o ilegal. De hecho, si hay privación, perturbación o amenaza al ejercicio de un derecho constitucional pero por un acto u omisión que no es arbitrario o ilegal, no procede el recurso de protección. Se trata de exigencias distintas y copulativas: la afectación de derechos y la arbitrariedad o ilegalidad del acto.





A su juicio, el proyecto de ley tiende a confundir una característica que debe tener el acto discriminatorio (arbitrariedad) con su efecto: afectar ciertos derechos. También en este caso, dijo, esta confusión puede generar problemas de interpretación y aplicación, en particular si el artículo 3º del proyecto se remite al recurso de protección como instrumento para exigir cautela en casos de discriminación arbitraria.





Luego, resumió sus cuestionamientos a la definición de discriminación arbitraria contenida en el artículo 2º del proyecto en tres puntos:





- en cuanto se asocia este proyecto de ley al principio fundamental de igualdad ante la ley y prohibición de no establecer diferencias arbitrarias, resulta tautológico;





- en cuanto identifica el carácter arbitrario de un acto o conducta con la privación, perturbación o amenaza a los derechos consagrados en la Constitución Política, en las leyes y en los tratados internacionales, confunde una característica del acto con su efecto, lo cual es lógicamente incorrecto y puede producir confusiones, en particular en la aplicación del artículo 20 de la Constitución Política y artículo 3º del proyecto, y





- en cuanto define la arbitrariedad en base a la privación, perturbación o amenaza a los derechos consagrados en la Constitución Política, en las leyes y en los tratados internacionales también puede generar problemas hermenéuticos y de aplicación, ya que muchas normas de rango legal o inferior, que establecen discriminaciones concretas, podrían entenderse derogadas tácitamente por el proyecto de ley.





Planteó que los problemas antes señalados se producen porque en el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo la expresión que se definía era la “discriminación”, en tanto que el adjetivo “arbitraria” se incluía en la definición misma.





Advirtió que, en cambio, el texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado ha invertido los términos, estableciendo como objeto de la definición la “discriminación arbitraria”, eliminando ese adjetivo (y cualquier otro elemento normativo semejante) de la definición misma. 





En su opinión, según lo anterior, es necesario redefinir el concepto de discriminación. Para ello, sugirió dos posibilidades alternativas. Por un lado, introducir un elemento normativo que permita calificar los actos discriminatorios para entender cuándo son efectivamente arbitrarios. Planteó usar la palabra “injustificado”, que conforme al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española significa “no justificado”. A su vez, “justificado” significa, de acuerdo a ese mismo Diccionario: “1. Conforme a justicia y razón. 2. Que obra según justicia y razón.” De adoptarse esta alternativa, el texto quedaría como sigue:





“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, …”. 





La otra alternativa, prosiguió explicando, consistiría en reformular la norma en los términos contenidos en el proyecto de ley original enviado por el Ejecutivo, en que el objeto de la definición es la expresión “discriminación”, en tanto que el adjetivo “arbitrario” se incluye en la definición misma. Ello supone adecuar el resto del articulado del proyecto de ley. De adoptarse esta alternativa, el texto quedaría como sigue: 





“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política….”.





Por último, se refirió a la segunda parte del artículo 2º del proyecto, “…en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como….”.





Expresó que, si se entiende que la numeración que sigue se refiere a los motivos del acto o conducta y no a los “derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales”, no habría reparos que formular.





Insistió en que, en caso de entenderse en esa forma la segunda parte de la norma del proyecto de ley, la discusión de “si la orientación sexual” constituye o no un derecho de las personas, carece de sentido.





En cambio, destacó, de lo que se trata es que nadie puede discriminar arbitrariamente a otro teniendo como motivo la orientación sexual u otro semejante si, con ello se le priva, perturba o amenaza el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales. Es decir, para que haya discriminación arbitraria no basta con que se distinga, excluya, restrinja o prefiera a alguien en razón de su orientación sexual si, además, no se demuestra que se han afectado sus derechos reconocidos en la Constitución Política, las leyes y los tratados internacionales.





Desde otro punto de vista, destacó que el texto del proyecto no exige que el acto o conducta prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de ciertos derechos, a diferencia del artículo 20 de la Constitución Política de la República que a propósito del recurso de protección sí exige que el ejercicio de los derechos sea legítimo. La verdad es que quien abusa de  un derecho o lo ejerce ilegítimamente, lo desborda y no lo está ejerciendo verdaderamente, de tal manera que la exigencia parece innecesaria. Sin embargo, para despejar toda duda de que el proyecto de ley no está amparando el abuso en el ejercicio de los derechos y concordar su texto con el del artículo 20 de la Constitución Política, es preferible incluir la palabra “legítimo”.





En síntesis, el texto –según su propuesta- quedaría como sigue:





“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socieoeconómica, el lugar de residencia, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en asociaciones gremiales, el sexo, el género, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal, la enfermedad o discapacidad.”





En este punto del debate, el Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que solamente se encontraba pendiente el análisis del quórum con que debía aprobarse la disposición en estudio. Puso de relieve que en la Comisión de Derechos Humanos la materia tratada por este precepto se analizó largamente, realizándose un extenso debate constitucional en que también participó el Ejecutivo.





Los Honorables Senadores señores Gómez, Presidente, y Muñoz, don Pedro, manifestaron que, en estas circunstancias, sólo se revisaría lo relativo al quórum con que debía aprobarse este artículo.





Sin embargo, en una sesión posterior, la Comisión reanudó el debate sobre esta disposición, tanto desde el punto de vista de su quórum de aprobación como en cuanto a su contenido.





En relación con el referido quórum de aprobación de esta norma, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, opinó que el punto en análisis constituía el nervio de las inquietudes pues se trataba de dilucidar si el precepto en estudio va más allá del texto constitucional. Puso de manifiesto que la Carta Fundamental permite efectuar ciertas diferenciaciones, en tanto éstas no sean arbitrarias. En este contexto, opinó que la norma en análisis sería más bien modificatoria de la Constitución, agregando, además, que el inciso segundo presenta alguna incoherencia con el primero. Analizó los casos planteados por el profesor señor Acosta y sostuvo que probablemente se estaba llegando demasiado lejos con estas enmiendas.





Posteriormente, la nueva Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, se refirió a los antecedentes que se han presentado en este debate que dan cuenta de las prácticas discriminatorias que se producen en nuestro país. Lo anterior, sostuvo, demuestra la necesidad de contar con una ley especial que regule esta materia. Expresó que los casos señalados por el profesor señor Acosta no necesariamente constituyen discriminación, pues, por ejemplo, los requisitos que se exigen para optar a un determinado empleo son enteramente admisibles.




Enfatizó que una ley como la que se está estudiando es plenamente necesaria, pues nuestro ordenamiento jurídico no la contempla.





En cuanto al quórum de aprobación de la disposición en análisis, hizo presente que los informes de los profesores señores Verdugo y Zapata proporcionan razones fundadas para sostener que no se trata de una norma interpretativa de la Constitución.





En términos generales, se manifestó partidaria del proyecto en estudio, sin perjuicio de advertir sobre la existencia de aspectos que deben perfeccionarse.





El Honorable Senador señor Espina, por su parte, se mostró de acuerdo con la idea de legislar en materia de no discriminación, en el entendido de que ello no termine generando más conflictos que soluciones.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que es claro que la Carta Fundamental consagra el principio de igualdad ante la ley y proscribe las discriminaciones arbitrarias. Sin embargo, agregó que esas normas, que deberían ser suficientes para proteger a las personas, aparentemente se aplican poco.





Por lo anterior, consideró necesario disponer de antecedentes que den cuenta de la aplicación que en estos momentos tiene el recurso de protección, de manera de verificar en qué medida las garantías constitucionales están cauteladas. Esto, dijo, debería ser previo al análisis del quórum de aprobación del precepto en estudio.





Sobre la base de estas consideraciones, en este punto del debate la Comisión estimó pertinente escuchar al abogado constitucionalista señor Patricio Zapata tanto en relación con el contenido de la disposición en análisis como sobre el quórum necesario para aprobarla.




El señor Zapata anunció que, primer término, formularía algunas observaciones generales en relación con el proyecto. Señaló que más de cinco años han transcurrido desde que el ex Presidente señor Ricardo Lagos ingresó a trámite legislativo el respectivo Mensaje y que a la hora de evaluar lo que ha ocurrido con esta iniciativa, ésta le merecía los comentarios que a continuación dio a conocer.





Consideró que este proyecto es de la más alta importancia porque responde a una verdadera necesidad social pues no sólo es verdad que en Chile se discrimina mucho, sino que también está demostrado que la herramienta jurisdiccional llamada en primer lugar a neutralizar este mal -el Recurso de Protección- está funcionando en forma insuficiente.





Opinó que debería establecerse un recurso ad hoc como lo había en el texto original y que, en su estado actual, el proyecto no se hace cargo de la naturaleza y limitaciones del Recurso de Protección. En ese sentido, señaló que la iniciativa es una respuesta débil a una situación que exige medidas potentes y que así, por lo demás, lo vienen reclamando importantes instancias del mundo de los derechos humanos.





Agregó que para efectos de la eventual indemnización civil por daños morales, debieran tomarse resguardos destinados a evitar que ese mecanismo opere como un inhibidor del debate público. En términos aún más generales, consideró importante asegurar que la ley no quede redactada de modo que pueda entenderse que consagra un único discurso políticamente correcto o que tiene por efecto proscribir de la arena pública aquellas visiones omnicomprensivas que sustentan ideas morales sobre lo justo.




Luego, explicó que es partidario de reconocer en esta ley la legitimidad de las acciones positivas o afirmativas.





Enseguida, hizo presente el texto del artículo 2° del proyecto, que en esta etapa de la discusión es el siguiente:





"Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto o conducta de discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, cometida por agentes del Estado o particulares, que prive, perturbe o amenace el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Política de la República, en la ley, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el lugar de residencia, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en asociaciones gremiales, el sexo, el género, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal, la enfermedad o discapacidad.





Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley 19638, las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6 y 7 de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.".





Indicó que el texto recién transcrito le merecía tres reparos u objeciones.





En primer lugar, señaló que, entendiendo que este cuerpo legal tiene que hacerse cargo de ciertas definiciones de nuestro Derecho interno, entre otras cosas para que los jueces puedan aplicarlo de modo uniforme, consideraba un error insistir en la idea de las discriminaciones arbitrarias, como si hubiera discriminaciones razonables. Dijo que aun cuando, efectivamente, el número 22 del artículo 19 de la Constitución Política alude a discriminaciones arbitrarias, el resto de la Carta Fundamental (por ejemplo el número 2 del artículo 19), el derecho internacional y el sentido natural y obvio de las palabras asumen que las discriminaciones son, por definición, arbitrarias.





En la misma línea, consideró innecesario acudir en la definición de discriminación a las ideas de amenazar, perturbar y privar. Estimó que ellas son propias del artículo 20 de la Constitución Política y sólo sirven para hacer de esta ley un apéndice escasamente útil a una herramienta ya existente: el Recurso de Protección. Además, objetó que el inciso primero de este precepto se refiera a los "derechos establecidos" en la Constitución Política. Dijo que en coherencia con la tradición del constitucionalismo y con el tipo de humanismo que inspira la Carta Fundamental, debiera decir "derechos reconocidos...".





En segundo término, estimó inconveniente la expresión "cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como la raza... etc.".  En materia de discriminación, señaló que el foco, antes que en la pesquisa de motivaciones, debiera estar en la identificación de aquellas categorías de selección que por comprender condiciones básicas de la personalidad, no debieran, en principio, aceptarse como fundamento razonable para un trato diferenciado. Se trata, como se plantea en el contexto del derecho norteamericano, de categorías "sospechosas". En el caso de los actos discriminatorios no delictuales, que darán lugar eventualmente a medidas cautelares, indemnizaciones y multas, parece preferible operar sobre la base de categorías sospechosas per se o prima facie.





Ahora bien, prosiguió, el que una categoría sea sospechosa no significa que siempre, a todo evento, su empleo será contrario a la Constitución. La constatación de haberse usado por alguna autoridad o persona este tipo de categorías hace presumir, sí, la posible existencia de una discriminación. Se impone, por tanto, para destruir esa presunción, una muy buena justificación por parte de quien ha recurrido a estos criterios sospechosos y, en el caso de los jueces, un tipo de escrutinio muy estricto.





Añadió que cuestión distinta es que, para efectos penales, el proyecto considere los "motivos" racistas, xenófobos o sectarios en general, ya sea para configurar una causal agravante o un delito especifico de promoción del odio o violencia contra una persona o un grupo de personas. Le pareció lógico, en efecto, que para la condena criminal no pueda presumirse nunca, sino que deba probarse, la motivación o ánimo discriminatorio.





En tercer lugar, le pareció constitucionalmente discutible la forma en que se establece una excepción especial y exclusiva en favor de las entidades religiosas. Aclaró que no se le escapaba, por supuesto, que hay casos en que la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos, sea o no en los términos de la ley N° 19.638, pudiere ser la base para una distinción basada en las convicciones religiosas, el sexo o la identidad sexual. Aclaró que el punto es que de la redacción de este inciso segundo parece seguirse que cualquiera sea la distinción que haga una institución religiosa, ella, por el solo hecho de provenir de una iglesia, "no se considerará arbitraria". Opinó que una fórmula de ese carácter representa un verdadero cheque en blanco y vulneraría el principio según el cual "los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes (de los órganos del Estado) como a toda persona, institución o grupo". Añadió que tampoco puede olvidarse que las expresiones religiosas protegidas son aquellas que "no se opongan a la moral, las buenas costumbres o al orden público" y que es incontestable que en nuestro sistema constitucional el respeto a la igual dignidad de todas las personas es una regla de orden público.





Expresó que así como se oponía a cualquier tipo de interpretación del carácter laico del Estado chileno que suponga proscribir o privatizar las visiones holísticas u omnicomprensivas que legítimamente existen en nuestra sociedad, no podía sino rechazar también, en el otro extremo, aquellas visiones que confunden libertad religiosa con fuero especial para el fanatismo sectario.




Por todo lo anterior, propuso a la Comisión las siguientes redacciones alternativas para los artículos 1° y 2° del proyecto en estudio.





“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto prevenir y sancionar los actos de discriminación.





La discriminación es aquel trato diferente arbitrario que tiene por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos fundamentales de la persona humana, reconocidos en la Constitución Política y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, ya sea que lo establezca o practique una autoridad estatal, una persona, grupo o institución privada.





En orden a combatir eficazmente la discriminación, y sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, el Estado puede, además, establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas. Estas acciones, en todo caso, tendrán siempre carácter temporal, debiendo cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó.”.





Explicó que el primer inciso de esta redacción precisa el objetivo de la ley, volviendo a la redacción aprobada por la Comisión de Derechos Humanos del Senado en su Segundo Informe. Destacó que no se trata de "eliminar toda la discriminación arbitraria" como propuso originalmente el Ejecutivo, ni tampoco "tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria" como propuso la Comisión de Derechos Humanos del Senado en su Informe Complementario. Se trata de prevenir y sancionar, es decir, de dos objetivos claros, precisos y realistas.





Señaló que, por su parte, el inciso segundo que se propone define la discriminación sobre la base del lenguaje que emplean las convenciones internacionales más relevantes (“que tiene por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos").





El inciso tercero, finalmente, rescata la constitucionalidad de las denominadas "acciones afirmativas", que algunos llaman, equívocamente, discriminación positiva.





Para el artículo 2° sugirió el siguiente texto:





“Artículo 2°.- Sin perjuicio de otras diferencias arbitrarias posibles, se considerará en principio conducta discriminatoria aquella consistente en distinguir, excluir o restringir sobre la base de la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el lugar de residencia, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en asociaciones gremiales, el sexo, el género, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal, la enfermedad o la discapacidad.





En caso de denuncia, la autoridad, persona, grupo o institución que ha empleado alguna de las categorías antedichas como criterio de distinción deberá, para excepcionarse de responder, probar que ello resulta estrictamente exigido por una causa constitucionalmente legítima y que, además, no responde a estereotipo, animadversión, menosprecio o prejuicio de ningún tipo.





Nada de lo dispuesto en esta ley, en todo caso, puede entenderse contrario a que personas, grupos e instituciones puedan proponer o efectuar distinciones razonables en ejercicio de los derechos fundamentales que les reconocen, a su vez, los números 6, 11, 12, 15, 16 y 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental.”.





Explicó que el primero de los incisos propuestos establece la regla general en materia de discriminación, en tanto que el segundo contempla la posibilidad de justificar excepcionalmente el uso de los criterios sospechosos. El inciso tercero deja en claro que la promoción del derecho al trato igual no se puede hacer a expensas del respeto de los otros derechos fundamentales reconocidos en la Carta Fundamental, entre otros, la libertad religiosa. Señaló que este llamado a la armonización o ponderación le parecía constitucionalmente preferible a una excepción especial para las Iglesias.





En relación al quórum de aprobación de este artículo 2°, el profesor Zapata señaló que podría pensarse que dicho precepto tiene el carácter de interpretativo de la Constitución Política y, en tal caso, requerir el quórum de aprobación correspondiente a ese tipo de norma. Sostuvo que el Parlamento, si lo quiere, podría entregar a los jueces una interpretación del numeral 2° del artículo 19 de la Carta Fundamental a través de esta iniciativa. Agregó que, sin embargo, la idea matriz de la misma, así como el sentido social que la inspira persiguen establecer herramientas eficaces tanto para evitar problemas de discriminación en nuestra sociedad como para impedir que el Estado sea deudor en materia de cumplimiento de los compromisos internacionales que ha contraído.





Tocante al resto del articulado del proyecto, el Profesor Zapata reiteró lo señalado precedentemente en cuanto a que era decididamente partidario de reponer una acción judicial ad hoc para este asunto.




El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que la sola expresión “discriminación” resulta de por sí peyorativa, pero que, sin embargo, existen diferencias que no son arbitrarias y que se justifican. Destacó que según las redacciones propuestas por el profesor Zapata, el Estado podrá establecer ciertas distinciones o diferencias. Consideró que los planteamientos del ya mencionado académico están bien inspirados, aun cuando podría estimarse que se mantiene la contradicción indicada. Sin embargo, opinó que es posible que en la redacción del precepto en estudio se esté produciendo más bien un problema de lenguaje antes que un conflicto de fondo, agregando que, en todo caso, las propuestas recibidas constituyen un avance.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, aclaró que la expresión “discriminación arbitraria” da cuenta de la idea de injusticia y de falta de fundamento. Sin embargo, hizo presente que también existen diferenciaciones que son incluso positivas. A este respecto, se preguntó si no sería posible también pensar en eliminar la noción de “arbitrariedad” del texto constitucional. Por otra parte, manifestó que no era partidario de consagrar una excepción tan amplia a favor de las instituciones religiosas.





En cuanto a las propuestas del profesor señor Zapata, las consideró interesantes y que debían tenerse presente en este debate.





El Honorable Senador señor Espina enfatizó que este tema amerita un mayor estudio pues pareciera que el texto que hasta el momento se ha concordado estaría dejando de lado el elemento racionalidad para definir si un acto o una conducta constituyen un caso de discriminación arbitraria.





En efecto, resaltó que para estimar que se ha producido un acto de discriminación arbitraria, el señalado texto atiende más bien a los resultados del respectivo acto antes que a un criterio fundado en la razón. Siendo así, señaló que bien podría estimarse, por ejemplo, que el hecho de convocar solamente a personas de sexo masculino para un determinado empleo constituiría una discriminación arbitraria en contra de las mujeres.





Valoró el apoyo del profesor Zapata en este análisis pues, dijo, no debe perderse de vista que existen distinciones que no son arbitrarias y que la Carta Fundamental proscribe los casos de discriminación que carezcan de un fundamento razonable, elemento que, además, se exige para la procedencia del recurso de protección.





El profesor señor Zapata informó que las redacciones por él presentadas se hacen cargo de las inquietudes del Honorable Senador señor Espina. Reiteró que en el Derecho Internacional el término “discriminación” lleva aparejada una connotación negativa, aun cuando nuestra Carta Fundamental admite diferenciaciones que no sean arbitrarias. Efectivamente, agregó, en la vida normal siempre se está distinguiendo y algunas de esas distinciones pueden ser razonables. En todo caso, aclaró que el proyecto no está destruyendo la lógica de poder efectuar distinciones razonables, pero no debe perderse de vista que hay casos que no justifican las diferenciaciones, como es la raza. Opinó que es difícil imaginar que se pueda exigir una raza específica para efectuar una contratación, salvo que se trate, por ejemplo, de una película sobre África, que requiera de actores de raza negra.





Explicó que las normas que ha propuesto constituyen una advertencia a la sociedad sobre la existencia de categorías o clasificaciones que se consideran “sospechosas”, como son la apariencia física, la identidad sexual y otras, y que se trata de erradicar una cultura en que las diferencias dicen relación con animadversiones, prejuicios o estereotipos.





En cuanto a las apreciaciones del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que si bien se ha hablado latamente de la discriminación positiva, sus redacciones no se refieren a ella, sino que más bien contemplan las “acciones afirmativas”.





Por otra parte, dijo que existe un voluminoso conjunto de razones de texto, de doctrina y de derecho comparado para hablar de las distinciones razonables. En síntesis, resumió, las distinciones son razonables o arbitrarias y si son arbitrarias, constituyen discriminaciones.





Luego, manifestó que las preocupaciones expuestas por el Honorable Senador señor Espina son especialmente importantes tratándose del empleo y de la libertad para contratar.





Hizo presente que, en todo caso, no cree en una constitucionalización radical en la materia en estudio, pues en la sociedad debe haber espacio para la libertad y los errores. Indicó que el proyecto en estudio no destruye aquella libertad, sino que más bien se hace cargo de una experiencia. Ante la aprensión del mencionado señor Senador relativa al aviso de trabajo orientado exclusivamente a varones y no a mujeres, señaló que, con esta iniciativa, aquel empleador tendrá que llegar a dar una explicación que hoy no debe dar y que esto, en el fondo, representará una ayuda para personas que son sistemáticamente discriminadas, lo que es profundamente irracional.





Ante una consulta del mismo señor Senador en cuanto a que la redacción propuesta para el artículo 2º estaría invirtiendo el peso de la prueba, aclaró que efectivamente su propuesta invierte el peso de la misma, pero en el ámbito civil. Añadió que, en todo caso, este cambio no tendrá el efecto paralizante que podría temerse.





Ofreció continuar colaborando en el perfeccionamiento del proyecto, intentando, en este empeño, ponerse en el lugar de quienes son objeto de la discriminación.





Como ya se ha anunciado y se explicará más adelante, reabierto el debate sobre el proyecto, este precepto fue modificado en la forma en que se indicará y, por las razones que se consignarán, se resolvió proponer a la Sala que la nueva redacción para este artículo sea considerada como norma de ley común.

- - -

Artículo 4°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 4°.- El o los directamente afectados podrán ocurrir a la Corte de Apelaciones respectiva mediante una acción por discriminación arbitraria, por sí o por cualquiera a su nombre, por las distinciones, exclusiones o restricciones que importen una discriminación arbitraria que se hubiere cometido en su contra, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho, tales como dejar sin efecto el acto discriminatorio u ordenar que cese en su realización.





La acción señalada deberá impetrarse en el plazo de 30 días, contados desde que se hubiere ejecutado el acto o producido la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos, ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión discriminatoria o la correspondiente al domicilio del afectado.





En la tramitación de esta acción, la Corte, si hubiera controversia sobre los hechos, y lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.”.





A este artículo se presentaron las indicaciones números 9, 10, 11, 12, 12.1, 12.2 y 12.3.





La número 9, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, suprime el artículo 4°.


La número 10, de los mismos señores Senadores, en subsidio de la anterior, sustituye el inciso primero de este artículo por el siguiente:


“Artículo 4°.- El directamente afectado, por sí o cualquiera a su nombre, podrá denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra. Para ello podrá interponer el recurso de protección.”.


La número 11, igualmente de los ya mencionados señores Senadores, elimina los incisos segundo y tercero del artículo 4°.






La número 12, de S.E. la señora Presidenta de la República, introduce las siguientes enmiendas al artículo 4°:


12.1. Reemplazar, en su inciso primero, la palabra “respectiva”, por “competente”.


12.2. Sustituir su inciso tercero por el siguiente:


“Deducida la acción, la Corte requerirá informe a la persona denunciada de cometer el acto u omisión y a quien estime pertinente, notificando por oficio la resolución que así lo ordene. El informe deberá ser evacuado por el requerido dentro de del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación.”.


12.3. Agregar los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“Si hubiere controversia sobre los hechos y, la Corte lo estimare pertinente, podrá abrir un término probatorio que no excederá de ocho días y estará facultada para decretar medidas para mejor resolver.


La Corte apreciará la prueba conforme a la sana crítica.


El fallo deberá dictarse dentro del término de quince días, desde que quede en estado de sentencia. La Corte deberá declarar la existencia o no de discriminación y ordenar, de persistir la discriminación al tiempo del fallo, su cese inmediato bajo apercibimiento de multa. Deberá además, indicar las medidas concretas dirigidas a reparar las consecuencias de la discriminación, adoptando las providencias que juzgue necesarias para reestablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


La Corte podrá, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.


Contra la sentencia definitiva, procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días, para ante la Corte Suprema. Dicho recurso gozará de preferencia para su vista y fallo. Este tribunal conocerá del asunto en cuenta, sin perjuicio de ordenar traer los autos en relación si existieren motivos fundados para ello.”.





El Honorable Senador señor Chadwick explicó que la indicación número 9 se explica por las dificultades que traerá consigo el establecimiento de una acción de esta naturaleza y características, pues, como se ha explicado anteriormente, para enfrentar las situaciones de discriminación arbitraria existe en nuestro ordenamiento jurídico el recurso de protección, que es el que debe interponerse ante la ocurrencia de estas situaciones.





El ex Ministro señor Viera-Gallo puso de manifiesto que el Ejecutivo estaba dispuesto a apoyar la indicación número 10, reemplazando, sin embargo, su encabezado, que dice “El directamente afectado” por “La o las personas directamente afectadas”. Con ello, dijo, quienes se sientan afectados por un acto u omisión que importe discriminación arbitraria, interpondrán derechamente el recurso de protección.





Considerado este planteamiento, hubo acuerdo entre los miembros de la Comisión en cuanto a su conveniencia.





Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, y la Honorable Senadora señora Alvear manifestaron que si la voluntad de la Comisión era utilizar la actual acción constitucional de protección para efectuar las reclamaciones que tengan origen en actos u omisiones que importen discriminaciones arbitrarias, resultaba lógico ceñirse a la tramitación propia de ésta.





El Honorable Senador señor Espina coincidió con dicho criterio.





El Honorable Senador señor Chadwick instó a mantener la posibilidad de que la Corte de Apelaciones que conozca del recurso, atendida la gravedad del caso, sancione al infractor con una multa, tal como se propone en el inciso segundo del artículo 5°.





El ex Ministro señor Viera-Gallo sugirió agregar al inciso primero que ya se ha aprobado, las ideas del artículo 5°, esto es, un inciso segundo que establezca que, acogido el recurso de protección, los afectados podrán demandar ante el juez de letras la correspondiente indemnización de perjuicios, y un inciso final que consagre la ya aludida facultad de la Corte de sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal, no superior a 100 unidades tributarias mensuales.





Se produjo acuerdo unánime en torno a todas las proposiciones anteriores.





Luego, en cuanto a la vía procesal para incoar la acción indemnizatoria, se consideró que la mención a un “procedimiento breve y sumario”, como se plantea en el artículo 5°, podía dar lugar a dificultades de interpretación y de aplicación práctica. Por ello, para una mayor claridad y precisión, se prefirió prescribir expresamente que esa acción se sustanciará según las normas del procedimiento sumario contenidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Con el mismo propósito, se definió que esta acción de indemnización de perjuicios será conocida -siguiendo el criterio general de nuestras normas procesales- por el juez de letras del domicilio del demandado.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, dejó constancia de las aprensiones que aún le merece esta disposición, en cuanto podría causar algunas dificultades desde el punto de vista de la aplicación de la legislación laboral ante los casos de discriminación que puedan sufrir los trabajadores. Instó a fortalecer los mecanismos que esa legislación consagra, de manera de evitar que en esos casos, en lugar de utilizarlos, se acuda al recurso de protección y a los juzgados civiles.





Como consecuencia de estos acuerdos, sobre las indicaciones recayeron las siguientes votaciones:





La indicación número 10 fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





Con la misma votación se acogió la indicación número 11.





La indicación número 9 fue desechada por la unanimidad de los recién nombrados miembros de la Comisión,





Las indicaciones números 12, 12.1, 12.2 y 12.3, fueron retiradas por el Ejecutivo.





Como resultado del debate y los acuerdos anteriores, este artículo, que pasó a ser 3°, se aprobó con el siguiente texto:





“Artículo 3°.- La o las personas afectadas, por sí o por cualquiera a su nombre, podrán denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra. Para ello, podrán interponer el recurso de protección.





Acogido dicho recurso, la o las personas afectadas podrán demandar ante el juez de letras del domicilio del demandado la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se sustanciará según las normas del procedimiento sumario contenidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.





Asimismo, la Corte de Apelaciones podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a cien unidades tributarias mensuales.”. (Indicaciones 10 y 11, 5 x 0).
- - -





A solicitud de la Comisión, el artículo recién transcrito fue objeto de un análisis por parte del profesor señor Juan Domingo Acosta.




Para este efecto, el Profesor Acosta se refirió a los tres incisos de la norma en forma separada.





Respecto del inciso primero, indicó que la referencia al recurso de protección abre la duda de si dicho recurso se plantea como acción de denuncia frente a cualquier discriminación arbitraria que satisfaga los requerimientos del artículo 2º del proyecto de ley.





Este punto, dijo, es importante, pues no todos los derechos constitucionales establecidos en el artículo 19 de la Constitución Política hacen procedente el recurso de protección, como ocurre con el derecho a la protección de la salud; el derecho a la educación; el derecho de presentar peticiones a la autoridad; la admisión a todas las funciones y empleos públicos; el derecho a la seguridad social, etc. 





Por otra parte, recalcó que, a propósito de la igualdad ante la ley, se prohíbe a la ley y a la autoridad establecer diferencias arbitrarias, procediendo el recurso de protección cuando quien discrimina arbitrariamente es la ley o la autoridad.





Desde otro punto de vista, destacó que, en el caso del derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, sólo procede el recurso de protección cuando el acto u omisión son ilegales e imputables a una autoridad o persona determinada.





Asimismo, señaló que es posible que la acción discriminatoria afecte derechos reconocidos por las leyes y por los Tratados Internacionales ratificados por Chile pero que no tienen un correlato en un derecho constitucional en que sí procede el recurso de protección. Se preguntó si cabría denunciar la discriminación arbitraria mediante el recurso de protección en esos casos.





Luego, puso de relieve que el texto del artículo 3° señala que “la o las personas afectadas, por sí o por cualquiera a su nombre, podrán denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra”; y luego agrega: “para ello, podrán interponer el recurso de protección”. En consecuencia, afirmó que no queda claro si el texto pretende conceder el recurso de protección frente a cualquier discriminación arbitraria que afecte un derecho constitucional, con independencia de si el artículo 20 de la Constitución Política lo concede o no para el derecho conculcado o si el sentido de la norma es una mera referencia a la procedencia del recurso de protección, según las reglas generales. Así, en la primera hipótesis, si se trata de discriminación arbitraria en materia laboral, procedería el recurso de protección conforme al artículo 3º del proyecto de ley, en cambio, en la segunda alternativa, no procedería.





Añadió que si la intención ha sido la de establecer la procedencia del recurso de protección en términos amplios, sin importar si el artículo 20 de la Constitución Política lo concede para un derecho en particular, el proyecto adolecería de un vicio de inconstitucionalidad, pues tratándose de una acción cautelar consagrada en la Carta Fundamental, sólo en virtud de una reforma constitucional se podría ampliar, restringir o condicionar tal recurso.






Agregó que, en cambio, si este precepto sólo pretende declarar que procede el recurso de protección conforme a las reglas generales, la alusión es superflua o innecesaria, pues siempre procederá dicha acción cautelar. 





Estimó que si, con todo, ese es el sentido del artículo 3º del proyecto y la decisión es mantener la referencia al recurso de protección, resulta necesario –para disipar cualquier duda frente a un posible vicio de inconstitucionalidad- que el texto lo diga claramente, sugiriendo la siguiente redacción:





“Artículo 3°.- La o las personas afectadas, por sí o por cualquiera a su nombre, podrán denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra. Para ello, podrán interponer el recurso de protección, el que procederá según las reglas generales”.





Respecto del inciso segundo del artículo 3º del proyecto, puso de relieve que el recurso de protección es una acción cautelar, es decir,  la sentencia que en él se dicta no es constitutiva de derechos sino que tiene sólo por objeto “restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.”.





En consecuencia, acotó, la sentencia que resuelve un recurso de protección –sea acogiéndolo, sea rechazándolo- no produce cosa juzgada, al menos material.





Por lo anterior, estimó incorrecto asociar una sentencia que acoge un recurso de protección a la posibilidad de demandar ante los tribunales civiles y en juicio sumario la indemnización de perjuicios por el daño sufrido.





Esta asociación, indicó, puede conducir a confusiones en cuanto al objeto de la litis en el juicio civil indemnizatorio. Además de probar el monto y naturaleza del daño, se preguntó si se debe demostrar también en sede civil que se ha incurrido en una conducta constitutiva de discriminación arbitraria o basta con la sentencia que acogió el recurso de protección.





Dada la naturaleza cautelar del recurso de protección, consideró que la solución correcta es la primera, es decir, en el respectivo juicio civil se deberá probar tanto la existencia de una discriminación arbitraria como el daño (naturaleza y monto) sufrido y la relación de causalidad.





Advirtió que, por otro lado, es posible que los Tribunales Superiores de Justicia –no obstante existir una discriminación arbitraria- rechacen el recurso de protección si, por ejemplo, es extemporáneo o el derecho conculcado no está protegido por él. Se preguntó, también, si ello significa que el afectado no puede demostrar en sede civil que hubo efectivamente una discriminación arbitraria e impetrar la indemnización de perjuicios. Y, si pudiera hacerlo, si el juicio debería tramitarse conforme a las reglas del procedimiento sumario o al ordinario, de acuerdo a las reglas generales.





Afirmó que, por todo lo anterior, sería necesario desvincular el resultado del recurso de protección, que tiene por fin otorgar protección frente a una discriminación arbitraria, de la acción indemnizatoria por el daño sufrido. Así, por lo demás, lo ha previsto el artículo 20 de la Constitución Política: “sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.”




En este sentido, estimó razonable que el juicio se tramite siempre conforme a las reglas del procedimiento sumario, se haya o no interpuesto un recurso de protección y, en caso afirmativo, cualquiera sea su resultado. Al efecto, sugirió el siguiente texto:





“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, la o las personas afectadas podrán demandar ante el juez de letras del domicilio del demandado la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se sustanciará según las normas del procedimiento sumario contenidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.”.





Finalmente, respecto del inciso tercero, explicó que, atendida la naturaleza cautelar que tiene el recurso de protección, parece inapropiado que la Corte pueda sancionar al infractor dentro del mismo procedimiento en que se tramita esta acción.





Insistió en que el recurso de protección no es sancionatorio y, consiguientemente, el proyecto desvirtúa el sentido de esta acción cautelar.





Adicionalmente, puntualizó que todo procedimiento sancionatorio –ya sea jurisdiccional o administrativo- debe estar rodeado de una serie de garantías respecto de la persona a quien se pretende sancionar. Entre ellas, debe conocer oportuna y claramente los cargos que se le formulan; debe contar con un plazo razonable para formular sus descargos; debe recibirse prueba si es ofrecida; etcétera. 





Sostuvo que pretender imponer sanciones en el ejercicio del poder punitivo del Estado dentro de un recurso de protección implicaría modificar su tramitación a fin de fortalecer las garantías del debido proceso, más estrictas cuando se trata de sanciones en comparación con la simple cautela de garantías, lo que probablemente afectaría la finalidad de la protección, que no es otra que “restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.”.





Por último, consideró que este inciso tercero adolece de un vicio de inconstitucionalidad, pues implica dar un alcance al recurso de protección que actualmente no le otorga el artículo 20 de la Constitución Política. En otras palabras, añadió que la posibilidad de imponer sanciones en la sentencia supone una modificación del artículo 20 de la Constitución Política, lo que sólo puede efectuarse mediante reforma constitucional. Por ello, propuso eliminar el inciso tercero en comento.





Atendidas estas consideraciones, así como otros planteamientos recibidos posteriormente por la Comisión, al reabrirse el debate sobre el proyecto, las normas de este artículo se reformularon. De ello se dará cuenta más adelante.

- - -

Artículo 5°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 5º.- Acogida la acción en los términos señalados en el artículo anterior, el o los afectados podrán demandar ante el juez de letras competente la indemnización de perjuicios para reparar el daño ocasionado por la discriminación arbitraria, la que se tramitará en un procedimiento breve y sumario.





Asimismo, la Corte podrá, adicionalmente, atendida la gravedad del caso, sancionar al infractor con una multa a beneficio fiscal no superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.




A este artículo se presentaron las indicaciones 13, 14, 14.1, 14.2 y 15.





La número 13, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, suprime el artículo 5°.





La número 14, de S.E. la señora Presidenta de República, modifica el artículo 5° de la siguiente manera:





14.1. Agregar, a continuación de la palabra “letras”, la siguiente frase “del domicilio del demandado”.





14.2. Eliminar su inciso segundo.





La número 15, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, don Hernán, reemplaza el inciso primero del artículo 5° por el siguiente:





“Artículo 5°.- Acogido el recurso de protección procedente, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, que en su caso correspondan, para reparar el daño moral y material ocasionado. En dicho caso, el afectado podrá demandar ante el juez de letras competente, la determinación de la indemnización de los perjuicios que procedieren. El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario.”.





En relación con la indicación número 15, el Honorable Senador señor Chadwick señaló que al buscar que la ley sea interpretativa de la Carta Fundamental y que, por tanto, ratifique que en los casos de discriminación arbitraria procederá el recurso de protección, es necesario ponerse en el caso de qué se debe hacer si corresponde pedir una indemnización. Señaló que dicho recurso no se pronuncia acerca de la procedencia o improcedencia de una indemnización. Por ello, recogiendo uno de los aspectos más importantes de la acción civil propuesta por la iniciativa, se había estimado conveniente incorporar este aspecto en la presente indicación.





Como se ha indicado precedentemente, el contenido de esta disposición fue considerado a propósito del análisis del precepto anterior, quedando incorporado, con algunas modificaciones, en aquél. Por tal razón, este artículo 5° fue eliminado.





En consecuencia, unánimemente se acogió la indicación número 13, que suprime el artículo 5°. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





Por la razón ya expresada, las indicaciones números 14, 14.1, 14.2 y 15 fueron desechadas por la unanimidad de los recién nombrados miembros de la Comisión.





En definitiva, este artículo 5° fue suprimido. (Indicación 13. 5 x 0).
- - -





Enseguida, se presentó la indicación número 16, de S.E. la señora Presidenta de República, para agregar el siguiente artículo 6°, nuevo, pasando el actual artículo 6° a ser 7°:





“Artículo 6º.- Ejercida la acción por discriminación en los términos que regula esta ley, no podrá impetrarse la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República u otra acción judicial contenida en leyes especiales, siempre que se refiera a los mismos hechos.”.





Por razones de coherencia con los acuerdos adoptados en relación con los dos preceptos anteriores, principalmente con la decisión de franquear el recurso de protección para reclamar de actos o conductas de discriminación arbitraria, la unanimidad de los miembros de la Comisión desechó esta indicación. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

- - -

Título II

Disposiciones finales





En relación a la denominación de este Título, la unanimidad de los miembros de la Comisión optó por reemplazarla por “Otras Disposiciones”.

Artículo 6°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2° de la ley 20.005, en el siguiente sentido:





1) En su encabezamiento, reemplázase la expresión “en la ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo” por “en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”;





2) En su letra a), sustitúyese la referencia al “artículo 78” por “artículo 84”; 





3) Agrégase en la letra l), contenida en su número 3, a continuación de las palabras “acoso sexual” la expresión “y la discriminación arbitraria”, y reemplázase la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”, y





4) En su letra b), sustitúyense los guarismos “119” por “125”, y “78” por “84”, respectivamente.”.





A este precepto no se presentaron indicaciones. Sin embargo, la Comisión resolvió revisar la pertinencia de las enmiendas que éste propone.





Se tuvo presente que esta disposición, además de introducir algunos ajustes de referencia a la ley N° 20.005, agrega los actos de discriminación arbitraria a la norma que prohíbe a los funcionarios públicos afectos al Estatuto Administrativo realizar cualquier tipo de acto atentatorio a la dignidad de los demás empleados.





La ex Ministra señora Albornoz explicó que esta norma refleja el interés de consagrar también para el sector público una señal contraria a los actos de discriminación, propósito con el cual la Comisión coincidió.





A instancias del Honorable Senador señor Espina y con la finalidad de evitar dificultades de interpretación, unánimemente se acordó explicitar, en la letra l) del artículo 84 del Estatuto Administrativo, que la discriminación arbitraria a que alude esta disposición deberá ser entendida en los términos en que la define el presente proyecto de ley.





Por la misma unanimidad, se decidió también reemplazar el texto de esta disposición de manera de introducir derechamente las modificaciones que ésta plantea en el Estatuto Administrativo, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, y no como se propone, a través de la ley N° 20.005.





Estas enmiendas se acordaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





En definitiva, esta disposición pasó a ser artículo 4°, sustituido por el siguiente:





“Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:





1) Reemplázase la segunda oración de la letra l) del artículo 84, por la siguiente:





“Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define la ley que establece medidas contra la discriminación.”.





2) Reemplázase, en la letra c) de su artículo 125, el guarismo “78” por “84”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 5 x 0)




Sin embargo, como se explicará más adelante, reabierto el debate, esta disposición fue objeto de algunas modificaciones meramente formales.

Artículo 7°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 7º.-  Agrégase en la letra l) del artículo 82 de la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras “acoso sexual” la siguiente frase “y la discriminación arbitraria”, y reemplácese la frase “entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo” por la oración “entendido el primero según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo”.”.





A esta disposición no se presentaron indicaciones, no obstante lo cual, al igual que en el caso de la disposición anterior, se acordó precisar también en el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales que el concepto de “discriminación arbitraria” se entenderá según lo defina la ley a que dé lugar el presente proyecto.





Esta enmienda se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





Finalmente, este precepto pasó a ser artículo 5°, reemplazado por el que sigue:





“Artículo 5º.-  Reemplázase la segunda oración de la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, por la siguiente:





“Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define la ley que establece medidas contra la discriminación.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 5 x 0)




Igual como ocurrió con el precepto anterior, reabierto el debate, esta disposición fue objeto de algunas enmiendas formales.

Artículo 8°





Es del tenor siguiente:





“Artículo 8º.-  Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 2º de la ley Nº 18.962, la frase “naturaleza humana, fomentar la paz, estimular la investigación científica” por el siguiente nuevo texto “naturaleza humana, el derecho a la igualdad y a la no discriminación arbitraria, fomentar la paz, estimular la investigación científica”.”.





A este artículo no se presentaron indicaciones. Sin embargo, examinado su contenido, se hizo presente que la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, se encuentra en proceso de revisión en el Parlamento, de lo que puede resultar que ella sea modificada o, incluso, derogada.





Aún así, la Comisión resolvió mantener esta disposición en sus mismos términos. Consideró que cualquiera sea el texto de la ley que en lo sucesivo regule la enseñanza, es importante seguir consagrando como deber del Estado el de fomentar la promoción del estudio y conocimiento del derecho a la igualdad y a la no discriminación arbitraria.





Los representantes del Ejecutivo informaron que se encargarían de hacer presente esta proposición durante la discusión legislativa del proyecto de ley sobre la Ley General de Enseñanza.





En esta etapa del debate, este artículo 8° pasó a ser 6°, sin enmiendas. Sin embargo, como al momento del despacho definitivo de este informe la nueva Ley General de Educación había sido despachada –como ley N° 20.370- y su articulado contiene un precepto similar, este artículo 6° fue suprimido.

Artículo 9°





Su texto es el siguiente:





“Artículo 9°.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes modificaciones:





“1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:





“21ª: Cometer el delito fundado por motivo de discriminación arbitraria.”.





2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:

“§1 bis.  De los delitos contra la igualdad de las  personas,

en dignidad y derechos.





Artículo 137 bis. El que promueva el odio u hostilidad en contra de una persona o un grupo de personas en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.”.





Este precepto no recibió indicaciones, sin perjuicio de lo cual su texto fue examinado por los miembros de la Comisión.





En relación al numeral 1, que establece una nueva circunstancia agravante de responsabilidad penal, el Honorable Senador señor Espina compartió el sentido y propósito de la misma. Sin embargo, planteó dudas en relación a la redacción propuesta, la que consideró excesivamente amplia. En la práctica, dijo, un texto tan genérico no permitirá definir las conductas que se entenderán fundadas en motivos de discriminación arbitraria.





La ex Ministra señora Albornoz recordó que esta disposición tuvo origen en una indicación presentada por el Honorable Senador señor Chadwick en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y que, ante las dificultades planteadas, bien podría recuperarse el texto aprobado en general por el Senado, que aludía a la circunstancia de cometer el delito “motivado por discriminación arbitraria, en los términos del artículo 3° de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.





Los demás representantes del Ejecutivo convinieron en que podría precisarse la redacción de este precepto.





El profesor señor Juan Domingo Acosta formuló diversas opiniones en relación a las enmiendas propuestas al Código Penal.





En primer término, en cuanto a la nueva agravante de responsabilidad penal que se propone, estimó que, desde un punto de vista meramente formal, la redacción era defectuosa pues la palabra “fundado” es innecesaria y constituye una reiteración de la expresión “por motivo”. En consecuencia, bastaría con la siguiente redacción: “Cometer el delito por motivo de discriminación arbitraria”.





En segundo lugar y como apreciación general, observó que nuestro Código Penal contiene un número excesivo de agravantes generales (20 numerales), y que algunas son reiteración o especificación de una misma idea y muchas se aplican escasamente o simplemente no se aplican. De allí que debe tenerse particular cuidado al incorporar nuevas agravantes y no debe hacerse si no existe un motivo válido para ello. Agregó que, con todo, si la decisión político criminal es la de agregar una agravante consistente en cometer el delito por motivo de discriminación arbitraria, además de la observación formal hecha, debían tenerse presente otros antecedentes.





Por una parte, opinó que la redacción de este precepto es excesivamente vaga e imprecisa, de tal suerte que puede comprometer el principio de tipicidad (legalidad) que consagra la Constitución Política. Tampoco hay, dijo, una remisión a la ley a que podría dar lugar el proyecto en estudio y que permita aclarar el alcance de la agravante.





En segundo lugar, el verbo “cometer” implica que sólo agravaría la responsabilidad de los autores pero no de los demás partícipes.





Sugirió, además, que paradecidir la redacción final de esta norma, se tengan en cuenta el artículo 22, número 4, del Código Penal español; el texto del proyecto de ley del Ejecutivo que describía una agravante en términos más precisos, y la redacción aprobada en esta materia por la Comisión Foro Penal para un Anteproyecto de Nuevo Código Penal.





Sobre la base de estos elementos, en definitiva, sugirió el siguiente texto:





“Artículo 7°.- Introdúcense en el Código Penal las siguientes modificaciones:





1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:





“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología u opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que ésta pertenezca, su sexo u orientación sexual, su edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o minusvalía que padezca.”.”.





La Comisión analizó las observaciones presentadas por el profesor Acosta en torno a esta disposición.





El ex Subsecretario señor Riveros advirtió que hay un elemento que se debiera agregar en el listado que formula el profesor Acosta, que es el “género”.





El Subsecretario señor Carabantes indicó que en nuestro medio se usa la expresión “discapacidad” y no “minusvalía”, agregando que el ordenamiento sobre la materia está contenido en la Ley de Discapacidad.





El señor Estévez manifestó que, a su juicio, en este punto se debe adoptar una decisión entre un tipo de redacción genérica -como decir “cometer delitos fundados por motivos de discriminación arbitraria” y, por lo tanto, de esa forma aludir al artículo 2° del actual proyecto- o efectuar una enumeración como la que ya está hecha en el artículo 2°. Señaló que si había voluntad de repetir la enumeración, no veía problema y que lo que le interesaba era que no quedara fuera el concepto de “género”. Pero si, por el contrario, la redacción se mantiene tal como venía en el proyecto, se entiende que al decir “cometer el delito por motivo de discriminación arbitraria” se está haciendo referencia a los términos de discriminación arbitraria señalados en el artículo 2° del proyecto.





El Subsecretario señor Riveros expresó que en este precepto hay un punto que es muy importante desde la perspectiva penal, que consiste en optar entre la frase de la redacción original que dice “cometer el delito o participar en él fundado por” y otra que plantea “cometer el delito participar en él por motivos de discriminación arbitraria”. En su opinión, pareciera que desde la perspectiva penal es mejor esta última. En cuanto a enumerar o no los factores de discriminación, señaló que podía optarse por uno u otro camino, pero que lo relevante era mantener concordancia entre esta norma y el artículo 2°.





El Honorable Senador señor Espina coincidió con las proposiciones del profesor Acosta. Las estimó correctas porque la frase genérica “cometer el delito fundado por motivos de discriminación arbitraria” constituye una verdadera ley penal en blanco y, por tanto, la estimó inconstitucional. Opinó que nada se precisa ni se agrega al disponerse aquello ya que, por lo pronto, los delincuentes, por regla general, discriminan a sus víctimas. Le pareció más adecuado indicar concretamente las razones de la discriminación arbitraria.





Esta agravante, insistió, tiene por objeto explicitar que a una persona la agreden en razón, por ejemplo, de su orientación sexual, como, de hecho, hay gente que persigue a los homosexuales y los mata brutalmente. Enumerar los criterios de discriminación le pareció más claro, categórico y definido.





En todo caso, respaldó la consagración de una agravante especial para este caso. Cometer un delito por discriminación arbitraria, afirmó, debe ser sancionado en forma agravada porque ya no se trata de cometer un ilícito en razón de una simple diferencia con una persona y, por tanto, el juicio de reproche que la sociedad hace respecto de esta conducta debe ser mayor. Finalmente, apoyó las redacciones propuestas por el profesor Juan Domingo Acosta.





El Honorable Senador señor Gómez coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Espina. No obstante, hizo notar que hay algunas situaciones o factores de discriminación arbitraria que quedan fuera de esta enumeración. Por ello, propuso reiterar en este precepto la enumeración contenida en el artículo 2°.





El Honorable Senador señor Espina resaltó que no compartía el texto del artículo 2°, toda vez que, de mantenerse en sus términos, podría dar lugar a diversos problemas en el futuro.





El Honorable Senador señor Gómez insistió en que más allá de las diferencias concretas que pudiera haber respecto de la redacción del artículo 2°, era necesario mantener coherencia entre ese precepto y la redacción que se apruebe para consagrar la nueva circunstancia agravante. En síntesis, planteó que los elementos que se enumeren en una norma deben incluirse también en la otra.





El Honorable Senador señor Espina manifestó dudas sobre consagrar como causal de la agravante la situación económica. Hizo notar que, en el caso de ciertos delitos, las víctimas son tales precisamente por ostentar una buena situación económica y no por ser pobres.





El Honorable Senador señor Gómez replicó que hay pobres contra quienes se arremete en la calle cuando están abandonados en el suelo y justamente en consideración a esa circunstancia.





El Honorable Senador señor Espina adujo que en ese caso la discriminación es de tipo social pero no por pobreza. El pordiosero, explicó, bien podría ser un filántropo multimillonario. Argumentó que no conviene sobrecargar una norma cuyos términos amplios cubren adecuadamente diversas situaciones.





Recapitulando, el Honorable Senador señor Gómez opinó que debería agregarse el “género” y reemplazar la expresión “minusvalía” por “discapacidad”.





A continuación, el Honorable Senador señor Espina solicitó que se precisaran, para los efectos de la historia de la ley, las diferencias que existen entre las expresiones género, sexo y orientación sexual.





La ex Ministra señora Albornoz explicó que el concepto tradicional de “sexo” no sirve para explicar las múltiples discriminaciones que sufre la mujer por el hecho de cumplir un rol de tal. La sola realidad biológica del sexo, agregó, no es un argumento suficiente para explicar, por ejemplo, la violencia contra la mujer. Ésta, dijo, también involucra la mayor pobreza femenina, la discriminación que sufre en el ámbito laboral, etc.





En cambio, añadió, el concepto de “género” sí hace referencia a esta distinción. En definitiva, estos fenómenos no pueden ser explicados por sólo un concepto como el de género. Además, acotó, ellos –sexo, género, orientación- están consignados en numerosos tratados internacionales. Recordó que el propio Poder Legislativo ya incorporó el concepto de género cuando aprobó la ley sobre reforma de pensiones, la N° 20.255, que establece un Título III sobre equidad de género y contempla distintas medidas para hacer frente a situaciones que por razones sociales implican una condición desmejorada para la mujer.





Por último, mencionó la circunstancia de que las propias Parlamentarias hicieron un llamado a avanzar en la educación con perspectiva de género y aludió a la ley aprobada para sancionar más duramente el femicidio.





El Honorable Senador señor Gómez hizo notar a la señora Ministra que la pregunta formulada se refería a la diferencia que desde el punto de vista penal existe entre las expresiones sexo, orientación sexual y género, pues el debate giraba en torno a la posibilidad de consagrar una agravante en el Código Penal.





La ex Secretaria de Estado resaltó que las distinciones practicadas a partir del concepto de sexo se refieren a las discriminaciones que operan culturalmente en perjuicio de las mujeres. En materia penal, sostuvo, la violencia contra la mujer corresponde a expresiones de los abusos de poder que se dan en las relaciones de pareja.





Frente a esta afirmación, el Honorable Senador señor Gómez consultó si, a juicio de la señora Ministra, para establecer la nueva agravante que se discute era necesario hablar de género o si sería suficiente utilizar la palabra sexo.





El Honorable Senador señor Espina señaló que las leyes penales deben dictarse para que se apliquen efectivamente. Sostuvo que en nuestro Código Penal hay varias normas que no se aplican porque los jueces las consideran vagas o imprecisas y, en consecuencia, opinan que van en contra de la naturaleza misma de las reglas de convivencia de una sociedad. Como, en concreto, no las aplican, estos preceptos caen en desuso.





En definitiva, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, se acordó reemplazar el texto de este numeral 21ª, por el siguiente:





“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología u opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que ésta pertenezca, su sexo u orientación sexual, su edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”.





Enseguida, la Comisión revisó las apreciaciones formuladas por el profesor señor Juan Domingo Acosta en torno a la nueva figura delictiva que el proyecto propone.





En relación a ésta, el profesor Acosta señaló que debía tenerse en cuenta que la ley Nº 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, contiene un delito muy parecido, cuando se comete a través de un medio de comunicación social:





“Artículo 31.- El que por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.





Explicó que la conducta consiste básicamente en promover el odio u hostilidad en contra de una persona o colectividades. Agregó que las diferencias más significativas entre este figura y la del proyecto en análisis son las siguientes:





1.- En el caso del artículo 31 de la ley Nº 19.733, la promoción debe hacerse a través de un medio de comunicación social. En el nuevo tipo penal, debe realizarse por cualquier otro medio o forma.





2.- Ambos delitos están sancionados sólo con penas de multas. La del artículo 31 de la ley Nº 19.733 es más elevada en su límite inferior pero son iguales en su límite superior y en la hipótesis de reincidencia.





3.- La figura del proyecto de ley incluye la promoción del odio u hostilidades en contra de una sola persona (o grupo de personas); en cambio, el artículo 31 de la ley Nº 19.733 supone que la promoción del odio u hostilidades está dirigida en contra de una pluralidad de personas (personas en plural y colectividades).





Indicó que la norma del proyecto de ley –en tanto pretende ampliar el actual artículo 31 de la ley Nº 19.733 a casos en que no se usan medios de comunicación social- le parece bien redactada y no le merece comentarios.





En relación a la nueva figura penal que se propone, el Ejecutivo presentó a la Comisión una propuesta de redacción del siguiente tenor:





“Artículo 137 bis. El que públicamente incurriere en conductas de promoción del odio o violencia respecto de personas o grupos de personas por motivo de raza, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa se podrá elevar hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”.





El señor Estévez connotó que esta redacción contempla dos cambios. En primer lugar, se sustituye el término “hostilidad” por el de “violencia”, que se estimó más adecuado. Por otra parte, se elimina, entre las motivaciones del ilícito, el sexo, quedando solamente la raza, la religión y la nacionalidad. Sostuvo que desde el punto de vista de los consensos, la primera enmienda solucionaría algunas objeciones de parte de las iglesias por cuanto ya no figuraría el término sexo, en tanto que la segunda modificación coincidiría con las demandas planteadas por la comunidad judía, sobre la base de la experiencia histórica que les ha afectado como pueblo.





Asimismo, connotó que esta redacción complementa lo establecido actualmente por la ley Nº 19.733, sobre libertad de expresión.





El Honorable Senador señor Espina manifestó algunas dudas en torno a la redacción presentada, frente a las cuales se produjo un intercambio de pareceres y explicaciones. Particularmente, se analizó la conveniencia de mantener la alusión a las personas y a los grupos de personas, como también a la raza.





El Honorable Senador señor Gómez planteó la conveniencia de aclarar que los términos raza, casta o linaje se asimilan a la expresión racismo. En ese sentido, dijo, el que incurre en una conducta racista, estaría atacando una raza.





Asimismo, hizo presente que también hay casos de complejas discriminaciones dirigidas contra ciertos grupos, por ejemplo, los “punk”. Hizo notar que existen núcleos de personas en nuestra sociedad que no quedarían protegidos por esta ley, la cual debería sancionar una gama más amplia de manifestaciones de odio o violencia. Indicó que hay programas de televisión que muestran homosexuales en una forma que consideró violencia pura.





Instó tanto a la Comisión como al Ejecutivo a seguir buscando fórmulas para perfeccionar la disposición en estudio.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que en la ya citada Ley de Prensa se incluye la expresión sexo. Manifestó comprender la conveniencia de lograr un equilibrio en la redacción que se acuerde; sin embargo, coincidió en la necesidad de buscar un mayor perfeccionamiento para esta disposición, teniendo en consideración las sensibilidades de todos los actores interesados en esta compleja materia.





En definitiva, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Muñoz, don Pedro, se acogió la redacción propuesta por el Ejecutivo.





El Subsecretario señor Riveros manifestó que concordaba con las aprensiones y proposiciones expresadas por los señores Senadores respecto de la forma de consagrar esta figura penal e, incluso, con la posibilidad de reconsiderarla.





Este artículo 9° pasó a ser 7° con la siguiente redacción:





“Artículo 7°.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes modificaciones:





“1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:





“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología u opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que ésta pertenezca, su sexo u orientación sexual, su edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 4 x 0).




2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:

“§1 bis.  De los delitos contra la igualdad de las  personas,

en dignidad y derechos.





“Artículo 137 bis. El que públicamente incurriere en conductas de promoción del odio o violencia respecto de personas o grupos de personas por motivo de raza, religión o nacionalidad, será penado con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa se podrá elevar hasta doscientas unidades tributarias mensuales.”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 3 x 0).




Sin embargo, como se explicará, reabierto el debate, este artículo fue sustituido en la forma en que se consignará más adelante.

Artículo 10





Es del siguiente tenor:





“Artículo 10.-  Sustitúyese en la letra e) del artículo 17 de la ley N° 19.880 la conjunción “y” que sigue a la palabra “respeto” por una coma (,), y agrégase a continuación del término “deferencia” la frase “y sin discriminación arbitraria”.”.





Esta disposición no fue objeto de indicaciones y, luego de ser analizada por la Comisión, se mantuvo en sus mismos términos, como artículo 8°. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 5 x 0, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro).




Sin embargo, como se explicará más adelante, reabierto el debate, esta disposición fue suprimida.

- - -





Como puede apreciarse, en este punto del debate la Comisión había terminado el análisis del articulado que le fuera sometido a su consideración.





No obstante, existía la opinión que el texto despachado aún ofrecía puntos discutibles que merecían ser reconsiderados. Además, la Comisión continuó recibiendo opiniones y nuevos planteamientos que daban cuenta de un debate social en desarrollo en relación con estas materias.





Lo anterior dio lugar, según se explicará, a la reapertura del debate y, en consecuencia, a la adopción de nuevos acuerdos que recayeron tanto respecto de los textos de los distintos artículos de la iniciativa, como de las indicaciones sobre las cuales, en su oportunidad, la Comisión se había pronunciado.





Estas decisiones se adoptaron en mérito de lo dispuesto en los artículos 185 y 121, inciso final, respectivamente, del Reglamento del Senado.
- - -

REAPERTURA DEL DEBATE Y NUEVOS ACUERDOS





Iniciado el Gobierno del Presidente señor Sebastián Piñera, asistió a una de las sesiones de la Comisión el nuevo Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, quien dio a conocer a la Comisión los puntos de vista del Ejecutivo en torno a la iniciativa en estudio.





En primer término, el señor Ministro hizo notar que se retomaría el criterio de encomendar el seguimiento de la tramitación del proyecto al Ministerio Secretaría General de Gobierno, razón por la cual en esta oportunidad había concurrido acompañado de la titular de la señalada Cartera de Estado, señora Ena von Baer.





Enseguida, sostuvo que el tema en análisis y el perfeccionamiento de la respectiva institucionalidad legal se encuentran en el centro de las propuestas del nuevo Gobierno. Explicó que dentro de su Programa, existe un compromiso orientado a buscar políticas que favorezcan a todas las personas y a construir una sociedad de oportunidades para todos, agregando que, justamente, las discriminaciones arbitrarias basadas en las motivaciones que la Comisión ha analizado durante el desarrollo de este debate atentan contra dichos objetivos.





Añadió que al Gobierno también le interesa construir una sociedad de seguridades, pensando especialmente en los sectores más vulnerables, y que otro pilar fundamental de su acción es forjar una sociedad de valores, la cual no discrimina ni hace distinciones por motivos tales como la raza, el sexo u otros, sino que respeta a la persona por su esfuerzo y su mérito.





Informó que el Gobierno ha avanzado en estos tres cometidos durante su primer año de ejercicio.





Valoró la iniciativa en estudio, la cual, sostuvo, significa un adelanto en materia de instrumentos jurídicos destinados a prevenir y sancionar los actos discriminatorios. Connotó, igualmente, el propósito de reforzar la institucionalidad en este ámbito a través del empleo del recurso de protección o de otro mecanismo específico que pueda establecerse para estos efectos. Luego, sin perjuicio de instar a la Comisión a proseguir el debate del proyecto, indicó que a la luz de las opiniones de sus miembros y de los expertos y otros invitados que han sido escuchados, existen elementos en que es necesario profundizar.





En primer lugar, puso de manifiesto la necesidad de diferenciar claramente las discriminaciones arbitrarias de aquellas distinciones que son legítimas. Dijo que este complejo tema era central en la discusión. Enseguida, destacó un aspecto de corte más bien constitucional, cual es la necesidad de velar por no afectar ni menoscabar derechos fundamentales garantizados por la Carta Fundamental, tales como las libertades de expresión, de culto y de enseñanza.





Agregó que un tercer aspecto relevante es evitar que el establecimiento de los mecanismos judiciales que el proyecto pueda franquear derive en la presentación abusiva de denuncias ante los tribunales, las que, a su vez, también afecten otros derechos fundamentales.





Expresó que frente a estas aprensiones existen vías de solución, como las que ya han tenido oportunidad de plantear tanto los miembros de la Comisión como los académicos que han sido invitados.





A continuación, pidió al abogado señor Claudio Oliva, Coordinador de la División de Estudios del señalado Ministerio, que puntualizara los aspectos del proyecto que cabía perfeccionar.





El señor Oliva señaló que era menester, en primer lugar, definir el concepto de arbitrariedad, precisando los requisitos que una conducta debe reunir para ser considerada discriminación arbitraria según el artículo 2°. A este respecto, sugirió establecer que dicha conducta debe carecer de una justificación racional y, además, atentar contra los derechos contemplados en la Constitución Política y en los tratados internacionales vigentes en nuestro medio.





Luego, propuso incluir algún criterio para identificar aquellas distinciones que son legítimas. Hizo presente las sugerencias presentadas a la Comisión sobre el particular por el profesor señor Patricio Zapata –consignadas en este informe- las cuales, opinó, ofrecen criterios adecuados para efectuar esta definición.





También sugirió incorporar una norma que establezca claramente que no serán discriminaciones arbitrarias las distinciones que se amparen en excepciones contempladas por la Carta Fundamental. En este aspecto también coincidió con las proposiciones del profesor Zapata, que consideran excepciones relativas al ejercicio de distintas garantías constitucionales y no solamente de la libertad religiosa. En esta materia, estimó preferible aludir a un conjunto de garantías constitucionales y no establecer una excepción específica a favor de las iglesias.





Indicó que otra materia a discutir es la inclusión de un precepto explícito que señale que ciertas exigencias del Derecho de Familia no son discriminatorias, como es el caso de los requisitos exigidos para la adopción de un menor.





Agregó que un tema abierto al debate es la acción judicial que se establecerá para reclamar contra los actos de discriminación arbitraria, que puede ser el recurso de protección u otro de naturaleza específica para estos fines.





En relación a la acción por la que finalmente se opte, puso de manifiesto que, en todo caso, debe tenerse en cuenta que el recurso de protección no habilita a la respectiva Corte a imponer sanciones, razón por la cual no procede conferirle a través de esta ley una atribución de esa naturaleza. Expresó que si se tiene interés por contemplar una facultad de este tipo, sería más apropiado consagrar una acción diferente. Agregó que aun cuando la definición del recurso que será aplicable es un aspecto que debe debatirse, la idea de optar por el recurso de protección podría aparecer muy vinculada con el criterio de reconocerle al proyecto un carácter interpretativo de la Carta Fundamental, materia que también debe, a su juicio, ser objeto de una discusión en profundidad.





Por otra parte, instó a buscar un mecanismo para que puedan desestimarse aquellas acciones que carezcan de fundamento. A este respecto, hizo presente que el artículo 171 del Código del Trabajo establece que las demandas carentes de fundamento darán lugar a la indemnización de los perjuicios correspondientes. Sugirió contemplar una norma semejante en esta iniciativa, destinada a evitar la presentación masiva de acciones infundadas. Señaló que el propio tribunal que conozca del recurso podría quedar facultado para pronunciarse sobre este aspecto y también sobre las respectivas indemnizaciones. En todo caso, advirtió que la sola existencia de una norma en este sentido cumpliría un papel disuasivo.





Finalmente, propuso discutir acuciosamente la tipificación del ilícito que el proyecto incorpora al Código Penal, de manera de evitar vaguedades que puedan incluso limitar el ejercicio de otros derechos fundamentales, como, por ejemplo, la libertad de emitir opinión.





Enseguida, la Comisión escuchó al abogado señor Juan Pablo González, quien intervino en representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos.





El señor González expresó, en primer lugar, que si bien la Constitución Política contempla como derecho esencial de toda persona la igualdad ante la ley, asegurando que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias, la realidad demuestra que el fenómeno de la discriminación está extendido en nuestra sociedad en los ámbitos públicos y privados, en prácticas, normas y comportamientos, fundados en la estigmatización en razón de las más diversas motivaciones.





Señaló que en la base de la conducta discriminatoria subyace la intolerancia fundada en la ignorancia respecto de lo diverso y que esta misma realidad demuestra que las conductas que se pretende prevenir y erradicar con el proyecto de ley en estudio son una demostración inequívoca de que los instrumentos normativos existentes en nuestro ordenamiento son deficitarios y que, por lo tanto, se requiere profundizar la legislación dotándola de mejores herramientas. Agregó que, en este sentido, la iniciativa representa una oportunidad para llenar un vacío legislativo de especial trascendencia para el fortalecimiento del principio de igualdad y no discriminación y el respeto efectivo de los derechos humanos, lo que ha sido representado tanto desde la sociedad civil como desde la comunidad internacional.





Sostuvo que la aprobación de este proyecto implica, además, cumplir con los compromisos internacionales asumidos por el Estado en la materia ante el Consejo de Derechos Humanos. Hizo presente que, precisamente, en el Examen Periódico Universal se hizo cargo de las siguientes obligaciones:





1) Adoptar nuevas medidas para hacer frente a la discriminación contra la mujer y los miembros de los grupos vulnerables, incluidos los niños, las minorías y los indígenas, e intensificar los esfuerzos en pos del pleno respeto de sus derechos y su protección contra las prácticas discriminatorias (párrafo 96 N° 19);





2) Velar en mayor medida por la aplicación de la legislación que garantiza los principios de no discriminación y adoptar una estrategia integral para eliminar todas las formas de discriminación, en particular la discriminación por motivos de género; revisar y, si es necesario, modificar la legislación para garantizar a todos el derecho a no ser discriminados y, en particular, a eliminar todas las formas de discriminación contra la mujer (párrafo 96 N° 20);





3) Reforzar las medidas contra las actitudes discriminatorias en la sociedad, por ejemplo, iniciativas de educación pública y de igualdad y medidas legislativas para prevenir la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género (párrafo 96 N° 27), y





4) Prohibir por ley la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género, abordarla en los programas y políticas públicas de igualdad y utilizar los Principios de Yogyakarta como guía de la formulación de políticas públicas(párrafo 96 N° 28).





En seguida, abordó el proyecto en análisis en relación con los estándares internacionales en materia de derechos humanos.





Informó que, del estudio de la iniciativa surgen tres aspectos fundamentales que debatir a la luz del derecho internacional de los derechos humanos, referidos a la definición utilizada de discriminación, a las acciones afirmativas y al recurso de protección especial.





En cuanto a la definición de discriminación, señaló que en el derecho internacional de los derechos humanos la prohibición de discriminación es una piedra angular y ha sido reconocida como una norma de jus cogens. La Declaración Universal de los Derechos Humanos y los principales tratados internacionales en la materia consagran el derecho a la igualdad y la prohibición de discriminación en el respeto y garantía de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Explicó que los Estados pueden incurrir en responsabilidad internacional si no cumplen con su obligación de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades sin discriminación alguna. En este sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, particularmente el artículo 2°, prescribe que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados “sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”. Además, en el artículo 7° se establece que “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley.  Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.”.





Indicó que, recogiendo estos principios, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, especialmente el artículo 2, obliga a los Estados a respetar y garantizar los derechos declarados sin distinción alguna. Igualmente se establece la obligación de adecuar la legislación interna y adoptar las medidas que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos garantizados por el Pacto. Del mismo modo, su artículo 26 establece la igualdad de todas las personas ante la ley, prohibiéndose toda discriminación y garantizándoseles una protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Prosiguió señalando que la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, dispone en su artículo 5 el compromiso de los Estados Partes de prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley. Asimismo, la Convención Sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en su artículo 2 condena la discriminación contra la mujer y establece la obligación de los Estados Partes de seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer.





Hizo presente que además de las recomendaciones ya citadas del EPU, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial recomendó al Estado de Chile que “intensifique sus esfuerzos para la adopción del proyecto de ley contra la discriminación racial enviado al Parlamento en 2005, y se asegure de que una definición de la discriminación racial, que incluya los elementos que figuran en el artículo 1 de la Convención, sea integrada en el ordenamiento legal chileno.”.





Señaló que el proyecto bajo análisis prohíbe la discriminación, “en particular cuando aquellas se encuentren fundadas en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el lugar de residencia, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en asociaciones gremiales, el sexo, el género, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal, la enfermedad o discapacidad.”. Destacó que si bien el artículo ocupa la expresión “en particular”, una redacción acorde a los estándares internacionales debe incorporar la frase “o cualquier otra condición social o individual” en la parte final de la norma. Explicó que, así, la redacción del artículo podría ser más cercana a los estándares internacionales.





Sostuvo que, en términos generales, los criterios que se expresan en los tratados internacionales, como raza, color, origen étnico, edad, sexo, género, religión, creencia, opinión política, nacimiento, origen nacional, cultural o socioeconómico, idioma o lengua, estado civil, orientación sexual, enfermedad, discapacidad, estructura genética o cualquier otra condición social o individual, son ejemplos basados en discriminaciones históricas, por lo que una redacción cerrada a nuevas formas de discriminación no otorga en la práctica una verdadera y real protección.





Resaltó que al haberse eliminado la frase “o cualquier otra condición social o individual”, contenida en la redacción original y por la que se permitía la adecuación de la ley protectora a nuevas y emergentes realidades difíciles de prever y que pudieran constituir a futuro hipótesis de discriminación, no solo disminuye el campo de protección, sino que no está acorde a los estándares internacionales. Como ejemplo de esto último, manifestó que el Comité de Derechos Humanos al pronunciarse sobre el concepto de discriminación en la Observación General N° 18, estableció que el motivo o causa de discriminación puede ser “cualquier otra condición social”, sin establecer taxativamente el catálogo de condiciones en las que se funda la discriminación.





Dijo que, en este sentido, las diversas categorías son reflejo de las históricas discriminaciones, por lo que se citan a modo de ejemplo y no como una enumeración taxativa. Consideró absurdo afirmar que una discriminación arbitraria basada en un criterio que no esté en la ley no sería contraria a derecho.




A continuación, se refirió a las acciones afirmativas.





Hizo presente que la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial establece en su artículo 1.4 que “Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, no se considerarán como medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.”.





Del mismo modo, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, establece en su artículo 4 que “La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrabará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.”.





Indicó que estos artículos hacen referencia a lo que se ha denominado “acciones afirmativas”, es decir, la adopción de medidas especiales en beneficio de un grupo específico con el fin de eliminar la situación de discriminación de la cual son objeto. Es una expresión de la igualdad sustantiva, donde no solo basta con que formalmente todas las personas sean iguales formalmente (una persona, un voto), sino que esta igualdad debe expresarse además en el igual goce de los derechos.





Añadió que, en efecto, esta figura no es una novedad en el ordenamiento jurídico interno ya que el artículo 7° de la ley N° 20.422, que establece Normas Sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, establece que “se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social.”.





Expresó que el proyecto original establecía el deber del Estado de elaborar las políticas y arbitrar las acciones necesarias para garantizar que las personas no fueran discriminadas en el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. Específicamente, se señalaba que: “Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para garantizar a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades.





El Estado podrá establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, en los términos que establece la Constitución Política de la República.





El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, deberá siempre tener carácter temporal, deberá cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó y no podrá derivar, en su aplicación, en el mantenimiento de estándares o derechos desiguales.”.





Consideró que esta redacción implicaba la creación de una herramienta de política pública eficaz para la erradicación de toda forma de discriminación, de manera tal que el Estado podía establecer diferenciaciones legítimas, en la medida en que ellas se encaminaran a promover y fortalecer el principio de no discriminación y la real igualdad de oportunidades de las personas y grupos vulnerables. Destacó que estas medidas son esencialmente temporales, es decir, su vigencia estará condicionada al hecho de mantenerse la brecha de desigualdad. Así, concluyó, la acción afirmativa es un estándar en materia de derechos humanos ya que permite concretar una igualdad de oportunidades que hasta el momento sólo es nominal o formal para algunos grupos en situación de vulnerabilidad.





Enseguida, se refirió a la consagración de un recurso de protección especial.




Explicó que el establecimiento de la acción especial para reclamar por las discriminaciones arbitrarias ha sido uno de los temas de mayor debate y donde mayores resistencias ha suscitado el proyecto en estudio. La razón de este debate, dijo, ha sido determinar la real necesidad de contar con una acción especial, toda vez que el ordenamiento constitucional ya contiene la acción de protección.





Hizo notar que, por lo mismo, la Corte Suprema, mediante oficio N° 27, de 23 de enero de 2007, informó favorablemente que “ante la insistencia sobre su procedencia y como se advierte en lo sustantivo, que se clarifica el ámbito de aplicación de este arbitrio especial contra la discriminación y, en lo procesal, se expresa que interpuesta la acción de protección precluye el ejercicio de la que contempla la iniciativa legal, privilegiando de este modo el estatuto constitucional, y corregidos, además, los otros reparos adjetivos advertidos por esta Corte, es que se emite un pronunciamiento favorable al proyecto en estudio.”.





Sostuvo que no obstante lo anterior, lo que originalmente era una acción especial ante actos discriminatorios (que incluso daba derecho a una indemnización de perjuicios), estaría derivando en el actual artículo 3° del proyecto, en virtud del cual “La o las personas afectadas, por sí o por cualquiera a su nombre, podrán denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra. Para ello, podrán interponer el recurso de protección”. En otras palabras, se ha decidido optar por la remisión al artículo 20 de la Constitución.


En relación a las acciones de garantía de los derechos fundamentales, señaló que el Estado chileno se comprometió en el EPU a “fortalecer institucionalmente la protección judicial a fin de garantizar plenamente el ejercicio de los derechos humanos consagrados en la Constitución”. Del mismo modo, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sobre protección judicial, establece que “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.”.





Así, sostuvo que la cuestión por resolver es si el recurso de protección ha sido una acción legal efectiva en la protección del derecho a la igualdad y no discriminación. En este sentido, agregó que últimamente tal recurso ha sido utilizado mayoritariamente para efectos de reclamos en contra de alza de planes de salud por parte de las Isapres, mientras que las acciones presentadas por materias de discriminación no han tenido un buen futuro en las Cortes. Ante este escenario, el rol del Estado es fortalecer una acción judicial, de modo tal que en la práctica sea una herramienta eficaz en la protección de los derechos fundamentales y restablezca eficazmente el ejercicio del derecho.





Consideró que lo señalado anteriormente no es un tema menor, ya que por cómo está definido en la Constitución, el recurso de protección no ampara el derecho a la salud (derecho comprometido en el alza de los planes), debiendo argumentarse indirectamente mediante la afectación al derecho de propiedad. En contraste con esto último, el derecho a la igualdad, que sí está protegido por esta acción, no ha encontrado una buena recepción por parte de las Cortes de Apelaciones ni la Corte Suprema. En otras palabras, este recurso ha sido más eficaz en la protección de un derecho excluido de su mandato, que en la protección de un derecho sobre el cual sí tiene aplicación directa.





Reiteró que el estándar internacional exige la existencia de una acción eficaz, lo cual en materia de no discriminación no ha sido el caso. Advirtió que la sola enunciación que hace el artículo 3° del proyecto en cuanto a que toda persona afectada puede presentar esta acción sólo reitera algo que ya está dado en nuestra legislación por el artículo 20 de la Constitución y no agrega ningún elemento nuevo que dote de mayor eficacia a la acción, por lo que no se prevé cómo esta pueda cambiar.





Finalizando su intervención, el señor González expresó que si bien la legislación nacional protege a nivel constitucional la igualdad y castiga la discriminación arbitraria e ilegal, la realidad muestra diversos escenarios de discriminación contrarios a los tratados internacionales y a los pronunciamientos de los órganos internacionales de derechos humanos. En este contexto, agregó, la aprobación de una ley específica que castigue la discriminación y promueva la igualdad, principalmente mediante la promoción de acciones afirmativas, dotando al Estado de herramientas específicas sobre la materia, constituiría un avance significativo en la protección de los derechos humanos de las personas en situación de vulnerabilidad.





Como motivos de preocupación para el Instituto Nacional de Derechos Humanos en consideración de los estándares internacionales sobre la materia, agrupó en tres materias los aspectos fundamentales existentes hoy en el proyecto: la definición de discriminación, la adopción de medidas afirmativas y el recurso de protección especial.





Sus recomendaciones fueron las siguientes:





1.- Respecto a la definición, recomendó modificar el actual texto del proyecto en pos de establecer una redacción abierta en torno a los criterios en virtud de los cuales no se puede discriminar. Señaló que, específicamente, esto pasa por agregar al final del respectivo artículo la oración “o cualquier otra condición social o individual”.





2.- En relación a las acciones afirmativas, sostuvo que éstas son promovidas por los tratados internacionales en materia de no discriminación, ya que se erigen como medidas de facto concretas que permiten el real y efectivo ejercicio de los derechos por parte de todas las personas, en especial las pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad.





3.- Finalmente, en cuanto al recurso de protección, resaltó que el derecho internacional de los derechos humanos establece como obligación para el Estado contar con una acción judicial efectiva para la protección de los derechos y que así, entonces, en el caso chileno cabe constatar si en la práctica el recurso de protección es un mecanismo de tutela efectivo contra la no discriminación o si, de lo contrario, es necesario fortalecer una acción especial estructurada de acuerdo a las exigencias del debido proceso.





A continuación, el Ministro señor Larroulet expresó la intención del Ejecutivo de estructurar, con la colaboración de algunos académicos que han sido escuchados durante este debate, un conjunto de propuestas que recogiere las inquietudes pendientes, de manera de presentarlas a la consideración de la Comisión.





Igualmente, puso de manifiesto que también se encontraba en trámite legislativo en el Senado una Moción de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Cantero, Chadwick, Girardi y Ruiz-Esquide, que se refiere a la difusión pública del odio y la hostilidad y que establece un nuevo ilícito y una nueva agravante referidos a la amenaza. Instó a tener presente dicha iniciativa en este debate.





Finalmente, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Ena von Baer, también presente en aquella sesión, reiteró la voluntad del Ejecutivo de colaborar en el despacho de este proyecto, trabajando en conjunto con los especialistas que la Comisión estimara idóneos, de manera de poder consensuar fórmulas que reflejaren los criterios de la Comisión.





En dicha oportunidad, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, formuló un conjunto de apreciaciones en torno al contenido del proyecto en estudio, poniendo de manifiesto la conveniencia de agilizar su despacho. Hizo presente que, desde el punto de vista de la responsabilidad internacional que le cabe al Estado de Chile, tanto desde el punto de vista de la implementación de distintos tratados internacionales en materia de derechos humanos como de la sustanciación de conocidas causas en este mismo ámbito –como fue el caso Soria y la causa vinculada a la Jueza Atala-  era particularmente beneficioso que se avance en la tramitación de esta iniciativa.





A la vez, planteó algunas inquietudes acerca de la norma que definirá lo que se entenderá por acto de discriminación arbitraria, la que debería exceptuar aquellas distinciones que sean razonables. En esta materia, instó a revisar la excepción que esta misma disposición estaría consagrando en favor de las iglesias. Igualmente, se refirió al recurso que la iniciativa habrá de contemplar para reclamar en contra de los actos de discriminación arbitraria, que podría ser el de protección u otro específico, y a las opiniones que la Corte Suprema ha evacuado sobre esta materia a lo largo de la tramitación del proyecto. También advirtió sobre los resguardos que deberán establecerse para evitar la proliferación de acciones infundadas.




El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que el problema de fondo que ha entrabado el despacho de este proyecto radica justamente en la definición de los actos de discriminación arbitraria, la que debería cuidar de permitir la existencia de distinciones que tengan un fundamento racional.





Al mismo tiempo, aludió a las dudas que se han presentado en cuanto al recurso que la iniciativa franqueará en contra de dichos actos, señalando que si bien puede parecer atractivo el establecimiento de un nuevo mecanismo, se han escuchado frecuentes opiniones de parte de la Corte Suprema en el sentido de que ello estaría formando una verdadera pirámide de recursos y tribunales nuevos. Sostuvo, en consecuencia, que era menester analizar la efectividad de los nuevos mecanismos que se han ido estableciendo en nuestro ordenamiento, como también la posibilidad de perfeccionar el recurso de protección.





Finalmente, puso de manifiesto a los representantes del Ejecutivo la necesidad de dirimir si la disposición que define los actos de discriminación arbitraria tiene el carácter de norma interpretativa de la Carta Fundamental, pues este aspecto, además de lo concerniente al quórum de aprobación de la misma, tiene otros efectos tales como que ella se entenderá incorporada al texto interpretado a partir de la fecha de origen de éste.





El Ministro señor Larroulet expresó que el Ejecutivo, al asumir sus tareas, examinó la iniciativa en estudio y llevó a cabo algunas rondas de conversaciones, entendiendo que se trata de un proyecto que representa un anhelo de la sociedad chilena y que, a la vez, genera preocupaciones en algunos sectores. El objetivo central, agregó, consiste en compatibilizar dos propósitos, a saber, que no exista discriminación arbitraria en nuestra sociedad, pero que, a la vez, se permitan aquellas diferencias que tangan racionalidad.





Enfatizó que era necesario avanzar en esta tramitación pues se trataba de un proyecto que también es relevante desde el punto de vista de la sustanciación de causas ante tribunales internacionales.





En relación al recurso que se consagre para reclamar de los actos de discriminación arbitraria, señaló que sin perjuicio de que el tema sea profundizado más adelante, bien podría mantenerse el recurso de protección, aun cuando en la práctica éste podría no ser del todo efectivo. Añadió que en cuanto al mecanismo establecido en el Código del Trabajo en relación a los casos de acoso laboral, no existen antecedentes para sostener que éste sea inoperante.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dijo comprender el sentido que orienta las apreciaciones expuestas por el Ministro señor Larroulet y, refiriéndose al contenido de la iniciativa, puso de manifiesto algunos aspectos a los que debía ponerse la mayor atención, tales como el recurso que deberá consagrarse para reclamar de los actos de discriminación arbitraria, la posibilidad de permitir la existencia de diferenciaciones que tengan un sustento razonable y los aspectos penales que el proyecto contempla.





El Honorable Senador señor Espina instó a acelerar el debate del proyecto, poniendo de relieve la necesidad de dirimir los aspectos centrales del mismo, poniendo énfasis en la definición de las conductas que se considerarán discriminatorias. Resumió los elementos más relevantes que dicha definición debería contemplar y recordó los aportes que para estos efectos se han recibido de destacados juristas, como es el caso del profesor señor Juan Domingo Acosta.





Como se ha señalado precedentemente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acogió los criterios precedentemente expuestos y, en mérito de lo dispuesto en el artículo 185 del Reglamento de la Corporación, acordó reabrir el debate del proyecto, de manera de poder profundizar en los aspectos que han sido objeto de observaciones y consensuar textos que satisfagan de mejor manera los objetivos perseguidos por la iniciativa.





En este contexto, se conformó un Grupo de Trabajo integrado por los abogados señora Beatriz Corbo y señores Juan Domingo Acosta y Patricio Zapata, propuestos por los miembros de la Comisión de Constitución; señor Juan Pablo González, del Instituto Nacional de Derechos Humanos; señores Claudio Oliva y Sebastián Soto, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y señora Carolina Infante, del Ministerio Secretaría General de Gobierno. A ellos se les instó a tener en cuenta las inquietudes manifestadas durante este debate, particularmente en lo relativo a la definición del acto de discriminación arbitraria y de la acción para reclamar de ellos. Se les pidió, asimismo, considerar los lineamientos que se han dado a conocer, para, luego, presentar a la Comisión nuevas redacciones para esta iniciativa.





En una sesión posterior, el mencionado Grupo de Trabajo presentó a la Comisión una proposición que sustituye el texto anteriormente acordado por la Comisión.





A nombre del referido Grupo de Trabajo, el Coordinador de la División de Estudios del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, señor Claudio Oliva, explicó que, luego de varias reuniones de trabajo, se había llegado a un texto consensuado en casi todas las disposiciones del proyecto, subsistiendo discrepancias puntuales de parte de algunos de sus integrantes. Por ello, se estimaba que el texto que se presentaba a la Comisión era apto para producir los consensos políticos y sociales que merece un tema de la relevancia del tratado por este proyecto.


En cuanto a la estructura del proyecto propuesto, explicó que éste se divide en tres títulos, denominados respectivamente “Disposiciones generales”, “La acción de no discriminación arbitraria” y “Reforma de otros cuerpos legales”, y que a ellos se agrega un artículo final.


Indicó que la sola denominación de los títulos mencionados da cuenta de dos decisiones adoptadas por el Grupo de Trabajo, a saber, optar por la expresión “discriminación arbitraria”, en vez de simplemente “discriminación”, y por una acción especial, en lugar del recurso de protección.


En cuanto a lo primero, esto es, a perseverar en el uso de la expresión “discriminación arbitraria” en vez de sustituirla por la de “discriminación”, informó que la razón para ello es que la primera se encuentra firmemente arraigada en nuestra tradición jurídica. Hizo presente que la utiliza nuestra Constitución en el artículo 19, número 22, cuando garantiza “la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica”. Agregó que también lo hacen leyes de reciente aprobación, como la Ley General de Educación, la cual en su artículo 5° señala que corresponderá al Estado “fomentar una cultura de la paz y de la no discriminación arbitraria”. Además, la mencionada expresión es también habitualmente empleada por la doctrina y por los fallos de nuestros tribunales, como puede apreciarse en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de las Cortes.


Añadió que, por último, al incluirse las omisiones como forma de discriminación, se ha considerado que la inclusión de la expresión “arbitraria” constituye una directriz o elemento orientador para una correcta aplicación de esta normativa en tales casos. Puso de manifiesto que, sin embargo, el abogado señor Juan Pablo González había planteado que el término “discriminación” no era neutro y que, conforme a los estándares del Derecho Internacional, toda discriminación es arbitraria.


Enseguida, explicó que la segunda decisión que los nombres de los Títulos del proyecto reflejan es la de crear una acción especial de no discriminación, de cuyos detalles se hablará más adelante, en vez de emplear el recurso de protección.


Señaló que, para ello, se tuvieron presentes fundamentalmente tres razones. Primero, la escasa eficacia mostrada hasta ahora por el recurso de protección para la tutela de derechos, como el de igualdad ante la ley. Segundo, la falta de idoneidad del procedimiento del recurso de protección para la aplicación de sanciones. Y, tercero, los problemas jurídicos que podría entrañar la extensión del objeto del recurso de protección sin una reforma de la Constitución o una ley interpretativa de la misma.


Luego, el señor Oliva pasó a referirse a los dos preceptos que integran el Título I, sobre Disposiciones Generales.

Indicó que el artículo 1° consagra el propósito de la ley.


En cuanto a éste, expresó que se había optado por redactarlo del modo más riguroso y menos pretencioso posible. Así, se señala que la ley “tiene por objeto fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria”. Explicó que se había añadido un inciso segundo para prescribir que esta ley, además, modifica otros cuerpos legales con el propósito de hacer más gravosa su comisión, en los casos a que se refieren las disposiciones que resultan reformadas.


Hizo presente que el señor Juan Pablo González, en representación del Instituto de Derechos Humanos, dejó constancia que, según la perspectiva acordada por dicho Instituto, la redacción original del artículo 1° del proyecto es más cercana a los estándares internacionales, debido a que establece la obligación del Estado de “prevenir y eliminar” toda discriminación.


En relación con la definición de discriminación arbitraria, destacó que, como ya ocurría en el texto discutido por la Comisión, ella rige sólo para los efectos de esta ley. Se excluye, de esa manera, que sea tenida como una ley interpretativa de la Constitución.


Por otra parte, informó que se añadió a los elementos constitutivos de la discriminación arbitraria la falta de una justificación razonable. Por lo tanto, precisó que, para que se esté ante tal discriminación, deben concurrir copulativamente los siguientes elementos:


1.- Una distinción, restricción o exclusión cometida por agentes del Estado o particulares.


2.- La falta de una justificación razonable para ella.


3.- La privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de un derecho fundamental establecido en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, como consecuencia de ella.


Enseguida, resaltó que en la lista -no taxativa- de categorías sospechosas de discriminación arbitraria se introducen algunos cambios. Por una parte, dijo, se propone eliminar el lugar de residencia y el género. En el primer caso, porque en nuestro ordenamiento hay muchos derechos supeditados al lugar de residencia, como el derecho a sufragio o a la atención de salud primaria y porque las diferencias odiosas fundadas en el lugar de residencia quedan comprendidas en otros criterios, como la situación socio-económica. Y, en el segundo caso, porque se estimó que el concepto de género queda suficientemente cubierto con las expresiones “sexo” y “orientación sexual”. 


Sobre este punto, informó que don Juan Pablo González planteó que el criterio de género comprendía circunstancias distintas a la orientación sexual.


Asimismo, hizo presente que la señora Beatriz Corbo, también integrante del Grupo de Trabajo, estuvo por suprimir también la expresión “orientación sexual”, porque: 1) Ningún tratado general o global de Naciones Unidas la menciona. Todas las veces que se ha intentado introducir como una categoría de no discriminación, la proposición ha sido rechazada; 2) El único tratado que la menciona es la  Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes, que sólo ha sido ratificada por siete países, entre los que no está Chile; 3) El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha intentado que se interprete que la orientación sexual está incluida en las “otras condiciones” a que se refiere la Convención Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, pero ello ha sido también rechazado. El fundamento ha sido que es ilegítimo que un tratado sea reinterpretado para introducir nuevas categorías, y 4) En el ámbito latinoamericano, debe agregarse que tan claro es que la orientación sexual no está incluida expresamente en la Convención Americana que lo que precisamente persigue el Caso Atala es que ella sea incorporada dentro de la categoría  “otra condición social” que reconoce la Convención en el artículo 1.1.


Siempre en relación con la definición de “discriminación arbitraria”, agregó, por último, que a la “sindicación o participación en asociaciones gremiales” se añadió “la falta de ellas”, pues, tratándose de derechos y no de cargas u obligaciones, la decisión de no optar por ellas no debe tampoco ser motivo de discriminación sin justificación razonable.


En seguida, se refirió al deslinde entre discriminaciones arbitrarias y diferencias legítimas. Al respecto, explicó que en vez de mantener una excepción explícita relativa a las instituciones religiosas, que se estimó algo limitada dada la existencia de otra serie de campos en los que se configuran diferencias legítimas, se optó por deslindar de modo genérico las discriminaciones arbitrarias de aquellas consideradas legítimas. Así, en el inciso segundo del artículo 2° se señala que se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de un derecho fundamental o en otra causa constitucionalmente legítima. Y se mencionan de manera especial, aunque no excluyente, los derechos garantizados en los números 4, 6, 11, 12, 15, 16 y 21 del artículo 19 de la Constitución, es decir, el derecho a la vida privada; la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos; la libertad de enseñanza; la libertad de emitir opinión y de informar; el derecho de asociación; la libertad de trabajo; y el derecho a desarrollar actividades económicas. De esta manera, se logra equilibrar los derechos constitucionales que pueden entrar en colisión.


Reiteró que, como se vio antes, la definición de discriminación arbitraria deja en claro que las categorías sospechosas a que alude el texto lo son prima facie y no en términos definitivos o absolutos. Hay contextos en que su empleo, aún cuando pudiere significar la exclusión de alguna oportunidad o prestación, es sin embargo, legítimo, dada la existencia de una justificación razonable. Sostuvo que la ley no puede anticipar a priori, y para cada caso, cuales podrían ser esas justificaciones razonables, pero que el Grupo de Trabajo hizo un esfuerzo por identificar genéricamente las principales justificaciones que importan tal razonabilidad. De acuerdo con ellas, por ejemplo,  el ejercicio legítimo de la libertad de opinar (en cuanto derecho fundamental) o la preservación de la seguridad externa de la República (en cuanto causa constitucionalmente legítima) serían motivos razonables para distinguir en atención a la ideología o la nacionalidad. Se explicita, así, que nada de lo dispuesto en esta ley tiene por objeto o efecto colocar al derecho al trato igual como un derecho preferente al cual deban subordinarse todos los demás y que nadie puede ser sancionado por ejercer legítimamente un derecho fundamental.


A continuación, efectuó una breve relación de los contenidos y del sentido del Título II, sobre la acción especial de no discriminación arbitraria.


Este Título II, como queda dicho, está dedicado a la acción especial de no discriminación arbitraria, a la que se da una regulación bastante minuciosa.


En cuanto a la competencia para conocer de la acción de no discriminación arbitraria, indicó que se optó por entregarla a los Juzgados de Letras, en quienes se ha radicado generalmente el conocimiento y resolución de los litigios contenciosos y aquellos en que se deducen acciones cautelares, dejando la revisión de la sentencia sometida a las Cortes de Apelaciones por la vía del recurso de apelación. Adicionalmente, se consideró que de esta manera se facilita el acceso a la justicia por parte de quienes viven en localidades donde no hay una Corte de Apelaciones pero sí Juzgados de Letras.


Puntualizó que la acción podrá ser deducida por el afectado, por su representante y por quien lo tenga de hecho a su cuidado, o por cualquier otra persona si los anteriores están impedidos de hacerlo, dentro de 30 días corridos luego de acontecido el acto discriminatorio o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de él, con un tope máximo de un año.


Respecto de la inadmisibilidad, destacó que se prefirió especificar los casos en que el tribunal deberá declarar inadmisible la acción. Así acontecerá, entre otros, cuando se pretenda impugnar el contenido de leyes vigentes, cuando se objeten sentencias judiciales o cuando se ha recurrido de protección o amparo.


En lo tocante al procedimiento, puso de relieve que éste incluye la interposición de la acción, informe del o los denunciados, conciliación, prueba, sentencia y apelación. Se faculta, además, al tribunal para disponer la suspensión provisional del acto reclamado y para decretar medidas para mejor resolver.


En relación con el contenido de la sentencia, expresó que en caso que el tribunal determine en ella que ha existido discriminación arbitraria, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para ello. También podrá adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. Por último, aplicará una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatoria.


Si la sentencia estableciera fundadamente que la denuncia carecía de toda base, el tribunal aplicará al recurrente una multa de 2 a 20 UTM.


Por último, explicó que el Grupo de Trabajo proponía no incorporar normas especiales sobre indemnización de daños y perjuicios, dejando esta materia a la regulación de las normas generales, por estimar que ella requiere de un procedimiento diferente en que pueda discutirse la existencia de todos los elementos que la harían procedente.


Luego, abordó lo relativo al Título III, sobre reforma de otros cuerpos legales


En este punto, informó que el Título III, que agrupa reformas a otros cuerpos legales, mantuvo sólo tres de las que consideraba el texto discutido en la Comisión: las que incluyen los actos de discriminación arbitraria entre las prohibiciones de los funcionarios públicos, en general, y de los funcionarios municipales, en particular, y la que introduce una circunstancia agravante al Código Penal, para quien cometa un delito por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria.


Añadió que, a la vez, se optó por dejar fuera otras tres reformas incluidas en el texto discutido por la Comisión: la de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, improcedente luego de la dictación de la Ley General de Educación -que, como se dijo, alude explícitamente a la discriminación arbitraria-; la de la Ley de Procedimientos Administrativos, que parece innecesaria dado el campo de aplicación reglado por aquella ley; y el nuevo tipo penal que se pretendía crear. En cuanto a este último, la mayoría de los integrantes del Grupo de Trabajo estimó que un delito como el propuesto, que penaría la promoción del odio contra personas o grupos de personas, resulta demasiado vago y podría importar una limitación excesiva a la libertad de expresión. De hecho, la doctrina penal cuestiona -desde el punto de vista de su legitimidad- el establecimiento de esta clase de delitos, denominados “de clima”. Además, acotó, ya existe un tipo semejante respecto de las expresiones emitidas a través de medios de comunicación social.


Por último, destacó que se sugiere un artículo final, en el que se señala que las disposiciones de la ley no podrán ser interpretadas como derogatorias o modificatorias de otras normas legales vigentes aparte de las explícitamente mencionadas. El propósito de una norma semejante, dijo, es que las diferencias contenidas en leyes vigentes sólo puedan quedar sin efecto por estimarlas inconstitucionales el tribunal facultado para pronunciarse sobre ello o en virtud de nuevas leyes que sean el resultado de un debate explícito en nuestro órgano legislativo sobre la pertinencia de tales diferencias.


El señor Oliva también se hizo cargo de lo relativo al carácter de las normas de este nuevo texto. Al respecto, expresó que, dado que el texto señala que la definición de discriminación arbitraria rige sólo para los efectos de la propia ley, que tiene un propósito muy acotado, ya que no se emplea el recurso de protección ni introducen modificaciones o variantes a él, el Grupo consideró que el texto propuesto no corresponde a una ley interpretativa de la Constitución ni menos a una reforma de la misma, sino a una ley orgánica constitucional en todas aquellas disposiciones que alteran las atribuciones de los tribunales de justicia y a una ley ordinaria en las restantes.


Asimismo, relató que se discutió en el Grupo de Trabajo la conveniencia de reponer la explícita alusión a un deber del Estado de adoptar medidas afirmativas para eliminar las discriminaciones existentes, que contenía el proyecto original. Sus miembros, puntualizó, con la excepción del señor Juan Pablo González, optaron por no incorporar una disposición semejante, entendiendo que tales medidas afirmativas, en cualquier caso, no están prohibidas y que los poderes públicos cuentan con las potestades para adoptarlas cuando lo estimen necesario, cosa que deberá ser analizada y debatida separadamente en cada una de las hipótesis en que la cuestión pueda plantearse.


Sobre este punto, aclaró que el señor Juan Pablo González planteó también la idea de mencionar en el texto del proyecto que toda persona supuestamente discriminada y que no tuviera los recursos económicos necesarios podría recurrir a la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente para su debida defensa. La mayoría estimó, sin embargo, que una mención de ese tipo es innecesaria, pues tal derecho ya existe en nuestra legislación.


Finalmente, señaló que, de esta forma, el Grupo Trabajo entiende que su cometido ha concluido y pone el texto elaborado a disposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, con la esperanza de que él contribuya a facilitar la aprobación del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, obteniendo para él los amplios consensos que la materia requiere.


El profesor Juan Domingo Acosta complementó la exposición anterior refiriéndose a algunos aspectos concretos que él estimó conveniente abordar.


Respecto del artículo 1° del texto propuesto por el Grupo de Trabajo, destacó que uno de los factores que facilitó alcanzar consensos en esa labor consistió en acotar el objetivo del proyecto a la protección de las víctimas de discriminación mediante el establecimiento de una acción especial que tiende a impedir y a hacer frente a actos de esa naturaleza, más que a elaborar definiciones teóricas sobre el tema de la discriminación.  Esa opción, enfatizó, contribuyó sustantivamente a alcanzar acuerdos.


En relación al artículo final del mismo texto, explicó que lo que inspiró a la Mesa de Trabajo fue que todos los debates que se han dado en este ámbito, como el referido al matrimonio homosexual u otros, que son debates legítimos y que han estado o estarán próximamente radicados ante los órganos correspondientes –Tribunal Constitucional, Poder Legislativo- deben ser discutidos en su mérito en el marco de otros proyectos de ley y no en torno a éste, que tiene un propósito básicamente cautelar.


Luego, indicó que se decidió mantener la expresión “arbitraria” para referirse a los actos discriminatorios no solamente por mantener la tradición jurídica chilena, sino que también para precisar el texto y por la circunstancia de que la acción de discriminación que crea esta iniciativa procede respecto de actos y omisiones.  Siendo así, las omisiones no son una mera abstención, sino que es un dejar de hacer algo a lo que se está jurídicamente obligado.  Por esto, el uso de la expresión “arbitrio” como un elemento normativo permite, precisamente, restringir el concepto de omisión a aquellos casos en que se observa una obligación jurídica infringida por parte de la persona en contra de la cual se dirige la acción.


A continuación, puso de relieve que la proposición del Grupo de Trabajo no considera el establecimiento de una nueva figura penal, como lo viene haciendo el proyecto discutido por el Congreso Nacional.  Indicó que la eliminación de este nuevo delito se acordó, básicamente, porque en la doctrina penal existe un severo reparo a la legitimidad de este tipo de delitos, en el sentido de que en ellos se anticipa de manera excesiva la reacción punitiva del Estado frente a conductas que están muy cerca de ser actos internos de las personas.  Admitió que si bien algunos países, como Alemania y Argentina, los contemplan, esos delitos no son propios de las sociedades democráticas modernas, sino que corresponden, más bien, a “delitos de clima”, esto es, que operan en épocas de crisis.


Precisó, no obstante, que lo anterior no significa que el Estado democrático moderno no pueda actuar frente a estas conductas. Lo que ocurre, acotó, es que el Derecho Penal no es el instrumento adecuado para hacerlo.


Agregó que, a su juicio, incorporar “delitos de bagatela” en nuestro ordenamiento desprestigia el poder punitivo del Estado, toda vez que esas conductas discriminatorias corresponden, en doctrina, a verdaderas faltas, que, por tanto, deben sancionarse con multas.


A mayor abundamiento, resaltó que estos delitos prácticamente no se investigan y rara vez se sancionan, como ocurre en nuestro medio con los delitos previstos y sancionados en la Ley de Prensa.


Sin embargo, afirmó que sí estima conveniente mantener la incorporación de la agravante genérica relativa a actuar por discriminación porque ella da cuenta de un sustrato de delito que puede verse agravado por causas especialmente reprochables o, en otras palabras, porque se refiere a conductas realizadas por “móviles bajos”.


Enseguida, el profesor Acosta se refirió a algunos aspectos procesales del texto sustitutivo propuesto por el Grupo de Trabajo.


Explicó que, en cuanto al tribunal competente, se optó por encomendar el conocimiento de la nueva acción al juez de letras del domicilio del denunciante o del responsable de la acción discriminatoria, a elección de aquél.


Argumentó que esta decisión corresponde a la competencia natural del juez de letras; permite mantener la segunda instancia en las Cortes de Apelaciones y satisface de mejor forma el principio de acceso a la justicia.


Relató que en relación a la legitimación, hubo un extenso debate, que se zanjó mediante la fórmula contenida en el artículo 4° del texto sustitutivo, según la cual el propio afectado, su representante legal o quien tiene de hecho su cuidado personal o su educación, podrán interponer la acción.


Puntualizó que al considerarse la posibilidad de que organismos no gubernamentales u otras entidades pudieran ejercer la acción, se convino en que éstas, solamente en caso de que las personas naturales mencionadas en el párrafo anterior se encuentren imposibilitadas de ejercerla, podrán interponer la acción a favor, y no en representación, del afectado.


Respecto del trámite de esta acción, destacó que ella debe interponerse dentro del plazo de treinta días desde la ocurrencia del hecho o de la omisión, término que se cuenta desde que se sufrió la discriminación o se tuvo conocimiento de ella.  No obstante, agregó, en interés de la paz social en ningún caso podrá interponerse después de un año de acaecido el hecho o la omisión, cualquiera sea el momento en que se tomó conocimiento de ella.


Finalmente, en cuanto a la manera de interponerlo, explicó que se había optado por una fórmula muy sencilla, que permite hacerlo aún verbalmente, en situaciones urgentes, levantándose un acta en estos casos. 


El profesor señor Patricio Zapata, también miembro del Grupo de Trabajo, puso de relieve que el trabajo de esta entidad se realizó en diversas sesiones, pero que, finalmente, permitió arribar a un consenso.  Éste, a su vez, implicó que sus distintos miembros hicieran concesiones, en aras de alcanzar un texto útil, que ayudara a esta Comisión de Constitución a despachar el proyecto.


En relación con el tribunal competente para conocer de la acción que se regula en esta iniciativa, informó que, habiéndose consultado al señor Ministro de Justicia, éste concordó en que resultaba más adecuado entregar el conocimiento de ella a los jueces civiles antes que a las Cortes de Apelaciones. El Secretario de Estado habría agregado que con la reforma al procedimiento civil en que actualmente se está avanzando, ello será aún más conveniente.


Sobre este mismo punto, agregó que la doctrina está conteste en que el recurso de protección no está cumpliendo los fines para los que fue instaurado, no se están cumpliendo sus plazos y, por su estructura, no cumple las garantías procesales mínimas para utilizarlos en el objetivo de aplicar a través de él, multas.


Luego se refirió al inciso segundo del artículo 2° propuesto por el Grupo de Trabajo.


Sobre este precepto, recordó que el texto despachado en principio por la Comisión de Constitución contemplaba un precepto que liberaba a las iglesias de los preceptos de esta iniciativa.  Esa disposición, agregó, que era criticable, fue sustituida por otra mediante la cual se le indica al juez que si bien se está relevando la igualdad –porque en nuestro país se observan déficits importantes en este ámbito-  no se debe considerar la igualdad como preferente; no se debe entender que todos los demás derechos se subordinan a la igualdad.  Sea por la vía de la preferencia, de la armonización, de la ponderación u otra opción doctrinaria, el juez siempre debe tener presente que en los conflictos invariablemente hay a lo menos dos bienes en juego y, por tanto, debe entender que habrá diversas situaciones en que puede colisionar la igualdad con otros derechos fundamentales y que sería un error entender que en todos esos casos el juez debiera preferir el bien representado por la igualdad.


Señaló que, en este sentido, en el inciso segundo del artículo 2° se señala que cuando hay ejercicio legítimo de un derecho y sobre la base de ese ejercicio legítimo se hacen distinciones, por ejemplo entre nacionalidades o condición social, ello no constituye violación de esta ley.


Expresó que, como la ley no puede precaver cada una de esas situaciones de conflicto, lo que cabe a la ley es advertir al juez que deben protegerse, al mismo tiempo que la igualdad, otros bienes, como la libertad religiosa. Pero, al mismo tiempo, el legislador debe hacer presente que, además de esta última, existen la libertad personal, la de opinión, la de asociación, etc.


Finalmente, resaltó que para evitar efectos no deseados, se precisa que, en ningún caso, al juez le cabe presumir o deducir que esta iniciativa busca derogar tácitamente otras leyes vigentes ni declarar inconstitucionales otras normas en vigor a partir del texto de esta ley.


El abogado del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Juan Pablo González, reiteró que dentro del Grupo se intentó trabajar con eficacia y animados por el propósito de prestar un buen servicio a la Comisión.


Precisó que las posturas de minoría que mantuvo respecto de ciertos puntos se explican por la función que corresponde cumplir al Instituto que representa, esto es, asesorar para hacer presente los estándares internacionales en materia de protección de los derechos fundamentales.


Manifestó que el proyecto se acerca bastante a estos estándares en lo referido al concepto de no discriminación y en cuanto a la existencia de una acción especial que la asegure. Sin embargo, agregó, la iniciativa contempla algunos puntos que, a su juicio, no son plenamente satisfactorios, como es la ausencia de mecanismos de prevención de eventuales formas de discriminación; la referencia a “discriminaciones arbitrarias” en vez de hacerlo simplemente a “discriminación”, término, este último, que, en sí mismo, conlleva una carga negativa y, por tanto, reprochable, así como no considerar la “identidad de género” como causal de discriminación.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora von Baer, agradeció a los integrantes del Grupo de Trabajo el esfuerzo que habían realizado y, en especial, su disposición a renunciar a algunas posturas que mantenían en lo personal o en cuanto representantes de alguna entidad, para favorecer un acuerdo.


Manifestó que la proposición que el Grupo ha presentado es un texto útil, consensuado, que recoge lo debatido en el último tiempo en el Congreso Nacional, y que, por estas razones, contribuirá para avanzar en el trámite de este proyecto de ley.


Aseguró que el Ejecutivo desea impulsar el despacho de esta iniciativa a partir de estas proposiciones, que consideró una alternativa más adecuada que las anteriormente conocidas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, también agradeció el trabajo realizado por el mencionado Grupo, el que, indicó, será una gran ayuda para dar solución a un tema difícil. Explicó que, en efecto, no es fácil dar satisfacción a diferentes sectores que plantean soluciones distintas en esta materia.


Hizo presente que al órgano legislativo le corresponde proveer soluciones a los problemas reales y, que en este caso, es necesario regular fórmulas para sancionar conductas discriminatorias. Afirmó que en estos años no ha faltado voluntad para legislar, sino que se ha enfrentado una seria dificultad para encontrar un acuerdo conveniente.


Y en el texto que el Grupo ha propuesto, dijo, están las bases para alcanzar ese acuerdo.


Señaló que le parece un logro particularmente destacable el carácter que ha adoptado el proyecto, esto es, generar un camino expedito y eficaz de protección frente a las discriminaciones. Como ha quedado claro que el recurso de protección no es suficiente, insistió, la nueva fórmula propuesta permitirá salvar las dificultades que ofrece hoy esa acción constitucional.


También puso de relieve el concepto de discriminación arbitraria contenido en la propuesta. Sobre este punto, opinó que el inciso segundo del artículo 2° ofrece una buena solución a inquietudes expresadas por diversos grupos, no solamente cultos religiosos.


En este último sentido, expresó que si bien el concepto “discriminación” tiene una connotación negativa, la posibilidad de resolver conflictos supone establecer  que el ejercicio legítimo de un derecho ofrece márgenes para efectuar algunas distinciones.


Concluyó manifestando que esta proposición es una contribución muy positiva para resolver una discusión que se ha extendido demasiado tiempo, sobre un tema respecto del cual la comunidad espera del Parlamento una solución satisfactoria.


El Honorable Senador señor Espina felicitó a los integrantes del Grupo de Trabajo por el notable texto que han presentado a la consideración de la Comisión.


Resaltó el acierto que representa haber dejado de lado discusiones teóricas o doctrinarias para privilegiar una fórmula más bien práctica, como es buscar que las soluciones a las discriminaciones arbitrarias puedan evitarse o sancionarse mediante un procedimiento expedito ante los tribunales de justicia.


De esta forma, agregó, no se entregará a la ciudadanía una norma ineficaz sino que, con talento, se ha definido pragmáticamente lo que debe entenderse por discriminación arbitraria, ofreciéndose un mecanismo simple y ágil para castigarla.


Manifestó que el texto presentado por el Grupo está bien construido y redactado y que sus normas de procedimiento son justas y equilibradas, destacando la posibilidad de suspender la conducta arbitraria.


El Honorable Senador señor Chadwick destacó que estas proposiciones venían a permitir un gran avance en un proyecto que ha sido muy largamente tramitado. Aclaró que, sin embargo, las complejidades de éste no dicen relación con una negativa a sancionar las discriminaciones arbitrarias, sino con encontrar la forma de hacerlo eficazmente.


Desde este punto de vista, añadió, el Grupo de Trabajo ha resuelto satisfactoriamente los dos puntos más conflictivos, que son, por una parte, cómo entender la discriminación sin impedir que existan distinciones que son legítimas y, por otro lado, cómo crear una acción judicial que no entre en conflicto con el recurso de protección.


Para estos dos temas, expresó, se ofrecen soluciones muy razonables.


Puso de relieve que, en lo judicial, se propone una acción que no impide optar por el recurso de protección, no obstante que, por razones de legitimación activa, se deberá optar por una u otro.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sumó a las felicitaciones y agradecimientos expresados a los miembros del Grupo de Trabajo. Aseguró que ellos habían recogido muy adecuadamente las inquietudes que impedían avanzar en el despacho de esta iniciativa y que los temas más complejos habían sido bien resueltos.


Concordó en que, más adelante, la reforma procesal civil que se iniciará próximamente contribuirá a alcanzar mayor eficiencia en la solución judicial a los conflictos que surjan por causa de discriminaciones arbitrarias.


Finalmente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, también valoró muy positivamente el importante aporte que el Grupo de Trabajo había entregado a la Comisión. Aseveró que esta contribución era especialmente importante porque facilitaría poner término a una situación que resulta incomprensible, esto es, que nuestro país no cuente todavía con una ley para enfrentar situaciones de discriminaciones arbitrarias.


Hizo presente que, por las enmiendas que se vienen proponiendo a la acción judicial especial y en materia de competencia de tribunales, se deberá oficiar nuevamente a la Corte Suprema para conocer su opinión sobre estas nuevas proposiciones.

- - - 





A continuación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio al análisis de las redacciones recién explicadas.





Los preceptos que componen el nuevo articulado se estructuran, como se ha dicho, en tres Títulos. El I, compuesto por los artículos 1° y 2°, denominado “Disposiciones Generales”; el II, formado por los artículos 3° a 14, inclusive, regula “La Acción de No Discriminación Arbitraria”, y el III plantea una serie de “Reformas a Otros Cuerpos Legales”.





Antes de iniciar este análisis, cabe consignar que los acuerdos referidos a la totalidad de este nuevo articulado contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Walker, don Patricio.





Del mismo modo, debe informarse que, por la unanimidad de los ya nombrados señores Senadores, se acordó dejar constancia de que el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, adhirió a estas votaciones.





Como consecuencia de la reapertura del debate recién acordada, la Comisión hubo de pronunciarse, una vez más, sobre algunas de las indicaciones presentadas al inicio del trabajo, particularmente respecto de aquellas que dicen relación con las materias abordadas por el articulado precedentemente transcrito. Estos pronunciamientos se adoptaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Walker, don Patricio, y contaron la adhesión del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, don Hernán, tanto para la aprobación de dichas indicaciones, como tratándose del rechazo de las que resultaron contradictorias con el nuevo texto.





Sin perjuicio de lo anterior, se acogieron algunas nuevas disposiciones que se estimaron necesarias para alcanzar un proyecto que regule en forma armónica y coherente con los propósitos que se han buscado. Lo anterior se acordó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación y también contó con la misma votación.

DISCUSIÓN EN TORNO A LAS PROPOSICIONES PRESENTADAS POR EL GRUPO TÉCNICO

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°


En virtud de la proposición del Grupo de Trabajo, este precepto dispone que la ley en estudio tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria. En su inciso segundo, agrega que esta ley también modifica otros cuerpos legales con el propósito de hacer más gravosa la comisión de dichos actos en los casos a que se refieren las disposiciones que resulten reformadas.





Analizada esta disposición, hubo acuerdo en torno a su inciso primero. En cambio, por razones de técnica legislativa, se optó por desechar el segundo.





En consecuencia, la indicación número 1 fue aprobada con modificaciones, por la votación antes señalada.

Artículo 2°


Este precepto define la discriminación arbitraria como toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socio-económica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.


Su inciso segundo precisa que se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso precedente, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.





Este artículo fue aprobado por la referida unanimidad.





Como consecuencia del acuerdo anterior, las indicaciones números 5, 6.1, 6.2 y 6.3 fueron aprobadas con modificaciones, por la votación antes señalada.

TÍTULO II

LA ACCIÓN DE NO DISCRIMINACIÓN ARBITRARIA

Artículo 3°


Este artículo consagra la acción de no discriminación arbitraria como el mecanismo judicial que las personas directamente afectadas por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer, precisando que, a elección del actor, ésta podrá presentarse ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó este precepto, así como el epígrafe que le precede. Igualmente, acogió, por la misma votación, las indicaciones números 10 y 11.

Artículo 4°


Esta disposición establece quiénes estarán legitimados activamente para interponer la acción, mencionando, al efecto, a cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, a su representante legal o a quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado.


Su inciso segundo agrega que también podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.


Por las razones expuestas al momento de explicar la decisión de reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 4°.

Artículo 5°


Esta norma dispone que la acción deberá ser deducida dentro de treinta días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. Añade que en ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.


Su inciso segundo manda que la acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.


La Comisión consideró que el plazo propuesto era muy breve, por lo que lo amplió a noventa días.


También por los fundamentos tenidos en cuenta para reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la misma unanimidad anterior, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 5°, con la aludida enmienda.

Artículo 6°


Este artículo fija los casos en que no se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria. Estos son los siguientes:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido;


b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes;


c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley;


d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento, y


e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.


Explica que si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.


A proposición del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la Comisión consideró que, para evitar la duplicidad de acciones sobre un mismo hecho, así como el riesgo de que existan sentencias contradictorias respecto de aquél, cabía complementar la enumeración anterior agregando que tampoco se admitirá la acción de no discriminación cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.


Por los mismos argumentos referidos en el artículo anterior, la Comisión, por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 6°, con el agregado relativo a la tutela de los derechos laborales.

Artículo 7°





Este precepto dispone que en cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.


Además, en su inciso segundo se contempla la posibilidad de que el tribunal revoque la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.


También por los fundamentos tenidos en cuenta para reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la misma unanimidad anterior, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 7°.

Artículo 8°


Esta disposición entrega al tribunal la facultad de requerir informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente. Establece que los informes deberán ser evacuados dentro de diez días hábiles y que, cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, aún sin los informes requeridos.


En consideración a lo expuesto al momento de acordar la reapertura del debate, la Comisión, siempre por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 8°.

Artículo 9°


Este precepto establece, en su inciso primero, que, evacuados los informes, se fijará una audiencia para el quinto día hábil. Dicha audiencia tendrá por objeto llamar a las partes a conciliación. Si ello no es posible, en la misma oportunidad citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, recibirá la causa a prueba.


El inciso tercero contempla los recursos para impugnar el auto de prueba.


El inciso cuarto regula lo relativo a los medios de prueba y la forma y plazos para su recepción. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia. 


Por los argumentos referidos en el artículo anterior, la Comisión, una vez más por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 9°.

Artículo 10


Este artículo establece que serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieran ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. Agrega que en estos procesos no habrá testigos ni peritos inhábiles.


El inciso segundo dispone que el tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


También por los fundamentos tenidos en cuenta para reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la misma unanimidad anterior, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 10.

Artículo 11


Mediante esta norma se faculta al tribunal para decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


El inciso segundo ordena que estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.


En consideración a lo expuesto al momento de acordar la reapertura del debate, la Comisión, siempre por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 11.

Artículo 12


Esta disposición fija las normas esenciales relativas a la sentencia. Respecto de ella, cabe destacar que el fallo declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Asimismo, la sentencia podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Su inciso segundo dispone que si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.


Finalmente, su inciso tercero señala que si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Por los mismos argumentos referidos en el artículo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 12.

Artículo 13





Este precepto regula la apelación en este procedimiento. Indica las resoluciones contra las cuales procederá y la tramitación a que se someterá el recurso.


En consideración a lo expuesto al momento de acordar la reapertura del debate, la Comisión, siempre por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 13.

Artículo 14


Esta disposición preceptúa que en todo lo no previsto en este Título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.


También por los fundamentos tenidos en cuenta para reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la misma unanimidad anterior, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 14.

Artículo 15

TÍTULO III

REFORMAS A OTROS CUERPOS LEGALES


Este artículo sustituye la letra l) del artículo 84 del Estatuto Administrativo, relativo a las causales de destitución, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


Por los mismos argumentos referidos en el artículo anterior, la Comisión, siempre por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 15, con algunas enmiendas formales.

Artículo 16


Esta norma reemplaza la letra l) del artículo 82 de la ley 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


En consideración a lo expuesto al momento de acordar la reapertura del debate, la Comisión, siempre por la misma votación, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 16.

Artículo 17


Este precepto agrega en el artículo 12 del Código Penal, relativo a las circunstancias agravantes de la responsabilidad criminal, el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal, o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.


También por los fundamentos tenidos en cuenta para reabrir el debate y adoptar nuevos acuerdos, la Comisión, por la misma unanimidad anterior, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 17.

Artículo 18


Esta norma pone fin al articulado del proyecto.


Ella declara que los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales, sin perjuicio de lo señalado en los tres artículos precedentes.


Por los mismos argumentos referidos en el artículo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó este artículo 18.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





En conformidad a los acuerdos precedentemente adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tienen el honor de proponeros el proyecto de ley despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en el Informe Complementario de su Segundo Informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°


Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 1°.- Propósito de la ley. La presente ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.”. (Indicación número 1. 3 x 0).
Artículo 2°


Suprimirlo. (Indicación número 3. 4 x 0).
Artículo 3°


Pasa a ser artículo 2°, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.


Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso precedente, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.  (Indicaciones números 5, 6.1, 6.2 y 6.3. 3 x 0).
° ° °


Incorpórase el siguiente epígrafe:

“TÍTULO II

LA ACCIÓN DE NO DISCRIMINACIÓN ARBITRARIA”

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).

° ° °

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 3°, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.”. (Indicaciones 10 y 11. 3 x 0).
Artículo 5°


Pasa a ser artículo 4°, con el siguiente texto.


“Artículo 4°.- Legitimación activa. La acción podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación.


También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.” (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
° ° °


Incorpóranse como artículos 5° a 14, nuevos, los siguientes:


“Artículo 5°.- Plazo y forma de interposición. La acción deberá ser deducida dentro de noventa días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. En ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.


La acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.


Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo;


b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes;


c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley;


d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento, y


e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.


Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.


Artículo 7°.- Suspensión provisional del acto reclamado. En cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.


El tribunal podrá revocar la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.


Artículo 8°.- Informes. Deducida la acción, el tribunal requerirá informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente, notificándolos personalmente. Los informes deberán ser evacuados por los requeridos dentro de los diez días hábiles siguientes a la respectiva notificación. Cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, conforme a los artículos siguientes, aún sin los informes requeridos.


Artículo 9°.- Audiencias. Evacuados los informes, o vencido el plazo para hacerlo, el tribunal fijará una audiencia para el quinto día hábil contado desde la última notificación que de esta resolución se haga a las partes, la que se practicará por cédula.


Dicha audiencia tendrá lugar con la parte que asista. Si lo hacen todas ellas,  el tribunal las llamará  a conciliación.


Si una de las partes no asiste o si concurriendo ambas no se produce la conciliación, el tribunal, en la misma audiencia, citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, en la misma audiencia recibirá la causa a prueba, resolución que podrá impugnarse mediante reposición y apelación subsidiaria, la que se concederá en  el solo efecto devolutivo. Estos recursos deberán deducirse dentro del tercer día hábil contado desde el término de la audiencia.


Recibida la causa a prueba, las partes tendrán el plazo de tres días hábiles para proponer al tribunal los medios de prueba de los cuales pretenden valerse, debiendo presentar una lista de testigos si desean utilizar la prueba testimonial. Acto seguido, el tribunal dictará una resolución fijando la fecha para la realización de la audiencia de recepción de las pruebas, que deberá tener lugar entre el quinto y el décimo quinto día hábil posterior a dicha resolución. Si tal audiencia no fuere suficiente para recibir todas las pruebas que fueren procedentes o si las partes piden su suspensión por motivos fundados o de común acuerdo, lo que podrán hacer sólo por una vez, se fijará una nueva audiencia para dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la anterior. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia. 


Artículo 10.- Prueba. Serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieren ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. En cuanto a los testigos, cada parte podrá presentar un máximo de dos de ellos por cada punto de prueba. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Artículo 11.- Medidas para mejor resolver. El tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 12.- Sentencia. El tribunal fallará dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que la causa hubiera quedado en estado de sentencia. En ella declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.


Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.


Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.


La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.


Artículo 14.- Reglas generales de procedimiento. En todo lo no previsto en este título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
° ° °

Título II

Disposiciones finales


Reemplazar este epígrafe por el que sigue:

“TÍTULO III

REFORMAS A OTROS CUERPOS LEGALES”

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 15, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 15.- Modificaciones al Estatuto Administrativo. Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l), que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, sobre causales de destitución, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.". 


2) Reemplázase la letra b) del artículo 125, antes artículo 119 de la ley N° 18.834, relativo a las causales de destitución, por la siguiente:


“b) Infringir las disposiciones de las letras i), j), k) y l) del artículo 84 de este Estatuto;”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).

Artículo 7°


Pasa a ser articulo 16, sustituido por el siguiente:


“Artículo 16.- Modificación al Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Reemplázase la letra l) del artículo 82 de la ley 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
Artículo 8°


Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
Artículo 9°


Pasa a ser artículo 17, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12, relativo a las circunstancias agravantes de la responsabilidad criminal, el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
Artículo 10


Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
° ° °


Incorporar como artículo 18, nuevo, el siguiente:


“Artículo 18.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 3 x 0).
- - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO





En de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Propósito de la ley. La presente ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.


Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.


Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso precedente, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.

TÍTULO II

LA ACCIÓN DE NO DISCRIMINACIÓN ARBITRARIA


Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.


Artículo 4°.- Legitimación activa. La acción podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación.


También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.


Artículo 5°.- Plazo y forma de interposición. La acción deberá ser deducida dentro de noventa días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. En ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.


La acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.


Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo;


b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes;


c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley;


d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento, y


e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.


Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.


Artículo 7°.- Suspensión provisional del acto reclamado. En cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.


El tribunal podrá revocar la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.


Artículo 8°.- Informes. Deducida la acción, el tribunal requerirá informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente, notificándolos personalmente. Los informes deberán ser evacuados por los requeridos dentro de los diez días hábiles siguientes a la respectiva notificación. Cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, conforme a los artículos siguientes, aún sin los informes requeridos.


Artículo 9°.- Audiencias. Evacuados los informes, o vencido el plazo para hacerlo, el tribunal fijará una audiencia para el quinto día hábil contado desde la última notificación que de esta resolución se haga a las partes, la que se practicará por cédula.


Dicha audiencia tendrá lugar con la parte que asista. Si lo hacen todas ellas,  el tribunal las llamará  a conciliación.


Si una de las partes no asiste o si concurriendo ambas no se produce la conciliación, el tribunal, en la misma audiencia, citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, en la misma audiencia recibirá la causa a prueba, resolución que podrá impugnarse mediante reposición y apelación subsidiaria, la que se concederá en  el solo efecto devolutivo. Estos recursos deberán deducirse dentro del tercer día hábil contado desde el término de la audiencia.


Recibida la causa a prueba, las partes tendrán el plazo de tres días hábiles para proponer al tribunal los medios de prueba de los cuales pretenden valerse, debiendo presentar una lista de testigos si desean utilizar la prueba testimonial. Acto seguido, el tribunal dictará una resolución fijando la fecha para la realización de la audiencia de recepción de las pruebas, que deberá tener lugar entre el quinto y el décimo quinto día hábil posterior a dicha resolución. Si tal audiencia no fuere suficiente para recibir todas las pruebas que fueren procedentes o si las partes piden su suspensión por motivos fundados o de común acuerdo, lo que podrán hacer sólo por una vez, se fijará una nueva audiencia para dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la anterior. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia. 


Artículo 10.- Prueba. Serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieren ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. En cuanto a los testigos, cada parte podrá presentar un máximo de dos de ellos por cada punto de prueba. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Artículo 11.- Medidas para mejor resolver. El tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 12.- Sentencia. El tribunal fallará dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que la causa hubiera quedado en estado de sentencia. En ella declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.


Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.


Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.


La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.


Artículo 14.- Reglas generales de procedimiento. En todo lo no previsto en este título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.

TÍTULO III

REFORMAS A OTROS CUERPOS LEGALES


Artículo 15.- Modificaciones al Estatuto Administrativo. Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l), que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, sobre causales de destitución, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


2) Reemplázase la letra b) del artículo 125, antes artículo 119 de la ley N° 18.834, relativo a las causales de destitución, por la siguiente:


“b) Infringir las disposiciones de las letras i), j), k) y l) del artículo 84 de este Estatuto;”.


Artículo 16.- Modificación al Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Reemplázase la letra l) del artículo 82 de la ley 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12, relativo a las circunstancias agravantes de la responsabilidad criminal, el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.


Artículo 18.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de septiembre; 14 de octubre; 11 de noviembre y 16 de diciembre de 2008; 10 de marzo; 20 de mayo y 1 de junio de 2009; 11 y 18 de enero; 1 de marzo, 4 de mayo y 2 de junio de 2011. Las primeras ocho sesiones señaladas se celebraron con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Pedro Muñoz Aburto. Las siguientes contaron con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ, NAVARRO, QUINTANA, ROSSI Y WALKER (DON PATRICIO) CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE CAUSALES PARA LA REVISIÓN DE SENTENCIAS FIRMES

(7725-07)

Considerando:

1. La aplicación de la Ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad (LCT), para perseguir hechos que son supuestamente delictivos en el sur de nuestro país, particularmente contra los actos de algunas comunidades mapuches, ha sido fuertemente cuestionada por organizaciones internacionales y nacionales que defienden los Derechos Humanos. De acuerdo a estas organizaciones, a pesar de la reforma del año 2010, la Ley Antiterrorista tiene tal amplitud que su aplicación resulta contraria al ejercicio de los derechos fundamentales de los presos mapuches. Más todavía, cuando a la fecha no se ha registrado ninguna muerte o lesión grave en el marco del conflicto, como si ocurre en España, por ejemplo.

2. El mismo presidente de la Corte Suprema, juez Milton Juica, señaló recientemente una crítica posición respecto a la aplicación de la ley Antiterrorista contra los comuneros mapuches y solicitó cambios legislativos al Congreso para evitar una radicalización de los asuntos:

“Nuestra posición en general es crítica respecto de que exista una ley Antiterrorista que en un Estado democrático debiera ser corregida, modificada y atenuada en sus efectos y asegurar el debido proceso, que todos los procesos sean de la misma manera para todos los justiciables”.

3. Nuestro régimen jurídico y constitucional establece derechos fundamentales de las personas. Entre estos destaca el respeto al principio de legalidad, el que se ve seriamente cuestionado en esta ley debido a la amplitud de los tipos penales, y aquellos que forman parte del debido proceso. Todos estos en virtud del artículo 5° inciso segundo de la Constitución se imponen como límites al ejercicio de la soberanía del Estado.

“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados ratificados por Chile y que se encuentren vigentes” (CPR).

4. La Convención Interamericana contra el Terrorismo, vigente y ratificado por nuestro país, ratifica lo anterior señalando en su artículo 15 que:

a. Las medidas adoptadas por los Estados Parte de conformidad con esta Convención se llevarán a cabo con pleno respeto al estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales.

b. Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará en el sentido de que menoscaba otros derechos y obligaciones de los Estados y de las personas conforme al derecho internacional, en particular la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados.

c. A toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada con arreglo a la presente Convención se le garantizará un trato justo, incluido el goce de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y las disposiciones pertinentes del derecho internacional.

5. De igual modo, el Convenio Internacional para la represión de atentados terroristas cometidos con bombas, de 1997 (ONU), establece en sus artículos 14 y 19, respectivamente, que:

Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada con arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho internacional en materia de derechos humano (Art. 14).

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, las obligaciones y las responsabilidades de los Estados y de los individuos con arreglo al derecho internacional, en particular los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacional humanitario (Art. 19).

6. Consideraciones como las anteriores fueron planteadas en la discusión del proyecto que modificó la Ley de Conductas Terroristas, para buscar una solución al conflicto que enfrentaban los comuneros mapuches en huelga de hambre. Se lograron avances necesarios, como la no aplicación de la ley a menores de 18 años; suprimió la presunción que establece que todo delito cometido mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos u otros que pudieran ocasionar grandes estragos se entiende ejecutado con la finalidad de producir temor en la población (dolo terrorista), con lo cual el dolo debe ser probado; se hicieron cambios en relación con los delitos que pueden ser calificados como terroristas, excluyéndose los delitos de parricidio y el de lesiones menos graves; se reducen los grados en los que podrá aumentarse las penas aplicables a los delitos de incendio cuando estos actos constituyan conductas terroristas; y se exime de responsabilidad penal el desistimiento de la tentativa de cometer algún delito terrorista, siempre que se revele el plan y las circunstancias del mismo; sin embargo no se modificaron aspectos sustanciales para armonizar nuestra normativa a la jurisprudencia internacional como son las atribuciones amplísimas que se entregan al Ministerio Público y la debilidad de los controles jurisdiccionales, que generan un afectación relevante del debido proceso, garantía constitucionalmente establecida, que limita el ejercicio de la soberanía. Lo mismo sucede con la posibilidad que una persona sea juzgada y condenada mediante el testimonio de testigos anónimos.

7. El desarrollo del juicio en Cañete, por el cual fueron condenados los comuneros Héctor Llaitul, Jonathan Huillical, José Huenuche y Ramón Llanquileo, dejó en evidencia que la Ley Antiterrorista sigue siendo un punto crítico que limita las garantías judiciales de los Mapuches y que otorga márgenes discrecionales de acción a la Fiscalía para perseguirlos. Un hecho recurrente fue que en este juicio se formalizó y acusó al alero de la Ley N° 18.314, en particular utilizando la figura de testigos protegidos, seriamente cuestionados en sus declaraciones, de acuerdo a lo que señalan los abogados de los acusados. Justamente esta debilidad de pruebas y la escasa seriedad de los testigos sin rostro llevó a los tribunales militares a absolver a cinco de estos comuneros, que estaban acusados de atentar en contra de funcionarios y vehículos policiales, por hechos ocurridos el 16 de octubre de 2008.

8. Como es sabido, si bien el Tribunal Oral en lo Penal de Cañete, absolvió a los comuneros por los cargos de asociación ilícita, incendio, robo de madera y atentado a la autoridad, calificados como delitos de carácter terrorista, los condenó finalmente por delitos comunes (homicidio frustrado y robo), sin embargo baso su sentencia en las declaraciones de los testigos protegidos, procedimientos de la Ley Nº 18.314. En última instancia, tras recurrir de nulidad, la Corte Suprema recalificó los delitos (de homicidio frustrado a lesiones leves) y rebajó las penas, avalando el procedimiento que se utilizó para condenar a los comuneros, lo que ha generado una amplia discusión y escrutinio internacional entorno a cómo el Estado de Chile da cumplimiento a los tratados internacionales de derechos humanos, fundamentalmente en lo que dice relación con el resguardo de las garantías del debido proceso

9. La misma Defensora Pública Nacional, Paula Vial, critico fuertemente este procedimiento, señalando que "toda la investigación se llevó en el marco de esta ley, el juicio en sí mismo también y esto supuso una serie de prebendas procesales que facilitaron el arribar a esta sentencia, la cual está basada principalmente en el testimonio de un testigo sin rostro". Y sostuvo que fueron esos antecedentes los que se utilizaron para la elaboración de una condena “por delitos civiles”.

10. Como señalan los abogados Matías Meza-Lopehandía y Myrna Villegas “la legislación de excepción debe ser estrictamente aplicada a los casos más radicales de fuga del derecho, y no para perseguir responsabilidades en delitos comunes, aun cuando éstos puedan darse en forma reiterada y por diversas motivaciones. De lo contrario, se debilitan los fundamentos mismos del Estado de Derecho. En este sentido, es indispensable que las conductas calificadas como terroristas en la legislación sean de la entidad que amerita la aplicación de un estatuto de excepción que restringe gravemente los derechos fundamentales de los imputados, y definitiva
de todos los ciudadanos, pues nadie está libre a priori de ser objeto de una investigación penal”.

11. Este mismo criterio es compartido por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que en su primer informe anual del pasado mes de enero de 2011, señaló claramente que “la naturaleza de la Ley Antiterrorista y las graves consecuencias de su aplicación sobre las garantías individuales y procesales imponen que la invocación a una normativa de esta naturaleza, en el marco de un estado de derecho, sea excepcional [...]. En ningún caso debe ser invocada para delitos comunes o la represión de actos o hechos de demanda o protesta social”.

12. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (2009) expresó “con preocupación que la Ley Antiterrorista 18.314 ha sido aplicada principalmente a miembros del pueblo Mapuche, por actos ocurridos en el contexto de demandas sociales, relacionados con la reivindicación de los derechos sobre sus tierras ancestrales”. “Y recomendó que: “a) revise la Ley Antiterrorista 18.314 y se asegure de que ésta sea únicamente aplicada a los delitos de terrorismo que merezcan ser tratados como tales; b) se asegure de que la Ley Antiterrorista no sea aplicada a miembros de la comunidad Mapuche por actos de protesta o demanda social.”

13. Por lo anterior la solución es compleja y requiere de medios concurrentes para estar a la altura de los profundos cambios que se requieren, de acuerdo a lo señalado por el mismo presidente de la Corte Suprema y los organismos nacionales e internacionales de Derechos Humanos.

14. Los comuneros mapuches no piden un indulto por los delitos supuestamente cometidos, sino que quieren un debido proceso. El Estado chileno debe asegurar a todas los comuneros y a todos sus habitantes un juicio justo, que se respeten sus derechos fundamentales y se garantice siempre que no se utilizaran normas de excepción para tratar delitos civiles o comunes.

15. La manera de conciliar la cosa juzgada con las obligaciones internacionales es recurriendo al viejo instituto del recurso de revisión, que es la forma como nuestro ordenamiento jurídico remedia situaciones de cosa juzgada cuando esta tiene algún origen ilegítimo. Una solución este tipo, además, salvaguarda la garantía del artículo 76 de nuestra Constitución Política (“... Ni el Presidente de la República ni el Congreso Nacional pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.”), en orden a que no hay una autoridad de un orden distinto al judicial que revisa el mérito de un proceso o revive un proceso fenecido, sino que se devuelve al sistema judicial el mecanismo para reparar una escisión evidentemente nula y contradictoria con el ordenamiento jurídico. De este modo, con la introducción de dos nuevas causal de revisión al artículo 473 del Código Procesal Penal se restablecería el imperio del derecho.

“Artículo 473.- Procedencia de la revisión. La Corte Suprema podrá rever extraordinariamente las sentencias firmes en que se hubiere condenado a alguien por un crimen o simple delito, para anularlas, en los siguientes casos:

a) Cuando, en virtud de sentencias contradictorias, estuvieren sufriendo condena dos o más personas por un mismo delito que no hubiere podido ser cometido más que por una sola;

b) Cuando alguno estuviere sufriendo condena como autor, cómplice o encubridor del homicidio de una persona cuya existencia se comprobare después de la condena;

c) Cuando alguno estuviere sufriendo condena en virtud de sentencia fundada en un documento o en el testimonio de una o más personas, siempre que dicho documento o dicho testimonio hubiere sido declarado falso por sentencia firme en causa criminal;

d) Cuando, con posterioridad a la sentencia condenatoria, ocurriere o se descubriere algún hecho o apareciere algún documento desconocido durante el proceso, que fuere de tal naturaleza que bastare para establecer la inocencia del condenado, y

e) Cuando la sentencia condenatoria hubiere sido pronunciada a consecuencia de prevaricación o cohecho del juez que la hubiere dictado o de uno o más de los jueces que hubieren concurrido a su dictación, cuya existencia hubiere sido declarada por sentencia judicial firme.”

16. Es una buena oportunidad también para salvar la deuda que tiene nuestra tradición jurisprudencial con el sistema internacional de salvaguarda y protección de los derechos humanos, pues la implementación de procedimientos de excepción, como los de la Ley Antiterrorista, para juzgar delitos comunes violenta el ejercicio de los derechos fundamentales y el debido proceso. Por ello, las causales propuestas expresamente abrirían esa posibilidad, lo cual significa llenar otros vacíos de nuestra legislación procesal particularmente graves como es la aplicación de la Ley de Amnistía.

17. En consecuencia, además de la necesaria revisión integral de los efectos de la Ley Nº 18.314, adecuándola a la jurisprudencia internacional, proponemos el establecimiento de remedios procesales a las injusticias a que hemos aludido en los contenidos de esta propuesta. Consideramos plenamente adecuado la modificación del artículo 473 del Código Procesal Penal, introduciendo dos nuevas causales al recurso de revisión.

Por tanto, proponemos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguese al artículo 473 del Código Procesal Penal la siguiente causal nueva:

“f) Cuando se hayan utilizado procedimientos de la Ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, para juzgar delitos comunes.

g) Cuando la sentencia haya sido dictada en contravención a obligaciones contraídas por el Estado de Chile, en virtud del derecho internacional consuetudinario, convencional, principios generales del derecho y las normas de jus cogens.”

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES MUÑOZ ABURTO, QUINTANA, ROSSI, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), RESPECTO DE INDEMNIZACIÓN A VÍCTIMAS DE LA TALIDOMIDA

(S 1372-12)

1. La Talidomida o Contergan fue fabricada por el Laboratorio Chemie-Grünenthal, en Alemania. Su creador fue un médico alemán con un pasado nazi, el doctor Heinrich Mückter, que durante la 11 Guerra Mundial estuvo destinado en el campo de concentración de Nüremberg, donde realizaba ensayos clínicos con piojos, cerdos y humanos.

2. La molécula de talidomida comenzó a comercializarse en octubre de 1952, pero sus efectos no se detectaron hasta 1961 en Alemania. Año en que se autorizó su fabricación y venta en nuestro país.

3. La talidomida se suministraba a las mujeres embarazadas, a pesar de que se había descubierto las malformaciones congénitas que producía a los niños en estado de desarrollo embrionario.

4. La talidomida se vendió en más de 50 países con ochenta nombres comerciales distintos y no se sabe a cuantos más llegó como muestra médica o de contrabando, se calcula que afectó a 20.000 bebés. En nuestro país se desconoce cualquier cifra, no hay registros oficiales de niños nacidos con defectos congénitos producto de la talidomida. De acuerdo a las cifras de VITACHI (Victimas de la Talidomida Chile) serían cerca de 100 personas vivas las afectadas. Asimismo, se debe recordar que el año 1979 se borró el sistema estadístico de salud mediante el decreto 2763 del Ministerio de Salud, lo que dificulta saber a ciencia cierta cuantas fueron las victimas en Chile.

5. Respecto a la responsabilidad del Estado, existen al menos 4 resoluciones que autorizan la venta y distribución de este medicamento.

a. Resolución Exenta Nº 305 de Fecha 7 de Febrero de 1961, inscripción Nº 7917. Softenon Supositorios, laboratorio Recalcine con licencia de Chemie-Grünenthal de Alemania.

b. Resolución Exenta Nº 651 de Fecha 23 de Marzo de 1961, inscripción Nº 795. Softenon Jarabe, laboratorio Recalcine con licencia de Chemie-Grünenthal de Alemania.

c. Resolución Exenta Nº 752 de Fecha 5 de Abril de 1961, inscripción Nº 7966. Softenon Tabletas, laboratorio Recalcine con licencia de Chemie-Grünenthal de Alemania

d. Resolución Exenta Nº 723 de Fecha 3 de Abril de 1961, inscripción Nº 7967. Betasedán Comprimidos de 50 MG, Instituto Bioquímico Beta S.A.

6. Estas resoluciones hacen responsable al Estado de Chile por los daños y perjuicios que produjo la talidomida. A pesar de los años que han transcurrido, el Estado no puede obviar su responsabilidad, porque estamos hablando de una verdadera vulneración a los derechos fundamentales. Fue nuestro Estado quién permitió su distribución en Chile.

7. Los niños, victimas de la talidomida, hoy son adultos y han tenido que soportar toda una vida las dolorosas secuelas que les provocó este fármaco. Su vida laboral y las de sus familias también se han visto afectadas. Así lo han entendido distintos países del mundo. En Alemania y Gran Bretaña se establecieron fondos, pagados por las compañías responsables (de Alemania) y el Estado. Asimismo, a principios del año 2011, en España, se aprobó una indemnización a los 24 supervivientes que se han identificado en dicha nación. Los afectados recibirán entre 30.000 y 100.000 euros, en función del grado de discapacidad que presenten.

8. El 18 de enero del año 2011 se aprobó un proyecto de acuerdo en la cámara de diputados donde se pide crear un registro de victimas, indemnizar a todas y todos los afectos, así como becas de estudios para ellos y sus hijos.

9. La respuesta del ejecutivo fue insuficiente y una falta de respeto a las victimas de la talidomida. El Ministro de Salud respondió al Proyecto de Acuerdo el 18 de marzo del 2011. En su oficio a la Cámara de Diputados sólo hace referencia a uno de los puntos de acuerdo, señalando que se creará una mesa intersectorial para dar asistencia técnica a las victimas con el objeto de agilizar los contactos con la fundación alemana Conterganstiftung Für Behinderte Menschen, que se encarga de asistir a las víctimas de talidomida en todo el mundo. Sobre el registro y la indemnización no se pronuncia. A tres meses de dicha respuesta, todavía no se convoca a la mesa intersectorial.

10. Por todo lo anterior, venimos a presentar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E. el Presidente de la República, Sebastián Piñera, lo siguiente:

a) Que se reconozca la responsabilidad del Estado de Chile por autorizar la venta del fármaco TALIDOMIDA, generando a través del Ministerio de Salud un sistema que permita la identificación y registro de los afectados a través de los procedimientos médicos pertinentes.

b) Que para las personas que este sistema determine hayan sufrido malformaciones por efecto de la TALIDOMIDA el Estado de Chile establezca un sistema de indemnización a través de beneficios que favorezcan su inserción social, pensiones especiales para los afectados directos y becas de estudio tanto para ellos como sus hijos.

c) Que se haga efectiva la mesa intersectorial para que a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, se oriente gratuitamente a las víctimas en sus reclamaciones ante los organismos internacionales gubernamentales y no gubernamentales que tengan por finalidad indemnizarlos.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH, RUIZ-ESQUIDE, KUSCHEL Y LARRAÍN (DON HERNÁN), RELATIVO A LA SITUACIÓN DE LA COMUNIDAD BAHÁ’I EN IRÁN

(S 1373-12)

Considerando:

1. El derecho a la educación, proclamado por la Declaración Universal de los Derechos Humanos y garantizado por el Acuerdo Internacional sobre Derechos Sociales Económicos y Culturales -que ha sido firmado y ratificado por Irán- enfatiza el acceso igualitario a la educación superior, siendo el único criterio legítimo de admisión el cumplimiento de los estándares académicos de ingreso.

2. Desde 1979, el Gobierno de Irán ha buscado sistemáticamente privar de la educación superior a los jóvenes miembros de su minoría religiosa más grande no musulmana, la numerosa comunidad bahá’i de 300.000 adeptos. Dicho gobierno también ha buscado sofocar los esfuerzos bahá’is por establecer sus propias iniciativas, incluyendo el Instituto Bahá’i para Educación Superior (BIHE).

3. Que el gobierno iraní ha creado un plan denominado La Cuestión Bahá’i, el que concentra sus esfuerzos en un trabajo coordinado y sistemático para erradicar la comunidad bahá’i como un grupo viable dentro de la sociedad iraní.

4. Que durante los primeros años de la República Islámica más de 200 bahá’is, muchos de ellos ocupando posiciones de liderazgo, desaparecieron o fueron ejecutados públicamente. Un gran número de jóvenes bahá’is fueron expulsados de las universidades.

5. Que en diciembre de 1990, el Líder Ayatollah Ali Khamenei instruyó al Presidente Rafsanjani que se tratara “la cuestión bahá’i”, y el asunto fue referido al Consejo Supremo de la Revolución Cultural (SCCR).

De acuerdo con el texto del memorándum, el Ayatollah Khamenei deseaba propuestas de políticas “concebidas de tal manera que todos entenderían, qué se debería o no se debería hacer” respecto a los bahá'is. En respuesta a la solicitud del Ayatollah Khamenei, el Dr. Syyed Mohammad Reza Hashemi Golpaygani, Secretario de la SCCR, preparó un memorándum confidencial para delinear guías de política a la luz de la constitución y las leyes religiosas y civiles del país. (Firmado por algunos de los miembros más poderosos del Gobierno de Irán). El memorándum clarifica lo que se había convertido en una política de facto de Estado: los bahá’is deben ser tratados de manera tal que “su progreso y desarrollo sea bloqueado”. Dicho memorándum declara que los bahá'is pueden ganar un “sustento modesto”, pero "deben ser expulsados de las universidades” y el Estado debe “negarles empleo si se identifican como bahá’is, y negarles cualquier posición de influencia, como ser en el sector educacional entre otros. "Los niños, dice el memorándum, deben ser matriculados en colegios que tienen una ideología religiosa fuerte e imponente.”

Human Rights Watch concluyó que se contaba con evidencia concreta de “una política oficial de persecución”, luego que ese memorándum saliera a luz en 1993.

6. Inmediatamente después de la Revolución Islámica, docentes bahá’is trabajando en las universidades, fueron despedidos, y los estudiantes universitarios bahá’is fueron expulsados. En 1987, como iniciativa educacional, desarrollada por la comunidad bahá’i de Irán, y con el fin de proporcionar educación a jóvenes bahá’is, quienes, por una política oficial del Gobierno, estaban privados de acceso a una educación superior, se estableció el Instituto Bahá’i para Educación Superior.

Queda, cada vez mas claro que las autoridades no tenían la intención de cambiar esta situación. En vista de que la comunidad bahá’i reconoce el alto valor de la educación, algunos bahá’is con experiencia académica comenzaron a ofrecer sus servicios como voluntarios para dar clases a los jóvenes, dando lugar a que esta empresa evolucione llegando a ser conocida como el Instituto Bahá’i para Educación Superior.

Los cursos se llevan a cabo de acuerdo con las más altas normas académica y a los universitarios graduados se les otorga títulos de acuerdo a las normas establecidas en el mundo. Varias universidades de prestigio de Europa América del Norte, Australia e India, siendo testigos de la capacidad y profundos logros académicos de los estudiantes graduados, y considerando las circunstancias que les rodearon, han reconocido los títulos académicos admitiendo a varios de los egresados para estudios de postgrado. Una vez graduados, la mayoría de ellos regresó a Irán, ofreciéndose como voluntarios docentes y haciendo posible que el Instituto mantenga sus estándares académicos.

7 Que el 21 de mayo, 2011, agentes del Ministerio de Inteligencia, actuando simultáneamente en varias ciudades del país, como ser Gobardasht, lisfahan, Karaj, Sari, Shiraz, Tehran y Zabedan, allanaron las casas de personas que están involucradas estrechamente asistiendo a las operaciones del Instituto Bahá’i para Educación Superior. Informes iniciales indican que al menos treinta hogares fueron objeto de extensas búsquedas y que, inmediatamente o al día siguiente, dieciséis bahá’is fueron arrestados.

8 Que la Comunidad Bahá’i manifiesta su aprecio y reconocimiento al Gobierno de Chile por su apoyo en las Sesiones de la Asamblea General de Naciones Unidas a favor de los bahá’is en Irán, y muy particularmente hace referencia a la Resolución adoptada por el Consejo de Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en la República de Irán, en su 16ava. Sesión celebrada en Ginebra del 28 de febrero al 25 de marzo de 2011, oportunidad en la que el Gobierno de Chile fue co-patrocinador de dicha Resolución, ya que por primera vez, el Consejo estableció un mecanismo internacional de vigilancia designando un Relator Especial que examine e informe sobre los derechos humanos en Irán, y cuyo mandato incluye violaciones contra los bahá’is de ese país.

Venimos a presentar el siguiente Proyecto de Acuerdo

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de la República de Chile acuerda solicitar a S.E. el Presidente de la República que:

1. Realice con urgencia las gestiones diplomáticas que sean necesarias para elevar la protesta del Gobierno y el pueblo chileno ante la Organización de las Naciones Unidas y otras instancias internacionales por la violación de los derechos humanos cometidas por la República de Irán contra todos aquellos que tienen o profesan diferentes religiones a la oficial del país.

2. Que se condene enérgicamente la persecución rigurosa y sistemática contra los bahá'is y, en este caso específico, la privación al derecho universal de la educación, allanando el Instituto Bahá’i para Educación Superior y la detención injusta de aquellas personas involucradas en su funcionamiento.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.
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� Mensaje Nº 315-352.


� Convención Americana de los Derechos Humanos, de la OEA (ratificada en 1990); Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, de la ONU (ratificada en 1971); Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de la ONU (ratificada en 1972); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de la ONU (ratificada en 1972); Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, de la ONU (ratificada en 1988); Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, de la ONU (ratificada en 1989); “Convención Sobre los Derechos del Niño, de la ONU (ratificada en 1990).


� Como el Recurso de Amparo Económico consagrado en la ley N° 18.971, entre otros.


� Mensaje Nº 315-352.


� Ibid.


� Se desarrollará in extenso este problema en el punto II de este informe.


� Oficio Nº 58 del 3 de mayo de 2005, Oficio Nº 168 del 15 de noviembre de 2005, Oficio Nº 27 del 23 de enero de 2007.


� Mensaje Nº 315-352.


� Ibid.


� Ibid.


� Véase fallo Tribunal Constitucional, causa Rol 740-2007.


� Mensaje Nº 315-352.


� “Conforme con las normas penales antidiscriminatorias en el Derecho Comparado, el sujeto activo está movido por alguna “causa o razón discriminatoria”.  Con ello se añade un nuevo elemento, esta vez subjetivo, a la conducta discriminatoria objetiva. La doctrina española ha entendido este componente subjetivo en un sentido que sobrepasa lo meramente emotivo o psicológico y causal –como si fuera “equivalente a móvil, en el sentido de una actitud puramente interna del sujeto pasivo que da razón del acto concreto que realiza”–.  Más bien lo interpreta como una característica del ánimo (Alonso Alamo) o disposición moral del delincuente (Córdoba Roa), que se traduce en la actitud vital orientada en contra del valor del respeto a la dignidad igual de los demás (Bernal del Castillo, 1998, pp. 62-66).  Cercana a esta concepción, la doctrina brasileña tradicionalmente ha distinguido entre prejuicio y discriminación.  El prejuicio –dice Jorge da Silva (cit. Frejda, 1997, p. 11)– es “un sentimiento, y aún una actitud en relación a una raza o a un pueblo, resultado de la internalización de creencias racistas”.  Un sentimiento que puede acompañar a un hombre en todos los momentos de su vida, la discriminación es su manifestación.  Para Aurelio Buarque de Holanda Ferreira, la raíz latina praeconceptus de la palabra portuguesa preconceito (prejuicio), favorece la noción de un concepto o una opinión formados anticipadamente (cit. Frejda, 1997, p. 11). (...)  Aquí el elemento subjetivo parece estar dado por todo aquello que lleva al sujeto a “operar” la distinción.  Esta subjetividad está ordenada hacia la objetividad en la medida en que es guiada por una o más de las causas o razones discriminatorias cuyo catálogo o lista es entregado por la misma norma”. En  “Discriminación punible. Derecho Comparado: Alemania, Argentina, Brasil, España, Francia y México”. Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones, página 7. Santiago, 2005.


� En cuanto a su actuación para alcanzar un objetivo; no en cuanto a su calidad de persona.


� Mensaje Nº 315-352.


� De establecerse que la prueba será apreciada por la Corte según las reglas de la sana crítica, este grave y recurrente error lógico daría lugar, de permitirse, a numerosos recursos de casación.


� Artículo 6º. La libertad religiosa y de culto, con la correspondiente autonomía e inmunidad de coacción, significan para toda persona, a lo menos, las facultades de:


a) Profesar la creencia religiosa que libremente elija o no profesar ninguna; manifestarla libremente o abstenerse de hacerlo; o cambiar o abandonar la que profesaba;


b) Practicar en público o en privado, individual o colectivamente, actos de oración o de culto; conmemorar sus festividades; celebrar sus ritos; observar su día de descanso semanal; recibir a su muerte una sepultura digna, sin discriminación por razones religiosas; no ser obligada a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales y no ser perturbada en el ejercicio de estos derechos;


c) Recibir asistencia religiosa de su propia confesión donde quiera que se encuentre.


La forma y condiciones del acceso de pastores, sacerdotes y ministros del culto, para otorgar asistencia religiosa en recintos hospitalarios, cárceles y lugares de detención y en los establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad, serán reguladas mediante reglamentos que dictará el Presidente de la República, a través de los Ministros de Salud, de Justicia y de Defensa Nacional, respectivamente;


d) Recibir e impartir enseñanza o información religiosa por cualquier medio; elegir para sí -y los padres para los menores no emancipados y los guardadores para los incapaces bajo su tuición y cuidado-, la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones, y


e) Reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar comunitariamente sus actividades religiosas, de conformidad con el ordenamiento jurídico general y con esta ley.


Artículo 7º. En virtud de la libertad religiosa y de culto, se reconoce a las entidades religiosas plena autonomía para el desarrollo de sus fines propios y, entre otras, las siguientes facultades:


a) Ejercer libremente su propio ministerio, practicar el culto, celebrar reuniones de carácter religioso y fundar y mantener lugares para esos fines;


b) Establecer su propia organización interna y jerarquía; capacitar, nombrar, elegir y designar en cargos y jerarquías a las personas que correspondan y determinar sus denominaciones, y


c) Enunciar, comunicar y difundir, de palabra, por escrito o por cualquier medio, su propio credo y manifestar su doctrina.





� Cf. Departamento de Prensa, Boletín N° 3.816-07, del 02/05/2006.


� Respecto de la inconstitucionalidad del proyecto, también el Instituto de Libertad y Desarrollo expresó que: “ El proyecto de ley en estudio, en la medida que permitirá recurrir judicialmente, incluso exigiendo una indemnización pecuniaria, (…), está excediendo el marco regulatorio que la Constitución impone a la prohibición de no discriminar, que queda circunscrita a los órganos del Estado y no al de las personas naturales o jurídicas que hacen uso de su libertad de contratación, de asociación y de ejercer cualquier actividad económica, que, asimismo, las garantiza la Constitución. Desde este punto de vista, el proyecto no cumple con un requisito básico en cuanto a señalar una base constitucional que le dé viabilidad legislativa”. Cf. “Libertad y Desarrollo”, 7 de abril, 2006.


� En este sentido existen ya dos mociones legales que pretenden introducir en la legislación nacional la equivalencia del matrimonio civil con las uniones homosexuales. 1) El proyecto que modifica el Código Civil en relación al concepto de matrimonio, Boletín N° 5.780-18, cuyo artículo único propone: Modifíquese el artículo 102 del Código Civil en el siguiente sentido: a) suprímase la expresión "un hombre y una mujer" por "dos personas", y b) elimínase la frase "de procrear". La segunda moción es el proyecto de ley de fomento de la no discriminación y contrato de unión civil entre personas del mismo sexo, Boletín Nº 3.283-18), cuyo artículo 1º propone: “La presente ley protege la existencia legal de la familia constituida entre personas del mismo sexo, cuyos miembros, que cumplan los requisitos establecidos por la ley, deseen acogerse al régimen patrimonial por ella previsto, durante su vigencia, y con motivo de su disolución.”.


� Cf. Resolución 671/2008, publicada en el B.O. N° 31.476, publicada en “Notivida”, año VIII, n° 536 del 27 de agosto, 2008.


� Ley marco sobre derechos sexuales y reproductivos (Boletín Nº 2.608-11, sobre los límites de edad para el ejercicio de estos “derechos”, establece que “todas las personas tienen derecho a acceder a una educación integral para la vida afectiva y sexual desde temprana edad, posibilitando el bienestar, (...) y el ejercicio de la sexualidad en forma plena, libre e informada”. A mayor abundamiento, el proyecto insiste en que se prohíbe “toda forma de discriminación en el ejercicio de estos derechos, sea que provenga del Estado o de los particulares, entendiéndose por discriminación cualquier exclusión, menoscabo, restricción, o diferenciación arbitraria basada en (...) la edad”.


� Con ocasión de la discusión del primer proyecto de penalización de las discriminaciones, el penalista Manuel De Rivacoba sugirió poner la discriminación entre los delitos contra los derechos garantizados por la Constitución y crear, para cualquier delito, una agravante por motivos discriminatorios, “concibiendo tanto el delito como la agravante en los términos más amplios, para que no se escape ninguna discriminación: hay que buscar una fórmula lo más genérica y lo más amplia posible –con el riesgo de equivocarse, por cierto- en que quepan todas las formas de discriminación” para “que queden todas desvaloradas y condenadas penalmente (...) y así puestas como ejemplo esas condenas, se logre el respeto a las diferencias” (cf. La revolución cultural, un smog que envenena a la familia chilena, Acción Familia, diciembre 2001. pág. 81 y 82. Boletín 2.142).


Por su parte, la autodenominada, Federación Chilena de la Diversidad Sexual, que dice tener “presencia en 11 de las 15 regiones de Chile”, propugna la derogación del artículo 365, precisamente aquel que despenalizó las relaciones homosexuales, por considerar ahora que sería discriminatorio, pues sólo las permite entre mayores de edad. Cf. “Acta de Constitución de la Federación Chilena de la Diversidad Sexual, (Plan de Acción al 2009)”, 26 de agosto del 2007.


Esta Federación contó con el auspicio de la División de Organizaciones Civiles (DOS), y del Instituto Nacional de la Juventud para organizar un acto el pasado 14 de julio a favor de la aprobación urgente del proyecto que establece medidas contra la discriminación. Cf. “La Nación”, 14 de junio 2008 16:20.





� “Charlas en nueve liceos y sensibilización sobre los derechos de las minorías sexuales en diversos municipios, universidades y el Senado desarrolló el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (…). Discusiones sobre los derechos de lesbianas, gays, bisexuales y transexuales (LGBT), sobre el bullying homofóbico y transfóbico y sobre estrategias para prevenir y enfrentar y la discriminación, fueron parte de las charlas que se realizaron con el patrocinio de la Cooperación Extremeña de España y la Fundación Triángulo de esa localidad. Las charlas fueron informadas y acompañadas por un proceso de sensibilización sobre la materia a alcaldes y direcciones municipales de educación, además del MINEDUC. El Movilh se reunió en ese sentido con la Encargada de Educación Sexual y Afectividad del Ministerio de Educación, María de la Luz Silva, y con los alcaldes de La Granja y San Joaquín, Claudio Arriagada y Sergio Echeverría.” Cf. El Mostrador”, 8 de septiembre, 2008. � HYPERLINK "http://www.elmostrador.cl/modulos/noticias/constructor/noticia_nueva.asp?id_noticia=257454" ��http://www.elmostrador.cl/modulos/noticias/constructor/noticia_nueva.asp?id_noticia=257454�


� "Apoyándose en la Sagrada Escritura que los presenta (las conductas homosexuales) como depravaciones graves (cf Gn 19, 1-29; Rm 1, 24-27; 1 Co 6, 10; 1 Tm 1, 10), la Tradición ha declarado siempre que "los actos homosexuales son intrínsecamente desordenados" (CDF, decl. "Persona humana" 8). Son contrarios a la ley natural. Cierran el acto sexual al don de la vida. No proceden de una verdadera complementariedad afectiva y sexual. No pueden recibir aprobación en ningún caso".(Nº 2.357).





� El Centro de Libertad Religiosa de la Universidad Católica expuso a la Comisión de Derechos Humanos del Senado que “En concreto, en este proyecto, su articulado parece responder a visiones ideológicas más que a una efectiva necesidad. Al menos respecto de la libertad religiosa, debiera considerarse la especificidad (u originalidad) del hecho religioso, y la situación tanto del creyente como de la organización religiosa, comprendiendo que existen criterios que desde otra perspectiva tendrían una apariencia de arbitrariedad, pero que desde una adecuada comprensión del contenido y alcance de la libertad de conciencia y de religión, responden a su natural y obvia manifestación a partir de la propia identidad.” Cf. Sesión, 19 de julio, 2006.





� Se agrega al artículo 3° la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.”.


� Informativo “Acción Familia”, septiembre 2007.


� Un ejemplo de este carácter persecutorio de la libertad religiosa es el hecho que el lobby homosexual que ha promovido este proyecto de no discriminación, considera a la Iglesia Católica como la institución más “homofóbica” de Chile, por el mero hecho de no haber renovado la licencia de enseñar a una profesora lesbiana de la ciudad de San Bernardo, que impartía clases de religión católica en un colegio municipal de esa ciudad”. Cf. “VI Informe Anual Derechos Humanos Minorías Sexuales Chilenas. Hechos 2007”.





� Cf. “Constitución Política de la República de Chile, Capítulo I, Bases de la Institucionalidad”.


� Para medir el concepto extensivo que se pretende dar al proyecto, el Senador Muñoz Barra propuso, en su tramitación, “abordar todos los aspectos discriminatorios que aún persisten en nuestra sociedad ya sea en educación, salud, sistema laboral y previsional”. Cf. Boletín del Senado, N° 3.816-07, de 02/05/2006.


� “10º El derecho a la educación. (…)Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho.”.





� Al respecto, la Congregación para la Doctrina de la Fe señala: “La sociedad debe su sobrevivencia a la familia fundada sobre el matrimonio. Es, por lo tanto, una contradicción equiparar a la célula fundamental de la sociedad lo que constituye su negación. (cf. “Consideraciones sobre los proyectos de reconocimiento legal de uniones homosexuales, Congregación para la Doctrina de la Fe, 31 de julio, 2003).


� Cf. Opusgay.cl, 9 de mayo, 2008.


� Cf.: "Consideraciones para la respuesta católica a propuestas legislativas de no discriminación a homosexuales", “Congregación para la Doctrina de la Fe”, Julio de 1992, manifestándose con relación a proyectos similares declaró en documento titulado: "Consideraciones para la respuesta católica a propuestas legislativas de no discriminación a homosexuales".


� La función del Tribunal Constitucional es por esencia el control del legislador, de manera que su concepto de igualdad es el que naturalmente interesa en este trabajo. En efecto, la infracción de la igualdad por parte del legislador es más grave, permanente y agraviante que la cometida por una simple autoridad o persona. La discriminación inserta en la ley, dado su rango, imperatividad y presunción de bondad que se le atribuye, hace extremadamente grave una desorientación legislativa respecto de este principio.


� Linares Quintana, Segundo, Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional argentino y comparado, Editorial Plus Ultra , Buenos Aires, año 1978, tomo IV, pág. 263.


� Véase: Fermandois Vohringer, Arturo, Derecho Constitucional Económico. Doctrina y Jurisprudencia, tomo I, Ediciones Universidad Católica de Chile, 2ª edición, Santiago, 2006, pág. 263.


� Ver STC rol Nº 185, de 28 de febrero de 1994, considerando 12.


� Ver Fernández González, Miguel Angel: “Constitucionalidad de las Acciones Positivas”, publicado en Gaceta Jurídica N° 201, 9 - 20.


( Minuta preparada por el Observatorio Parlamentario, integrado por Corporación Humanas, el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, Fundación Ideas, Centro de Estudios de la Mujer CEM y OXFAM.


� Organismo especializado de Naciones Unidas encargado de supervisar el cumplimiento por los Estados Parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, creado por dicho Pacto.


� Comité de Derechos Humanos. Observación General Nº 18 No Discriminación (10/11/89), párrafo 7.


� Dispone la Constitución Política de la República en el artículo 1º que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. Asimismo se señala que “la Constitución asegura a todas las personas: ... la igualdad ante la ley (artículo 19, numeral 2), como “la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos (artículo 19, numeral 3).


� La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración de Derechos Humanos, la Convención para la Prevención y Sanción del Genocidio, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Convención sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación contra la Mujer, la Convención contra la Tortura y la Convención sobre los Derechos del Niño.


� Ley Nº 24.515.


� Además, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene atribuciones para ... e) proponer a las diversas autoridades del país, de acuerdo a su competencia, que promuevan cambios o modificaciones de disposiciones legislativas, reglamentarias, así como de prácticas administrativas para una mejor protección de los Derechos Humanos, f) formular programas y proponer acciones en coordinación con las dependencias competentes para impulsar el cumplimiento de tratados internacionales ratificados por México en materia de Derechos Humanos, y proponer al Ejecutivo Federal la suscripción de convenios o acuerdos internacionales en materia de Derechos Humanos, g) promover el estudio, la enseñanza y divulgación de los Derechos Humanos en el ámbito nacional e internacional y h) elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de Derechos Humanos.


� Comité de Derechos Humanos. Observación General Nº 18 No Discriminación (10/11/89). Párrafo 10.





� “Chile examinó las recomendaciones formuladas durante el dialogo interactivo y dio su apoyo a las que figuran a continuación: ... 19. Adoptar nuevas medidas para hacer frente a la discriminación contra la mujer y los miembros de grupos vulnerables, incluidos los niños, las minorías y los indígenas (Reino Unido), e intensificar los esfuerzos en pos del pleno respeto de sus derechos y su protección contra las prácticas discriminatorias (Italia); 20. Velar en mayor medida por la aplicación de la legislación que garantiza los principios de no discriminación y adoptar una estrategia integral para eliminar todas las formas de discriminación, en particular la discriminación por motivos de género (Ucrania); revisar y, si es necesario, modificar la legislación para garantizar a todos el derecho a no ser discriminados y, en particular, a eliminar todas las formas de discriminación contra la mujer (México);… 27. Reforzar las medidas contra las actitudes discriminatorias en la sociedad, por ejemplo iniciativas de educación pública y de igualdad y medidas legislativas para prevenir la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género (Nueva Zelandia); 28. Prohibir por ley la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género y abordarla en los programas y políticas de igualdad (Suecia) y utilizar los Principios de Yogyakarta como guía en la formulación de políticas (Países Bajos)”. CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS (2009). Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal Chile, 12º período de sesiones, A/HRC/12/10, párrafo 96 numerales 19, 20, 27 y 28.


� COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL (2009). Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial CHILE, 75º período de sesiones, CERD/C/CHL/CO/15-18, párrafo 18.


� Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación. Mensaje Nº 315-352. Boletín Legislativo Nº 3.815-07 ingresado a tramitación el 22 de marzo de 2005.


� Boletín de indicaciones al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, 13 de octubre de 2008.


� Boletín de indicaciones al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, 13 de octubre de 2008.


� Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo XC (1993), N° 2 (Mayo-Agosto), Sección 5, sentencia CORTE SUPREMA, Inaplicabilidad por Inconstitucionalidad, Rol N° 17058 (Juzgado de Letras de Angol), considerando 5°.


� Boletín de indicaciones al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, 7 de abril de 2008.


� GÓMEZ BERNALES, Gastón (2005), Derechos Fundamentales y Recurso de protección, Ediciones Universidad Diego Portales, Santiago. De acuerdo a este estudio, de los 83 recursos presentados por afectaciones al derecho a la igualdad, sólo 59 fueron acogidos. Se trata del segundo derecho más afectado, a continuación del derecho a la propiedad (2.402 recursos presentados).


� En el primer oficio remitido por la Corte Suprema, en mayo de 2005, se informó negativamente el proyecto de acuerdo a la opinión mayoritaria. Pero este rechazo no fue unánime, de hecho siete ministros “fueron de opinión de acoger favorablemente el proyecto, por estimar que la iniciativa resultaría un complemento necesario al derecho constitucional de la igualdad ante la ley y la prohibición que se le impone a la ley o cualquiera autoridad para establecer diferencias arbitrarias...”. (Oficio de la Corte Suprema Nº 58 de 3 de mayo de 2005). Transcurridas diversas etapas en la tramitación legislativa del mismo, la Corte llega a señalar  “Sin embargo, como se ha insistido en la creación de esta acción especial, pese a los reparos formulados por este tribunal, es necesario enfatizar que este último proyecto mejora ostensiblemente los aspectos sustantivos y procesales que le merecieron también objeción a esta Corte”. (Oficio Nº 27 de 23 de enero de 2007).


� Revisión del texto propuesto por la Comisión de Derechos Humanos del Senado, junio de 2008, artículos 4º y 5º.


� NOGUEIRA ALCALA, Humberto, El Recurso de Protección en el Contexto del Amparo de los Derechos Fundamentales Latinoamericano e Interamericano. Ius et Praxis, Talca, v. 13, n. 1,  2007.


� COMISIÓN INTERNAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. Estudio de los estándares fijados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, OEA/Ser.L/V/II.129, Doc. 4, 7 septiembre 2007, Original: Español, párr. 177.


� “Para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el citado artículo [25] no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener efectividad, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso que sea sencillo y rápido, en los términos del artículo 25 de la Convención” (CORTE INTERAMERICANA, Caso “Panel Blanca” (1998), párrafo 164; Caso Cesti Hurtado (1999), párrafo 125; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni (2001), párrafo 114; entre otros.


� Boletín de indicaciones al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, 13 de octubre de 2008.


� Señala la norma incorporada al texto del proyecto por la Comisión de Derechos Humanos: “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 19.638, las distinciones que las entidades religiosas realicen de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias.” (Art. 3º inciso 2).


� Oficios de fechas 11 de mayo de 2005, 22 de noviembre de 2005 y 23 de enero de 2007, disponibles en: � HYPERLINK "http://sil.senado.cl/pags/index.html" ��http://sil.senado.cl/pags/index.html� (Noviembre, 2008)





� KELSEN, Hans, Teoría General del Estado, Labor, Barcelona, 1934.


� Actas oficiales de la Comisión Constituyente, Sesión 92ª de 2 de diciembre de 1974. pp. 5,7-8.


� Actas oficiales de la Comisión Constituyente, Sesión 92ª de 2 de diciembre de 1974. pp. 9 y 17.





� Alejandra Voigt, Christine Weidenslaufer y Christian Finsterbusch, Área de Análisis Legal, Asesoría Técnica Parlamentaria, BCN; � HYPERLINK "mailto:avoigt@bcn.cl" ��avoigt@bcn.cl�, anexo 3184 y 1875, 12.01.2011.


� AAVV, El Principio de Igualdad en la Constitución Española, Dirección General del Servicio Jurídico del Estado. XI Jornadas de Estudio, 1991, pp. 135 y ss.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www2.ohchr.org/spanish/law/" ��http://www2.ohchr.org/spanish/law/� (Enero, 2011).


� Ibídem.


� Mensaje del proyecto de Ley Boletín N° 3815-07.


� Todas las normas francesas citadas se encuentran, en su idioma original, disponibles en: � HYPERLINK "http://www.legifrance.gouv.fr" ��http://www.legifrance.gouv.fr�. (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.html" ��http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.html�. (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l62-2003.html" ��http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l62-2003.html�.  (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l49-2007.html" ��http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l49-2007.html�  (Enero, 2011).





� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.mujeresenred.net/IMG/pdf/leyorganicaparalaigualdad.pdf" ��http://www.mujeresenred.net/IMG/pdf/leyorganicaparalaigualdad.pdf�. (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/20465/texact.htm" ��http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/20465/texact.htm�  (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/25000-29999/25031/texact.htm" ��http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/25000-29999/25031/texact.htm� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil/Leis/L7716.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil/Leis/L7716.htm� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/2003/L10.678.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/2003/L10.678.htm� (Enero, 2011). 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L9799.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L9799.htm� (Enero, 2011). 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L9029.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L9029.htm� (Enero, 2011). 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L7716.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L7716.htm� (Enero, 2011). 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2007-2010/2010/Decreto/D7388.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2007-2010/2010/Decreto/D7388.htm� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo" ��http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo� (Enero, 2011).


� Capítulo XIV A del Código Penal. Disponible en: � HYPERLINK "http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo" ��http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/28867.pdf" ��http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/28867.pdf� (Enero, 2011).


� Artículo 323: “El que discrimina a otra persona o grupo de personas, por su diferencia racial, étnica, religiosa o sexual, será reprimido con prestación de servicios a la comunidad de treinta a sesenta jornadas o limitación de días libres de veinte a sesenta jornadas. Si el agente es funcionario público la pena será prestación de servicios a la comunidad de sesenta a ciento veinte jornadas e inhabilitación por tres años, conforme al inciso 2) del Artículo 36.”.


� Ver en: � HYPERLINK "http://www.servindi.org/archivo/2006/1017" ��http://www.servindi.org/archivo/2006/1017� (Enero, 2011).


� Artículo 8° de la Constitución de la República Oriental del Uruguay de 2004. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/constituciones/const004.htm" ��http://www.parlamento.gub.uy/constituciones/const004.htm� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17817&Anchor" ��http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=17817&Anchor� (Enero, 2011). 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf" ��http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf� (Enero, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/262.pdf" ��http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/262.pdf� (Enero, 2011).


� Les Back y John Salomos, Theories of RACE and Racism. A Reader, London-New York, Routledge,  2000, p.4.


� Michel Wieviorka, "Racismo y Exclusión", en Estudios Sociológicos, El Colegio de México, N° 34, enero-abril de 1994, pp. 34-37.


� Fierre André Taguieff, «Racisme-Racismes: Eléments d'une Problematization», en Magazine Littéraire, N° 334, 1995.


� Sobre los motivos de la exclusión de la discriminación por sexo de la víctima, véase la débil argumentación de Prats Canuts, J., en Comentarios al Nuevo Código Penal, Dirección Quintero Olivares, 2ª. edic. Aranzadia, Navarra 2001, p. 251 y ss.


� Delito de incitación al odio racial. El art. 31 de la ley N° 19.733 dispone: "El que por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.".
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